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Doctora en Derecho

PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO Y DELITO FISCAL EN LA 
PREVISTA REFORMA DE LA LGT

Extracto

La prevista reforma de la Ley General Tributaria, siguiendo la reforma de 2012 del Código 
Penal (fundamentalmente el art. 305), se refiere a los procedimientos tributarios en los casos de 
defraudación tributaria.
Hasta ahora, la Administración tributaria debía paralizar su actuación (art. 180.1 de la Ley General 
Tributaria) y enviar el caso a la jurisdicción penal. Después de la reforma de 2012, el Código Penal, 
entrando contra natura en aspectos administrativos de procedimiento tributario, ordena que la 
Administración tributaria liquide y cobre el impuesto debido «siguiendo las recomendaciones 
de la Comisión Europea».
La prevista reforma de la Ley General Tributaria intenta regular los procedimientos tributarios 
de acuerdo con lo previsto en el Código Penal.
Ambas reformas, la pasada del Código Penal, y la prevista de la Ley General Tributaria, están 
profundamente equivocadas.
No hay duda de que la Administración tributaria tiene el derecho, y la obligación, de liquidar 
y cobrar el impuesto debido por los defraudadores. Ese no es el problema, aunque esta sea 
la creencia general en España. El problema es la investigación del delito fiscal para la cual la 
Administración tributaria carece de competencia, de nuevo, en contra de la creencia general. 
En tanto no se clarifique el problema de la investigación del delito fiscal y se otorguen a la 
Administración las debidas competencias, al mismo tiempo que se reconozca el derecho a la 
presunción de inocencia del presunto evasor, la liquidación y el cobro del impuesto defraudado 
no será posible, al menos siguiendo las reglas del Estado de Derecho.
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TAX PROCEDURE AND CRIMINAL INVESTIGATION  
OF TAX EVASION IN THE PLANNED REFORM OF THE  

GENERAL TAX LAW

Abstract

The planned reform of the General Tax Law, following the 2012 reform of the Spanish Criminal 
Code (fundamentally article 305), devote itself to tax procedures in cases of suspect the crime 
of tax evasion.
Up to now, the tax administration had to stop its activity (article 180.1 General Tax Law) sending 
the case to the criminal jurisdiction. After the 2012 reform, the Criminal Code, entering, contra 
natura, into administrative aspects of tax procedures, order that the tax administration assess 
and recall the tax due, «following the recommendation of the European Commission».
The foreseen reform of the General Tax Law tries to rule tax procedures according to the provi-
sions of the Criminal Code.
Both, the past Criminal Code reform, and the foreseen reform of the General Tax Law are deeply 
mistaken.
There is no doubt that the tax administration has the right, and the obligation, to assess and 
collect the tax due by tax evaders. That is not the problem, even though this is the general believe 
in Spain. The problem is the investigation of the crime of tax evasion for which the tax adminis-
tration has no competence, again, against general believe. 
So far the problem of the investigation of tax evasion is not clarified and the needed powers 
are given to the tax administration  at the same time that the rights of the «presumed innocent» 
possible tax evader are recognized, the assessment and collection of the tax evaded will not be 
possible, at least, according to the rule of law principle.

Keywords: �investigation, tax, evasion, assessment and administration.
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I.  INTRODUCCIÓN

El Consejo de Ministros aprobó el 17 de abril de 2015 la remisión a las Cortes del Proyecto 
de Ley de Reforma de la Ley General Tributaria (LGT), que introduce cambios fundamentales 
en la articulación procedimental del delito fiscal, exigidos por la reforma del artículo 305 del Có-
digo Penal realizada por la Ley Orgánica 7/2012, de 27 de diciembre. El texto del proyecto apro-
bado coincide en lo fundamental con el texto remitido para información pública el 23 de junio de 
2014, que, a su vez, mantenía en lo fundamental el texto de un borrador fechado el 18 de febrero 
de 2013, que circuló por aquella época. 

El adecuado entendimiento del proyecto de reforma de la LGT en lo que afecta a los aspec-
tos procedimentales del delito contra la Hacienda Pública, del delito de defraudación tributaria, 
requiere un mínimo conocimiento de la situación actual, cuyo desconocimiento, sin embargo, es 
generalizado, incluso entre los círculos que teóricamente se dedican a esta cuestión, como con-
secuencia del insuficiente conocimiento en el ámbito tributario de cuestiones procesales funda-
mentales, que afectan a la institución de la prejudicialidad. 

II.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

En el delito fiscal confluyen dos órdenes jurisdiccionales, contencioso-administrativo y 
penal, lo que hace imprescindible articular la relación entre ambos mediante la técnica de la pre-
judicialidad1, que exige diferenciar entre: 

a)	 Cuestiones de naturaleza penal que surgen en ámbitos extrapenales. 

b)	 Cuestiones de naturaleza extrapenal que surgen en el seno de un proceso penal. 

Las cuestiones prejudiciales que se plantean en el orden penal, es decir, las que, siendo de 
otra naturaleza, surgen en el seno de un proceso penal, han estado tradicionalmente reguladas en 
los artículos 3 a 7 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim.). En base a estos preceptos la 
doctrina diferencia entre cuestiones prejudiciales devolutivas y cuestiones prejudiciales inciden-
tales o no devolutivas. En las primeras, el órgano que conoce del proceso penal en el que se plan-
tea la cuestión paraliza el mismo a la espera de que el orden jurisdiccional competente ratione 
materiae resuelva, resolución que le vincula. En las segundas se atribuye al órgano penal la com-

1	 Sobre esta cuestión, vid. Espejo Poyato, I.: Administración Tributaria y Jurisdicción Penal en el Delito Fiscal, Mar-
cial Pons, Madrid, 2013.

│ Sumario Sumario │
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petencia para conocer la cuestión incidental, «a los solos efectos de la represión», de manera que 
la decisión penal sobre la cuestión prejudicial no produce los efectos de cosa juzgada, y, por lo 
tanto, en principio, puede ser resuelta en sentido distinto por el orden jurisdiccional competente. 

El proceso penal por delito fiscal tropieza, necesariamente, con una cuestión prejudicial ad-
ministrativa, tributaria, que, si se trata como devolutiva, supone el retraso del proceso penal hasta 
la conclusión del trabajo de la Jurisdicción contencioso-administrativa y si se trata como no devo-
lutiva supone el tratamiento de problemas tributarios por jueces no competentes ratione materiae. 

En cambio, en el delito fiscal no existe ninguna cuestión prejudicial penal devolutiva, pues 
la cuota tributaria no depende del Derecho penal, sino solo y exclusivamente del Derecho tribu-
tario, su propio y específico ámbito de legalidad. La obligación tributaria no surge por cometer 
un delito fiscal sino por la realización del hecho imponible. Por ello, su cuantificación no depen-
de de ningún pronunciamiento penal. 

Esto no supone la negación de una posible prejudicialidad penal en todo caso: Una cosa es 
que no exista ninguna prejudicialidad penal de principio en orden a la fijación de la cuota tribu-
taria y otra es que sea imposible la presentación de cuestiones prejudiciales de carácter penal, 
como sería el caso de ganancias patrimoniales no justificadas, de aparente origen delictivo, por 
ejemplo el tráfico de drogas, en que está previsto el comiso de las mismas. Aquí hay prejudicia-
lidad penal porque si lo que procede es el comiso difícilmente se va a poder hablar de renta im-
ponible2. Es decir, la única prejudicialidad penal en el ámbito tributario es la que resulta de una 
previa y necesaria calificación penal para la calificación tributaria de los hechos3. 

Según el artículo 10 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial: «1. A los 
solos efectos prejudiciales, cada orden jurisdiccional podrá conocer de asuntos que no le estén 
atribuidos privativamente. 2. No obstante, la existencia de una cuestión prejudicial penal de la 
que no pueda prescindirse para la debida decisión o que condicione directamente el contenido de 
esta determinará la suspensión del procedimiento mientras aquella no sea resuelta por los órga-
nos penales a quienes corresponda, salvo las excepciones que la ley establezca». 

Este precepto establece una prejudicialidad devolutiva a favor de la Jurisdicción penal, de-
rivada de la «preferencia de la vía penal», pero solo cuando la decisión no penal dependa de la 
cuestión penal, mientras que las cuestiones de naturaleza extrapenal que surgen en el seno de un 
proceso penal tienen, en principio, carácter no devolutivo, por lo que se pueden resolver por el 
órgano penal, en el seno del proceso penal, «a los solos efectos de la represión» en expresión de 
nuestra LECrim. 

2	 Sobre la tributación de las ganancias ilícitas vid. Herrera Molina, P. M.: Fiscalidad de los actos ilícitos. La antiju-
ridicidad en los supuestos de hecho de la obligación tributaria, Colección Estudios Jurídicos, IEF, Madrid, 2004.

3	 En este sentido se pronuncian las SSTS de 24 de junio de 2010 [rec. 2607/2005 (NFJ039801), ponente Aguallo Avi-
lés] y 25 de junio de 2010 [rec. 2927/2005 (NFJ040646), ponente Martínez Micó], en relación con incrementos de 
patrimonio con condena por cohecho con el comiso de los bienes. 

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


10	 www.ceflegal.com

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015)

III.  �ALTERNATIVAS EN LA ARTICULACIÓN PROCEDIMENTAL DEL 
DELITO FISCAL 

Dado que el delito fiscal solo surge cuando no se atiende la obligación principal de pago 
de la cuota tributaria es necesario, conceptualmente, determinar esta cuota con anterioridad a la 
consideración de que la misma se ha defraudado. Las posibilidades para ello son: 

1.º	 Sistema de prejudicialidad administrativa devolutiva, que supone que la determi-
nación de la cuota tributaria compete a la Administración tributaria, bajo el con-
trol de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Este sistema existe en algunos 
países y es el que, confusamente, estableció la Ley 50/1977, de Medidas Urgen-
tes de Reforma Fiscal, que introdujo el delito fiscal en nuestro moderno Derecho 
penal, en su artículo 37, en virtud del cual la cuota tributaria debía ser fijada por la 
Administración en condiciones normales, de manera que solo tras el agotamiento 
de la vía administrativa en relación con la liquidación practicada se procedía al 
envío del expediente a la Jurisdicción penal. 

	 El principal problema de este sistema es el tiempo que debe transcurrir hasta el 
proceso penal (el de todo el procedimiento administrativo con sus recursos), lo 
que alarga el castigo de la defraudación tributaria. 

2.º	 Sistema de prejudicialidad administrativa no devolutiva en virtud del cual «para 
el solo efecto de la represión» la cuestión es resuelta por la Jurisdicción penal 
en el curso del proceso penal. Este es el sistema que, erróneamente, se conside-
ra vigente en nuestro país tras la Ley Orgánica 2/1985, de 26 de abril, que acabó 
con el sistema de prejudicialidad administrativa. En este sistema, por la propia 
mecánica de las relaciones entre campos normativos y jurisdiccionales, la Juris-
dicción penal es libre para fijar la cuota defraudada, a los solos efectos penales, 
en aplicación de principios penales, incluso aunque exista una deuda fijada por 
la Administración tributaria, con el correspondiente control de la Jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

Por ello, el sistema de prejudicialidad administrativa no devolutiva conduce naturalmente al 
paralelismo procedimental, que supone que la Administración continúa su trabajo, liquidando y 
recaudando, y los órganos de la Jurisdicción contencioso-administrativa siguen siendo competentes 
para conocer la legalidad de la liquidación. El Derecho tributario no se ve alterado por el Derecho 
penal y al delincuente fiscal no se le conceden privilegios en su posición de contribuyente, como 
consecuencia de la aplicación de los principios penales en la determinación de su cuota tributaria. 

Al mismo tiempo, cuando surgen indicios de delito, se envía el asunto a los órganos encar-
gados de la investigación del delito fiscal (que a menudo son una parte especializada de la Admi-
nistración tributaria) y del control y protección de los derechos del ciudadano durante la misma 
(que suelen ser los jueces de instrucción). Si la Administración tributaria dispone de la información 
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necesaria, y no es precisa una investigación criminal, envía el asunto directamente a los órganos 
encargados del enjuiciamiento penal. El proceso penal sigue su curso paralelo estrictamente para 
la imposición de la pena, para lo cual debe partir de una cuota tributaria, que fija la Jurisdicción 
penal, en prejudicialidad administrativa, tributaria, no devolutiva, es decir, a los solos efectos 
penales. A efectos tributarios y recaudatorios la cuota ya habrá sido liquidada y cobrada por la 
Administración tributaria, bajo el control de la Jurisdicción contencioso-administrativa, siguien-
do su «curso vital», en paralelo. 

Este sistema es el más extendido, el «normal», en Derecho comparado. Paradigmático del 
mismo es el sistema alemán. Su problema principal es el de la «doble verdad», es decir, la po-
sibilidad de que se produzcan pronunciamientos contradictorios entre ambas jurisdicciones, de 
manera que podría incluso suceder, como de hecho ha sucedido en alguna ocasión en Alemania, 
que se declare la existencia de una defraudación en vía penal, donde no hay impuesto debido, 
según la vía contencioso-administrativa. 

Para evitar este problema surgió el sistema español, que no parece que exista en ningún otro 
país, caracterizado por la paralización del procedimiento administrativo ante los indicios de deli-
to, y que, en cuanto defiere la fijación de la cuota tributaria a la Jurisdicción penal, constituye una 
prejudicialidad penal devolutiva, lo que supone una sucesión de privilegios para el delincuente 
fiscal, como consecuencia de la desaparición de la cuota tributaria, precariamente sustituida por 
la responsabilidad civil derivada del delito. 

IV.  EL DESARROLLO DEL SISTEMA TODAVÍA VIGENTE 

1.	 La Ley Orgánica 2/1985, de 26 de abril, suprimió el régimen de prejudicialidad 
administrativa que, según su exposición de motivos, «choca con el principio tra-
dicional en nuestro ordenamiento que, con suficiente elasticidad, aparece recogido 
en el Capítulo II del Título I del Libro I de la Ley de Enjuiciamiento Criminal». 
En consecuencia, la citada ley remite el tratamiento de las cuestiones prejudiciales 
en el delito fiscal, expresamente, a la LECrim. 

2.	 En el ámbito del Derecho tributario el artículo 77.6 de la LGT tras la reforma rea-
lizada por la Ley 10/1985 dispuso: 

«En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas 
de los delitos contra la Hacienda Pública regulados en el Código Penal, la 
Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se 
abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad ju-
dicial no dicte sentencia firme. 

La sanción de la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción 
administrativa. 
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De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración con-
tinuará el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales 
hayan considerado probados.» 

3.	 Este precepto atribuyó la competencia para la sanción del delito fiscal, lógicamen-
te, a la Jurisdicción penal, pero no mencionaba la cuota tributaria, por lo que cabía 
preguntarse quién la fijaba y cuándo. 

	 La respuesta a esta cuestión solo puede venir del sistema de funciones administrativas 
establecido por la LGT y de la articulación de las cuestiones prejudiciales en nues-
tro Derecho. Ni lógica ni jurídicamente existe en nuestro Derecho, ni en ningún otro 
conocido, con carácter general, una cuestión prejudicial penal en orden a la fijación 
de la cuota tributaria en los casos de delito fiscal, pues, como señaló la primera juris-
prudencia sobre la cuestión «la deuda tributaria es anterior en su origen, distinta en su 
naturaleza e independiente en su sustantividad al hecho criminal». 

	 Por lo que a las potestades de la Administración tributaria se refiere, dado que nada 
en contra se decía por ninguna ley, habría que concluir que también en los casos en 
que se descubrieran indicios de posible delito fiscal la Administración debía pro-
ceder a la liquidación de la cuota tributaria y de los intereses de demora debiendo, 
simplemente, de abstenerse de imponer sanción alguna y remitir las actuaciones ad-
ministrativas a la Jurisdicción penal para la imposición de la pena correspondiente. 

4.	 No fue esta la solución adoptada en el desarrollo reglamentario realizado por el ar-
tículo 10 del Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre, que previó que la liqui-
dación administrativa se realizara tras la conclusión del proceso penal, con condena, 
sobreseimiento o absolución, y, «en base a los hechos que los Tribunales hayan 
considerado probados». 

	 El sistema articulado reglamentariamente, sin base legal, aunque desplazó en el 
tiempo la fijación de la cuota tributaria, respetaba la competencia, legal, de la Ad-
ministración tributaria para su determinación. 

5.	 Aunque la prejudicialidad no devolutiva, en virtud de la cual los jueces de lo penal 
pueden entrar a determinar la cuota tributaria defraudada, a los solos efectos de la re-
presión, no implica la pérdida de la competencia de la Administración para determinar 
y recaudar la cuota tributaria, lo cierto es que sobre la exclusiva base del sistema re-
glamentariamente establecido el Tribunal Supremo, a instancias de la representación 
procesal de la AEAT, dio el paso definitivo de privar de competencias liquidatorias 
a la Administración tributaria en los casos de delito fiscal, haciendo desaparecer la 
cuota tributaria y sustituyéndola por la responsabilidad civil derivada del delito4. 

4	 La sentencia que sentó las bases de lo que iba a consolidarse como jurisprudencia uniforme fue la de 27 de diciembre 
de 1990 [rec. 2458/1989 (NFJ001051)] en el asunto Lola Flores, ponente Ruiz Vadillo.
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6.	 Siguiendo esta evolución, el Real Decreto 1930/1998, de 11 de septiembre, sobre 
Régimen Sancionador Tributario, previó la continuación del procedimiento de li-
quidación solo tras el pronunciamiento jurisdiccional absolutorio, sin mencionar 
el supuesto en que este fuera condenatorio. Reglamentariamente se aceptaba, im-
plícitamente, el resultado de la evolución jurisprudencial que había hecho desapa-
recer la cuota en los casos de defraudación tributaria. 

7.	 La actual LGT, Ley 58/2003, de 17 de diciembre, regula esta cuestión en el núme-
ro 1 de su artículo 180 en los siguientes términos: 

«1. Si la Administración tributaria estimase que la infracción pudiera 
ser constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, pasará el tanto de culpa 
a la jurisdicción competente, o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal 
y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo, que quedará sus-
pendido mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar 
el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolu-
ción del expediente por el Ministerio Fiscal. 

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposi-
ción de sanción administrativa. 

De no haberse apreciado la existencia de delito, la Administración tri-
butaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuerdo con los hechos que 
los tribunales hubieran considerado probados, y se reanudará el cómputo 
del plazo de prescripción en el punto en el que estaba cuando se suspendió. 
Las actuaciones administrativas realizadas durante el periodo de suspensión 
se tendrán por inexistentes». 

	 El desarrollo reglamentario del artículo 180.1 de la LGT, por el Reglamento General 
del Régimen Sancionador Tributario (RGRST), Real Decreto 2063/2004, de 15 de 
octubre, se encuentra en los artículos 32 (Actuaciones en supuestos del delito previsto 
en el art. 305 del Código Penal) y 33 (Actuaciones en supuestos de otros delitos con-
tra la Hacienda Pública). Mientras el artículo 32 prevé la paralización de la actuación 
administrativa ante los indicios de delito, el artículo 33 prevé su continuación.

8.	 Según el sistema establecido para el delito de defraudación tributaria, aunque lo que 
se debe pasar a la Jurisdicción penal es el tanto de culpa, la Administración para-
liza el procedimiento de liquidación y recupera su competencia para liquidar solo 
en el caso de no haberse apreciado la existencia de delito. Esto supone que, en los 
casos más graves de incumplimiento de las normas tributarias, la Administración 
queda despojada de su autotutela, y que el delito fiscal opera como una suerte de 
exención tributaria contra legem, pues la cuota tributaria desaparece y es sustitui-
da por la responsabilidad civil derivada del delito. El sistema establecido plantea, 
así, importantes problemas recaudatorios, pues al desaparecer la cuota tributaria 
no hay base para la actividad recaudatoria. 
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9.	 Los problemas de recaudación surgidos dieron lugar a la disposición adicional dé-
cima de la LGT, relativa a la «Exacción de la responsabilidad civil por delito con-
tra la Hacienda Pública», que establece: 

«1. En los procedimientos por delito contra la Hacienda Pública, la res-
ponsabilidad civil comprenderá la totalidad de la deuda tributaria no ingre-
sada, incluidos sus intereses de demora, y se exigirá por el procedimiento 
administrativo de apremio.

2. Una vez que sea firme la sentencia, el juez o tribunal al que competa 
la ejecución remitirá testimonio a los órganos de la Administración tributa-
ria, ordenando que se proceda a su exacción. En la misma forma se proce-
derá cuando el juez o tribunal hubieran acordado la ejecución provisional 
de una sentencia recurrida.

3. Cuando se hubiera acordado el fraccionamiento de pago de la respon-
sabilidad civil conforme al artículo 125 del Código Penal, el juez o tribunal 
lo comunicará a la Administración tributaria. En este caso, el procedimien-
to de apremio se iniciará si el responsable civil del delito incumpliera los 
términos del fraccionamiento.

4. La Administración tributaria informará al juez o tribunal sentencia-
dor, a los efectos del artículo 117.3 de la Constitución Española, de la trami-
tación y, en su caso, de los incidentes relativos a la ejecución encomendada».

	 En consecuencia, una vez firme la sentencia, el Juez o Tribunal al que competa la 
ejecución remitirá testimonio a los órganos de la Administración tributaria, orde-
nando que se proceda a su exacción. La Administración actúa en este caso no en 
ejecución de sus propios actos, sino en ejecución de sentencia. 

10.	 El sistema dio un nuevo paso en la redacción dada al apartado 5 del artículo 305 del 
Código Penal por la Ley Orgánica 5/2010 que, habiendo surgido con la pretensión 
de establecer un sistema de paralelismo procedimental acabó siendo interpretado 
en términos estrictamente recaudatorios, similares a los de la disposición adicional 
décima de la LGT, si bien en esta la recaudación por los órganos de la Administra-
ción tributaria se limitaba a la responsabilidad civil derivada del delito y el citado 
precepto del Código Penal extiende las funciones recaudatorias de la Administra-
ción a la pena impuesta por la Jurisdicción penal. 

V.  LA ADECUADA CARACTERIZACIÓN DEL SISTEMA VIGENTE 

La paralización del procedimiento tributario ante la aparición de los indicios de delito fiscal, 
ordenada todavía por el artículo 180 de la LGT, se suele justificar en base a la preferencia penal, que 
lo es de la pena respecto de la sanción administrativa. Sin embargo, no existe preferencia del orden 
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penal con respecto al tributario, pues la determinación de la deuda tributaria no corresponde a la 
Jurisdicción penal sino a la Administración tributaria, en el ejercicio de una potestad que no puede 
declinar. Por el contrario, sí existe una prejudicialidad del orden tributario con respecto al penal, 
dada la configuración del delito fiscal como tipo en blanco, pues el que alguien haya incurrido en 
evasión fiscal y en qué cuantía depende del importe de la deuda tributaria. Es el Derecho tributario 
y no el Derecho penal el que permite determinar el nacimiento y la cuantía de la deuda tributaria. 

Lo que en verdad existe de un modo lógicamente necesario, que es una cuestión prejudicial 
tributaria no devolutiva, que se presenta necesariamente ante la Jurisdicción penal cuando esta 
enjuicia un delito fiscal, ha sido insensiblemente sustituido en la práctica, sin fundamento legal 
alguno en sus orígenes y sin ninguna base teórica coherente, por una prejudicialidad penal devo-
lutiva, que paraliza el orden administrativo y se extiende no a una posible actuación sancionadora, 
sino a la liquidación de la cuota tributaria, que en nada depende del Derecho penal. 

Sin embargo, en el sistema de prejudicialidad administrativa no devolutiva en el orden penal, 
que es el establecido en la LECrim. y en la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Jurisdicción penal 
es competente para resolver la cuestión prejudicial «a los solos efectos de la represión», de ma-
nera que nada obliga a la Administración tributaria a detenerse ante el delito fiscal, dado que el 
régimen de las cuestiones prejudiciales no devolutivas no prejuzga el orden de aparición de los 
problemas, por lo que nada impide que antes, durante o después del proceso penal la Adminis-
tración fije la cuota tributaria. 

Solo en los casos, excepcionales, en que se produzca una prejudicialidad penal devolutiva 
ex artículo 10.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este precepto ordena la paralización de 
actuaciones. 

El perturbador efecto del artículo 180 de la LGT es que, en estos casos, que son los únicos 
en los que existe en nuestro Derecho prejudicialidad penal, y un mandato, por Ley Orgánica, de 
paralización de actuaciones, la Administración liquida, siempre que la cuota resultante sea infe-
rior a 120.000 euros, pues los mismos no están incluidos en el artículo 180.1 de la LGT, que se 
considera el único precepto legal aplicable en relación con esta cuestión. 

El sistema vigente surgió impulsado por la pretensión administrativa de evitar la separación de 
los procedimientos de liquidación y sancionador y en base a un lamentable malentendido teórico, 
derivado del mal entendimiento de la Sentencia del Tribunal Constitucional 77/1983, de 3 de octu-
bre (NFJ000032), en relación con el principio ne bis in idem y la prohibición de «dos verdades». 

El principio ne bis in idem exige la imposición de una única sanción por una conducta in-
fractora, así como que, en caso de que una conducta esté contemplada al mismo tiempo como 
ilícito administrativo y como ilícito penal, sea preferente la Jurisdicción penal, pero no exige la 
paralización del procedimiento administrativo de liquidación, que surge porque la única manera 
de evitar pronunciamientos contradictorios es la prevalencia de una Jurisdicción sobre otra, o la 
prejudicialidad devolutiva a favor de la Jurisdicción penal o la prejudicialidad devolutiva a favor 
de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Tertium non datur. 
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Esto es lo que explica que el sistema vigente haya funcionado durante varias décadas como 
una injustificada prejudicialidad penal devolutiva, pese a la generalizada creencia de que el sis-
tema responde a una prejudicialidad tributaria no devolutiva, en que sistemáticamente lo sitúa la 
doctrina, pues es lo que en verdad corresponde en nuestro sistema jurídico. 

En definitiva, el sistema se basa en la confusión general de la prejudicialidad tributaria en 
sede penal (que existe, pero no es devolutiva, pues atribuye competencias a la jurisdicción penal 
«a los solos efectos de la represión») con la prejudicialidad penal del artículo 10.2 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial, que no existe en el delito fiscal. 

La prevalencia del Derecho penal sobre el tributario y la desaparición de la cuota tributa-
ria, sustituida por la responsabilidad civil derivada del delito, fijada en el proceso penal, en base 
a principios penales, supone la sustitución de los principios tributarios por los penales, no ya en 
orden al castigo de la defraudación, sino en orden al reparto de las cargas públicas, que debería 
obedecer íntegramente al Derecho tributario y a sus principios. Por ello, existe consenso doctri-
nal en que el sistema de fijación por los jueces penales de la cuota tributaria en los casos de de-
lito fiscal conculca seriamente el principio de igualdad de la imposición. 

Falcón y Tella calificó el sistema de práctica generalizada, carente del más mínimo res-
paldo teórico, contra normas positivas en vigor y sin razones prácticas en la actualidad que, ade-
más, no es necesaria para proteger el interés fiscal, al que incluso perjudica gravemente, pues 
la liquidación en vía administrativa, aunque exista delito, permitiría cantidades adicionales, por 
ejemplo, sobre la base de presunciones, incompatibles con los principios penales, pero que des-
pliegan todos sus efectos en el ámbito tributario. Igualmente destacó que pueden existir descu-
biertos no dolosos, junto a los que pueden ser constitutivos de delito, los cuales deben ser objeto 
de liquidación aunque haya actuaciones penales. 

Este sistema, además, no supone, en su opinión, garantía alguna para el contribuyente acusado 
de delito fiscal, pues la teórica garantía que a efectos de fijación de la deuda supone el tamiz del pro-
ceso penal, con la contradicción y el rigor probatorio propio de este, acaba convirtiéndose, muchas 
veces, en una ciega y sorprendente aceptación de la deuda tributaria fijada por el «perito», sin control 
efectivo alguno por el Juez Penal, concluyendo: «Urge, pues, en mi opinión, volver a la tesis de que la 
deuda tributaria ha de fijarse en vía administrativa, de manera que la propuesta del actuario sea con-
trolada al menos por la oficina técnica y por el inspector-jefe [...] pues una cosa es la prejudicialidad 
penal y otra muy distinta es extender la jurisdicción penal a costa de la contencioso-administrativa»5. 

En definitiva, este sistema supone una ruptura injustificada del Derecho tributario material y 
procedimental y una evidente conculcación del principio de igualdad de la imposición: La aplica-
ción del Derecho tributario a los delincuentes fiscales no está excepcionada por la ley, lo que ha 
provocado importantes esfuerzos doctrinales por buscar alternativas al sistema vigente, que apun-

5	 Falcón y Tella, R.: «Consideraciones críticas sobre la exigencia en el proceso penal de la deuda tributaria: la ne-
cesidad de respetar lo previsto en el artículo 66.2 del RGIT y en los arts. 9 y 10 de la LOPJ», Quincena Fiscal, n.º 
11/1998, págs. 5-10.
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tan al paralelismo procedimental, de los que el Manual de Delitos contra la Hacienda Pública6 y el 
Primer Informe del Observatorio de Delito Fiscal constituyen una manifestación paradigmática7. 
Este es el sistema alemán y el establecido en la legislación española para los delitos contables. 

VI.  �LA LEGITIMIDAD CONSTITUCIONAL DE UNA «DOBLE VERDAD» 
Y EL PARALELISMO PROCEDIMENTAL 

Como ya hemos señalado, la prejudicialidad no devolutiva abre la puerta a posibles pro-
nunciamientos contradictorios, mientras que la prejudicialidad absolutamente devolutiva es la 
única manera de evitarlos. Por ello, en cuanto el sistema se aparte un ápice de la prejudicialidad 
penal devolutiva, que ya se critica desde todas las perspectivas, y se acepte la posibilidad de un 
pronunciamiento de la Administración en un caso objeto de enjuiciamiento por delito fiscal, el 
problema de las dos verdades es inevitable. 

El Tribunal Constitucional admite con naturalidad la posibilidad de pronunciamientos contra-
dictorios en base a la consideración de que los mismos hechos, objeto de perspectivas diferentes, no 
son, propiamente, los mismos hechos. La misma Sentencia 77/1983, de 3 de octubre (NFJ000032), 
bajo cuya invocación se desarrolló el sistema vigente, señala, por lo que aquí interesa:  

«El principio non bis in idem determina una interdicción de la duplicidad de 
sanciones administrativas y penales respecto de unos mismos hechos, pero conduce 
también a la imposibilidad de que, cuando el ordenamiento permite una dualidad de 
procedimientos, y en cada uno de ellos ha de producirse un enjuiciamiento y una ca-
lificación de unos mismos hechos, el enjuiciamiento y la calificación que en el plano 
jurídico puedan producirse, se hagan con independencia, si resultan de la aplicación 
de normativas diferentes, pero que no pueda ocurrir lo mismo en lo que se refiere a la 
apreciación de los hechos, pues es claro que unos mismos hechos no pueden existir y 
dejar de existir para los órganos del Estado» (FJ 4). 

En parecidos términos, la STC 158/1985, de 26 de noviembre (NSJ051748), señala: 

«Ello supone que si existe una resolución firme dictada en un orden jurisdiccional, 
otros órganos judiciales que conozcan del mismo asunto deberán también asumir como 

6	 VV. AA.: Manual de Delitos contra la Hacienda Pública de la Abogacía del Estado, Dirección del Servicio Jurídico 
del Estado, Ministerio de Justicia, 2004.

7	 Primer Informe del Observatorio Administrativo, previsto en el convenio de 30 de junio de 2005 entre la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y la Secretaría de Estado de Justicia en materia de prevención y lucha contra 
el fraude fiscal, diciembre, 2006 (http://www.aeat.es/AEAT/Contenidos_Comunes/La_Agencia_Tributaria/Informa-
cion_institucional/Campanias/Plan_prevencion_del fraude_fiscal/observatorio.pdf). 
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ciertos los hechos declarados tales por la primera resolución, o justificar la distinta apre-
ciación que hacen de los mismos. Conviene insistir en que esta situación no supone la 
primacía o la competencia específica de una jurisdicción, que solo se produciría cuando 
así lo determine el ordenamiento jurídico, como ocurrirá, por ejemplo, cuando una deci-
sión tenga carácter prejudicial respecto a otra. Fuera de esos casos, lo que cuenta es que 
el Estado, a través de uno de sus órganos jurisdiccionales, ha declarado la existencia o 
inexistencia de unos hechos, y no cabe, por las razones expresadas anteriormente, que 
otro órgano jurisdiccional del mismo Estado desconozca dicha declaración». 

En la misma línea, las SSTC 30/1996, de 26 de febrero (NCJ059880) y 278/2000, de 27 de 
noviembre (NCJ051765). Según esta última, «a pesar de los inconvenientes que puede tener que 
dos órganos judiciales distintos puedan llegar a interpretaciones jurídicas diferentes, el necesario 
respeto a la independencia judicial resta relevancia constitucional a las posibles contradicciones 
que puedan producirse al abordar un asunto desde ópticas distintas. Por ello, en los asuntos que 
hemos denominado complejos (es decir, en aquellos en los que se entrecruzan instituciones in-
tegradas en sectores del Ordenamiento cuyo conocimiento ha sido legalmente atribuido a órde-
nes jurisdiccionales diversos) es legítimo el instituto de la prejudicialidad no devolutiva, cuando 
el asunto resulte instrumental para resolver la pretensión concretamente ejercitada y a los solos 
efectos de ese proceso, porque no existe norma legal alguna que establezca la necesidad de defe-
rir a un orden jurisdiccional concreto el conocimiento de una cuestión prejudicial y corresponde 
a cada uno de ellos decidir si se cumplen o no los requerimientos precisos para poder resolver la 
cuestión, sin necesidad de suspender el curso de las actuaciones, siempre y cuando la cuestión 
no esté resuelta en el orden jurisdiccional genuinamente competente». 

En definitiva, en palabras de la STC 170/2002, de 30 de septiembre (NCJ049656), «como regla 
general, carece de relevancia constitucional que puedan producirse resultados contradictorios entre 
resoluciones de órganos judiciales de distintos órdenes, cuando esta contradicción tiene como soporte 
el haber abordado, bajo ópticas distintas, unos mismos hechos sometidos al conocimiento judicial, 
pues, en estos casos, los resultados contradictorios son consecuencia de los criterios informadores del 
reparto de competencias llevado a cabo por el legislador entre los diversos órdenes jurisdiccionales». 

No cabe duda, en consecuencia, de que el único límite que la prohibición de dos verdades 
impone a la Administración en el caso del delito de defraudación tributaria no es sino el derivado 
del normal juego de las cuestiones prejudiciales en nuestro país, que es el de abstenerse de san-
cionar, pero solo abstenerse de liquidar cuando se produzca una situación de prejudicialidad de-
volutiva a favor de la Jurisdicción penal ex artículo 10.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
es decir, cuando la liquidación dependa de la previa declaración de algo como delito, lo que no 
sucede, en principio, con la cuota tributaria que solo surge del hecho imponible8.

8	 Estas son, por otra parte, las conclusiones a las que conduce la Sentencia de Tribunal Supremo (Sala de lo Contencio-
so-Administrativo) de 7 de julio de 2011 [rec. 5417/2009 (NFJ043861)], ponente Martín Timón. En parecidos términos 
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La cuestión plantea perfiles que la dotan de especial interés en relación con la posibilidad, 
ya acaecida, de enjuiciamiento por delito fiscal en un supuesto en que la Administración ha ma-
nifestado su conformidad con la situación tributaria del contribuyente, lo que, a juicio de Fal-
cón y Tella constituye una exceso de jurisdicción pues a través del proceso penal se procede a 
la revisión de actos administrativos firmes9.  

VII.  EL LEGISLADOR ESPAÑOL Y EL PARALELISMO PROCEDIMENTAL 

1.	 El Proyecto de Ley de Reforma del Código Penal, publicado en el Boletín Oficial 
de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, de 15 de enero de 2007, que 
se vio truncado por las elecciones generales, optaba decididamente por el parale-
lismo procedimental y por la liquidación administrativa a su debido tiempo, pues, 
según su exposición de motivos «el objetivo de la reforma es que la denuncia por 
delito fiscal no paralice el procedimiento de liquidación y recaudación por la Admi-
nistración tributaria cuando disponga de suficientes elementos para ello, tal y como 
parece ser la tendencia general en derecho comparado. Tras la reforma del Código 
Penal deberá llevarse a cabo la necesaria adecuación del artículo 180, disposición 
adicional décima y demás normas concordantes de la Ley General Tributaria». 

	 Esta mención desapareció en la Ley Orgánica 5/2010, y la reforma que se había 
producido en el artículo 305.5 del Código Penal acabó interpretada en términos 
estrictamente recaudatorios, similares a los de la disposición adicional décima de 
la LGT, si bien extendiendo la recaudación por los órganos de la Administración 
tributaria a las multas impuestas en el proceso penal. 

2.	 Dado que el paralelismo procedimental es la única alternativa posible a la prejudi-
cialidad devolutiva, la reforma iniciada por la Ley Orgánica 7/2012, a la que ahora 
se pretende adaptar la LGT expresamente manifiesta pretender este sistema. Así, 
según la exposición de motivos de la Ley Orgánica 7/2012, sus objetivos son «in-
crementar las posibilidades de cobro de la deuda tributaria impagada evitando la 

de aceptación de pronunciamientos diferentes, también hay que citar la STS, de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, de 22 de marzo de 2010, 1773/2010, ponente Huelin Martínez de Velasco. El paralelismo procedimental se 
encuentra previsto en nuestro ordenamiento en el artículo 189 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal y el artícu-
lo 86 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social. Sobre el precedente de este precepto, 
el artículo 77 de la Ley de Procedimiento Laboral, existe un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, Sentencia 
24/1984, de 23 de febrero, que deniega un amparo solicitado en base al resultado contradictorio entre varias resolu-
ciones judiciales producido por el paralelismo procedimental. 

9	 Vid. Falcón y Tella, R.: «La imposibilidad de revisar en vía penal liquidaciones administrativas firmes: Crítica de 
la STS 20 enero 2006», en Política fiscal y Delitos contra la Hacienda Pública. Mesas redondas. Derecho y Econo-
mía, Bajo Fernández, M. (dir.), Bacigalupo, S. y Gómez-Jara Díez, C. (coords.), Editorial Universitaria Ramón 
Areces, Madrid, 2007, págs. 239 y ss.
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paralización del procedimiento administrativo por el proceso penal», para lo cual 
se «introduce un nuevo apartado que permite a la Administración tributaria conti-
nuar con el procedimiento administrativo de cobro de la deuda tributaria pese a la 
pendencia del proceso penal. Con esta reforma se trata de eliminar situaciones de 
privilegio y situar al presunto delincuente en la misma posición que cualquier otro 
deudor tributario, y al tiempo se incrementa la eficacia de la actuación de control 
de la administración: la sola pendencia del proceso judicial no paraliza la acción de 
cobro pero podrá paralizarla el juez siempre que el pago de la deuda se garantice o 
que el juez considere que se podrían producir daños de imposible o difícil repara-
ción. Y también se atiende una exigencia del ordenamiento comunitario, ya que las 
autoridades comunitarias vienen reclamando a España una reforma de su sistema 
legal para que la existencia del proceso penal no paralice la acción de cobro de las 
deudas tributarias que constituyan recursos propios de la Unión Europea». 

	 Este pretendido paralelismo se «articula» en la nueva redacción del apartado 5 del 
artículo 305 del Código Penal en los siguientes términos:

«Cuando la Administración tributaria apreciare indicios de haberse 
cometido un delito contra la Hacienda Pública, podrá liquidar de forma se-
parada, por una parte los conceptos y cuantías que no se encuentren vincu-
lados con el posible delito contra la Hacienda Pública, y por otra, los que 
se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública. 

La liquidación indicada en primer lugar en el párrafo anterior segui-
rá la tramitación ordinaria y se sujetará al régimen de recursos propios de 
toda liquidación tributaria. Y la liquidación que en su caso derive de aque-
llos conceptos y cuantías que se encuentren vinculados con el posible delito 
contra la Hacienda Pública seguirá la tramitación que al efecto establezca 
la normativa tributaria, sin perjuicio de que finalmente se ajuste a lo que se 
decida en el proceso penal. 

La existencia del procedimiento penal por delito contra la Hacienda 
Pública no paralizará la acción de cobro de la deuda tributaria. Por parte 
de la Administración tributaria podrán iniciarse las actuaciones dirigidas al 
cobro, salvo que el juez, de oficio o a instancia de parte, hubiere acordado 
la suspensión de las actuaciones de ejecución, previa prestación de garan-
tía. Si no se pudiese prestar garantía en todo o en parte, excepcionalmente 
el juez podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de garan-
tías si apreciare que la ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de 
muy difícil reparación». 

	 El precepto es un excelente ejemplo de confusión. En primer lugar, emplea una 
forma verbal no especialmente adecuada cuando de funciones administrativas se 
trata. La Administración no dispone de ninguna potestad discrecional en este campo. 
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O ha de liquidar, o ha de evitar hacerlo. La utilización del «podrá» habrá de en-
tenderse en este contexto en el sentido de afirmar la potestad declarativa de la Ad-
ministración, pese al inicio del proceso penal. Pero esta potestad se articula de un 
modo tremendamente limitado y confuso. 

	 Al parecer el legislador español no ha conseguido entender el paralelismo procedi-
mental del delito fiscal pues este lo es entre Derecho tributario y Derecho penal, entre 
procedimiento tributario y proceso penal, entre tributo y pena, mientras que la Ley Or-
gánica 7/2012 establece un imposible paralelismo entre dos liquidaciones, tributarias, 
practicadas por la misma Administración tributaria, de «conceptos y cuantías que no 
se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública», y de «los 
que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública».

	 Este sistema, al exigir una diferenciación entre aspectos vinculados con el delito 
y aspectos no vinculados con el delito, garantiza, ex definitione, una doble verdad, 
por la necesidad artificiosa de diferenciar, a priori, aquello que es, precisamente, 
el objeto del proceso penal. 

	 Por otra parte, el sistema previsto en el Código Penal, con la pretensión de evitar 
la doble verdad, prevé un «ajuste» de la cuota tributaria que se haya liquidado por 
la Administración en relación con los aspectos vinculados con el delito a lo que re-
sulte del proceso penal, de manera que la liquidación de los «aspectos vinculados 
con el delito», es decir, la liquidación del tributo que debería pagar el delincuente 
si fuera, simplemente, un contribuyente equivocado, se sujeta, al final, al proceso 
penal, y, en consecuencia, a los principios penales, que no tributarios, y no solo a 
los «efectos de la represión» que dice nuestra LECrim., o a los efectos prejudicia-
les que dice nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial, sino, también, a los efectos 
estrictamente tributarios, de reparto de las cargas públicas, en contra del artículo 31 
de la Constitución española que impone el principio de igualdad en la imposición, 
en función de la capacidad económica, y no respondiendo a principios penales. 

	 Por ello, el sistema del Código Penal, claramente en la línea del paralelismo pro-
cedimental, nace conceptualmente frustrado en cuanto que el paralelismo que es-
tablece es dentro de la propia Administración, que habría de liquidar una deuda 
«vinculada al delito» y otra no vinculada, sin reconocer propiamente el necesario 
paralelismo con la Jurisdicción penal, pues continúa preso de la concepción que 
priva a la Administración tributaria y a su línea jurisdiccional de control, la Juris-
dicción contencioso-administrativa, de la competencia que le corresponde sobre la 
cuota tributaria, también la de los delincuentes fiscales. 

	 En definitiva, la reforma no permite someter al Derecho tributario y al principio de 
reparto equitativo de las cargas públicas a los defraudadores, y, sin embargo, abre 
la puerta a la posibilidad de dos pronunciamientos diferentes. 

3.	 El proyecto de reforma de la LGT, que pretende desarrollar estos aspectos del Có-
digo Penal, y que mantiene en lo fundamental lo previsto en el borrador de ante-
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proyecto que circuló la primavera de 201310, es malo técnicamente: mal ordenado, 
mal redactado, incompleto, excesivo, e inviable jurídica y procedimentalmente11. 
Por ello es preocupante desde la perspectiva del Estado de Derecho y del adecua-
do respeto de los derechos del ciudadano, del contribuyente, sobre el que puedan 
surgir indicios de delito, pero también desde la perspectiva de los intereses recau-
datorios de la Hacienda Pública, que son los que, a duras penas, desde la concep-
ción de que el fin justifica los medios, podrían explicarlo. 

	 La exposición de motivos del proyecto de Ley aprobado por el gobierno el 17 de 
abril de 2015, dice, refiriéndose al Código Penal: (IV) «La trascendencia de la mo-
dificación orgánica referida justifica por sí sola la incorporación en la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, de un nuevo Título VI específicamente 
dedicado a las actuaciones a desarrollar en estos supuestos, ya que la línea direc-
triz del legislador orgánico ha quedado patente: la regla general será la práctica de 
liquidación y el desarrollo de las actuaciones recaudatorias de la deuda tributaria 
cuantificada a través de la misma, sin perjuicio de que, en determinados casos ex-
plicitados en la norma tributaria, el legislador haya optado, en estricta sujeción al 
carácter potestativo fijado en la norma penal en este punto, por la paralización de 
las actuaciones, sin practicar liquidación, en tanto en cuanto no exista un pronun-
ciamiento en sede jurisdiccional.

	  [...] es importante significar la preferencia del orden penal en dos aspectos: por una 
parte, corresponde al juez penal la posibilidad de suspender las actuaciones adminis-
trativas de cobro, permitiendo de ese modo el acceso a una justicia cautelar frente a 
la ejecutividad de la liquidación tributaria; por otra, la preferencia del orden penal 
queda respetada con el obligado ajuste final de la liquidación tributaria a los hechos 
que el juez penal declare probados cuando juzgue y se pronuncie, a los efectos de 
la imposición de una pena, sobre la existencia y cuantía de la defraudación». 

10	 Sobre este vid. Espejo Poyato, I.: «La Adaptación de la Ley General Tributaria a la Reforma del Código Penal de 2012», 
en VV. AA., Intercambio de Información, blanqueo de capitales y lucha contra el fraude fiscal, Garcia Prats, A. (dir.), 
IEF, Madrid, 2014.

11	 El informe del Consejo General del Poder Judicial al anteproyecto de la ley de modificación parcial de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, de 30 de septiembre de 2014, aunque también muy deficiente él mismo, pone 
de manifiesto algunas de estas deficiencias. El voto particular concurrente de la vocal María Concepción Sáez Rodrí-
guez es más crítico y le atribuye un «desconocimiento voluntario de la construcción normativa, doctrinal y jurispru-
dencial respecto de la naturaleza de los diferentes actos administrativos» pues las liquidaciones tributarias conectadas 
con el delito se configuran como actos trámite al mismo tiempo que se les asignan efectos de actos definitivos (pág. 3 
del voto particular). El Dictamen de la Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 9 de 
abril de 2015, aunque más descriptivo que analítico y crítico, también es crítico, señalando que «la técnica normativa 
resulta mejorable en muchos aspectos en una reforma de importancia como la presente. La lectura de la exposición 
de motivos, y en especial de sus apartados II y VI, que son una recopilación dispersa de modificaciones de distinta 
importancia, basta para detectar que aquella no se ha cuidado suficientemente», así como que «Parece necesaria una 
completa revisión del texto para mejorar la redacción y corregir determinadas erratas». 
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	 En el apartado VI de la exposición de motivos, una especie de cajón de sastre de lo 
más variopinto, se dice: «Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa, aclarándose también en dicha ley que, conforme 
a la actual regulación de dicho delito en el Código Penal, está excluido del orden 
contencioso-administrativo el conocimiento de las pretensiones que los obligados 
tributarios pudiesen plantear al socaire de la actuación administrativa». 

	 La razón del sistema que pretende desarrollar el proyecto es, de nuevo, la creencia, 
injustificada, en una especie de prejudicialidad penal respecto de la cuota tributa-
ria, que explica la previsión de que el Juez, penal, pueda paralizar el cobro de la 
misma, ignorando los naturales mecanismos de control de la actuación administra-
tiva, que es la Jurisdicción contencioso-administrativa, siempre competente cuando 
de deuda tributaria y de liquidación se trata, por mucho que el incumplimiento de 
la obligación tributaria reúna los caracteres del delito. 

VIII.  EL SISTEMA PREVISTO EN EL PROYECTO DE REFORMA DE LA LGT

El número Cincuenta y nueve del artículo único del proyecto de reforma añade un nuevo 
Título, el VI, a la LGT, artículos 250 a 259, con el título «Actuaciones y procedimientos de apli-
cación de los tributos en supuestos de delito contra la Hacienda Pública». Asimismo, se modifica 
la disposición adicional décima, relativa a la exacción de responsabilidad civil por delitos contra 
la Hacienda Pública, para adaptarla al Código Penal. 

El previsto artículo 250 de la LGT lleva por título «Práctica de liquidaciones en caso de 
existencia de indicios de delito contra la Hacienda Pública».

Lo que prevé este precepto es, naturalmente, la prohibición de cualquier procedimiento san-
cionador sobre hechos que puedan ser constitutivos de delito fiscal y, siguiendo lo previsto en el 
Código Penal, la práctica de dos liquidaciones, la de los «elementos de la obligación tributaria 
vinculados con el delito y la de los no vinculados». 

La Administración practicará las dos liquidaciones previstas por el artículo 305 del Código 
Penal y 250 de la LGT, salvo las excepciones del previsto artículo 251 de la LGT, que establece 
los supuestos en los que la Administración se debe abstener de dictar liquidación:

a)	 Cuando la tramitación de la liquidación administrativa pueda ocasionar la prescripción 
del delito con arreglo a los plazos previstos en el artículo 131 del Código Penal12. 

12	 Aquí parece que la posibilidad de prescripción de la acción penal desencadena un cambio de competencia, pues la 
administración no liquida y esta competencia se atribuye a la jurisdicción penal. La cuestión aquí es la de si este es 
un sistema legítimo de atribución de competencias. 

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


24	 www.ceflegal.com

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015)

b)	 Cuando de resultas de la investigación o comprobación, no pudiese determinarse 
con exactitud el importe de la liquidación o no hubiera sido posible atribuirla a un 
obligado tributario concreto. 

c)	 Cuando la liquidación administrativa pudiese perjudicar de cualquier forma la in-
vestigación o comprobación de la defraudación. 

De este precepto queda claro que, por muy general que en la práctica llegue a ser (pues esto 
es lo que va a pasar para evitar los problemas que plantea el impracticable sistema articulado), lo 
cierto es que el no liquidar por los aspectos conectados con el delito es excepcional, de manera 
que, salvo los supuestos y con las condiciones del nuevo artículo 251 de la LGT no es una facul-
tad, sino una obligación de la Administración tributaria el practicar la correspondiente liquida-
ción. También es obligatorio para la Administración tributaria el liquidar, siempre, por lo que se 
refiere a los aspectos no conectados con el delito.

En los casos en que no sea posible la práctica de la liquidación parece que el régimen es el 
de «siempre»: Se paraliza la actuación administrativa y se remite el asunto a la Jurisdicción penal. 
No obstante, por el juego de remisiones, parece que se paraliza solo la liquidación relativa a los 
aspectos relacionados con el delito y que se deben liquidar, en todo caso, los aspectos no vincula-
dos con el delito, con lo que se impone a la Administración tributaria la necesidad de diferenciar 
siempre entre aspectos vinculados y no vinculados o de pronunciarse sobre la no procedencia o 
imposibilidad de dicha diferenciación, pues la novedad es que se ha de acompañar la remisión a 
la Jurisdicción penal de explicaciones de por qué no se practica una liquidación administrativa. 
Al igual que hasta ahora, la remisión se realiza sin audiencia ni posibilidad de defensa por parte 
del interesado. Por otra parte se detrae del control de la Jurisdicción contencioso-administrativa 
no solo la liquidación que se practique sino también la decisión de no practicarla. 

Sin embargo, en la medida en que estamos todavía en el procedimiento administrativo, y 
en la nueva legislación no cabe duda de ello, porque la regla general no es que se aborte el pro-
cedimiento, sino la continuación del mismo, esto supone una inevitable llamada a la Jurisdicción 
contencioso-administrativa, que es lo que el proyecto pretende evitar a toda costa. 

Fuera de estos casos, la remisión al órgano jurisdiccional se prevé que se realice tras la prác-
tica de la liquidación de los aspectos vinculados al delito. Por razones conectadas con el desen-
volvimiento de los normales procedimientos tributarios esto supondrá, normalmente, que aún no 
se habrá practicado la liquidación de los aspectos no vinculados con el delito.

En el artículo 251.2 se contiene la regla de que «las actuaciones del procedimiento de com-
probación e investigación realizadas durante el periodo de suspensión respecto de los hechos de-
nunciados se tendrán por inexistentes». Esta previsión hace, de nuevo, inevitable la diferenciación 
entre los aspectos vinculados con el delito y los no vinculados.

El nuevo artículo 253, sobre la «tramitación del procedimiento de inspección en caso de que 
proceda practicar liquidación», es el artículo fundamental en el nuevo régimen.
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Según el régimen desarrollado en el artículo 253 del proyecto la liquidación de los aspectos no 
relacionados con el delito será objeto de un procedimiento de inspección, trámites de audiencia, ex-
tensión de actas, práctica de liquidación, recursos administrativos y control jurisdiccional normales. 

Los aspectos relacionados con el delito (al parecer en virtud del dolo, según el art. 253.3 de 
la LGT del proyecto) serán objeto de una liquidación separada sui géneris, en cuanto que se la pre-
tende excluir del control jurisdiccional competente ratione materiae: Si algo caracteriza al proyec-
to de reforma es la pretensión de excluir a la Jurisdicción contencioso-administrativa del control 
de los aspectos estrictamente tributarios (liquidación administrativa y recaudación) de la deuda 
tributaria presuntamente defraudada. 

Por ello, esta liquidación, que se practicará tras la concesión de un plazo de audiencia de 
15 días, directamente, sin extensión de acta ni de plazo de alegaciones ulteriores al acta, con la 
autorización previa o simultánea del órgano de la Administración tributaria competente para in-
terponer la denuncia o querella, no está sometida al control de los Tribunales económico-admi-
nistrativos ni de la Jurisdicción contencioso-administrativa. 

Parece evidente que en este trámite de audiencia, en relación con la práctica de la liquida-
ción no recurrible, ya se le está diciendo al contribuyente que se trata de los aspectos vincula-
dos al delito. Esto plantea la cuestión del ámbito, sentido y tratamiento de las correspondientes 
alegaciones que, aunque la ley parece considerar irán exclusivamente referidas a la liquidación, 
evidentemente van a poder, legítimamente, cuestionar el carácter presuntamente delictivo de la 
conducta. También van a poder cuestionar la viabilidad de separación de ambos aspectos. Podrán 
cuestionar también la procedencia de la interpretación de la norma que realiza la Administración 
y, evidentemente, los hechos comprobados, pudiendo negar el contribuyente que los mismos 
hayan sido debidamente comprobados. 

A efectos de la cuantificación de ambas liquidaciones por un mismo concepto impositivo y 
periodo, se prevé por este precepto la formalización de una propuesta de liquidación vinculada 
al delito y un acta de inspección para los aspectos no vinculados al delito:

a)	 La propuesta de liquidación vinculada a delito comprenderá los elementos decla-
rados, así como aquellos en los que se aprecie dolo y se restarán todos los ajustes 
a favor del obligado tributario. De la cuota resultante se descontará la cuota que se 
hubiera ingresado.

b)	 La propuesta de liquidación contenida en el acta comprenderá la totalidad de los 
elementos comprobados, vinculados o no con el posible delito. De la cuota que re-
sulte se deducirá la cantidad resultante de la propuesta de liquidación anterior.

No obstante, continúa el previsto artículo 253, «el obligado tributario podrá optar por la 
aplicación de un sistema de cálculo de ambas cuotas basado en la aplicación proporcional de las 
partidas a compensar o deducir en la base o en la cuota, en los términos que se determinen regla-
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mentariamente. Esta opción deberá comunicarse a la Administración en el plazo de alegaciones 
posterior a la notificación de la propuesta de liquidación vinculada al delito».

Sobre la impugnación de las liquidaciones, el artículo 254 deja claro que contra la liquida-
ción administrativa vinculada al delito no procede recurso alguno, sin perjuicio del ajuste que 
proceda con arreglo a lo que se determine en el proceso penal, «pues corresponde al Juez penal 
determinar en sentencia la cuota defraudada», mientras que frente a la liquidación no vinculada 
al delito opera el régimen normal de recursos.

En la línea de vetar un auténtico control jurisdiccional de la liquidación de los elementos 
vinculados al delito el artículo 253.1 prevé que «en ningún caso los defectos procedimentales en 
que se hubiese podido incurrir durante la tramitación administrativa, producirán los efectos de 
extinguir total o parcialmente la obligación tributaria vinculada a delito ni los previstos en las 
letras a) y b) del artículo 150.6 de esta ley13 en relación con las actuaciones desarrolladas por la 
Administración tributaria tendentes a la liquidación de la deuda tributaria, sin perjuicio de los que 
de aquellos pudiesen derivarse en caso de devolución del expediente por el Ministerio Fiscal o en 
caso de resolución judicial firme que obligue a practicar el ajuste previsto por el artículo 257.2 c) 
de esta ley por no apreciar la existencia de delito contra la Hacienda Pública14».

Sin embargo, la liquidación dictada es ejecutiva, pues el artículo 253 prevé que: 

«Una vez dictada la liquidación administrativa, la Administración tributaria pa-
sará el tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al Ministe-
rio Fiscal y el procedimiento de comprobación finalizará, respecto de los elementos de 
la obligación tributaria regularizados mediante dicha liquidación, con la notificación 
al obligado tributario de la misma, en la que se advertirá de que el periodo volunta-
rio de ingreso solo comenzará a computarse una vez que sea notificada la admisión a 

13	 Artículo 150.6 del proyecto: «El incumplimiento del plazo de duración del procedimiento al que se refiere el apartado 1 
de este artículo no determinará la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero producirá los 
siguientes efectos respecto a las obligaciones tributarias pendientes de liquidar:

a)	 No se considerará interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas 
durante el plazo señalado en el apartado 1.

	 La prescripción se entenderá interrumpida por la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del 
plazo al que se refiere el apartado 1. El obligado tributario tendrá derecho a ser informado sobre los conceptos y 
periodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse.

b)	 Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada con posterioridad 
al incumplimiento del plazo de duración del procedimiento previsto en el apartado 1 y que hayan sido imputados 
por el obligado tributario al tributo y periodo objeto de las actuaciones inspectoras tendrán el carácter de espon-
táneos a los efectos del artículo 27 de esta ley».

14	 El artículo 254.1 repite la prohibición al establecer que «en ningún caso los defectos procedimentales en que se hu-
biese podido incurrir durante la tramitación administrativa, producirán los efectos de extinguir total o parcialmente la 
obligación tributaria vinculada a delito ni los previstos en las letras a) y b) del artículo 150.6 de esta ley en relación 
con las actuaciones desarrolladas por la Administración tributaria tendentes a la liquidación de la deuda tributaria». 
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trámite de la denuncia o querella correspondiente, en los términos establecidos en el 
artículo 255 de esta ley.

El pase del tanto de culpa o la remisión del expediente interrumpirá los plazos de 
prescripción del derecho a determinar la deuda tributaria y a imponer la sanción, de 
acuerdo con lo previsto en los artículos 68.1 y 189.3 de esta ley».

Además, según el artículo 255, la deuda vinculada al delito se recauda según las reglas ge-
nerales del procedimiento de recaudación de la LGT, pues es ejecutiva una vez que sea notificada 
la admisión a trámite de la denuncia o querella correspondiente, salvo que el Juez hubiere acorda-
do la suspensión de las actuaciones de ejecución. El Juez de lo penal será también el competente 
sobre las medidas cautelares y de ejecución que se hubieran adoptado por la Administración, si 
bien con competencias extraordinariamente limitadas por el proyecto de Ley15.

Según el artículo 257 del proyecto esta liquidación se ajustará a lo que se determine en el 
proceso penal. Si la sentencia es condenatoria y en dicho proceso se determina una cuota defrau-
dada idéntica a la liquidada en vía administrativa, no será necesario modificar la liquidación rea-
lizada, sin perjuicio de la liquidación de los intereses de demora y recargos que correspondan. 

Si la cuantía determinada en el proceso penal difiere de la fijada en vía administrativa, la 
liquidación dictada se modificará, sin que la modificación afecte a la validez de las actuaciones 

15	 La disposición final primera del proyecto contiene diversas modificaciones de la LECrim., aprobada por el Real De-
creto de 14 de septiembre de 1882, entre las que se encuentra un nuevo artículo 614 bis, según el cual «Una vez ini-
ciado el proceso penal por delito contra la Hacienda Pública, el juez de lo penal decidirá acerca de las pretensiones 
referidas a las medidas cautelares adoptadas al amparo del artículo 81 de la Ley General Tributaria». La citada dis-
posición también añade el artículo 621 bis a la LECrim., que dispone que para acceder a la suspensión solicitada, el 
Juez o Tribunal «habrá de fijar el alcance de la garantía que haya de prestarse y el plazo para hacerlo, que en ningún 
caso excederá de dos meses», salvo que, excepcionalmente, dispense de garantías por apreciar que la ejecución puede 
ocasionar daños irreparables o de muy difícil reparación. La garantía «deberá cubrir suficientemente el importe resul-
tante de la liquidación administrativa practicada, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que 
procederían en caso de ejecución de la misma». El Dictamen de la Comisión Permanente del Consejo de Estado, de 
9 de abril de 2015, señala respecto de las medidas cautelares adoptadas al amparo del artículo 81 de la LGT que «el 
catálogo de medidas cautelares patrimoniales se encuentra regulado en los artículos 589 y siguientes de la LECrim., 
con lo que si se pretenden incorporar las contempladas en el artículo 81 de la LGT debería hacerse en ese título y no-
minalmente. Si, por el contrario, se está introduciendo una norma competencial por la cual el juez penal asumirá de 
modo sobrevenido las facultades de control de las medidas cautelares ya adoptadas por la Administración tributaria 
que, supuestamente, permanecerían vigentes (esto es, no se suspenden con motivo de la prejudicialidad penal), tam-
poco parece que sea este el modo adecuado de regularlo, toda vez que una decisión administrativa estaría vinculan-
do al juez penal y que las referidas medidas pasarían de tener carácter administrativo a jurisdiccional. Debería, pues, 
aclararse lo relativo a este extremo». Por su parte, el voto particular concurrente al informe del Consejo General del 
Poder Judicial de la vocal María Concepción Sáez Rodríguez, en relación con las medidas cautelares, califica el régi-
men establecido de insólito en nuestro ordenamiento jurídico, en el que el juez instructor es el verdadero director de 
la investigación penal y a quien corresponde el juicio de proporcionalidad y necesidad de la medida cautelar relevan-
do al juez al mero papel de revisor de la medida adoptada por el denunciante, concluyendo: «Potestad que ni siquiera 
posee en el procedimiento penal el Ministerio Fiscal».   
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recaudatorias realizadas, respecto de la cuantía confirmada en el proceso penal. El acuerdo de 
modificación se trasladará al Tribunal competente para la ejecución, al obligado al pago y a las 
demás partes personadas en el procedimiento penal.

Parece que lo que se pretende aquí es que la liquidación que se dicte modificando la pre-
viamente practicada tampoco se sujete al control de la Jurisdicción contencioso-administrativa.

Si en el proceso penal no se apreciara la existencia de delito por inexistencia de la obliga-
ción tributaria, la liquidación administrativa será anulada. En este caso, así como cuando la cuan-
tía determinada en el proceso penal sea inferior a la fijada en vía administrativa, se aplicarán las 
normas generales sobre devolución de ingresos y reembolso del coste de las garantías.

El número tres de la disposición final primera del proyecto introduce un nuevo artículo a la 
LECrim., el 999, que dispone:

«1. En la ejecución de sentencias por delitos contra la Hacienda Pública, la dis-
conformidad del obligado al pago con las modificaciones que con arreglo a lo previsto 
en la Ley General Tributaria lleve a cabo la Administración Pública se pondrá de ma-
nifiesto al Tribunal competente para la ejecución, en el plazo de 30 días desde su noti-
ficación, que, previa audiencia de la Administración ejecutante y del Ministerio Fiscal 
por idéntico plazo, resolverá mediante auto si la modificación practicada es conforme 
a lo declarado en sentencia o si se ha apartado de la misma, en cuyo caso, indicará con 
claridad los términos en que haya de modificarse la liquidación. 

2. Contra el auto que resuelva este incidente cabrá recurso de apelación en un 
solo efecto o, en su caso, el correspondiente de súplica». 

Si en el proceso penal no se aprecia delito por motivo diferente a la inexistencia de la obli-
gación tributaria, se retrotraerán las actuaciones inspectoras al momento anterior a la propuesta 
de liquidación vinculada a delito, teniendo en cuenta los hechos que el órgano judicial hubiese 
considerado probados, extendiéndose el acta correspondiente, que seguirá la tramitación ordina-
ria. El régimen de recursos contra la liquidación que se dicte será el normal. 

La disposición final tercera del proyecto prevé la modificación de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en la que introduce una nueva dis-
posición adicional décima, según la cual «De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 a)16 de 
esta ley, no corresponde al orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocer de las preten-
siones que se deduzcan respecto de las actuaciones tributarias vinculadas a delitos contra la Hacien-
da Pública que se dicten al amparo del Título VI de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, salvo lo previsto en los artículos 256 y 258.3 de la misma. 

16	 «3. No corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo: a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los 
órdenes jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración pública».
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Una vez iniciado el correspondiente proceso penal por delito contra la Hacienda Pública, 
tampoco corresponderá al orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocer de las preten-
siones que se deduzcan respecto de las medidas cautelares adoptadas al amparo del artículo 81 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria». 

De nuevo se puede observar la pretensión, que ya se puede anticipar que será frustrada, de 
excluir a la Jurisdicción contencioso-administrativa de todo control de la actuación administrati-
va en relación con liquidaciones tributarias ejecutivas.

IX.  PRINCIPALES PROBLEMAS DEL SISTEMA PREVISTO 

1.	 Al igual que hasta ahora, contra todo el sistema de Derecho tributario y, desde luego, 
en contra del artículo 31 de la Constitución española, se hace depender una deuda 
tributaria de aspectos puramente penales, pues, en todo caso, al final del proceso 
penal, la cuota que se haya liquidado y, en su caso, cobrado, se adaptará a la que 
resulte del proceso penal. Se ve, así, de nuevo, preterido el principio de capacidad 
económica a favor de los principios penales, no pertinentes a efectos de tributación. 
La cuota tributaria de los delincuentes fiscales sigue dependiendo más del Derecho 
penal que del tributario, a efectos no solo de la represión, que es la previsión de 
nuestro sistema de prejudicialidad no devolutiva, sino también a efectos tributarios. 

2.	 Ahora bien, en un curioso sentido de justicia, el prelegislador compensa este pri-
vilegio del delincuente fiscal con una actuación administrativa al margen del prin-
cipio de legalidad, en cuanto que prevé la práctica de un acto administrativo de 
liquidación, ejecutivo, o la adopción de la decisión de no realizarlo, al margen 
del control de la Jurisdicción contencioso-administrativa conculcando uno de los 
pilares del Estado de Derecho, cual es el artículo 106 de nuestra Constitución. La 
previsión de que se le diga al Juez, de instrucción, que se ha liquidado para que, si 
le parece que procede, pueda acordar la suspensión de la ejecución en los limitadí-
simos términos previstos, no supone un auténtico control jurisdiccional. Tampoco 
lo supone el que, cuando la Administración decida no liquidar, se lo comunique al 
Juez de instrucción, que no se sabe qué se pretende que haga con esa información. 
El único control jurisdiccional adecuado, inevitable en un Estado de Derecho que 
no pretenda dejar de serlo es el control pleno de la legalidad de la actuación ad-
ministrativa, que solo es posible por la jurisdicción competente ratione materiae. 

	 El control por la Jurisdicción contencioso-administrativa de la actuación de la 
Administración es algo que excede de la competencia del legislador tributario. 
El marco normativo de esta cuestión parte del «derecho fundamental al Juez pre-
determinado por la ley», previsto en el artículo 24.2 de la Constitución. La STC 
76/1992, de 14 de mayo (NFJ001644), enfatiza la necesidad de respetar el reparto 
competencial entre los diferentes órdenes jurisdiccionales, señalando que los Tri-
bunales que controlan la legalidad de los actos administrativos son los del orden 
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contencioso-administrativo, aspecto que forma parte del derecho a la tutela judi-
cial efectiva17. 

3.	 Este desconocimiento del Derecho administrativo en cuanto a la práctica de la li-
quidación se compensa con la articulación de un procedimiento (sic) penal al mar-
gen de cualquier principio de los que deben caracterizar la actuación de los poderes 
públicos ante los indicios de delito, en el proceso penal o en la fase preprocesal. 
Parece que el prelegislador no se ha dado cuenta de que se acaba con la tradicional 
inactividad administrativa, que cubría de penumbra la incómoda cuestión de la in-
vestigación del delito fiscal y las respectivas situaciones jurídicas de Administra-
ción y contribuyente en la misma. 

	 La LGT sigue sin articular un procedimiento que contemple la transformación 
sustancial de la situación jurídica del contribuyente una vez que sobre él pesan in-
dicios de delito. El ciudadano sigue sin tener reconocido ningún derecho en la no 
reconocida fase preprocesal. Ni siquiera se prevé que se le informe de que se en-
cuentra en la misma18. Pero el problema ya no se puede seguir obviando, pues tras 
la reforma la Administración ha de continuar su actuación.

	 Quizá como contrapartida de los privilegios que se atribuyen al delincuente fiscal 
en orden a la determinación de la deuda tributaria que como contribuyente debe 
pagar, el sistema se caracteriza por un desconocimiento de los derechos que cons-
titucionalmente deben impregnar la situación jurídica de quien es objeto de una 

17	 El Dictamen de la Comisión Permanente del Consejo de Estado de 9 de abril de 2015 destaca la ausencia de recurso 
frente a las liquidaciones tributarias en caso de indicios de delito, señalando: «Aun cuando la memoria justifica esta 
opción en la circunstancia de que la tutela judicial efectiva va a ser dispensada en estos casos por el juez penal y, en 
caso de que se dictase sentencia firme sin apreciar la existencia de delito, la liquidación perdería su vinculación con 
una defraudación de naturaleza delictiva y podría ser recurrida (arts. 254 y 257), parece claro que ha de arbitrarse algún 
medio en la vía administrativa para combatir de forma previa las deficiencias procedimentales que puedan concurrir 
en la liquidación». El voto particular concurrente de la vocal María Concepción Sáez Rodríguez señala que este sis-
tema conculca el derecho a la tutela judicial efectiva (pág. 4), pues se determina por la Administración tributaria la 
culpabilidad y la cuota defraudada, que son competencia de la jurisdicción penal, que se impone al órgano penal, de 
manera que la actuación del mismo es secundaria y adjetiva (pág. 5). 

18	 El informe del Consejo General del Poder Judicial al anteproyecto de la ley de modificación parcial de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, de 30 de septiembre de 2014, señala sobre esto: «Por último, conviene ad-
vertir que no se regula la situación jurídica del obligado tributario, sobre el que existe una posible incriminación por 
delito, en la denominada fase preprocesal, a quien, caso de que no proceda la liquidación de los elementos vinculados 
al presunto delito, por concurrir alguno de los supuestos del artículo 251.2 de la LGT, ni siquiera se prevé se le noti-
fique que se encuentra en dicha fase. 

	 Como señala algún autor, cuando el procedimiento administrativo se halla íntimamente unido al proceso penal, deben 
reconocerse al interesado los mismos derechos que si el proceso penal se hubiere ya iniciado. Por tanto, deben ser ob-
servados los principios y garantías del artículo 24 de la CE, por lo que debería declararse la obligación de informar al 
obligado tributario de la situación del procedimiento, en todo caso y tan poco se tengan sospechas de la posible exis-
tencia de un delito, evitando el acopio de material probatorio para enervar el principio de presunción de inocencia, al 
margen y sin conocimiento del sujeto» (pág. 27).
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investigación criminal, pues se prevé que la Administración tributaria actúe en el 
seno de un procedimiento, tributario, que, con la aparición de los indicios de deli-
to, no asume en la proyectada reforma los caracteres de la investigación criminal, 
pero pierde los naturales mecanismos de control propios del procedimiento admi-
nistrativo de comprobación y liquidación tributarias. 

	 La situación jurídica del ciudadano frente a los poderes públicos adquiere unos tin-
tes muy especiales cuando sobre el mismo empieza a pesar la sospecha de un delito, 
pues en este caso los poderes públicos tienen potestades inquisitivas que afectan de 
un modo importante a sus derechos, que, en consecuencia, hay que proteger, lo que 
supone un cambio procedimental sustancial, pues la aparición de indicios de delito 
introduce un nuevo objeto del procedimiento, cual es la investigación del mismo. 

	 Por ello, la prevista nueva regulación, que prevé la remisión a la Jurisdicción penal 
tras la práctica de la liquidación de los aspectos vinculados al delito, podría haber 
sido más contundente en cuanto a la regla fundamental ante los indicios de delito: la 
inmediata remisión del caso a los órganos encargados del control de la investigación 
criminal, en principio los jueces de instrucción. Y es que la meta de la reforma es 
el cobro de la deuda tributaria, sin interesarse lo más mínimo del problema proce-
dimental fundamental ante los indicios de delito, que no es el cobro de una deuda 
tributaria (que la Administración siempre puede liquidar y cobrar pues el sistema 
de prejudicialidad devolutiva no la priva de sus competencias), sino el control por 
el juez de instrucción de la actuación investigadora ante los indicios de delito. Y la 
sujeción por los órganos de investigación a unos requisitos organizativos y proce-
dimentales que no parece que cumpla la Administración tributaria.

4.	 La primera idea que transmite el nuevo artículo 250 de la LGT es que se pretende 
que en caso de indicios de delito la Administración tributaria continúe el procedi-
miento «con arreglo a las normas generales que resulten de aplicación». 

	 Sin embargo, aquí nos encontramos con el primer problema: ¿Cuáles son esas reglas 
generales que resultan de aplicación? Porque lo que normalmente estará haciendo 
la Administración cuando aparecen los indicios de delito es inspeccionar, de ma-
nera que si ha de seguir actuando parece que, a menudo (desde luego cuando no se 
disponga de la información necesaria), lo que se necesita es investigar ese delito, 
para lo que las reglas generales no son las del «procedimiento de aplicación de los 
tributos», sino las de la investigación criminal del delito fiscal, la gran ausente de 
todo este proceso de reforma. 

	 Y es que la Inspección de Hacienda, que es quien se encuentra con el delito fiscal 
en su actuación cotidiana, carece de competencias legales para su investigación19. 

19	 Dada la inexistencia de previsión legal atribuyendo competencias a la Inspección de Hacienda en la investigación del 
delito fiscal, su investigación corresponde, al igual que la de cualquier otro, a la Policía Judicial, al Ministerio fiscal y 
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	 Quizá lo más llamativo de nuestro sistema de lucha contra el fraude fiscal sea la 
inexistencia de un procedimiento para la investigación del delito fiscal y de unos 
órganos claramente competentes para ello, lo que plantea los lógicos problemas en 
orden a la persecución del delito, por un lado, y en orden al adecuado respeto de 
los derechos consagrados en el artículo 24 de la Constitución, por otro.  

	 En cuanto a la perspectiva fundamental de la investigación del delito fiscal, impres-
cindible si se pretende que la Administración tributaria realmente persiga el fraude 
fiscal, el proyecto de ley deja las cosas como están. 

	 Sin embargo, como ha señalado Chico de la Cámara, la ordenación y desplie-
gue de una eficaz actividad de inspección y comprobación del cumplimiento de 
las obligaciones tributarias no es una opción que quede a la libre disponibilidad 
del legislador y de la Administración, sino que, por el contrario, es una exigencia 
inherente a «un sistema tributario justo» como el que la Constitución propugna20. 

X.  CONCLUSIONES

1.	 Los redactores del proyecto, bien es cierto que siguiendo al Código Penal, han ob-
viado el auténtico paralelismo procedimental, que lo es entre aspectos tributarios, 
en bloque, para la liquidación y recaudación de la completa cuota tributaria debi-
da, y aspectos penales, para los estrictos efectos del enjuiciamiento y sanción penal 
(propios de la prejudicialidad no devolutiva en el proceso penal, ex art. 10.1 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial), cada cual sujeto a sus principios y a la rama del 
Derecho correspondiente (tributario y penal), y plenamente bajo el control de la 
Jurisdicción correspondiente, contencioso-administrativa y penal. 

a los Jueces de Instrucción, no especializados técnicamente en esta materia. Esta carencia se intenta suplir, por un lado, 
mediante la utilización de las posibilidades investigadoras de órganos que carecen de competencia para ello, como el 
Servicio de Vigilancia Aduanera que, aunque tiene reconocido el carácter de Policía Judicial, extiende su competen-
cia al delito de contrabando y excepcionalmente a los delitos conexos, no, en principio, al delito fiscal, y, por otro, 
mediante la utilización de los Inspectores de Hacienda como «peritos» en el proceso penal, en olvido de elementales 
principios jurídicos, tanto si intervienen estrictamente como peritos (los hechos deben ser valorados directamente por 
el juzgador, la aritmética no parece necesitada de pericia y principio iura novit curia impide que el Derecho tributario 
sea su objeto), como si realizan tareas de investigación bajo la dirección del Juez de Instrucción, en el ejercicio de 
competencias que, en auxilio judicial, este no les puede atribuir, en tanto no les sean atribuidas como propias por el 
Ordenamiento Jurídico. Vid. Espejo Poyato, I.: «La AEAT y los Inspectores de Hacienda del Estado ante el deber de 
auxilio a los Juzgados y Tribunales y al Ministerio Fiscal en la investigación, enjuiciamiento y represión de los deli-
tos públicos», en VV. AA.: La Inspección de Hacienda en el Reglamento General de Aplicación de los Tributos, LII 
Semana de Estudios de Derecho Financiero, IEF, Madrid, 2009. 

20	 Cfr. Chico de la Cámara, P.: El delito de Defraudación Tributaria tras la Reforma del Código Penal por la LO 5/2010. 
Reflexiones Críticas y Propuestas de Lege Ferenda, Thomson Reuters Aranzadi, Pamplona, 2012, pág. 19. 
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	 La cuota tributaria, toda, es competencia de la Administración tributaria, y solo su 
liquidación y cobro en condiciones normales supone una equiparación de la situa-
ción tributaria del delincuente fiscal con la de los contribuyentes normales, aca-
bando con los privilegios que el sistema vigente atribuye al delincuente. Otra cosa 
bien diferente es la consideración penal que sobre esta cuota pueda hacer la Juris-
dicción penal a «los solos efectos prejudiciales, o de la represión». 

2.	 De nuevo la razón del sistema es el miedo a la doble verdad, que persiste, como 
hemos visto, injustificadamente. El paralelismo procedimental supone, efectiva-
mente, la posibilidad conceptual de una doble verdad que, independientemente 
de su general irrelevancia constitucional por responder a órdenes jurídicos dife-
renciados, en la práctica, no tiene por qué presentar los tintes dramáticos que se 
le suelen atribuir por estos lares. Los tribunales están acostumbrados a respetar 
la cosa juzgada y la Administración debería estarlo. Si ya hay un pronunciamien-
to sobre hechos, en la medida en que exista la necesaria identidad, que incluye la 
identidad en la perspectiva del enjuiciamiento, el órgano que actúa en segundo 
lugar respetará lo previamente decidido, al margen de las inevitables patologías 
que aparecen, o deberían aparecer, solo en un número limitado de casos, y que 
deben encontrar cauces de solución de carácter general, y no específicos para los 
casos de delito fiscal. 

	 Por otra parte, en el sistema previsto el problema de la doble verdad se va a produ-
cir, necesariamente, en cuanto que va a haber dos liquidaciones posibles sobre una 
misma cuota tributaria, cuyo ensamblaje está extraordinariamente mal articulado. 
En realidad, la única manera de evitar la doble verdad es un sistema de absoluta 
prejudicialidad devolutiva, administrativa en sede penal, rechazado en 1985 y di-
fícilmente conciliable con el artículo 10.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o 
penal en sede administrativa, incompatible con los más elementales principios jurí-
dicos, y de política criminal, como se ha visto en el funcionamiento de nuestro sis-
tema hasta ahora que, inconscientemente y contra natura, responde a este sistema.

3.	 El prelegislador solo se ha preocupado de los aspectos recaudatorios del sistema, 
por eso el problema continúa siendo, como hasta ahora, el desinterés de la Admi-
nistración tributaria, y, por ende, del «legislador» fiscal, por la investigación del 
delito fiscal. La única perspectiva de los nuevos preceptos es la de la práctica y 
cobro de una liquidación, tan legítima como, a menudo, imposible, en los casos de 
delito fiscal, sin resolver previamente el problema de su investigación. 

	 Ello es así porque se sigue partiendo de la incompetencia de la Administración tri-
butaria para la investigación del delito, de manera que, en realidad, solo se prevé 
que se practique la liquidación cuando no es necesaria una previa investigación del 
delito, por lo que, cuando es necesaria una previa investigación, se hace precisa la 
remisión del asunto a la Jurisdicción penal, no conectada con el control jurisdiccio-
nal de la investigación criminal, que se ignora en la reforma, sino con la absoluta 
abstención, teórica, de la Administración tributaria en la misma.  
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4.	 Si nunca es aconsejable huir de los problemas, esta tendencia es especialmente dañi-
na en el campo que nos ocupa, porque cualquier alternativa de articulación procedi-
mental del delito fiscal es problemática, desde todos los puntos de vista. De hecho, 
el lamentable y ya repudiado sistema todavía vigente no es sino el fruto de una irre-
flexiva huida de problemas inevitables. La continuación en la huida, y en la falta de 
reflexión, permite anticipar que la reforma va a conseguir empeorar las cosas. 

	 El paralelismo procedimental con todas sus consecuencias es inevitable. El siste-
ma previsto consigue mantener privilegios tributarios para el delincuente fiscal, 
pues es prisionero del error conceptual del anterior sistema, al mismo tiempo que 
garantiza, casi en todo caso, los problemas de la doble verdad que el paralelismo 
procedimental correctamente entendido solo plantea en casos patológicos.

	 Es, además, inviable, jurídica y prácticamente. Por un lado, tenemos una Ley Or-
gánica, un Código Penal, que, contra todo criterio, penetra en aspectos reglamen-
tarios de procedimiento tributario, y, por otro, tenemos un proyecto de reforma de 
la LGT que altera rotundamente el procedimiento tributario, sin diseñar mínima-
mente el nuevo procedimiento, dejando excesivas puertas abiertas al reglamento, 
en un campo que es especialmente sensible, pues afecta, sin duda, a derechos fun-
damentales. Por ello, el sistema creará más que resolverá problemas. 

	 La única manera de evitar estos problemas será no aplicar la reforma, pues en la 
mayoría de los casos no se podrán diferenciar, a priori, ni a tiempo, los aspectos 
no vinculados con el delito de los aspectos vinculados, por lo que no se practicará 
ninguna liquidación, con lo cual se seguirá como hasta ahora. 

	 Sin embargo, aunque en la práctica se consiga evitar con carácter general los pro-
blemas técnicos que plantea el nuevo sistema, negando la posibilidad de diferenciar 
en el caso concreto los aspectos vinculados con el delito de los aspectos no vincu-
lados, lo cierto es que el problema fundamental ya no se va a poder evitar (y esta 
es quizá la única ventaja del sistema): en cuanto la Administración debe seguir ac-
tuando tras los indicios del delito es inevitable la determinación del régimen jurí-
dico bajo el que actúa, que no va a poder ser, por lo menos no siempre, el régimen 
habitual de los procedimientos tributarios. 

	 Esto es especialmente evidente en la comprobación que se prevé de la regularización 
del quinto año. En este caso la comprobación administrativa que prácticamente im-
pone con carácter general el previsto artículo 252 de la LGT (una joya de lenguaje 
jurídico) ya no puede tener una finalidad estrictamente tributaria, puesto que la Ad-
ministración tributaria ya ha perdido sus competencias por prescripción, de manera 
que, al comprobar la suficiencia de la regularización, lo que va a estar haciendo, al 
menos conceptual y jurídicamente, no va a ser comprobación tributaria, sino que va 
a ser investigación criminal, por muy deficientemente que se investigue.

	 La reforma va, así, a desvelar el problema fundamental en nuestro sistema de «per-
secución» del delito fiscal, cual es el de las competencias para su investigación y el 
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de la respectiva situación jurídica de Administración tributaria y contribuyente en 
la misma. Si la Administración ha de seguir actuando tras los indicios de delito y 
ha de practicar una liquidación, también de los aspectos vinculados al mismo, las 
posibilidades investigadoras de la Inspección, el adecuado control de las mismas 
por el Juez de Instrucción y la situación jurídica del contribuyente durante estas 
actuaciones habrán de aclararse. 

5.	 En conclusión, el nuevo sistema consigue la cuadratura del círculo, pues mantiene 
en lo fundamental los privilegios del delincuente fiscal, al seguir reconociendo la pri-
macía del Derecho penal en la fijación de su cuota tributaria, al mismo tiempo que 
le niega los derechos básicos que como contribuyente le corresponden, relativos al 
control de legalidad de las actuaciones administrativas que le afectan y los derechos 
fundamentales que como presunto delincuente le corresponden en el seno de la in-
vestigación del delito, que sigue sin resolverse, pues no se ha abordado el problema 
de la respectiva situación jurídica de Administración y contribuyente en la misma. 

	 El resultado más problemático de un sistema cuyas patologías fundamentales se man-
tienen en la reforma, al mismo tiempo que se introducen otras nuevas, es que, con-
fusa y precariamente, se atribuyen a la Administración tributaria competencias que 
el artículo 117 de la Constitución española atribuye a los jueces y tribunales, como 
contrapartida de la atribución a la Jurisdicción penal de competencias, de liquidación 
tributaria (que no de enjuiciamiento a efectos prejudiciales, que es la única compe-
tencia posible de la Jurisdicción penal en esta materia, aparte del control de la fase de 
investigación del delito, que el proyecto ignora) propias de la Administración tributa-
ria, cuyo adecuado control corresponde a la Jurisdicción contencioso-administrativa. 
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Extracto

Las Cortes Generales españolas han aprobado recientemente una importante reforma que afec-
ta a los grandes impuestos del sistema fiscal, especialmente el Impuesto sobre la Renta, el de 
Sociedades y el IVA. En este artículo analizaremos el tratamiento en el IVA del sector público. 
El artículo se centra en tres aspectos. En primer lugar, el nuevo régimen establecido para deter-
minar cuándo las operaciones efectuadas por las entidades que forman parte del sector público 
se encuentran o no sujetas al impuesto. En segundo lugar, el derecho a la deducción, teniendo 
en cuenta que los organismos de Derecho público adquieren bienes o servicios que destinan de 
manera exclusiva a su actividad económica, bienes o servicios que destinan de manera exclusiva 
a la realización de actividades no sujetas y bienes o servicios destinados de manera indistinta a 
ambas. Finalmente estudiaremos cuándo se incluyen las subvenciones en la base imponible del 
IVA, de acuerdo con el nuevo texto.
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I.  REFORMA FISCAL, REFORMA DEL IVA Y SUJETOS PÚBLICOS

Mediante la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, se ha modificado parcialmente la regulación 
del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante, IVA), de los aspectos fiscales del Régimen 
Económico Fiscal de Canarias, de los Impuestos Especiales y del Impuesto sobre Gases Fluora-
dos de Efecto Invernadero1. Todo ello en el marco de la amplia reforma fiscal promovida por el 
Gobierno de la Nación y que añade a la normativa mencionada las Leyes 26 y 27/2014, publica-
das en el mismo periódico oficial, y que afectan a la fiscalidad directa.

La modificación del IVA, que es la que ahora nos interesa, se contiene en el artículo 1 de la 
referida Ley 28/2014, largo precepto que a su vez se descompone en 41 apartados. Esto da cuenta 
de que se trata, si no de una reforma general, sí al menos de una cierta intensidad. 

El propio Gobierno ofrece una explicación para cada modificación que introduce, agrupan-
do las explicaciones de la siguiente manera: unas son ajustes a la Directiva2, a la vista de la ju-
risprudencia europea o de las tesis sostenidas por la propia Comisión Europea; otras pretenden 
mejorar técnicamente el impuesto; un tercer grupo tendría como razón de ser la lucha contra el 
fraude; finalmente, otras flexibilizan determinados límites o requisitos.

En este marco se han incluido una serie de disposiciones que afectan al IVA de la actividad 
de los entes públicos y estas son precisamente las que forman el objeto de este trabajo. Con el fin 
declarado del ajuste o la mejora técnica del impuesto se va a modificar la regla de no sujeción de 
las operaciones realizadas por los entes públicos (art. 7.8.º de la Ley del IVA) y –al parecer en 
unidad de idea– se va a introducir una regla para fijar la deducibilidad de las cuotas soportadas en 
adquisiciones destinadas a la realización conjunta de operaciones sujetas y no sujetas (un nuevo 
apartado Cinco para el art. 93). Asimismo se recoge un cambio en los apartados del artículo 78 de 
la ley que indican qué partidas se incluyen o no en la base imponible del impuesto: afecta a las 
subvenciones y, dado que por su naturaleza se trata de partidas que proceden de entes públicos, 
también son objeto de nuestro interés. Esta modificación se justifica en la necesidad de adapta-
ción a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (en adelante, TJUE).

Podría parecer que solo de manera mínima se enganchan las modificaciones a exigencias del 
Derecho europeo, pero en realidad no es así. La propia exposición de motivos reconoce que la refor-

1	 BOE núm. 288, de 28.
2	 Se refiere, es obvio, a la Directiva 2006/112/CE, sobre el sistema común del IVA (DOCE, L de 11 de diciembre de 

2006).
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ma del régimen de deducciones obedece a la «aplicación de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea»; eso de una parte. Pero la principal aportación de la reforma –la no sujeción de 
los servicios prestados en virtud de las encomiendas de gestión y, en general, de los servicios pres-
tados por entidades dependientes a favor de las administraciones a las que pertenecen– se toma por 
una mejora técnica cuando en realidad es una «elevación a rango legal» de doctrina administrativa 
(¡vaya salto!) que, a fin de cuentas, se justificaba en buena parte con base en el Derecho europeo. 

Por todas estas razones, antes de abordar la explicación de las novedades introducidas, con-
viene sentar algunos conceptos sobre lo que decía el Derecho europeo al respecto y sobre la trans-
posición efectuada por el Reino de España.

II.  ESTADO DE LA CUESTIÓN PREVIO A LA REFORMA

Aunque la fijación del estado de la cuestión requiera un tratamiento global, lo haremos sepa-
rando los tres niveles de análisis que van a resultar necesarios: la sujeción al IVA de los organismos 
de Derecho público; la deducibilidad del IVA soportado y lo que concierne a las subvenciones. 
Lo haré en dos apartados, uno referido al planteamiento armonizador del Derecho europeo; otro 
cifrado en la transposición que constituía el Derecho español previo a la reforma que se comenta.

A)  �LA SUJECIÓN AL IVA DE LOS ORGANISMOS DE DERECHO PÚBLICO, 
DEDUCCIONES Y TRATAMIENTO DE LAS SUBVENCIONES A LA VISTA 
DEL DERECHO EUROPEO

El primero de los tres aspectos que vamos a abordar (y, sin duda, esencial), esto es, el de la su-
jeción al IVA de los organismos de Derecho público, se sustancia, sobre todo, a través del artícu- 
lo 13 de la Directiva, que niega la consideración de sujeto pasivo del impuesto a los organismos 
de Derecho público en ciertas circunstancias. Una regla que ha de leerse de manera restrictiva3.

Pues bien, el precepto se predica de «Los Estados, las regiones, las provincias, los municipios y 
los demás organismos de Derecho público». En ningún caso se ha autorizado extender la no sujeción 
a ciertas operaciones relacionadas con el desarrollo de funciones públicas, pero realizadas de mane-
ra independiente por terceros que no ostentaban la condición de organismos de Derecho público4. 

3	 Con el IVA se persigue un máximo de sencillez y neutralidad; por lo tanto, generalidad. Por ello, una regla como esta 
ha de leerse así, y en esto ha insistido el Tribunal de Justicia, marcando el carácter excepcional de este precepto como 
premisa interpretativa [cfr. Sentencia de 26 de marzo de 1987, asunto C-235/85, Comisión/Países Bajos (NFJ000268)].

4	 Han sido asuntos que mucho han tenido que ver con nuestro país: recaudadores de zona del Ayuntamiento de Sevilla 
o registradores de la propiedad en su función de oficinas liquidadoras de distrito hipotecario [Sentencia de 25 de julio 
de 1991, asunto C-202/90, Ayuntamiento de Sevilla (NFJ006850) o Sentencia de 12 de noviembre de 2009, asunto 
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Si nos centramos en lo que de manera más estricta podemos calificar de «sector público», la 
personalidad de quien efectúa las operaciones se comienza a difuminar cuando se escapa de las 
estructuras político-territoriales básicas y clásicas de cada uno de los Estados miembros. Ahora 
bien, el genérico «organismos de Derecho público» que indica la letra de la Directiva parece ad-
mitir algo más que el Estado tradicional y, de hecho, el propio Tribunal de Justicia no ha alber-
gado dudas acerca de la aplicación de este concepto a sujetos públicos diversos, bien es cierto 
que sin que se aprecie mucha reflexión5. 

Yo, desde luego, no tengo claro que pueda hablarse de un concepto comunitario de organis-
mo de Derecho público, y más bien me parece que se está dejando a los ordenamientos naciona-
les que cierren o puedan cerrar esta cuestión.

Atendiendo a la letra de la Directiva y a la interpretación que ha desarrollado el Tribunal de 
Justicia, estas serían las circunstancias que permitirían a los organismos de Derecho público la 
exclusión de la consideración de sujeto pasivo:

C-154/08, Comisión/España (NFJ035917)]. También por supuesto la Sentencia citada supra en el asunto C-235/85 
(NFJ000268) o el Auto de 21 de mayo de 2008 (asunto C-456/07, Mihal). 

5	 Son objeto de asuntos centrados en estos puntos de la Directiva y, por lo tanto, organismos de Derecho público las Uni-
versidades alemanas [Sentencia de 20 de junio de 2002, asunto C-287/00, Comisión/Alemania (NFJ013022)]; el Fondo 
Nacional de Construcción de Carreteras en Grecia [Sentencia de 12 de septiembre de 2000, asunto C-260/98, Comisión/
Grecia (NFJ047396)], o la autoridad holandesa que explotaba una infraestructura viaria concreta [el Wegschap Tunnel 
Dordtse Kil, Sentencia de 12 de septiembre de 2000, asunto C-408/97, Comisión/Países Bajos (NFJ009515)]. También 
autoridades independientes competentes en la gestión de recursos hídricos, como los organismos de Derecho público 
holandeses sobre los que gira el asunto C-378/02, Waterschap Zeeuws Vlaanderen y Staatssecretaris van Financiën 
[Sentencia de 2 de junio de 2005 (NFJ020146)] o en Alemania una «mancomunidad» (Zweckverband), alrededor de la 
cual se sustancia el asunto C-442/05, Torgau-Westelbien, resuelto por la Sentencia de 3 de abril de 2008 (NFJ028105). 
También han sido acreedores a esta consideración el Consorcio Autónomo del Puerto de Génova [Sentencia de 25 de 
octubre de 2007, asunto C-174/06, CO.GE.P.Srl (NFJ026441)]; los llamados Puntos de venta de cuotas lecheras «pú-
blicos» en Alemania [Sentencia de 13 de diciembre de 2007, asunto C-408/06, Gotz (NFJ026986)] o una Cámara de 
Industria y Comercio, de nuevo en Alemania [Sentencia de 4 de junio de 2009, asunto C-102/08, Salix (NFJ033225)]. 

	 Dada la conexión que esto puede tener con algunos aspectos de la reforma española objeto de este trabajo, sí me interesa 
detallar lo que he encontrado al respecto en los casos planteados ante el Tribunal de Justicia, que ofrece algunas para-
dojas. En primer lugar, los asuntos acumulados C-231/87 y C-129/88, Ufficio Distrettuale (NFJ000621), resueltos por 
la Sentencia de 17 de octubre de 1989. Aunque en la sentencia no se dice propiamente nada, el Abogado General decía 
en las conclusiones que la no sujeción afectaría también a las actividades que se llevan a cabo por medio de empresas 
municipales, pero siempre que ello se realice en nombre y por cuenta del municipio (afirmación muy del gusto de los 
centros directivos españoles). En segundo lugar, en cambio, en la Sentencia de 12 de junio de 2008 [asunto C-462/05, 
Comisión/Portugal (NFJ028806)], el Tribunal de Justicia considera que para admitir la condición de organismo de De-
recho público a un concreto operador lo relevante no es la realización de actos dentro de las prerrogativas de la autori-
dad pública, sino la integración en la organización de la Administración pública o la relación de dependencia con esta 
(dejando siempre fuera a los terceros independientes). Finalmente, en la Sentencia de 12 de noviembre de 2009 [asunto 
C-154/08, Comisión/España (NFJ035917)], se advierte de que: «Si bien la designación de un organismo por el Derecho 
administrativo de un Estado miembro como organismo de Derecho público resulta pertinente para determinar su trata-
miento a efectos del IVA, no puede considerarse decisiva cuando la naturaleza real y la esencia de la actividad que dicho 
organismo realiza revelan que no se cumplen los requisitos estrictos para la aplicación de la citada regla de no sujeción».
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•	 Primero, que las operaciones se efectúen directamente por los referidos organismos 
de Derecho público, sin mediar empresa concesionaria o en general intermediaria 
o contratista.

•	 Segundo, que la actividad se realice formalmente con arreglo a un régimen jurídi-
co de Derecho público.

•	 Tercero, que esas operaciones ni se correspondan con las enumeradas en el anexo I 
de la Directiva ni su no sujeción genere distorsiones significativas a la competencia6.

El TJUE ha ido fijando sus posiciones sobre la resolución de numerosos recursos de incum-
plimiento y cuestiones prejudiciales, si bien no es infrecuente que se diga que en la práctica re-
nuncia a la comunitarización del precepto, abogando por que sean las legislaciones nacionales las 
que determinen en cada caso cuándo los organismos de Derecho público actúan en su condición 
de autoridad pública, al definir el régimen jurídico mediante el que operan7. Cuando menos sí se 
ha ido esclareciendo qué piezas del ahora artículo 13 de la Directiva son acreedoras del efecto 
directo (y por lo tanto el juez nacional las puede aplicar directamente aun en contra del tenor de 
la norma nacional) y cuáles no; y qué piezas son obligatorias y cuáles facultativas8.

6	 Añade la Directiva dos facultades de los Estados miembros, una para sacar de la sujeción alguna de estas actividades, 
si su volumen es insignificante; otra, para considerar no sujetas actividades exentas.

7	 La toma de posición se producirá en dos sentencias de finales de los ochenta, la citada Ufficio Distrettuale y otra de 
15 de mayo de 1990, asunto C-4/89, Comune di Carpaneto (NFJ000812). Las muchas sentencias que se han dicta-
do con posterioridad le dejan a uno un tanto frío. Y pienso que esta doctrina ni ha sido del gusto de la Comisión Eu-
ropea, ni de algunos Estados. Choca que con más frecuencia de lo que es habitual el fallo contraríe las conclusiones 
de los abogados generales: caso de las sentencias de 26 de junio de 2007 [asunto C-284/04, T-Mobile (NFJ026007) 
y C-369/04, Hutchinson (NFJ028751)], en las que el fallo es exactamente el contrario al que proponían aquellos. Es 
curioso comprobar como en puridad nadie se ha conformado con estas ideas y los asuntos se han desarrollado a veces 
ignorando las partes lo que representaba la misma. Quizá se deba al cansancio provocado por órganos, litigantes, jue-
ces nacionales, Estados y algún otro agente que hasta el propio Tribunal cultive algunas incoherencias.

8	 Lo chocante es cómo el tribunal va cambiando de parecer en cuanto a las características de alguna de estas partes. 
Por ejemplo, la excepción de la no sujeción cuando ello generase distorsiones significativas a la competencia, que es 
un punto esencial. La doctrina tradicional del Tribunal de Justicia matizaba su eficacia a la vista de lo que considera-
ba un apartado algo resbaladizo: de acuerdo con esta doctrina, aunque era razonable pensar en la denuncia contra un 
Estado miembro, parecía menos claro que un organismo público pudiera ampararse en esta parte de la Directiva para 
obtener del juez nacional la declaración de que una cierta actividad quedase sujeta o no sujeta al IVA. Pero un asunto 
como el C-430/04 [Feuerbestattungsverein Halle eV (NFJ022587)], resuelto por la Sentencia de 8 de junio de 2006, 
hace repensar esto. Su origen está en las reclamaciones presentadas por una empresa privada dedicada al sector fune-
rario quejosa del trato más favorable que se le atribuía a un ayuntamiento que resultaba ser su competencia (era titular 
de un horno crematorio), planteando la correspondiente instancia alemana cuestión prejudicial. El ayuntamiento no 
estaba repercutiendo el impuesto por las operaciones efectuadas y eso, al entender de la empresa, le permitía ofrecer 
los servicios de incineración a precios más ventajosos. La sentencia es muy valiosa en cuanto a otros temas, pues re-
conoce que la cláusula de la Directiva está también destinada a proteger a los competidores privados en la medida en 
que la no sujeción de los operadores públicos pudiera distorsionar la competencia. Por lo que interesa a lo que estoy 
tratando, dice el Tribunal que si la no sujeción originase distorsiones de la competencia la explotación del crematorio 
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Las sucesivas versiones de nuestra transposición, se supone, se han ido conformando a la 
vista de todo lo anterior, dentro de los márgenes permitidos por la Directiva.

El segundo de los aspectos a considerar es el que concierne a la deducibilidad de las cuotas 
soportadas o satisfechas. Como se sabe, el alcance y requisitos del derecho a deducir resultará de la 
transposición de los artículos 167 a 192 de la Directiva 2006/112/CE. El artículo 168 reconoce el 
derecho del sujeto pasivo a la deducción del IVA en la medida en que los bienes y los servicios con 
los que se corresponde se utilicen para las necesidades de sus operaciones gravadas. Según el artí-
culo 173, por lo que se refiere a bienes y servicios utilizados por un sujeto pasivo para efectuar in-
distintamente operaciones con derecho a deducción y operaciones que no generen tal derecho, solo 
se admitirá la deducción por la parte de las cuotas del IVA que sea proporcional a la cuantía de las 
operaciones primeramente enunciadas. Está clara la no deducibilidad del IVA soportado en los gas-
tos que no se vinculen a actividades incluidas en el ámbito de aplicación de la Directiva, pero si se 
pueden vincular parcialmente ha de admitirse una deducibilidad parcial, conforme a algún método 
de cálculo. Las técnicas para conseguir lo que pretende la Directiva pueden ser diversas, pero todas 
ellas deben respetar la garantía de deducibilidad por la parte del IVA proporcional. Este criterio se 
deduce fácilmente de las Sentencias del TJ de 13 de marzo de 2008 [asunto C-437/06, Securenta 
(NFJ027750)] o 6 de septiembre de 2012 [asunto C-496/11, Portugal Telecom (NFJ048085)], pero 
resulta más propia la cita de la muy reciente Sentencia de 10 de septiembre de 2014 [asunto C-92/13, 
Gemeente's Hertogenbosch (NFJ055099)], dado que trata ya no solo de un sujeto «dual», sino de un 
sujeto público «dual», un municipio que soporta una cuota de IVA por la adquisición de un edificio 
destinado al 94 % a su actividad en tanto que autoridad pública, al 5 % a su actividad en tanto que 
sujeto pasivo (pero exenta) y al 1 % a su actividad en tanto que sujeto pasivo plenamente sujeta9.

El tercero y último de los aspectos a considerar se refiere al tratamiento en el IVA de las sub-
venciones. El artículo 73 de la Directiva previene que la base imponible estará constituida por la 
totalidad de la contraprestación que quien realice la entrega o preste el servicio obtenga o vaya a 
obtener, con cargo a esas operaciones, del comprador de los bienes, del destinatario de la prestación 
o de un tercero, incluidas las subvenciones directamente vinculadas al precio de estas operaciones. 
No explica qué subvenciones se encuentran directamente vinculadas al precio, lo que ha genera-
do numerosos conflictos. Respecto de las demás subvenciones, la Directiva faculta a los Estados 

estaría gravada. Ahora bien, correspondería al órgano jurisdiccional nacional apreciar las circunstancias económicas 
que pudieran justificar, en su caso, una excepción a la regla de la no sujeción de los organismos de Derecho público. 
El Tribunal precisa que los particulares están legitimados para invocar ante los órganos jurisdiccionales nacionales 
disposiciones de la Directiva como estas (que ahora ya se le antojan claras, precisas e incondicionales). Años más 
tarde, la sentencia Salix añadirá que la distorsión de la competencia determinante de la no aplicación de la no sujeción 
podría ser en perjuicio del propio organismo de Derecho público. En la trascendental Sentencia de 16 de septiembre 
de 2008 [asunto C-288/07, Isle of Wight (NFJ029799)], se afirma que la distorsión a la competencia tiene que ser va-
lorada no en un escenario local o regional, sino nacional, lo que amplía seguramente su eficacia; y teniendo en cuenta 
competidores potenciales (lo que aún lo amplía más).

9	 Sobre cómo ha cobrado fortuna esta expresión de sujetos duales, vid. la interesante descripción que realiza Falcón y 
Tella (2014).
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miembros para incluir su cuantía en el denominador de la prorrata. El tratamiento benéfico de las 
subvenciones –especialmente si no se ejecuta esta última opción– ha podido conducir a que se bus-
que el acomodo de este negocio cuando quizá el pago efectuado por las autoridades no es sino la 
contraprestación por la adquisición de un bien o servicio. En ese contexto puede ubicarse la recien-
te Sentencia del TJUE de 27 de marzo de 2014 [asunto C-151/13, Le Rayon d’Or (NFJ053978)], 
según la cual un pago a tanto alzado como el controvertido constituye la contrapartida de ciertas 
prestaciones de servicios y, en ese concepto, está incluido en el ámbito de aplicación del IVA.

B)  LA TRANSPOSICIÓN ESPAÑOLA

La situación normativa del IVA español, en lo que concierne a la sujeción de los sujetos pú-
blicos, ha variado muy poco desde la versión original de 1986, aunque en alguna fase intermedia 
haya sido objeto de matices. Y, aun con todo, hay una filosofía que ha permanecido durante estas 
casi tres décadas: conducir los términos de la no sujeción de la Directiva –autoridad pública– hacia 
la naturaleza de la contraprestación. En efecto, se considera que las entregas de bienes y presta-
ciones de servicios efectuadas directamente por entes públicos se realizan actuando estos como 
autoridades (y por lo tanto no sujetas al IVA) cuando la contraprestación es «tributaria» (se tratará 
entonces de una tasa), no hay contraprestación o también cuando la adquisición trae causa de una 
concesión o autorización. Y luego que se excepcionan de la no sujeción ciertas actividades que 
están listadas, sin que exista una cláusula genérica que cubra la sujeción de otras actividades en 
orden a evitar distorsiones a la competencia. Son los apartados 8.º y 9.º del artículo 7 de la Ley 
española del IVA, artículo que enumera las operaciones «no sujetas»10.

Añádase que el párrafo segundo del artículo 7.8.º advierte de que la no sujeción sería inapli-
cable cuando los entes afectados por el precepto actuasen por medio de empresa pública, privada 
o empresa mixta o, en general, de empresas mercantiles. 

En esta tesitura, los entes públicos realizarán actividades económicas (sujetas) y no económicas 
(no sujetas) y entre sus operaciones económicas las habrá con derecho a deducir (sujetas plenamen-
te) y sin derecho a deducir (exentas). En fin, lo que algunos gustan de denominar un «sujeto dual».

Aprovecho la entrada anterior para fijar el régimen de deducibilidad del IVA de sujetos como 
los públicos. Lo cierto es que la normativa española ha resuelto con mayor o menor fortuna lo 
propio de los bienes y servicios utilizados para realizar indistintamente operaciones económicas 
con y sin derecho a deducción (regla de prorrata, sectores diferenciados). Pero en cuanto a los 
utilizados tanto en la actividad empresarial o profesional como en otras, ha de tenerse en cuenta 
lo prevenido por el artículo 95 de la Ley del IVA, que comienza limitando el derecho a deducir, 
al prohibir la deducción por las adquisiciones que no se afecten, directa y exclusivamente, a la 

10	 España no utiliza la opción de restringir la aplicación del anexo I a actividades de escasa importancia ni incorpora a 
la no sujeción actividades u operaciones exentas.
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actividad económica. Aunque la limitación se relaja al permitir la deducción parcial (en la medi-
da en que se utilicen en el desarrollo de la actividad económica) de las cuotas por bienes de in-
versión (incluidos algunos servicios sobre los mismos como el arrendamiento), con un régimen 
singular relativo a los vehículos de turismo y asimilados. Una relajación que más parece pensar, 
sin duda, en una persona física que en un sujeto público.

Finalmente, en cuanto a las subvenciones, el artículo 78 de la Ley del IVA incluye en la 
base imponible las vinculadas al precio de las operaciones y, además, ensaya una suerte de defi-
nición de lo que puedan ser. En una época empleó la opción penalizadora de las subvenciones no 
vinculadas al precio de las operaciones, pero con una lectura excesivamente amplia que acabó 
con condena al Reino de España y al final procedió a la supresión de la medida, incluso en lo sí 
permitido por el Derecho europeo. 

III.  �DE LA SUJECIÓN AL IVA DE LAS OPERACIONES REALIZADAS POR 
ENTES PÚBLICOS A LA DE LAS OPERACIONES REALIZADAS POR 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS: REFLEXIONES PREVIAS SOBRE 
LAS MOTIVACIONES DE LA REFORMA

En la exposición que acabo de realizar he procurado estar muy contenido y no he entrado a va-
lorar la adecuación a derecho de la normativa española. Esto es, la adecuación al Derecho europeo 
(porque a estas alturas de la partida no vamos a discutir si se ajusta o no a la Constitución). Pero, como 
he dicho al principio, lo diga o no lo diga la exposición de motivos, de manera directa o indirecta, el 
conjunto de la reforma se ha realizado de manera predominante para adaptarse al Derecho europeo. 

Y es tan así que llevábamos un tiempo en el que, en cierto modo, no se estaba aplicando la 
Ley del IVA en sus propios términos, sino otra cosa: y eso solo puede ser porque lo que se apli-
case directamente fuera la Directiva.

Nadie desconoce que, aunque una Directiva está en principio desprovista de efecto directo 
–los derechos u obligaciones emergen a través de la transposición–, es posible invocar los derechos 
que atribuye incluso ante los órganos jurisdiccionales nacionales, ante los defectos de esta trans-
posición. Lo que sí parece desconocerse es que las consecuencias del efecto directo se reducen a la 
creación de derechos a favor de los particulares y que en absoluto pueden entenderse en el sentido de 
que un Estado miembro exija el cumplimiento de las obligaciones de una Directiva mal transpuesta. 
El efecto directo es «vertical ascendente», pero no «vertical descendente», o dicho de otra manera 
el efecto vertical descendente está prohibido. Está prohibido como bien ha recalcado el Tribunal 
Económico-Administrativo Central (en adelante, TEAC) en algunas resoluciones recientes: si lo ha 
hecho es porque la Administración tributaria española se ha empeñado en saltarse la prohibición11.

11	 Véase por ejemplo la Resolución de 9 de octubre de 2014, R. G. 7259/2012 (NFJ056343).

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


www.ceflegal.com	 47

Reforma del IVA y sector públicoI. Jiménez Compaired

Yo ya comprendo que para la hacienda pública eran arenas movedizas. Es muy fácil re-
chazar la aplicación del efecto vertical respecto de un tipo de gravamen reducido contrario a la 
Directiva, porque el efecto directo siempre va a favorecer los derechos del particular. Pero, en 
otros casos, es sentido varía según la situación. La sujeción al IVA puede crear una obligación a 
un ente público que no ha repercutido el IVA a sus destinatarios, y la Administración tributaria 
estaría en situación de liquidarle el tributo (pero esa sujeción puede crearle un derecho, dado que 
le permite la deducción del IVA soportado y quizá lo que plantee ese ente público es la devolu-
ción de ingresos indebidos). La no sujeción al IVA puede crear un derecho a un ente público que 
ha repercutido el IVA a sus destinatarios y ahora solicita la devolución de los ingresos indebidos 
(pero esa no sujeción puede crearle una obligación, si arrastra la no deducción del IVA soporta-
do, y quizá esa obligación se traduzca en una liquidación tributaria).

En suma, si se pretende desplazar el contenido claro y preciso de la ley española invocando 
el Derecho europeo, habrá de serlo a favor del particular, particular que en este caso es un ente 
público. Al menos en el terreno de la sujeción al IVA resulta muy complicado realizar una afir-
mación general sin arriesgarse a vulnerar la interdicción del efecto directo descendente.

La actuación de la administración tributaria en estos últimos años obedece a los criterios 
dictados por los centros directivos que la informan. Las resoluciones de la Dirección General 
de Tributos (en adelante, DGT) (consultas vinculantes) son muy numerosas, pero no es nece-
sario acudir a ellas, dado que la Agencia Tributaria difunde estos dos documentos, a saber: el 
informe de la Subdirección General de Ordenación Legal y Asistencia A/3/51/12, de fecha 6 
de julio de 2012 (La tributación en el Impuesto sobre el Valor Añadido de la actividad de los 
entes públicos) y el informe del mismo órgano A/4/31/14, de fecha 22 de julio de 2014 [Infor-
me sobre la tributación en el Impuesto sobre el Valor Añadido de las actividades efectuadas 
por los servicios públicos de radio y televisión (NFL016904)]. 

Pues bien, aunque en los informes se utiliza la normativa española, el caso es que hemos de 
pasar la mitad de su paginación para que se mencione: parece una glosa de la Directiva. Hasta el 
punto de que cuando se leen las conclusiones en la nota-resumen correspondiente al de 2012 lo 
que encontramos es ni más ni menos que esto:

«2.º Tratándose de actividades de naturaleza económica, los Entes públicos úni-
camente quedan excluidos de la consideración de sujetos pasivos en la medida en que 
actúen en el ejercicio de una función pública dentro del régimen jurídico que les es 
propio, es decir, con sometimiento a derecho administrativo y a excepción, por tanto, 
de las actividades que desarrollen en las mismas condiciones que los operadores priva-
dos. No obstante lo anterior, tendrán en todo caso la condición de sujeto pasivo cuando 
la actividad desarrollada sea alguna de las enumeradas expresamente en la lista conte-
nida en el propio artículo 7.8.º de la Ley del IVA o bien, tratándose de cualquier otra 
actividad de naturaleza económica, cuando la no sujeción pueda conllevar graves dis-
torsiones en la competencia».
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Pero es que no se trata de un informe para la adaptación de la ley española al Derecho euro-
peo. Por el contrario, se trata del Catón con el que se pretende cumplan sus obligaciones los sujetos 
pasivos y las verifiquen los órganos de la Administración. Y no puede ser así en general: solo si el 
desplazamiento de la ley favorece al sujeto pasivo. ¿La conclusión está diciendo que ha de prefe-
rirse un criterio genérico de ejercicio de funciones en tanto que autoridad pública en vez de usar las 
tradicionales referencias a la ausencia o no de contraprestación o a la naturaleza de esta? Decir lo 
dice, aunque no sea coherente siquiera con los pasajes del informe que hemos podido leer antes. ¿La 
conclusión está diciendo que queda sujeta al IVA cualquier otra actividad de naturaleza económica, 
aunque no se cobre o se cobren tasas, cuando la no sujeción pueda conllevar graves distorsiones en 
la competencia? Lo dice rotundamente. Lo dice y no lo puede decir sin añadir que eso solo será así 
para garantizar los derechos del obligado tributario. Si nuestra legislación no ha sabido incorporar 
al listado todas las actividades cuya no sujeción representaría una grave distorsión a la competen-
cia, su falta de fortuna solo puede recaer sobre las espaldas del Estado. A los centros directivos les 
gustar decir que la normativa española ha de interpretarse siguiendo los parámetros de la Directiva, 
pero quizá les convenga una reflexión acerca del alcance de la facultad de interpretación.

No descubro nada al adelantar que la reforma que comento tiene una fuente no escondida: estos 
dos informes. Sin embargo, en el capital asunto de cómo efectuar la transposición básica del artículo 
13 de la Directiva (concreción de qué es actuar en ejercicio de autoridad, actividades cuya no sujeción 
distorsiona gravemente la competencia) no se aprecia ningún avance sustancial respecto del texto 
hasta ahora vigente. En algunos casos no es de extrañar, porque, a pesar del pesado relato de antece-
dentes jurisprudenciales europeos al que nos acostumbra la DGT, por mucho que glosemos el con-
tenido de sentencias y conclusiones de abogados generales, no es tan sencillo entender lo que exige 
la Directiva. No deja de ser verdad que, en alguna ocasión, nuestros tribunales han dudado sobre si 
esas referencias a la contraprestación permiten alcanzar el resultado que pretende la norma europea. 
Aunque ni han sacado consecuencias prácticas ni han planteado cuestiones prejudiciales. Respecto del 
asunto que más claro se vislumbra en los informes (que la sujeción se extienda a cualquier actividad 
siempre que su no sujeción cause distorsiones graves a la competencia y no solo a las enumeradas en 
la conocida lista), hubiera sido bien sencillo incorporar una cláusula genérica, pero no se ha hecho. 

En definitiva, ¿qué modificaciones se observan? Se da nueva redacción a todo el apartado, pero 
no todo es tan novedoso. Hay modificaciones en cuanto a las operaciones que se encuentran sujetas 
y también en lo que concierne al listado de operaciones que, de todas formas, quedarían sometidas al 
IVA. Respecto de las primeras, que serían ya objeto del presente epígrafe, tendríamos lo siguiente: 

•	 Se sustituye el concepto sintético de «entes públicos» por el de «administraciones 
públicas».

•	 Se define qué entidades se consideran administraciones y qué entidades no.

Aparte de ello estará lo que afecta a las operaciones realizadas por entidades dependientes 
a favor de las administraciones a las que pertenecen y a las realizadas en virtud de encomiendas 
de gestión, que las trato de manera separada más abajo.
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En general, lo proyectado fue objeto de una fuerte crítica por parte de los grupos de la oposición, 
como atestiguan los periódicos oficiales de las Cámaras. Sorprenderá el alivio de muchos de estos gru-
pos ante las transaccionales ofrecidas por el que sostiene al gobierno, cuando tan poco darán a cam-
bio12. Habrá ocasión, eso sí, de comentar la gestación de alguna pieza concreta del texto reformado.

Comenzando a examinar su contenido, la apuesta por resumir los sujetos acreedores del pre-
cepto bajo el concepto de administraciones públicas hay que relativizarla en sí misma, pues lo re-
levante es que el concepto se haya definido en la propia ley. Es el tercer ensayo que realiza nuestro 
ordenamiento, pues aún hubo uno anterior al de «entes públicos» de tono enumerativo13. La situación 
era y es un pequeño desastre, dado que a lo largo de la ley es preciso referirse a los sujetos públicos 
con frecuencia y se hacía y se hace en franco desorden y con escasa técnica, predicándose bien de 
entes singulares14, o prefiriendo menciones genéricas a los entes públicos15 o a las entidades públi-
cas o de derecho público16 o incluso a los establecimientos públicos17 u otros como «autoridades» 
o «corporaciones públicas»18 u «organismos»19. Por supuesto, también se había utilizado la expre-

12	 No merece la pena detallar las muchas enmiendas que, sobre todo, pretendían el mantenimiento del texto anterior. El 
caso es que la Ponencia en el Senado acordó proponer a la Comisión incorporar enmiendas transaccionales referidas 
al 7.8.º y al 93.Cinco y, una vez asumido por dicha Comisión, de ahí resulta el texto final (BOCG Senado, X legisla-
tura, Núm. 435, de 13 de noviembre de 2014, págs. 10-11, 18-19 y 26).

13	 El artículo 5.6.º de la Ley del IVA de 1985 se predicaba de «el Estado, las Entidades en que se organiza territorial-
mente y sus Organismos autónomos».

14	 Con reglas que se predican exclusivamente de la Seguridad Social (la exención regulada en el art. 20.Uno.7.º de la 
actual Ley del IVA); del Banco de España (exenciones previstas en el art. 22.Doce de la Ley del IVA); la Sociedad 
Estatal Loterías y Apuestas del Estado y los organismos correspondientes de las comunidades autónomas (exención 
recogida en el art. 20.Uno.19 de la citada ley). En el artículo 7 de la Ley se regula la no sujeción de ciertas operacio-
nes realizadas por las «comunidades de regantes». U otra vez en el artículo 20 se predican algunas exenciones res-
pecto de «Colegios profesionales» y «Cámaras Oficiales». 

15	 Cuando la ley regula la modificación de la base imponible, permitiéndola en ciertos supuestos en los que el destina-
tario de la operación no abona el IVA repercutido, cierra esta posibilidad cuando los destinatarios sean «entes públi-
cos» (art. 80 de la ley). También cuando se regula la inclusión del impuesto en las ofertas de precios realizadas por 
proveedores a «entes públicos» (art. 88 de la ley).

16	 Como en los artículos 22.Cuatro.2.º (en relación con la exención para operaciones relacionadas con aeronaves utiliza-
das por entidades públicas en cumplimiento de sus funciones públicas); 44 (en relación con las importaciones de ciertos 
bienes como los de primera necesidad adquiridos a título gratuito para ser distribuidos gratuitamente a personas nece-
sitadas, cuando son realizados, entre otros, por entidades públicas) o 46 (en relación con las importaciones de bienes 
de cualquier clase en beneficio de víctimas de catástrofes efectuadas, entre otros, por entidades públicas). La expresión 
«entidades de derecho público» aparece en particular en relación con ciertas exenciones previstas en el artículo 20 de la 
ley –asistencia social, educación, cultura...– en las que se tiene en cuenta para su aplicación este componente subjetivo.

17	 Caso del artículo 40 de la Ley del Impuesto, que considera exentas las importaciones de animales de laboratorio y 
sustancias biológicas y químicas destinadas a la investigación, que se predica sin otra condición de las realizadas por 
«establecimientos públicos».

18	 Cfr. artículo 47 de la Ley del Impuesto.
19	 Cfr. artículo 50 de la Ley del Impuesto.
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sión «Administraciones públicas»20; o simplemente «Administración»21. En ningún caso procedía 
a definir de quiénes se trataba, lo que planteaba problemas interpretativos relevantes.

La definición que provee el texto introducido ha de ser valorada de manera positiva y nos 
excusa de otras indagaciones. En efecto, respecto de qué entidades se incluyen y cuáles no en el 
concepto de administraciones públicas, dice la ley lo siguiente:

«A estos efectos se considerarán Administraciones Públicas:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comuni-
dades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las Universidades Públicas y las Agencias Estatales. 

d) Cualesquiera entidad de derecho público con personalidad jurídica propia, de-
pendiente de las anteriores que, con independencia funcional o con una especial au-
tonomía reconocida por la Ley tengan atribuidas funciones de regulación o control de 
carácter externo sobre un determinado sector o actividad.

No tendrán la consideración de Administraciones Públicas las entidades públicas 
empresariales estatales y los organismos asimilados dependientes de las Comunidades 
Autónomas y Entidades locales».

Se ha considerado algo imprecisa la referencia genérica contenida en el inciso d)22, pero 
ha de tenerse en cuenta que mientras los anteriores incisos se efectuaban sobre la estructura del 
sector público de la legislación estatal, este termina siendo regulado por disposiciones de origen 
disperso (autonómicas) y, creo, no se podía determinar mucho más.

Bien es cierto que todo el resto de preceptos de la Ley del IVA que utilizan esas otras ex-
presiones seguirán sufriendo los mismos problemas. Incluso los que se predican de las Adminis-
traciones, dado que la definición que da el artículo 7.8.º lo es «a estos efectos».

No se me escapa que se ha suprimido un párrafo (el antiguo párrafo segundo) que advertía 
de que lo dispuesto en el anterior no se aplicaría cuando los referidos entes actúen por medio de 
empresa pública, privada, mixta o, en general, de empresas mercantiles. La introducción del párra-

20	 Cuando en el artículo 75.2 bis de la Ley del Impuesto se fija una regla especial de devengo para supuestos en que estas 
son destinatarias de determinadas obras.

21	 Caso de la disposición adicional 11.ª de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y 
del orden social (BOE núm. 313, de 31), que se ocupa de las obligaciones de gestión de determinadas tasas y precios, 
que constituyen contraprestación de operaciones sujetas al IVA realizadas por la «Administración».

22	 AEDAF (2014), pág. 3.
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fo tercero (No tendrán la consideración...) tiene origen en una enmienda presentada por el grupo 
popular en el Senado, que pretendía aclarar que las entidades públicas empresariales no tenían la 
consideración de administraciones públicas «por razones de seguridad jurídica», y que luego se 
incluirá en el texto aprobado por la ponencia23. Es posible que sea redundante, pues si de las tres 
tipologías de organismos públicos recogidos en la normativa estatal se mencionaban dos, está 
claro que la tercera quedaba fuera. En suma, las entregas de bienes o prestaciones de servicios 
efectuadas por un sujeto diferente de los que se consideran administración pública en el ámbito de 
su actividad económica estarán sujetas al IVA, aunque la contraprestación sea tributaria. No creo 
que sea este el momento ni el lugar para estudiar esta fórmula, pero, como se sabe, es algo que 
ha sucedido y sucede. Y si la operación se efectuase sin contraprestación, podría, en su caso, ser 
gravada en función de lo previsto en los artículos 9 y 12 de la Ley del Impuesto (autoconsumos).

Volviendo a la supresión del párrafo contenido en la versión anterior, vista la redacción del 
nuevo párrafo cuarto, es evidente que no lo sustituye. Es posible que no fuera necesario: cuan-
do se decía que un ente público actuaba mediante empresa (pública, mixta o privada), lo que se 
debía querer decir es que el que actuaba frente a los destinatarios era esa empresa. Y como esa 
empresa no era un ente público, por supuesto que la no sujeción no era aplicable, aunque la con-
traprestación fuera tributaria. 

Advierto de que en los informes de la Subdirección se dicen algunas cosas con las que no 
estoy de acuerdo al respecto. No es el momento para entrar en ello, pero sí aprovecho que los cito 
de nuevo para explicar una ausencia que me parece sorprendente y que viene al hilo de la supre-
sión del referido párrafo segundo (antiguo). Aún no he incidido en ello, pero lo haré: los informes 
tratan de justificar parte de su contenido en la doctrina del Tribunal Supremo. En muchos casos es 
lógico, puesto que se trata de sentencias que comparten ideas con la DGT. Lecturas contra legem 
en ocasiones, fundamentadas en la Directiva, de las que a los órganos del Ministerio de Hacienda 
siempre se les olvida advertir de que solo podían ser aplicadas para garantizar los derechos de los 
obligados tributarios y no del Estado. 

Aunque la doctrina del Alto Tribunal funciona casi siempre como coartada, en las páginas 
67 a 70 del informe del año 2012 se comenta una sentencia singular: la de fecha 10 de mayo de 
201224. El Tribunal Supremo dio la razón a un municipio que pretendía la sujeción al IVA del 
servicio de saneamiento de aguas residuales, siendo el propio ayuntamiento el prestador, por el 
que percibía una tasa (es obvio que lo pretendía en defensa del derecho a deducir el IVA soporta-
do). El caso es que el servicio se prestaba mediante empresa privada, si bien la empresa privada 
se limitaba a realizar las tareas materiales (contrato de servicios y no de gestión de servicio públi-
co). Pues bien, el Tribunal Supremo dijo lo que dijo en una sentencia que, a mi parecer, carecía 
de argumentos reales. Con buen sentido, esta sentencia ya no satisfacía a la Subdirección legal, 
y advierte expresamente de que no comparte las conclusiones de la misma. 

23	 Enmienda núm. 224, BOCG Senado, X legislatura, núm. 429, de 4 de noviembre, págs. 697-698.
24	 NFJ047335.
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Uno podría pensar que la Subdirección solo emplea la doctrina del Tribunal Supremo cuando 
le viene bien. Pero más allá de esa idea, lo que sorprende en una reforma normativa que, como 
vamos a comprobar, tiene un marcado cariz técnico y no político (se ven los trazos del Ministe-
rio) es que no haya tomado cartas en el asunto en un caso como este y hayan introducido en la ley 
lo necesario para que impere la lógica y un servicio prestado directamente por una administración 
por el que se cobre una tasa, al que no se le aplique excepción alguna, quede no sujeto al IVA. 

IV.  �LA DEDUCIBILIDAD DEL IVA SOPORTADO EN ADQUISICIONES 
DESTINADAS A LA REALIZACIÓN CONJUNTA DE OPERACIONES 
SUJETAS Y NO SUJETAS

Hacemos un paréntesis en el análisis de la nueva redacción del artículo 7.8.º, para examinar 
la modificación introducida por el apartado veintitrés del artículo 1 de la Ley 28/2014. 

Con carácter previo, igual que hicimos en el epígrafe anterior, conviene indicar que los cri-
terios interpretativos del centro directivo del Ministerio de Hacienda, así como lo que se deduce 
de los Informes de la Subdirección General, eran algo más abiertos que lo que estrictamente venía 
a decir el texto transpuesto –recuerde el lector que nos referíamos al art. 95 de la Ley del IVA–. 
Si analizamos el Informe de 2012 observamos como, entrecomillando textos de la DGT, se cita la 
sentencia del TJUE Securenta Göttinger, a la que antes hacíamos referencia. Sobre la base de dicha 
sentencia se reconocería la aplicación de un criterio de afectación para todas las cuotas soportadas 
por la adquisición de bienes y servicios que se destinasen simultáneamente al desarrollo de opera-
ciones sujetas y no sujetas, en la proporción que, con arreglo a un criterio razonable y homogéneo, 
pueda imputarse al desarrollo de actividades sujetas al impuesto. Claro que si la Subdirección no 
discrepa con la DGT, la deducibilidad respecto de bienes de inversión en general y de vehículos 
de turismo y asimilados en particular se realizaría con arreglo a las previsiones del artículo 95: en 
cuanto a los primeros, lo que decía la ley española es parecido a lo que propone la Subdirección 
en general, pero en cuanto a los segundos, no. Se trata de la presunción de afectación en un 50 %. 

Siendo esto así, el criterio oficial más avanzado que el legal me parece perfecto, porque no 
encuentro situaciones en las que su aplicación perjudique al obligado tributario. 

Aparte de ello, es doctrina del TEAC. Cfr. por todas la Resolución de 9 de febrero de 2010 que 
reconoce el derecho a deducir cuotas soportadas por entidades que realizan simultáneamente activida-
des sujetas y no sujetas al IVA, incluso en relación con bienes y servicios que no tienen el carácter de 
bienes de inversión y que se destinan indistintamente a la realización de ambos tipos de actividades25.

Entrando ya en el objeto de la reforma, el artículo 93 de la Ley del IVA (Requisitos subje-
tivos de la deducción) pasa a contar con un nuevo apartado Cinco, que dice lo siguiente:

25	 Resolución: 00611/2006/00/00 (NFJ038502). También la Resolución de 8 de febrero de 2011 [resolución: 03294/2006/00/00 
(NFJ041859)] y más recientemente la de 16 de septiembre de 2014 [resolución: 04474/2011/00/00 (NFJ055950)].
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«Los sujetos pasivos que realicen conjuntamente operaciones sujetas al Impuesto 
y operaciones no sujetas por aplicación de lo establecido en el artículo 7.8.º de esta Ley 
podrán deducir las cuotas soportadas por la adquisición de bienes y servicios destinados 
de forma simultánea a la realización de unas y otras operaciones en función de un crite-
rio razonable y homogéneo de imputación de las cuotas correspondientes a los bienes y 
servicios utilizados para el desarrollo de las operaciones sujetas al Impuesto, incluyén-
dose, a estos efectos, las operaciones a que se refiere el artículo 94.uno.2.º de esta Ley. 
Este criterio deberá ser mantenido en el tiempo salvo que por causas razonables haya de 
procederse a su modificación.

El cálculo resultante de la aplicación de dicho criterio se podrá determinar pro-
visionalmente atendiendo a los datos del año natural precedente, sin perjuicio de la 
regularización que proceda a final de cada año.

No obstante lo anterior, no serán deducibles en proporción alguna las cuotas so-
portadas o satisfechas por las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios des-
tinados, exclusivamente, a la realización de las operaciones no sujetas a que se refiere 
el artículo 7.8.º de esta Ley.

Las deducciones establecidas en este apartado se ajustarán también a las condi-
ciones y requisitos previstos en el Capítulo I del Título VIII de esta Ley y, en particu-
lar, los que se refieren a la regla de prorrata».

La introducción de este apartado no modifica en nada la posición del artículo 95, que per-
manece igual. Y por aquí podemos empezar a comentar esta novedad con un origen tan nítido en 
el Informe de la Subdirección.

Se ha criticado que la reforma personaliza la regla respecto de los sujetos que realizan de ma-
nera simultánea actividades sujetas y actividades no sujetas por causa del artículo 7.8.º de la Ley del 
IVA. Lo cierto es que la aplicación del criterio de afectación ha de ser más amplio, sin duda; pero 
también que el artículo 95 sigue vigente y resuelve el problema respecto de los bienes de inversión y 
los vehículos de turismo –como veremos, de otro modo–. La situación respecto de quienes realizan 
de manera simultánea actividades sujetas y actividades no sujetas, pero distintas de las previstas en 
el artículo 7.8.º, determinaría la aplicación del artículo 95 y en lo que no diera cobertura al derecho 
reconocido por el Derecho europeo directamente de la Directiva. ¿Y respecto de quiénes realizan de 
manera simultánea actividades sujetas y actividades sujetas por causa del artículo 7.8.º? En mi opi-
nión, lo más sensato es que el artículo 93.Cinco desplace al artículo 95, por ser una regla más especial. 

Lo que no quita para que reproche al legislador que haya usado una técnica muy discutible, 
utilizando sin criterio los artículos que regulan los elementos materiales del derecho a la deducción.26

26	 La AEDAF manifestaba su crítica, a pesar de compartir –decía– su filosofía y los criterios fijados en el texto pro-
puesto. Y lo hacía en el entendimiento de que este apartado debería tener una redacción más comprensiva, pues no 
hay razón alguna para que este mismo criterio fuera de aplicación a otros supuestos diversos a las Administraciones 
públicas. Cfr. AEDAF (2014), pág. 6. En sentido parecido, Gabinete jurídico del CEF (2014), pág. 24.
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Dicho lo cual nos queda entender realmente la operativa de este nuevo precepto.

Primero. Las cuotas soportadas o satisfechas por las adquisiciones o importaciones de bienes 
o servicios efectuadas por los sujetos que se encuentren dentro del universo fijado por la norma 
deben clasificarse en tres lotes. (i) Formado por las relativas a bienes o servicios destinados, ex-
clusivamente, a la realización de las operaciones no sujetas a que se refiere el artículo 7.8.º de 
esta Ley: no serán deducibles en proporción alguna (lo dice expresamente el párrafo tercero). 
(ii) Formado por las relativas a bienes o servicios destinados, exclusivamente, a la realización de 
las operaciones sujetas: serán deducibles en su totalidad (por exclusión)27. Y (iii) Formado por 
las relativas a bienes y servicios destinados de forma simultánea a la realización de unas y otras 
operaciones: serán deducibles en función de una proporción.

Segundo. Dice el párrafo cuarto que:

«Las deducciones establecidas en este apartado se ajustarán también a las condi-
ciones y requisitos previstos en el Capítulo I del Título VIII de esta Ley y, en particu-
lar, los que se refieren a la regla de prorrata».

Nos advierte de que, en su caso, resultarán de aplicación las reglas previstas para los sujetos 
que realizan de manera simultánea actividades económicas con y sin derecho a la deducción. Dicho 
de otra manera, que las cuotas de IVA que resulten deducibles una vez pasado el tamiz previsto 
en el artículo 94 podrán venir afectadas por las reglas propias de los sectores diferenciados y pro-
rrata, previstas en la Ley del IVA a partir del artículo 101, así como las concordantes con ellas. 

Y, tercero, y más importante, se fijan algunas reglas para fijar el porcentaje de deducción que 
podrá aplicar la Administración pública-sujeto pasivo del IVA. El contexto del precepto, en el que 
se menciona la deducibilidad «en proporción» nos da cierta seguridad sobre que lo que va a per-
mitir la ley va a ser la deducción en un porcentaje. Ahora bien, ¿cómo se calcula?, ¿qué ámbito 
de aplicación tendrá? En mi opinión, la ley exigirá la aplicación de un único porcentaje sobre la 
cuota de IVA soportado o satisfecho por cada una de las adquisiciones de bienes o servicios a las 
que resulte de aplicación la regla. Es decir, plantea algo bien distinto a lo que prevenía el artículo 
95, con el que la deducción de la cuota de cada adquisición se produce en la medida en que cada 
bien afectado vaya a utilizarse en el desarrollo de la actividad empresarial o profesional. Siendo 
así, el beneficio material que para los sujetos pasivos suponga la modificación habrá que verse 
caso por caso. Lo que es evidente es que se pierden los beneficios de la presunción de afectación 
al 50 % de los vehículos de turismo. En el plano formal, el procedimiento parece más sencillo.

Mi opinión se justifica en que la ley previene la deducción «en función de un criterio razo-
nable y homogéneo de imputación». La razonabilidad se da por supuesta, pero es la homogenei-

27	 Se incluirían, a estos efectos, las operaciones a que se refiere el artículo 94.Uno.2.º de esta ley (que estarían sujetas 
en otra circunstancia espacial, pero no están localizadas en el territorio de aplicación del impuesto).
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dad la que, me parece, conduciría por sí misma a un porcentaje único. La indicación legal de que 
«el cálculo resultante (...) se podrá determinar provisionalmente atendiendo a los datos del año 
natural precedente, sin perjuicio de la regularización que proceda a final de cada año» es definiti-
va. Sin perjuicio de que luego se reflexione más sobre cómo ha de funcionar, está claro que habrá 
que aplicar un porcentaje único sobre la cuota de cada adquisición, en función de ciertos datos 
del ejercicio anterior; a final de cada año se regularizará en función de los datos del ejercicio en 
curso. En suma, un procedimiento que recuerda al de la prorrata general. 

¿Y cómo calcularemos el porcentaje? La ley ha evitado más explicaciones de manera inten-
cionada. Podríamos pensar en el resultante de una fracción en cuyo numerador se encontrase el 
importe de las contraprestaciones por las operaciones de las actividades sujetas y en el denomi-
nador la suma de esas mismas contraprestaciones más el importe de las contraprestaciones por 
las operaciones no sujetas. Pero quizá no sea este el único criterio razonable. 

De nuevo resulta de interés acudir a la tramitación parlamentaria de la ley de reforma. 

El texto proyectado decía lo siguiente:

«A estos efectos, podrá atenderse a la proporción que represente el importe total, 
excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, determinado para cada año natural, de 
las entregas de bienes y prestaciones de servicios de sus operaciones sujetas al Impues-
to, respecto del total de ingresos que obtenga dicho empresario o profesional en cada 
año natural por el conjunto de su actividad».

Se advertía de una propuesta que no podía ser peor para los sujetos pasivos, conducente a la 
minimización del porcentaje. Un cálculo que pudiera considerarse una proyección del propio de 
la prorrata general (art. 104.Dos de la Ley), pero con un denominador recrecido en el que no solo 
figuraba el total de las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas, sino el impor-
te total de los ingresos. La fuente no se nos oculta: el Informe de la Subdirección Legal de 2014 
(págs. 43 y 44). La Subdirección también creía en una fracción en cuyo denominador figurasen, 
entre otras partidas, cualesquiera dotaciones presupuestarias públicas recibidas por el sujeto pasivo. 

Durante la tramitación parlamentaria se sucedieron enmiendas que al menos excluyeran de 
dicho denominador subvenciones o transferencias, apelando a la jurisprudencia europea sobre 
cómo incluir subvenciones en el denominador de la prorrata. Cortas miras, cuando ese denomi-
nador, con esa lectura, además, podría enriquecerse incluso con cualesquiera recursos propios de 
las Administraciones afectadas (los impuestos).

Fue la enmienda 226, del grupo popular en el Senado, la que promovió la redacción final. 
Según los enmendantes, el nuevo texto optaba por no incorporar al artículo ejemplo alguno de cri-
terio para realizar la imputación de las cuotas del impuesto soportadas correspondientes a inputs 
utilizados conjuntamente en operaciones sujetas y no sujetas. Se justificaba en la idea de «dejar 
más claro que dicho criterio tiene que ser determinado por cada sujeto pasivo, con sujeción a 
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las condiciones que establece el precepto de que sea razonable, homogéneo y mantenido en el 
tiempo». Como se puede comprender, el problema no estriba en el criterio que determine el su-
jeto pasivo, sino en el que luego mantenga la Administración tributaria sobre su razonabilidad. 
La ley, en realidad, no ha desterrado la inclusión de cualesquiera ingresos en el denominador de 
esa fracción. Parafraseando la ingeniosa versión de la reforma, lo que hacen los enmendantes es 
rebajar «el rango legal». Estoy persuadido de que algún centro directivo (a consulta) o Subdirec-
ción Legal (a priori) se pronunciará sobre esta cuestión.

Dicho lo cual, tenemos que volver al artículo 7.8.º

V.  �LA EXTENSIÓN DE LA NO SUJECIÓN A CIERTAS OPERACIONES 
REALIZADAS POR ENTIDADES DEPENDIENTES DE LAS ADMINIS-
TRACIONES O EN VIRTUD DE CIERTOS NEGOCIOS COMO LA EN-
COMIENDA DE GESTIÓN

Los párrafos cuarto y quinto del artículo 7.8.º de la Ley del IVA siguen abundando en los 
supuestos que se encuentran no sujetos. Los explicaré de manera conjunta, por su parentesco, 
pero en orden inverso, por las razones que ya daré. Ambos tienen en cuenta una situación típica 
y frecuente consistente en la creación por parte de las Administraciones tradicionales de entes 
con personalidad jurídica propia, pero que revisten carácter instrumental respecto del creador, 
para realizar las funciones propias de dichas Administraciones. Los supuestos de no sujeción in-
corporados se referirían a la actividad prestacional realizada por estas personificaciones a favor 
de las Administraciones a las que pertenecen.

A)  �ALCANCE DE LA NO SUJECIÓN DE LOS SERVICIOS REALIZADOS POR 
ENTIDADES DEPENDIENTES A FAVOR DE LAS ADMINISTRACIONES 
A LAS QUE PERTENECEN

El párrafo quinto del artículo 7.8.º dice lo siguiente:

«Asimismo, no estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados por cuales-
quiera entes, organismos o entidades del sector público, en los términos a que se re-
fiere el artículo 3.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
a favor de las Administraciones Públicas de la que dependan o de otra íntegramente 
dependiente de estas, cuando dichas Administraciones Públicas ostenten la titularidad 
íntegra de los mismos».

Es lo que el propio legislador no duda en describir como la elevación a rango legal de la 
doctrina administrativa de los denominados «entes técnico-jurídicos». 
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Antes de buscar precedentes o explicaciones, conviene aclarar su significado básico, esto 
es, qué operaciones se describen como no sujetas al IVA en función de las siguientes tres carac-
terísticas: (i) quién es el que realiza las operaciones; (ii) quién es el destinatario de dichas opera-
ciones; y (iii) de qué tipo de operaciones se trata.

En relación con lo primero, la regla se podría predicar de los sujetos mencionados en el artículo 
3.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP), que dice lo siguiente:

«A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público los 
siguientes entes, organismos y entidades:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comuni-
dades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales, las Univer-
sidades Públicas, las Agencias Estatales y cualesquiera entidades de derecho público 
con personalidad jurídica propia vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector pú-
blico o dependientes del mismo, incluyendo aquellas que, con independencia funcio-
nal o con una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones 
de regulación o control de carácter externo sobre un determinado sector o actividad.

d) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o 
indirecta, de entidades de las mencionadas en las letras a) a f) del presente apartado 
sea superior al 50 por 100.

e) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refieren el 
artículo 6.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y la legislación 
de régimen local.

f) Las fundaciones que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o cuyo patrimonio 
fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100 
por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

g) Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Se-
guridad Social.

h) Cualesquiera entes, organismos o entidades con personalidad jurídica propia, 
que hayan sido creados específicamente para satisfacer necesidades de interés general 
que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos perte-
necientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su ges-
tión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, 
dirección o vigilancia.
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i) Las asociaciones constituidas por los entes, organismos y entidades mencio-
nados en las letras anteriores».

Pero si enlazamos esta disposición con lo que veremos luego, tendríamos que añadir que 
deben «depender» de una Administración pública, circunstancia que se daría cuando esa Adminis-
tración pública ostente la titularidad íntegra de la entidad prestadora. En ese sentido, no encajan 
por fuerza las referencias de letras a) y b), ni tampoco las Universidades Públicas [mencionadas 
en la c)] y mucho menos las Mutuas de la letra g), que son perfectamente independientes de la 
Seguridad Social. 

En relación con lo segundo, las destinatarias de las operaciones serían las Administracio-
nes públicas de las que dependan los sujetos que realizan estas operaciones. Pero también podría 
serlo otra (sic) íntegramente dependiente de estas Administraciones Públicas. Sería el caso, por 
ejemplo, de operaciones efectuadas por una sociedad municipal para un organismo autónomo 
del mismo municipio. 

Finalmente, en cuanto a lo tercero, las operaciones deben tener la naturaleza de servicios, 
por lo tanto no de entregas de bienes, lo que nos remite a las definiciones contenidas en la propia 
normativa del IVA (principalmente, arts. 8 y 11). La ley se fija únicamente en las características 
de las operaciones (servicios y no entregas de bienes), sin efectuar ninguna restricción en función 
del negocio jurídico en virtud del cual se presta el servicio.

El origen ideológico de este nuevo supuesto de sujeción no se esconde: como ya he dicho, 
se eleva a rango legal la doctrina administrativa de los denominados «entes técnico-jurídicos». 
Doctrina inspirada –así lo decía la propia DGT– en el Derecho europeo y que toma en considera-
ción el Tribunal Supremo, para retroalimentar a la Subdirección General cuando preparó sus in-
formes. Es curioso cómo, al justificar la reforma, se evita citar el Derecho europeo y se evita citar 
la jurisprudencia. Pero más curioso es aún que en el debate parlamentario se justifique por parte 
del grupo que sostiene al gobierno que no se puede aceptar lo que proponen algunos enmendan-
tes por cuanto la propuesta «supone elevar a rango legal la doctrina administrativa al efecto»28. 
¡Como si esa doctrina fuese vinculante para el legislador!

Yo he sido muy crítico con esa doctrina cuyo rango ahora se eleva29. No comprendía su 
encaje legal, al menos cuando iba en contra de los derechos del obligado tributario, lo que suce-
día con frecuencia, ya que lo que se buscaba era anular el IVA deducido. Su justificación en el 
Derecho europeo me parecía insuficiente y contradictoria con la regulación general del impues-
to, y entendía que los argumentos tenían que ser recios para realizar lo que era ni más ni menos 
una aplicación contra la letra de la ley. A lo que dije en otro momento me remito, esperando aún 

28	 Diario de Sesiones del Senado, Pleno, núm. 133, de 13 de noviembre de 2014, pág. 12.757.
29	 Jiménez Compaired (2012).
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que alguien me explique con solvencia la diferencia de trato que se proponía entre las entregas 
de bienes y las prestaciones de servicios –y que ahora se consagra en la ley–, más con la delgada 
línea que las separa (pienso, por ejemplo, en las obras).

A mi parecer, la sujeción al IVA de las operaciones realizadas por las empresas públicas 
a favor de las Administraciones a las que pertenecían era lo lógico y lo que resultaba de la ley 
entonces vigente. Pero advirtiendo de que para que una operación se encontrase sujeta no bas-
taba con que hubiera un pago de la Administración a la empresa. Era imprescindible que hubie-
ra una operación determinante de un consumo y que lo pagado fuera el contravalor por lo dado 
o prestado, sin pretender desplazar el régimen propio para las subvenciones que contenía la ley 
española. Es cierto que en algunos casos se trata –otra vez– de un fino matiz, al que volveré a 
referirme más abajo.

Introducido en la ley este nuevo párrafo, no tengo mucho que decir más allá de una crítica 
de índole económico, convencido como estoy de que reglas como estas perjudican al sector pú-
blico no estatal. En fin, si el legislador español considera que esta es la transposición que debe 
realizar del artículo 13 de la Directiva, sea. Desde luego, más vale que esto aparezca en la ley a 
que el sustrato sean unos textos cuyo rango normativo no puede ser elevado, porque carecen de 
todo rango normativo. Supongo que en un eventual conflicto en el que se tuviera que resolver la 
adecuación o no de la no sujeción al Derecho europeo, se podría hacer valer que incluso las so-
ciedades mercantiles encajan en el concepto «europeo» de organismos públicos y, superado eso, 
tendría que justificar que cuando los servicios prestados lo son a favor de las entidades a las que 
pertenecen operan en ejercicio de las funciones que les son propias o de autoridad y que cuando 
se efectúan a otros destinatarios no. En esto último podría estar el talón de Aquiles. Se ha dicho 
que cuando se actúa a través de fórmulas de gestión directa –lo es cuando se actúa mediante so-
ciedad de capital público– en realidad es como si actuase la Administración a la que pertenece 
y que las reglas de sujeción o no sujeción deberían ser coincidentes (¿recuerda el lector algún 
extracto de cierto asunto ante el TJUE?). Pero si la ley encuadra la sujeción o no en función de 
la naturaleza de la contraprestación y esa naturaleza tiende a cambiar cuando se emplean estas 
fórmulas (se abandona el tributo y se exigen instrumentos de Derecho privado), tenemos un pro-
blema a la hora de aplicar con coherencia esa idea. Son muchas las razones que me hacen dudar 
de si la transposición, en una consideración global, es correcta. En realidad, parece como si este 
párrafo no obedeciera a la transposición del artículo 13 de la Directiva, sino que tuviera otro fun-
damento. Lo que pasa es que no termino de encontrar ese fundamento.

Conviene reseñar un aspecto que se explicaba como superación de la doctrina de los cen-
tros directivos y que ha sido suprimido en la versión final. La dependencia del prestador respecto 
de la Administración destinataria o titular del destinatario requiere que esa Administración os-
tente la titularidad íntegra del prestador. En cambio, el proyecto de ley consentía la no sujeción 
bastando que «dichas Administraciones Públicas ostenten el control de su gestión, o el derecho 
a nombrar a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vi-
gilancia». Esta ampliación, discutida por diversos grupos de la oposición, se vino a restringir a 
partir de la enmienda 224 en el Senado, del grupo popular, fuente de la transaccional antes cita-
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da. Se explicaba la enmienda señalando que se opta por no ampliar su contenido a las denomi-
nadas «sociedades mixtas», si bien permitiendo la posibilidad de que un ente esté coparticipado 
por distintas Administraciones públicas. En efecto, la titularidad pública debe ser íntegra, pero 
puede ser compartida por varias Administraciones, de manera que los servicios prestados a todas 
las cotitulares quedarían no sujetos. 

En fin, las consecuencias de la no sujeción de estas operaciones se vinculan íntimamente 
a las reglas de deducibilidad del IVA soportado a las que hemos dedicado el epígrafe anterior.

B)  �SOBRE LA NO SUJECIÓN DE LAS OPERACIONES REALIZADAS EN VIR-
TUD DE CIERTAS ENCOMIENDAS DE GESTIÓN

El párrafo cuarto del artículo 7.8.º dice lo siguiente:

«No estarán sujetos al Impuesto los servicios prestados en virtud de encomien-
das de gestión por los entes, organismos y entidades del sector público que ostenten, 
de conformidad con lo establecido en los artículos 4.1 n) y 24.6 del Texto Refundido 
de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 3/2011, de 14 de noviembre, la condición de medio propio instrumental y servicio 
técnico de la Administración Pública encomendante y de los poderes adjudicadores 
dependientes del mismo».

En una primera lectura nos encontraríamos con un supuesto en el que solo figuran requisi-
tos referidos a quien realiza las operaciones, a la naturaleza de dichas operaciones y al negocio 
en virtud del cual se producen –no se observa, al menos a primera vista, indicación alguna sobre 
la persona destinataria–. Respecto de la naturaleza, como sucedía en el apartado quinto, se ha 
de tratar siempre de servicios, aspecto sobre el que ya no es necesario profundizar más. Antes 
de realizar algunas reflexiones acerca del supuesto, conviene aclarar los otros dos requisitos: (i) 
los subjetivos del prestador de los servicios; (y ii) los del negocio en virtud del cual se prestan.

Primero, para comprender el ámbito subjetivo de aplicación de excepción a la no sujeción 
–quién realiza esas operaciones– conviene aclarar lo que dicen los artículos del TRLCSP que se 
citan. Eso nos dará luz sobre quienes ostentan la condición de medio propio instrumental y servi-
cio técnico de la Administración Pública encomendante.

El artículo 4 del TRLCSP fija los negocios y contratos excluidos de su aplicación; el apar-
tado 1 n) se refiere a: 

«Los negocios jurídicos en cuya virtud se encargue a una entidad que, conforme 
a lo señalado en el artículo 24.6, tenga atribuida la condición de medio propio y servi-
cio técnico del mismo, la realización de una determinada prestación».
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Por su parte, el artículo 24 de dicho texto tiene como rúbrica «Ejecución de obras y fabri-
cación de bienes muebles por la Administración, y ejecución de servicios con la colaboración de 
empresarios particulares». Pues bien, su apartado 6 dice: 

«A los efectos previstos en este artículo y en el artículo 4.1 n), los entes, organis-
mos y entidades del sector público podrán ser considerados medios propios y servicios 
técnicos de aquellos poderes adjudicadores para los que realicen la parte esencial de 
su actividad cuando estos ostenten sobre los mismos un control análogo al que pueden 
ejercer sobre sus propios servicios. Si se trata de sociedades, además, la totalidad de 
su capital tendrá que ser de titularidad pública.

En todo caso, se entenderá que los poderes adjudicadores ostentan sobre un ente, 
organismo o entidad un control análogo al que tienen sobre sus propios servicios si pue-
den conferirles encomiendas de gestión que sean de ejecución obligatoria para ellos de 
acuerdo con instrucciones fijadas unilateralmente por el encomendante y cuya retribu-
ción se fije por referencia a tarifas aprobadas por la entidad pública de la que dependan.

La condición de medio propio y servicio técnico de las entidades que cumplan 
los criterios mencionados en este apartado deberá reconocerse expresamente por la 
norma que las cree o por sus estatutos, que deberán determinar las entidades respecto 
de las cuales tienen esta condición y precisar el régimen de las encomiendas que se les 
puedan conferir o las condiciones en que podrán adjudicárseles contratos, y determi-
nará para ellas la imposibilidad de participar en licitaciones públicas convocadas por 
los poderes adjudicadores de los que sean medios propios, sin perjuicio de que, cuan-
do no concurra ningún licitador, pueda encargárseles la ejecución de la prestación ob-
jeto de las mismas».

Y segundo, en cuanto al negocio en virtud del cual se prestan los servicios, este es el de 
la encomienda de gestión contractual a la que se refiere, bien que de forma somera, la LCSP30. 

Esta relación con el negocio jurídico en virtud del cual se prestan los servicios es un elemen-
to distorsionante en el ámbito del artículo 7.8.º Mientras los párrafos primero y quinto definen la 
no sujeción sin atender para nada al negocio en virtud del cual se efectuaba la operación, ahora 
resulta un elemento fundamental que se encuentra en diferente plano y que lleva a preguntarse, 
para empezar, si a muchas operaciones acreedoras del párrafo quinto no se les va a aplicar tam-
bién el cuarto (y, por lo tanto, si no es redundante y, por lo tanto, inútil). 

Pues bien, el negocio en virtud del cual se efectúan estos servicios es la encomienda de ges-
tión llamada «contractual», por diferencia de otro tipo de encomienda gestión –la interadminis-
trativa–, regulada por el artículo 15 de la Ley 30/1992. Otra cosa será el tratamiento que deban 

30	 Para construir este apartado he tenido muy en cuenta a Palomar Olmeda, dir. (2013).
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tener esas operaciones efectuadas en virtud de encomienda de gestión interadministrativa, que en 
absoluto han de estar sujetas de manera automática31.

La encomienda de gestión contractual sería una de las fórmulas incardinables en el artículo 
24.6 del TRLCSP, fórmula mencionada de manera específica en el párrafo segundo, pero, tal y 
como nos explica la doctrina, no la única a través de la cual efectuar encargos o encomiendas (en-
cargos de gestión, encargos a medios propios instrumentales, contratos domésticos...). En efecto, 
el ámbito del artículo 24.6 sería más amplio. 

Los servicios prestados a la entidad encomendante en virtud de la encomienda de gestión 
pueden ser diversos, dado que el objeto del encargo puede ser el propio de cualquiera de los con-
tratos típicos (obras, suministros, concesión de obras públicas, gestión de servicios públicos, su-
ministros, servicios y colaboración entre el sector público y el sector privado) o el de un contrato 
administrativo especial o el de un contrato privado. Por definición, la entidad encomendataria 
debe realizar la parte esencial de su actividad para el poder adjudicador que la controla, pero no 
se descarta que pueda realizar operaciones para terceros.

En fin, la prestación de servicios públicos por sociedades de capital público, llevando a cabo 
la gestión directa de un servicio público, sería algo diferente a la técnica de encargos a medios 
propios propia de la encomienda de gestión. 

Si he sido capaz de interiorizar todos estos detalles, diría que el párrafo cuarto describe el 
supuesto de no sujeción por referencia al instrumento o figura jurídica a través del cual se relacio-
nan prestador y prestatario, pero que también pueden incardinarse en el supuesto de no sujeción 
descrito en el párrafo quinto, examinado más arriba. En principio, diría que, tal y como está re-
dactado, el párrafo quinto tendería a englobar los supuestos del cuarto, sin perjuicio de lo cual en 
el párrafo cuarto también caben otros: servicios prestados a la administración titular del servicio 
en el marco de la gestión directa del servicio público o servicios prestados a favor de las admi-
nistraciones de las que se depende en virtud de negocios diferentes de la encomienda de gestión.

Si tengo razón en esto, el párrafo cuarto podría sobrar; si se hubiera querido incluir, aunque 
fuera a efectos didácticos, hubiera resultado más adecuado un orden inverso. 

Claro que se le podría buscar un efecto útil: que la regla que excepciona la sujeción afecte tanto 
a los servicios prestados al encomendante como a los prestados, en su caso, a terceros. Advierto de 
que en modo alguno es lo que yo pienso, pero la redacción puede dar pie a semejante idea, dado 
que, como dije más arriba, no se indica en ningún sitio que los servicios tienen que serlo a favor 
de la entidad a la que pertenecen. No obstante esa ausencia, creo que puede considerarse implícita.

Dicho lo cual, del artículo 7.8.º solo nos resta analizar su último párrafo.

31	 Cfr. Jiménez Compaired (2007), págs. 225-226. 
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VI.  �EXCEPCIONES A LA NO SUJECIÓN: MODIFICACIONES EXPRESAS Y 
CAMBIOS IMPLÍCITOS LIGADOS A LA NUEVA ESTRUCTURA DEL 
APARTADO

Lo que era el párrafo tres del artículo 7.8.º en la redacción original de la Ley 37/1992 queda-
ría ahora como párrafo seis. Declara sujetas en todo caso operaciones que, al parecer, se encontra-
rían no sujetas a la vista de los tres supuestos recogidos en los párrafos anteriores del propio 7.8.º.

Este párrafo seis incluye modificaciones expresas, pero también otras digamos que más es-
condidas y que se asocian a los restantes cambios del precepto. Fijémonos primero en los cam-
bios expresos, que serían los dos siguientes:

•	 El párrafo consta de una lista precedida de la entradilla. En la entradilla hay una 
modificación: si anteriormente la sujeción se predicaba de operaciones «que los 
entes públicos realicen», ahora se dice «que las Administraciones, entes, organis-
mos y entidades del sector público realicen». 

•	 En cuanto a ese listado de actividades que siempre se encontrarían sujetas al IVA, se 
completa la definición de una de ellas: las de los entes públicos de radio y televisión. 
En efecto, el inciso l) del párrafo seis del artículo 7.8.º que fija la sujeción de las ope-
raciones comerciales o mercantiles de los entes públicos de radio y televisión, inclui-
das las relativas a la cesión del uso de sus instalaciones, se completa con lo siguiente:

«A estos efectos se considerarán comerciales o mercantiles en todo 
caso aquellas que generen o sean susceptibles de generar ingresos de publi-
cidad no provenientes del sector público».

¿Qué viene a suponer la reforma? De una parte conviene dejar claro que este párrafo seis 
desactiva todos los supuestos de no sujeción que generan los anteriores. Antes también ocurría, 
pero antes el único párrafo que podía ser excepcionado era el que se predicaba de las operacio-
nes realizadas por los entes públicos sin contraprestación o con contraprestación de naturaleza 
tributaria. Por eso, cuando con la normativa anterior se restringía la no sujeción de las operacio-
nes realizadas por las sociedades públicas a favor de las administraciones de las que dependían 
cuando se trataba de alguna de las actividades incluidas en este listado se estaba dando un salto 
imposible. De ahí viene el paso de los entes públicos a las Administraciones, entes, organismos 
y entidades del sector público.

De esta circunstancia se apercibe la exposición de motivos de la ley que, al explicar los nue-
vos supuestos de no sujeción relativos a los servicios prestados por sujetos dependientes a favor 
de las administraciones a las que pertenecen o en virtud de encomiendas de gestión, recuerda 
que «En todo caso hay que tener en cuenta que la no sujeción tiene un límite en el listado de ac-
tividades que contiene el precepto, cuya realización implica que la prestación de servicios esté 
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sujeta al Impuesto». Contesto a una pregunta que yo mismo me formulaba más arriba: el propio 
legislador entiende que la no sujeción de estas actividades se incorpora para transponer a nues-
tro ordenamiento el artículo 13 de la Directiva y es un detalle que en su caso debería servir para 
analizar su adecuación al Derecho europeo.

De otra parte, si nos centramos en la definición incluida in extremis, referida a las activida-
des propias de la televisión o radio públicas, es imprescindible explicar con detalle su contexto 
y sus antecedentes. Hará unos meses, la Agencia Tributaria inició una serie de actuaciones cerca 
de los entes públicos de radio y televisión autonómicas, en orden a liquidar cantidades por lo que 
entendía exceso en la deducción del IVA soportado. Las tesis que se iban a defender desde la Ad-
ministración quedaron plasmadas en el Informe de la Subdirección General A/4/31/14, citado más 
arriba32. Según señalaba la Subdirección, estos entes públicos realizan dos tipos de actividades, 
una actividad principal, consistente en la prestación del servicio público de radio y televisión y 
una segunda actividad consistente en la comercialización y venta de sus productos y la prestación 
de servicios de publicidad. La actividad del primer tipo no estaría sujeta al IVA y la del segundo 
tipo sí. La consecuencia sobre el IVA soportado es que no serían deducibles los bienes y servi-
cios adquiridos que sean utilizados para realizar las prestaciones en que consista la realización 
de la actividad del primer tipo y que, si la utilización fuera conjunta o indistinta en la realización 
de ambas, la deducción sería parcial –idea concordante con la modificación llevada a cabo en el 
ámbito de la deducibilidad, como hemos visto más arriba–. La medida para fijar esa proporción 
podría relacionarse –seguía diciendo la Subdirección– con un porcentaje calculado en función de 
una fracción en cuyo numerador se encontrase el importe de las contraprestaciones por la activi-
dad comercial o mercantil y en el denominador la suma de esas mismas contraprestaciones más 
el importe de las dotaciones presupuestarias públicas recibidas.

La prensa de estos meses relata con crudeza la situación financiera de los entes públicos au-
tonómicos de radio y televisión, situación empeorada si cabe por causa de amenazantes actuacio-
nes comprobadoras en el IVA. También que la Federación que integra dichos entes inició algún 
tipo de procedimiento ante las instituciones europeas. Vemos como, con fecha de 19 de noviem-
bre de 2014, se registra en el Parlamento Europeo una pregunta con solicitud a la Comisión de 
respuesta escrita sobre el tema que nos incumbe. Al hilo del Informe de la Subdirección se pre-
gunta a la Comisión si conoce el informe de la Agencia Tributaria y si considera que el criterio 
que contiene se justifica al amparo de la legislación europea.

Quizá hubiera sido un buen detonante para que se aclarase si las ideas que informan las tesis 
ahora predominantes en la Administración tributaria española se ajustan a derecho. Pero parece 
que no lo será.

Aunque la ya famosa enmienda 224 del grupo popular en el Senado no lo contenía y, en 
realidad, ninguna de las enmiendas de los demás grupos habían diseñado algo equivalente, la de-

32	 Sobre este asunto, vid. Falcón y Tella (2014).

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


www.ceflegal.com	 65

Reforma del IVA y sector públicoI. Jiménez Compaired

finición de qué se consideran actividades comerciales o mercantiles debió incorporarse a la tran-
saccional ofrecida por el grupo popular. En efecto, el texto que luego sería definitivo aparece ya 
en el informe de la ponencia, adoptado después por la comisión. 

El efecto que se le supone a la introducción de ese añadido es el de desactivar la pretensión del 
Informe de la Subdirección y, por lo tanto, permitir la deducción del IVA soportado en su totalidad, 
es decir, estén destinadas las adquisiciones al servicio público, a la comercialización de productos y 
publicidad o a ambos de manera indistinta o simultánea (ha de leerse en paralelo al nuevo apartado 
Cinco del art. 93, tal y como ha sido finalmente redactado). Es lo que se colige de las intervenciones 
de sus señorías: el señor Castosa Albariño, en nombre del grupo popular, destaca la modificación 
relativa a las televisiones públicas, «relacionada con la exclusión del importe de las subvenciones 
según el criterio que se utilice para la determinación de la proporción del IVA soportado en inputs 
comunes que pueden ser objeto de deducción»33. La prensa de aquellos días fue muy elocuente34.

Desde luego, si yo fuera el asesor legal de los entes públicos de radio y televisión guarda-
ría todos los antecedentes. Más que nada porque no veo tan clara la conclusión a la que llegan 
y además me inquietan algunos posibles efectos secundarios relacionados con un tema que nos 
queda por ver. No veo tan clara la conclusión ni tampoco la vieron los senadores de algunos gru-
pos parlamentarios y por eso mantuvieron sus enmiendas. Lo hizo la representante del partido 
aragonés y merece la pena reproducir la intervención:

«El objetivo de nuestra enmienda 88 era principalmente impedir que el cambio 
de regulación inicialmente previsto en el criterio de aplicación del IVA a las empresas 
públicas produjera un estrangulamiento por vía del mayor gasto y les impidiera compe-
tir en condiciones de igualdad en un mercado global con empresas privadas. Es cierto 
que la enmienda 224 del Grupo Parlamentario Popular dio satisfacción a este plantea-
miento genérico, no solamente del Partido Aragonés sino de la mayoría de los grupos, 
si bien en la comisión se produjo un cambio en la redacción de la letra l), que afecta a 
las televisiones públicas, pues entendimos que no era lo suficiente precisa como para 
aceptarlo. Mantendremos la enmienda a estos efectos en la medida en que entendemos 
que el redactado último de la letra l) pudiera dar lugar a dudas interpretativas ante la 
Agencia Tributaria. No obstante, insistimos en que el objetivo político de la enmienda 
88 prácticamente se consigue»35.

Algo similar dijo la representante del Grupo Vasco, quien, tras reconocer que «estas enmien-
das han venido a solucionar la parte más gruesa de este problema», advierte de que «la redacción 
final tampoco es satisfactoria, ya que lo más probable es que tenga que dar lugar, al menos para 

33	 Diario de Sesiones del Senado, Pleno, núm. 133, de 13 de noviembre de 2014, pág. 12.757.
34	 Leo algún titular: ¿A quien ha perdonado Rajoy el IVA? A las televisiones autonómicas públicas.
35	 Diario de Sesiones del Senado, Pleno, núm. 133, de 13 de noviembre de 2014, pág. 12.746.
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las administraciones que estamos encargadas de la recaudación de este impuesto, a ulteriores ex-
plicaciones por parte de la Agencia Tributaria». Y por ello mantuvo sus enmiendas36.

En fin, no sé qué objetivo consigue la enmienda del Grupo Popular, salvo, al parecer, en lo 
que concierne a los entes públicos de radio y televisión y, por lo tanto, no entiendo la transacción 
del resto de los grupos, salvo que su único problema real fuera la cuestión de las televisiones. 
Porque, desde luego, la situación para las centenares de empresas públicas locales y autonómicas 
dedicadas a cualquier otro negocio queda más o menos igual que con el proyecto.

Habrá que ver, por ejemplo, cómo se calcula la famosa proporción en lo que concierne a 
otros ámbitos y si, como señalaba el profesor Falcón, «eso supone resucitar la regla sobre la in-
clusión de las subvenciones en el denominador de la prorrata», de recuerdo aciago, argumento 
que se empleaba contra el contenido del Informe y, por extensión, contra la redacción original 
del proyecto de ley37.

Para cerrar el trabajo tenemos que abordar la reforma del artículo 79.Tres de la Ley del IVA, 
en lo que concierne a las subvenciones.

VII.  LA CUESTIÓN DE LAS SUBVENCIONES

El artículo 78 de la Ley del IVA (Base imponible. Regla general) se estructura en cuatro 
apartados. Si el Dos aclara las partidas que se incluyen en el concepto de contraprestación, fun-
damento de la referida base, el Tres enumera las que no se incluirán en dicha base. La modifica-
ción consiste en añadir un número 4.º a ese apartado Tres, con el siguiente contenido:

«Las subvenciones no vinculadas al precio de las operaciones, no considerán-
dose como tales, los importes pagados por un tercero en contraprestación de dichas 
operaciones».

Al entender del legislador, la modificación introducida deriva de la necesidad de adaptar la 
normativa interna a la jurisprudencia del TJUE, en concreto, de la Sentencia de 27 de marzo de 
2014, en el asunto C-151/13 (NFJ053978), que determinó la necesidad de diferenciar las subven-
ciones no vinculadas al precio, que no forman parte de la base imponible de las operaciones, de 
las contraprestaciones pagadas por un tercero, que sí forman parte de aquella.

Sorprendente.

36	 Diario de Sesiones del Senado, Pleno, núm. 133, de 13 de noviembre de 2014, pág. 12.749.
37	 Falcón y Tella (2014).
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Sorprende porque la ley española, en este punto, no se separaba un ápice de lo que exigía 
la legislación europea. La única originalidad venía de la mano de la definición de qué subven-
ciones tenían la consideración de subvenciones vinculadas al precio de las operaciones. Res-
pecto de las subvenciones, la norma europea fija qué debe hacerse con las vinculadas al precio 
de las operaciones; y faculta a los Estados miembros para que adopten ciertas medidas con las 
demás (actualmente España no ejecuta esa posibilidad). ¿Cómo se puede decir que se necesita 
modificar la ley española cuando la ley española no podía tener más problema de ajuste al De-
recho europeo que la corrección de la definición de las subvenciones vinculadas al precio de las 
operaciones? La jurisprudencia agota su función en la aplicación e interpretación de las normas: 
es posible que la norma europea necesite explicaciones –nunca se puede cubrir todo–, pero si 
hubiera que trasladar a las transposiciones todas las interpretaciones evacuadas por el TJUE su 
extensión sería inagotable. 

El tema es tan sensible que no puedo sino tomar precauciones. Cuando la ley española tra-
taba de una manera o de otra todas las tipologías de subvenciones, la Administración tributaria 
no tenía remilgos en aplicar una técnica –inclusión en la base imponible– u otra –minoración del 
IVA deducible–, y esta última tenía una notable vocación expansiva. Cuando las subvenciones 
no vinculadas al precio de las operaciones dejan de tener afección en el IVA, a la Administra-
ción tributaria le viene mejor ensanchar el concepto de subvención no vinculada –por supuesto, 
sin tocar una coma de la definición legal–. ¿Qué se pretende ahora bajo la excusa de una senten-
cia que pudo decir lo que dijo, pero que en ningún caso puede reescribir la legislación europea?

Recordemos mínimamente el asunto que dio lugar a la sentencia conocida como Le 
Rayon D’Or. 

Se pidió una decisión prejudicial sobre si, al entender del TJUE, la cantidad a tanto alza-
do que abona la caja nacional del seguro de enfermedad a las residencias para personas mayores 
dependientes podía considerarse no tanto el contravalor de un servicio sujeto al IVA, sino como 
el importe de un servicio desarrollado por el sujeto pasivo en el desarrollo de su actividad eco-
nómica. Se deduce de los antecedentes que el Estado paga una cantidad que tiene en cuenta el 
número de residentes que vive en cada establecimiento y su nivel de dependencia, en función de 
ciertas tarifas diarias preestablecidas en función del alojamiento, la dependencia y los cuidados. 
El problema no era el devengo del IVA –pues el servicio se encontraba exento, de acuerdo con 
la legislación francesa–, sino su inclusión en el denominador de la prorrata. No obstante ello, la 
pregunta formulada por el juez francés fue si la suma constituye una «subvención vinculada al 
precio de las operaciones».

Aunque el TJUE duda sobre si el pago cumple con los requisitos configuradores de las sub-
venciones vinculadas al precio de las operaciones (dice que las prestaciones no están definidas a 
priori, no están individualizadas y la remuneración se abona en forma de cantidad a tanto alza-
do), estima que esa suma sí constituye la contrapartida de las prestaciones de cuidados llevadas a 
cabo a título oneroso por una residencia para personas mayores dependientes en beneficio de sus 
residentes y, en este concepto, está incluido en el ámbito de aplicación del IVA. 
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En consecuencia, cuando el juez francés resuelva el asunto tendrá que dar la razón a la Ad-
ministración tributaria, de manera que ese importe formará parte del denominador de la prorrata 
y, finalmente, la deducción reconocida a la empresa será menor. 

Yo estoy de acuerdo con que si esa operación no hubiera estado exenta, su importe debía 
formar parte de la base imponible del IVA. Pero lo hubiera explicado de otro modo. A la luz del 
Derecho europeo, una subvención del 100 % del importe del contravalor, por mucho que el Esta-
do pague una cantidad a tanto alzado por todos los residentes, está vinculada al precio. Cuando se 
desprecia la inclusión en la base imponible de subvenciones no vinculadas al precio, en el sentido 
habitual de la expresión, lo es por la dificultad de efectuar el cálculo de la cuota y por lo tanto la 
repercusión de la misma. Pero si la totalidad del pago la va a efectuar la entidad subvencionadora 
no habría justificación para excluir en la práctica del IVA esa operación. ¿Y si se encuentra exen-
ta? El artículo 174 de la Directiva dice que en el denominador de la fracción que permite calcular 
la prorrata se incluiría la cuantía total determinada para el año natural del volumen de negocios, 
sin incluir el IVA, relativa a las operaciones que generan el derecho a la deducción (incluidas en el 
numerador) y a las restantes operaciones que no conlleven el derecho a la deducción. Añade que los 
Estados miembros podrán incluir en el denominador la cuantía de las subvenciones que no estén 
vinculadas al precio de las operaciones. Ergo la cuantía de las subvenciones vinculadas al precio 
se considera cifra de negocios a incluir en dicho denominador en cualquier Estado de la Unión.

Nuestra DGT no ha necesitado de ninguna sentencia para afirmar que las subvenciones 
vinculadas al precio de las operaciones efectuadas por una empresa subvencionada que resultan 
exentas a la luz de la Ley del IVA forman parte del denominador de la prorrata. Cfr. DGT res. 
0206/2001 de 6 de febrero (NFC012285)38 o res. 2278/2001, de 19 de diciembre39. Y el TEAC 
también dijo lo mismo, unificando criterios, en su Resolución de fecha 26 de mayo de 200440.

La ley española no necesitaba ninguna adaptación. Pero si se hubiera considerado que, a 
resultas de la sentencia, había que aclarar algún aspecto, a los solos efectos declarativos, en rea-
lidad habría que haber modificado el artículo 104 (regla de prorrata) y no el 78 (base imponible). 
Pues la regulación de la base imponible debe afectar a las entregas de bienes y prestaciones de 
servicios sujetas y no exentas.

Vamos a suponer que al legislador le han inducido a considerar que el efecto –mediato, que no 
inmediato– de la sentencia debe trasladarse a la transposición de la base imponible en las entregas 
de bienes y prestaciones de servicios –que ya es suponer–. ¿Cómo hemos de interpretar lo que dice?

38	 Subvenciones a una autoescuela que colabora con el INEM impartiendo cursos de formación profesional ocupacio-
nal, para gastos derivados de la enseñanza, que se encontraba exenta de IVA.

39	 Subvenciones a una entidad que se dedica a la investigación científico-técnica y a la formación de empresas en la ac-
tividad investigadora, para la impartición de un curso formativo para un ente público.

40	 NFJ017894. Se trataba de subvenciones de formación ocupacional y continua que forman parte de la base imponible 
de servicios de enseñanza exentos.
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De una parte, tal y como ya he dicho más arriba, ha de evitarse el mero nominalismo y 
considerar que, con alguna frecuencia, pagos efectuados por un ente público a los que denomi-
na «subvención» no tienen en realidad naturaleza subvencional, recayendo el consumo del bien 
o del servicio sobre quien se dice subvencionador. Tratándose de verdaderas subvenciones (esto 
es, dotaciones dinerarias efectuadas por un sujeto público a un tercero, con carácter gratuito, con 
una finalidad de fomento), se incluirán en la base imponible si están vinculadas al precio de las 
operaciones y no incluyéndose si no lo están (habiendo renunciado el Reino de España a incluirlas 
en el denominador de la base imponible de las operaciones). Ahora bien, ese concepto de subven-
ción vinculada al precio de las operaciones es el que debe recomponerse, si había alguna duda, 
a la vista de la sentencia del TJUE: cuando el consumidor no abona nada, por el subvencionador 
cubre totalmente la operación, el destinatario formal de la operación es el subvencionador y la 
subvención es el precio de la operación. 

De alguna manera ha de entenderse lo que dice la ley española: (i) se incluyen en la base 
imponible las subvenciones vinculadas al precio de las operaciones; (ii) no se incluyen las sub-
venciones no vinculadas; (iii) no se consideran subvenciones no vinculadas los importes pagados 
por un tercero en contraprestación de dichas operaciones. Si no se consideran subvenciones no 
vinculadas, o es que en realidad no son subvenciones o, si lo son, será porque se consideran vin-
culadas, puesto que una subvención o estará vinculada o no estará al precio de una operación41. 
No sería admisible una interpretación del nuevo apartado 4.º del artículo 78.Tres que determina-
se que cualquier subvención a una empresa que realiza una actividad económica es contrapres-
tación por dichas operaciones, superando la letra del párrafo segundo del inciso 3.º del apartado 
Dos del artículo 78 de la Ley del IVA42. 

Y digo esto esperando que a la Agencia Tributaria no se le ocurra que cualquier subvención 
pasa a formar parte de la base imponible del IVA, lo que es muy tentador. 

41	 La AEDAF señalaba que aun comprendiendo la ratio del cambio propuesto no se llega a entender bien si es necesa-
rio, pues el apartado Uno de este artículo ya se refiere a las cantidades pagadas por un tercero, y, a contrario sensu, la 
no inclusión en la base de las subvenciones no vinculadas al precio ya figura en el ordinal 3.º del apartado anterior. 
Es obvio que la subvención puede ser el precio, en particular en los casos en que la cantidad satisfecha (denominada 
«subvención») encubre una relación entre dos partes, y no entre tres, como se predica de las subvenciones vinculadas 
al precio. Cfr. AEDAF (2014), págs. 4-5.

42	 Se considerarán subvenciones vinculadas directamente al precio de las operaciones sujetas al impuesto las subven-
ciones establecidas en función del número de unidades entregadas o del volumen de los servicios prestados cuando 
se determinen con anterioridad a la realización de la operación. 
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Extracto

La estimación objetiva aparece regulada como uno de los posibles regímenes para la determi-
nación de las bases imponibles de los tributos creados y regulados por el legislador. Su volun-
tariedad, para quien legisla en su regulación y para el obligado tributario en su aplicación, 
constituye una característica fundamental del régimen. En buena parte de los tributos locales 
existen fórmulas simplificadas de cuantificación, aunque generalmente no integran verdaderos 
regímenes de estimación objetiva de la base imponible. En el presente trabajo estudiaremos esas 
fórmulas de simplificación que hay en la regulación de la determinación de la cantidad a pagar 
de los tributos locales, ahondando en la naturaleza jurídica de estas tradicionales normativas. 
Además, trataremos de alcanzar su fundamento último y suficiente justificación en nuestro 
ordenamiento tributario para, desde una perspectiva global, indagar sobre cuál debe ser la senda 
por la que debe discurrir la normativa relativa a la cuantificación de nuestros impuestos. Las 
reformas del sistema tributario estatal hacen volver sobre la ansiada reforma de la Hacienda 
Local y, en particular, la cuantificación de los impuestos locales.
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I.  CONSIDERACIONES GENERALES

En general, en los impuestos locales apenas hallamos regímenes de determinación objetiva 
para la determinación de la base imponible de los impuestos propiamente dichos. Sin embargo, 
sí encontramos en mayor medida ciertas fórmulas de tributación objetivas y que nos recuerdan 
bastante a lo que es una determinación objetiva, estimación objetiva en terminología legal. 

En principio, desde la perspectiva de los impuestos municipales obligatorios, dos son los im-
puestos que deben ser objeto de tratamiento en este epígrafe en los que las fórmulas o regímenes 
objetivos de tributación han encontrado un lugar destacado: el Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
(IBI) y el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE). En el gravamen de los bienes inmue-
bles y las actividades económicas la simplificación tributaria, la ficción jurídica y la objetiviza-
ción en la cuantificación tributaria han alcanzado tradicionalmente una significación especial. Con 
relación al IBI, el empleo de fórmulas objetivas ha sido una constante en la configuración de im-
puestos como el impuesto local que grava los bienes inmuebles –anterior contribución territorial 
urbana–. Como recuerda el profesor Ferreiro, la determinación directa no pudo ser utilizada en 
nuestro país durante la segunda mitad del siglo XIX y la primera mitad del siglo XX en los gra-
vámenes sobre los rendimientos de bienes rústicos y urbanos y tales impuestos se debieron con-
figurar como impuestos sobre rendimientos medios, presuntos o potenciales. E incluso ahora que 
son tributos locales siguen configurándose como impuestos sobre rendimientos medios o poten-
ciales1. En este sentido conviene tener presente, en primer lugar, la regulación establecida en el 
IBI. Por lo que se refiere al IAE, en el gravamen del ejercicio de actividades económicas ha sido 
una constante el recurso a regulaciones de carácter objetivo e incluso se ha llegado a decir que 
este impuesto se puede considerar una gran determinación objetiva en sí mismo considerado. 

Por lo que se refiere a los impuestos municipales potestativos, el régimen objetivo ha sido 
acogido en el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras (ICIO). Ahora bien, la de-
terminación de la base imponible a través de índices o módulos viene limitada a la liquidación 
provisional del impuesto. En el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Natu-
raleza Urbana (IIVTNU) debemos referirnos tanto a la vinculación respecto a la base imponible 
del IIVTNU y a la del IBI, como a la propia regulación de la determinación de la base imponible 
en este tributo. Finalmente, pese a su carácter optativo y su limitado campo de aplicación actual, 
el Impuesto municipal sobre Gastos Suntuarios (IGS) ampara, asimismo, un régimen de deter-
minación objetiva de carácter principal y no alternativo.

1	 Ferreiro Lapatza, J. J.: Curso de Derecho Financiero Español. Instituciones, 25.ª ed., Madrid-Barcelona, Marcial 
Pons, 2006, pág. 419.
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En Ceuta y Melilla aparece el Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación 
(IPSI) como impuesto que viene a corresponderse con el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) 
estatal, aunque como impuesto municipal, por lo que debemos detenernos en su examen para ob-
servar las especialidades de esta regulación.

Con estas bases, consideramos interesante el estudio de las fórmulas o regímenes objetivos 
amparados en la imposición local que en cierto modo, aunque sea desde el punto de vista de su 
articulación técnica, guardan una estrecha vinculación con la determinación objetiva como régi-
men de determinación de la base imponible.

II.  EL IBI Y EL VALOR CATASTRAL

En el IBI la base imponible está constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles 
(art. 65 TRLHL). La normativa tributaria nada dice de cómo se determina ese valor catastral y 
para la misma debemos acudir a la regulación por la que se rige el Catastro Inmobiliario. A estos 
efectos se debe tener en cuenta el TRLCI2, así como su desarrollo reglamentario contenido en el 
Real Decreto 417/2006, de 7 de abril3. La norma tributaria se remite a la normativa catastral para 
conocer cuál es la base del impuesto pero, una vez que acudimos a esta, se puede observar que en 
la determinación de lo que es el valor catastral de los bienes entran en juego fórmulas y normas 
de determinación claramente objetivas4. De esta manera, no se trata de que la base imponible sea 
el valor catastral del bien y para concretar tal valor la normativa tributaria establezca un régimen 
de determinación objetiva, sino que la base imponible ya viene integrada por el valor catastral 
pero en su determinación es otra norma la que acude a una regulación objetivizada.

Para la determinación del valor catastral de los bienes inmuebles rústicos y urbanos se establecen 
los correspondientes procedimientos administrativos. La asignación del valor catastral de los bienes 
inmuebles podrá llevarse a cabo: a) mediante el procedimiento de valoración colectiva (ponencias 
de valores) o b) de forma individualizada5. La ponencia de valores, que puede ser general, parcial 
o simplificada para ciertos supuestos, es el instrumento que, a partir de un conjunto de documentos 
administrativos, integra los criterios reguladores de la valoración catastral para la totalidad o parte 

2	 Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro In-
mobiliario (TRLCI).

3	 Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla el TRLCI.
4	 En todo caso, los valores catastrales se fijan a partir de los datos que figuran en el catastro. Véase Ferreiro Lapat-

za, J. J.; Martín Fernández, J. y Rodríguez Márquez, J.: Curso de Derecho Tributario, 2.ª ed., Madrid-Barcelona-
Buenos Aires, Marcial Pons, 2007, pág. 428.

5	 Será causa de asignación de valor catastral de forma individualizada toda incorporación o modificación que se pro-
duzca en el Catastro Inmobiliario practicada en virtud de alguno de los siguientes procedimientos: 1) declaraciones, 
comunicaciones y solicitudes, 2) subsanación de discrepancias y 3) inspección catastral.
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de un municipio, con indicación de los valores básicos de suelo y construcción y de los coeficientes 
correctores de dichos valores que se aplican a los inmuebles de una zona territorial, de suerte que 
con esa ponencia sea posible asignar un valor catastral individualizado a cada bien inmueble. Para 
los inmuebles de características especiales se han de llevar a cabo ponencias de valores especiales6.

En general, si nos centramos en los bienes urbanos y rústicos, las ponencias de valores per-
miten determinar el valor catastral inmobiliario. Este se tiene que determinar objetivamente a par-
tir de los datos que obran en el Catastro Inmobiliario y está integrado por: el valor catastral del 
suelo y el valor catastral de las construcciones (art. 22 TRLCI)7. Subrayamos que se determina 
«objetivamente» porque así lo señala el precepto mencionado. Para dicha determinación objetiva 
la normativa catastral exige que se tengan en cuenta los siguientes criterios: a) la localización del 
inmueble, las circunstancias urbanísticas que afectan a su suelo y su aptitud para la producción, b) 
el coste de ejecución material de las construcciones, los beneficios de la contrata, honorarios pro-
fesionales y tributos que gravan la construcción, el uso, la calidad y la antigüedad edificatoria, así 
como el carácter histórico-artístico u otras condiciones de las edificaciones, c) los gastos de pro-
ducción y beneficios de la actividad empresarial de promoción, o los factores que correspondan 
en los supuestos de inexistencia de la citada promoción, d) las circunstancias y valores del mer-
cado y e) cualquier otro factor relevante que reglamentariamente se determine. Además, nunca 
es posible que el valor catastral sea superior al valor de mercado. Dentro de las características del 
valor catastral podemos destacar que se trata de un valor universal, coordinado y referenciado al 
valor de mercado pero, sobre todo en lo que a nosotros nos interesa, se trata de un valor objetivo.

Nos encontramos ante procedimientos de valoración objetivos de los que, en consecuencia, 
resulta un valor objetivo (el valor catastral) que integra la base imponible del impuesto. De algún 

6	 Por lo que respecta a estos bienes inmuebles de características especiales hay que tener en cuenta la Orden HAC/3521/2003, 
de 12 de diciembre, por la que se fija el coeficiente de referencia al mercado (RM) para los bienes inmuebles de carac-
terísticas especiales. Las ponencias de valores especiales no han sido aprobadas todavía y como crítica a este respecto 
se ha sostenido que «... los valores catastrales actuales de las grandes infraestructuras son realmente bajos, no obedecen 
a precios de mercado y fueron en su día asumidos por el Catastro en función de unos módulos, entendemos que para 
salir del paso, y ello a la espera de que se aprueban, como prevé la propia Ley del Catastro las ponencias especiales de 
valores...» (Gonzalo Migueláñez, J.: «El Impuesto sobre Bienes Inmuebles en las grandes infraestructuras: los de-
nominados bienes inmuebles de características especiales a la luz de la más reciente legislación», JT, n.º 5, 2005, pág. 
2.304). Hace unos años, se aprobó el Real Decreto 1464/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueban las normas 
técnicas de valoración catastral de los bienes inmuebles de características especiales.

7	 Como matiza González-Cuéllar Serrano, «... la base imponible del impuesto va a ser el valor catastral, es decir, no el 
valor real de los bienes, sino un valor administrativo determinado objetivamente conforme a los criterios contenidos en la 
normativa reguladora del Catastro. Dicho valor administrativo debe ser reflejo de la capacidad económica puesta de ma-
nifiesto por alguno de los derechos que configuran el hecho imponible del IBI sobre un bien inmueble; por ello, no tiene 
que coincidir con el valor de mercado, sino que, más bien, se correspondería con un valor de titularidad que ponderaría el 
disfrute de los bienes». En este ámbito la misma autora defiende que el Reglamento de Valoración Catastral debería es-
tablecer algún criterio específico de valoración de los bienes inmuebles objeto de un derecho diferente al de nuda propie-
dad para alcanzar una valoración catastral conforme a los criterios que se contienen en la propia LCI [«El Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles» en Marín-Barnuevo Fabo, D. (coord.): Los tributos locales, Madrid, Civitas, 2005, pág. 81]. 
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modo, una determinación objetiva precede al componente esencial de la base imponible del tri-
buto. Sin ánimo de profundizar mucho en el particular, si atendemos a la determinación del valor 
catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana, podemos comprobar la valoración objeti-
va que da lugar al valor catastral inmobiliario y que se acoge en la normativa tributaria. En este 
sentido, tenemos que diferenciar la valoración del suelo y la valoración de las construcciones. En 
ambos casos existen dos módulos que son esenciales para la valoración, a saber: el módulo básico 
de repercusión del suelo (MBR) y el módulo básico de construcción (MBC)8. 

El MBR se asigna a cada municipio completo o zona del mismo (área económica homogé-
nea) atendiendo al análisis del mercado y una vez realizado el proceso de coordinación de valo-
res a nivel nacional. Para obtener el módulo básico de repercusión, en primer lugar, se establece 
a nivel nacional el módulo de valor M9, expresado en euros por metro cuadrado, que representa 
el valor en venta del producto inmobiliario tipo o medio. Mediante diversificación del mismo y 
aplicando los coeficientes previstos en la Normativa Técnica, se obtiene un conjunto de módulos 
básicos de suelo (MBR) y de módulos básicos de construcción (MBC). Posteriormente, como 
resultado de un estudio del mercado inmobiliario realizado en cada municipio y de un proceso 
de coordinación de valores, se asigna a cada municipio completo o zona del mismo (área econó-
mica homogénea) el MBR concreto que servirá de base para establecer los valores de repercu-
sión de suelo de cada una de las calles o tramos de calle del mismo. El MBC, de igual manera, 
se asigna a cada municipio completo o zona del mismo (área económica homogénea) previa la 
realización de un análisis del mercado relativo específicamente a los costes de construcción del 
producto inmobiliario10. Para obtener el módulo básico de construcción, en primer lugar, se es-
tablece a nivel nacional el módulo de valor M. Mediante su diversificación y la aplicación de 
los coeficientes previstos en la Normativa Técnica, se obtiene un conjunto de MBC. Posterior-
mente, como resultado de un estudio del mercado inmobiliario realizado en cada municipio y de 
un proceso de coordinación de valores, se asigna a cada área económica homogénea (municipio 
completo o zona del mismo) el MBC concreto que sirve como base para determinar el valor de 
construcción de cada inmueble municipal11. 

8	 Todos estos aspectos y módulos vienen regulados en lo que se denominan «Normas Técnicas» que han sido definidas 
por González-Cuéllar Serrano como aquel conjunto de conceptos, reglas y criterios que rigen la valoración de los 
inmuebles y se han ido modificado a lo largo del tiempo, principalmente, para permitir adecuar el valor catastral a los 
dos elementos fundamentales que lo estructuran: el mercado y la normativa urbanística. Ibídem, pág. 84.

9	 La Orden EHA/1213/2005, de 26 de abril, por la que se aprueba el módulo de valor M para la determinación de va-
lores de suelo y construcción de los bienes inmuebles de naturaleza urbana en las valoraciones catastrales fija dicho 
valor en 1.000 euros/metro cuadrado.

10	 En este ámbito hay que considerar que los costes de construcción de productos similares en cuanto a tipología, cali-
dad, etc., pueden ser diferentes según los municipios, dependiendo, entre otros, de factores como accesibilidad, dis-
ponibilidad de materiales, coste de la mano de obra, etc.

11	 Sobre las últimas medidas de actualización del valor catastral de los bienes urbanos por coeficientes, véase el trabajo 
de Jiménez Compaired, I.: «La cuantificación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles a partir de 2014, a la vista de las 
medidas adoptadas durante 2012 y 2013», QF, n.º 9, 2014, págs. 47-75.
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Con respecto a la determinación del valor catastral de los bienes inmuebles rústicos, en un pri-
mer momento la determinación del valor catastral quedó en suspenso hasta el establecimiento de su 
aplicación a través de una ley. Hasta ese momento el valor catastral de los referidos bienes se con-
cretó en la capitalización al 3 % el importe de las bases liquidables vigentes para la exacción de la 
Contribución Territorial Rústica y Pecuaria correspondiente al ejercicio 1989, obtenidas mediante 
la aplicación de los tipos evaluatorios de dicha contribución, prorrogados en virtud del Real Decre-
to-Ley 7/1988, de 29 de diciembre, o de los que se hayan aprobado posteriormente en sustitución 
de ellos, y sin perjuicio de su actualización anual mediante los coeficientes establecidos y los que 
establezcan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, una vez incorporadas las alteraciones 
catastrales que hayan experimentado o experimenten en cada ejercicio12. Los valores catastrales 
de los bienes inmuebles de naturaleza rústica se vienen actualizando y revisando, directamente, o a 
través de la Ley General de Presupuestos13. Sin embargo, con relación a alguno de estos bienes en-
contramos también, si quiera transitoriamente, un procedimiento basado en módulos objetivos. En 
concreto, teniendo en cuenta lo dispuesto en la disposición transitoria primera del TRLCI, para la 
obtención de los valores de suelo correspondientes a las construcciones ubicadas en suelo rústico y 
que catastralmente no estén consideradas como indispensables para las explotaciones agrarias, se 
toma en consideración el MBR de suelo asignado en cada municipio, por cuanto en la valoración de 
estos inmuebles es necesario tomar en consideración su localización y su inserción en un área eco-
nómica homogénea determinada. Así, sus valores mantienen una estrecha relación con los valores 
de los bienes de carácter urbano, en función del municipio en que se encuentren, si bien con unos 
valores más bajos como consecuencia de la clasificación urbanística del suelo en el que se ubican 
los referidos inmuebles. En los supuestos de la valoración del suelo de las construcciones cuya ti-
pología sea agrícola, ganadera o forestal y estén considerados como indispensables para el desarro-
llo de las explotaciones, así como de los parques eólicos e inmuebles de tipologías extensivas, en la 
medida en que su valor se encuentra desligado del mercado inmobiliario urbano, se ha optado por 
garantizar la coordinación de los valores catastrales mediante la utilización de un único módulo, 
aplicado a los municipios de menor actividad en el mercado inmobiliario urbano14.

En general, para los bienes inmuebles urbanos observamos que el valor de venta del producto 
inmobiliario tipo o medio se convierte en un elemento esencial que sirve para la determinación del 
valor tanto del suelo como de las construcciones. Los módulos responden a unos valores medios 
que, de una manera u otra, presentan total relevancia en el IBI. Si en la determinación objetiva pre-
vista en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), por ejemplo, observamos como 
los signos, índices o módulos responden a unos estudios sobre rendimientos medios, en el IBI el 
valor catastral se vincula a ciertos módulos que, siquiera en la base, responden a un valor en venta 

12	 Véase la disposición transitoria segunda del TRLCI. 
13	 Vid. Marí Vidal, S.: «La limitación de las Bases Imponibles del IBI Rústico para las cooperativas agrarias en el régi-

men fiscal de cooperativas y su necesaria reforma», Revista de Estudios Cooperativos, n.º 104, 2011, págs. 131 y 132.
14	 El más bajo de los módulos básicos de repercusión previstos en el Real Decreto 1020/1993, de 25 de junio. Véase 

Orden EHA/3188/2006, de 11 de octubre, por la que se determinan los módulos de valoración a efectos de lo estable-
cido en el artículo 30 y en la disposición transitoria primera del TRLCI.
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del producto inmobiliario tipo o medio. Lo mismo podemos decir con relación a una parte de los 
inmuebles rústicos y, hasta tanto no se regule la determinación de su valor catastral con carácter 
general, la capitalización al 3 % no deja de constituir un «régimen a forfait de tributación». Este 
apartado enlaza con la problemática del valor tributario de los bienes donde los medios de deter-
minación, comprobación y valoración objetivizados constituyen un instrumento de gran utilidad 
y eficacia en el ordenamiento jurídico-tributario15.

De todo ello, podemos concluir que, con relación al IBI, aunque no existe un régimen de 
determinación objetiva propiamente dicho referido a la base imponible, el componente esencial 
de la misma responde, generalmente, a un régimen objetivo sobre la base de módulos en los que 
la valoración implica, sintetizando mucho, una cierta aproximación sobre la base de valores me-
dios. Aun para el caso del régimen transitorio previsto para la determinación catastral de los bienes 
inmuebles rústicos nos encontramos con una determinación a tanto alzado del valor catastral16.

III.  EL IAE Y LAS CUOTAS DE TARIFA17

En el IAE la cuantificación del tributo responde a la aplicación de las Tarifas reguladas ac-
tualmente en el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por la que se aprue-
ban las Tarifas e Instrucción del Impuesto que ha de aplicarse a la generalidad de las actividades 
económicas sometidas al impuesto, mientras que las Tarifas e Instrucción correspondientes a la 
actividad de ganadería independiente se encuentran reguladas en el Real Decreto 1251/1991, de 
2 de agosto. Con carácter general, estas Tarifas dividen las actividades sujetas en: secciones, di-
visiones, agrupaciones, grupos y, en su caso, epígrafes18.

15	 Para un estudio detallado de este particular nos remitimos a la obra de García Martínez, A.: El valor tributario: su 
determinación objetiva y convencional, Barcelona, Bosch, 2006.

16	 Sobre los efectos de la controvertida calificación práctica de los bienes inmuebles urbanos y rústicos, puede verse el 
estudio de Alias Cantón, M.: «Efectos de la Sentencia de 30 de mayo de 2014 en la aplicación de los tributos loca-
les», Crónica Tributaria-Boletín de actualidad, n.º 3, 2014, págs. 3-22.

17	 Algunos autores han criticado la denominación e imperfección técnica en que ha incurrido el legislador al hablar de «cuo-
tas mínimas» (art. 85.1 TRLHL). Así, Poveda Blanco ha indicado que el calificativo de mínimas que otorga la ley a 
estas cuotas no es procedente, puesto que su valor en las siguientes fases de liquidación puede ser objeto de reducción 
[«El Impuesto sobre Actividades Económicas» en Herrera Molina, P. M. (dir.): Tributos locales y autonómicos, Cizur 
Menor (Navarra), Thomson-Aranzadi, 2006, pág. 119]. En este ámbito, como ha apuntado, García Martínez, parece 
conveniente diferenciar la cuota de tarifa de la cuota tributaria, llevando a cabo una interpretación desde la perspectiva de 
la determinación y cuantificación de la cuota tributaria en el IAE. Así, debemos entender que la calificación de mínima 
referida a la cuota de tarifa se refiere a la magnitud inicial, mínima, a tomar en cuenta en la determinación de la cuota tri-
butaria definitiva del IAE. Consecuentemente, van a ser posibles tanto incrementos o disminuciones de la inicial cuota de 
tarifa que, de hecho, encuentran amparo en las facultades reconocidas por la normativa a los ayuntamientos [«El Impuesto 
sobre Actividades Económicas» en Marín-Barnuevo Fabo, D. (coord.): Los tributos locales, ob. cit., págs. 287 y 288]. 

18	 García-Fresneda Gea criticó hace algún tiempo la estructura de las Tarifas del IAE, señalando que deberían ser objeto 
de modificación al constituir un resquicio histórico y carente de fundamento («Las tarifas en el IAE», RHL, n.º 81, 1997, 
pág. 628 y «Hecho imponible y concepto de actividad económica en el IAE», RHL, n.º 82, 1997, págs. 83-86).
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En la determinación de las cantidades a pagar en concepto de tributo podemos diferenciar 
las siguientes etapas:

•	 En la primera fase, que es la que más nos interesa desde nuestra perspectiva, se 
determina la denominada cuota de tarifa que se corresponde con la cantidad a sa-
tisfacer conforme a las tarifas establecidas para cada actividad y que puede ser: 
municipal, provincial o nacional. Esta cuota de tarifa viene integrada, a su vez, por 
la adición de dos cuotas: la cuota de licencia y la cuota de radicación. La cuota de 
licencia se fija de dos maneras: a) en algunos casos, se establece una cantidad fija 
para la actividad de que se trate y b) en otros supuestos, se aplican unos módulos o 
elementos tributarios como, por ejemplo, la potencia eléctrica instalada o la super-
ficie de los locales19. Ello nos recuerda claramente a los signos, índices o módulos 
previstos en el régimen de determinación objetiva previsto en el IRPF y el IVA. 
La cuota de radicación grava la superficie de los locales en los que se ejerce la ac-
tividad económica que será de aplicación, únicamente, en los supuestos en que tal 
superficie no haya sido considerada para la determinación de la cuota de licencia.

•	 En una segunda fase corresponde aplicar ciertos coeficientes de ponderación y bo-
nificaciones con los que se pretende atender a las circunstancias particulares que 
concurran en el ejercicio de la actividad económica y sobre los que ahora no nos 
detendremos.

El pago de la cuota municipal que resulta faculta para el ejercicio de las actividades en el 
correspondiente ayuntamiento al que corresponde la exacción del impuesto pero, como han des-
tacado Ferreiro Lapatza, Martín Fernández y Rodríguez Márquez, dada la dificultad de lo-
calizar en un solo municipio las actividades económicas gravadas, las Tarifas establecen cuotas 
provinciales y nacionales que facultan para el ejercicio de las actividades en el ámbito provincial 
o estatal. Eso sí, el sistema de cuantificación de las cuotas provinciales o estatales sigue el esque-
ma comentado, establecido para las cuotas municipales20.

Más allá de una determinación objetiva de la base imponible, en el IAE nos encontramos 
con una determinación «a tanto alzado», aunque sui géneris, de las cantidades a pagar en con-
cepto de tributo. Así, en buena parte de las ocasiones, en la cuantificación tributaria intervienen 
ciertos módulos, denominados «elementos tributarios», que concretan la determinación de las 
cantidades que se deben ingresar. Nos encontramos ante un régimen objetivo de tributación en 

19	 En desarrollo de esta cuantificación, véase Pagés i Galtès, J.: Manual del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
Madrid, Marcial Pons, 1995, págs. 403-445. Como importante modificación a tener en cuenta hay que destacar que la 
Ley 51/2002, de 27 de diciembre, suprimió como elemento tributario el número de obreros. En este sentido, su disposi-
ción adicional cuarta indicó que: «(...) En aquellos supuestos en los cuales la cuota de tarifa prevista en el Real Decreto 
Legislativo 1175/1990 venga determinada, entre otros, por el elemento tributario "número de obreros", como una can-
tidad fija a satisfacer por cada obrero, no se aplicará la parte de la cuota correspondiente a dicho elemento tributario».

20	 Curso..., ob. cit., pág. 437. Véase, asimismo, Pagés i Galtès, J.: Manual..., ob. cit., págs. 449-452.
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donde los módulos no se orientan a la determinación objetiva de la base imponible en sentido 
estricto pero igualmente cumplen una función esencial de cara a la cuantificación del tributo. De 
ahí que se haya sustentado que en este impuesto existe una gran determinación objetiva o que el 
impuesto integra tras de sí una determinación objetiva de cuotas. A nuestro modo de ver nos ha-
llamos, nuevamente, ante un régimen objetivo establecido en sede de cuantificación tributaria que 
no podemos confundir, en sentido propio, con lo que es un régimen de determinación objetiva de 
bases aunque las semejanzas en ciertos medios o instrumentos empleados son patentes. De este 
modo, constatamos como la objetivización se ha convertido en un instrumento al que, también 
en los impuestos locales obligatorios (señaladamente IBI e IAE), se ha acudido tradicionalmente 
tratando de satisfacer el interés de los contribuyentes, al que se facilita una tributación sencilla, y 
de una Administración limitada que debe corresponder con una aplicación del sistema tributario 
efectiva y operativa sin descuidar, es cierto, la necesaria recaudación encaminada, asimismo, a 
la satisfacción última del interés público. Sin embargo, el recurso a estas fórmulas no está exen-
to de crítica, por cuanto siempre cabe la posibilidad de cuestionarse si es necesario el recurso a 
las mismas, así como la viabilidad real de establecer un impuesto sobre la base de rendimientos 
más reales que potenciales que respete, de mejor manera, los postulados de la justicia tributaria21.

IV.  LA LIQUIDACIÓN PROVISIONAL DEL ICIO

En el ICIO el devengo del impuesto se produce en el momento en que se inicia la construc-
ción, instalación u obra y la base imponible viene integrada por su coste real y efectivo22. Como 
el coste únicamente puede ser conocido cuando se terminan las obras, es necesario fijar en el 
momento del devengo un criterio que sirve de liquidación provisional a cuenta23. Todo ello sin 
perjuicio de la determinación definitiva de la base imponible y la correspondiente liquidación 
tributaria que se practicarán cuando se finalice la obra y se determine su coste real y efectivo que 
puede dar lugar: o bien a la modificación de la base imponible fijada en la liquidación provisio-
nal, o bien a su confirmación24. En realidad, el momento de la concesión de la licencia conlleva 

21	 Checa González, C.: «El Impuesto sobre Actividades Económicas: presente y futuro», NF, n.º 5, 2002, pág. 46. Crí-
tica compartida más recientemente, entre otros, por López Espadafor en «La necesaria reforma del Impuesto sobre 
Actividades Económicas: Su articulación como recurso de las Haciendas Locales y su coordinación dentro del siste-
ma tributario español», Documentos de Trabajo del IEF, n.º 15, 2006, pág. 10.

22	 Como indica Simón Acosta, en este impuesto «... se establece el nacimiento de la obligación tributaria en un momen-
to en que todavía no están integrados todos los elementos que intervienen en su definición, pues la base imponible es 
el coste real y no el coste presupuestado de las obras. De todos modos, esto no es técnicamente defectuoso o critica-
ble, pues el devengo cumple como misión principal la de determinar el Derecho aplicable al hecho imponible...» («El 
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras», RHAL, n.º 57, 1989, págs. 366 y 367).

23	 La Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social incorporó el término ac-
tual de liquidación «a cuenta», aunque no se trate de un término demasiado afortunado.

24	 Ruiz Ballesteros, D.: «Métodos de determinación de la base imponible en la liquidación provisional del Impuesto 
sobre Construcciones, Instalaciones y Obras», JT, tomo II, 2002, págs. 2.125 y 2.126.
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una obligación accesoria de carácter pecuniario que es el anticipo de una cuantía por un obliga-
do, que puede o no coincidir con el de la obligación principal, vinculada al inicio de las obras y 
donde se identifica quién deberá llevar a cabo la liquidación de carácter definitivo25. Este sistema 
no es una novedad dentro de nuestro ordenamiento jurídico-tributario, ya que en los Impuestos 
sobre la renta ha sido una práctica tradicional el establecimiento de pagos a cuenta, con la mati-
zación de que en estos supuestos los pagos fraccionados, retenciones o ingresos a cuenta se lle-
van a cabo durante el periodo impositivo26.

La regulación de esta liquidación provisional a cuenta en el momento de la concesión de la 
licencia se contempla en el artículo 103.1 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de Hacien-
das Locales (TRLHL). Como relación jurídica accesoria que es, en ella podemos diferenciar tres 
elementos: elemento objetivo (desde el punto de vista material y temporal, la obligación de pago 
nace desde la notificación de la liquidación a cuenta, que podrá realizarse a partir de la conce-
sión de la licencia), subjetivo (la entidad concesionaria de la licencia es la obligada al pago que 
no coincide, necesariamente, con el sujeto pasivo del tributo) y formal (la Administración debe 
evacuar la correspondiente liquidación con un contenido y de una determinada manera).

Desde el punto de vista de la determinación cuantitativa a que se debe atener el correspon-
diente ingreso a cuenta, las opciones se limitan normativamente. En un primer momento la LHL 
únicamente estableció la posibilidad de que la liquidación provisional se llevase a cabo en función 
del presupuesto presentado por los interesados, siempre que el mismo hubiera sido visado por el 
Colegio Oficial correspondiente; en otro caso, la base imponible será determinada por los técnicos 
municipales, de acuerdo con el coste estimado del proyecto. A partir de la Ley 50/1998, se estable-
ció también la posibilidad de que la determinación de la base imponible se lleve a cabo cuando la 
ordenanza fiscal así lo prevea, en función de los índices o módulos que la misma establezca al efecto. 

Con anterioridad a esta norma, Pagés i Galtès consideró que no era posible la aplicación 
de un método objetivo porque la determinación objetiva suponía la renuncia a un conocimien-
to cierto e inmediato de la base y, sobre todo, porque la LHL no había previsto la aplicación del 

25	 Marín-Barnuevo Fabo ha insistido en el grave error y la incorrección del legislador al hablar de liquidación para hacer 
referencia a un ingreso a cuenta [«El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras» en Marín-Barnuevo 
Fabo, D. (coord.): Los tributos locales, Madrid, Civitas, 2005, pág. 557]. La imperfección va más allá por cuanto el 
legislador, además de haber denominado liquidación provisional a lo que realmente constituye un ingreso a cuenta, 
ha denominado base imponible a lo que constituye un parámetro de cuantificación del ingreso a cuenta (ibídem, pág. 
559). En realidad, hay que diferenciar una doble naturaleza de la liquidación provisional, según el momento en que 
tenga lugar; si se practica antes del devengo del impuesto estaremos ante la liquidación administrativa de un pago a 
cuenta, mientras que si tiene lugar tras el devengo del ICIO (una vez iniciadas las obras) se trata de una liquidación 
provisional a cuenta de la liquidación definitiva futura. Véase Banacloche Palao, C.; D'Ocón Espejo, A. y García 
Aranda, E.: «El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras» en Herrera Molina, P. M. (dir.): Tributos 
locales..., ob. cit., págs. 241 y 242. 

26	 Históricamente, los antiguos conciertos del Impuesto de Transportes o la Contribución Industrial establecían, igual 
que el ICIO, el pago anticipado antes de la realización del hecho imponible. Ruiz Ballesteros, D.: «Métodos...», 
ob. cit., pág. 2.126.
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método objetivo27. Con la nueva normativa la solución asemeja que debe ser distinta. La propia 
norma habilita para que la determinación de la base imponible se lleve a cabo si la ordenanza fis-
cal así lo prevé. De este modo, se da cobertura legal al método objetivo por lo que, en principio, 
el primer escollo tradicional al establecimiento de un régimen de determinación objetiva desapa-
recería. Por otra parte, en cuanto a la idoneidad del establecimiento de un régimen de determina-
ción objetiva, compartimos con Marín-Barnuevo Fabo que en este impuesto existe una cierta 
contradicción entre el modelo teórico y la aplicación práctica del tributo. En este sentido, hay que 
partir de la premisa de que se debe utilizar el régimen que permita conocer del modo más exacto 
posible el coste real y efectivo de las obras realizadas, por lo que se debería evitar la utilización 
de métodos objetivos. Sin embrago, hay que ser conscientes de las dificultades que existen para 
calcular el coste real y efectivo de las obras, sobre todo ex ante, y que el presupuesto de ejecución 
material presentado con la solicitud de licencia se basa en unas tablas de valoración de la cons-
trucción libremente escogidas por los arquitectos28. Así consideramos posible e incluso razonable 
que la Administración tributaria pueda utilizar módulos genéricos de valoración para determinar 
la base imponible y supone admitir una «igualdad» de posibilidades para la Administración con 
respecto a los administrados que, no cabe duda, tienen que acudir a parámetros objetivos. A estos 
efectos, debemos insistir que se trata de una liquidación provisional que debe ser corregida por 
la liquidación definitiva con base en una determinación directa, lo que constituye otro sustento 
más de la fórmula objetiva en la liquidación provisional del ICIO.

El artículo 103 del TRLHL prevé dos posibilidades a emplear para la determinación del pago 
anticipado, sin un nivel de prelación: 1) el presupuesto presentado por los interesados, siempre 
que hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente cuando ello constituya un requisito 
preceptivo y 2) los índices o módulos que establezca la ordenanza fiscal. Ahora bien, generalmen-
te tanto nuestra doctrina administrativa como nuestros tribunales han considerado que es prefe-
rente el presupuesto29, aunque en ciertas resoluciones la cuestión no ha quedado del todo clara30. 

27	 «El concepto de coste real y efectivo de las obras en el Impuesto sobre Construcciones», RHAL, n.º 66, 1992, págs. 
426-433. En la misma línea existieron pronunciamientos jurisprudenciales en los que se sostiene que se consideraba 
necesario realizar una comprobación directa de las obras y una evaluación justificada del coste real y efectivo asig-
nado a las mismas. Además se estimó que, durante el periodo en que esta previsión no se contemplaba en la redac-
ción original de la LHL, ello constituía motivo suficiente para que la Ordenanza se considerase contraria a la ley y, 
asimismo, la entidad local tuviese que determinar la base imponible cuando se concediese la licencia a la vista de lo 
presupuestado en el proyecto de ejecución debidamente visado. Véanse a este respecto, los comentarios de Marín- 
Barnuevo Fabo, D. en El ICIO. Teoría y práctica en el Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras, Ma-
drid, Colex, 2001, págs. 215 y 216.

28	 Ibídem, pág. 216.
29	 La doctrina administrativa así lo consideró en una Resolución de fecha 28 de abril de 1994 (NFC002009) y nuestros 

Tribunales mantienen este criterio en Sentencias como la de 28 de julio de 1999 (NFJ008389), la de 25 de junio de 
2002 (NFJ012658) y 5 de diciembre de 2003 (NFJ016496).

30	 Así, por ejemplo, en la Resolución de la DGT núm. 1602/2003, de 10 de octubre (NFC026632), se dice que: «... en 
relación con la liquidación provisional a cuenta del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, si en la 
Ordenanza fiscal no se establecen índices o módulos al efecto, la base imponible se determinará en función del pre-
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El carácter prioritario del presupuesto, que nos parece cuestionable, convierte a la fórmula 
objetiva en un instrumento subsidiario para la liquidación provisional y voluntario para la Admi-
nistración a la hora de establecer los correspondientes módulos. De este modo, pese a que no nos 
encontramos ante un régimen de determinación objetiva, sí se trata de un régimen objetivo esta-
blecido para la liquidación provisional con carácter subsidiario a partir de ciertos módulos. Ade-
más, el hecho de que se gire la liquidación provisional conforme a los módulos establecidos en la 
respectiva ordenanza integra un régimen generalmente subsidiario, asimismo, desde la perspecti-
va del contribuyente, quien normalmente habrá presentado el correspondiente presupuesto visado, 
como requisito general para la correspondiente licencia urbanística. Pese a este carácter subsidiario 
que no deriva propiamente de la normativa, consideramos que debería admitirse que la Adminis-
tración corrija la liquidación provisional, atendiendo a módulos objetivos que pudiesen permitir 
la corrección del cálculo previo y fuesen más adecuados a la realidad. El fundamento de ello, que 
compartimos con Marín-Barnuevo Fabo, se encuentra en que también en los presupuestos visa-
dos los arquitectos pueden acudir a tablas de valoración libremente escogidas por ellos mismos31.

En efecto, si observamos las regulaciones que se han establecido en muchos de los ayunta-
mientos de nuestro país podemos observar que las soluciones en este ámbito han sido muy diver-
sas y, en buena parte de los casos, no han seguido el criterio jurisprudencial que viene a establecer 
una prelación entre el presupuesto visado y los módulos. En este sentido, encontramos múltiples 
regulaciones en las que se acude a módulos de valoración a efectos del ICIO, en muchos supuestos 
la normativa opta por establecer unos módulos mínimos a efectos de la liquidación o autoliqui-
dación provisional32. Las regulaciones son distintas de modo que en las más «sencillas» se esta-
blecen unos módulos por uso y tipología de obra y, en las más sofisticadas, se pueden observar, 
además de los anteriores, múltiples módulos de ponderación. En algunas Administraciones loca-
les se ha ido más allá y los módulos conforman también un elemento esencial de comprobación 
de la liquidación definitiva. Sea cual sea la opción consideramos que unos módulos de valoración 
objetivos que respondan a unos estudios completos pueden ser un elemento que coadyuve en la 
adecuada gestión del impuesto y ello con independencia de que la determinación directa sea la que 
rige para llevar a cabo la cuantificación y liquidación definitiva del tributo. Las opciones resultan 
de lo más variadas y conformes a las previsiones contenidas en el TRLHL. En este ámbito, en el 

supuesto presentado por los interesados, siempre que el mismo hubiera sido visado por el Colegio Oficial correspon-
diente cuando ello constituya un requisito preceptivo...».

31	 El ICIO..., ob. cit., pág. 217.
32	 A estos efectos, compartimos con la profesora Pita Grandal que el régimen de autoliquidación se refiere a dicho ingre-

so a cuenta debiéndose autoliquidar cuando se solicita la licencia preceptiva o, en caso de que no se hubiera solicitado 
o se denegase o no concediese la misma, cuando se inicie la construcción, instalación u obra [«Gestión de los tributos 
locales: liquidación e inspección» en Ferreiro Lapatza, J. J. (dir.): Tratado de Derecho Financiero y Tributario local, 
Madrid, Marcial Pons/Diputació de Barcelona, 1993, pág. 167]. Véase en el mismo sentido, Pita Grandal, A. M.: «La 
fiscalidad de la actividad urbanística: Aspectos sustanciales del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras» 
en VV. AA.: Derecho Urbanístico de Galicia, Madrid, El Consultor de los Ayuntamientos-La Ley, 2004, pág. 1.271 y 
Marín-Barnuevo Fabo, D.: «El Impuesto sobre Construcciones...», ob. cit., págs. 594 y 595.
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establecimiento, prelación, comprobación..., estimamos que habrá que atender a condicionantes 
propios de los ayuntamientos como su tamaño, medios personales, etc., en función de los cuales 
la normativa podrá establecer la opción más oportuna para alcanzar una gestión óptima del tri-
buto. Con carácter general, los módulos pueden coadyuvar como norma de gestión del tributo y 
también en la función de comprobación administrativa.

En conclusión, el régimen objetivo establecido para la liquidación provisional del ICIO mues-
tra la utilidad que los métodos objetivos de tributación pueden tener de cara a facilitar o posibilitar 
una gestión efectiva de los tributos. No hablamos propiamente de un régimen de determinación 
objetiva pero sí de una objetivización en la determinación de los pagos a cuenta de un impuesto 
que, por su propia estructura y configuración, puede contribuir a la aplicación práctica del mismo.

V.  LA DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE EN EL IIVTNU

En el IIVTNU la base imponible33, conforme al artículo 107.1 del TRLHL, está constituida 
por el incremento del valor del terreno experimentado a partir de un periodo máximo de veinte 
años, medido un porcentaje a fijar por los ayuntamientos dentro de los límites marcados por la 
ley34. Viene determinada, en general35, a partir del valor catastral del suelo36, un coeficiente y37, 
finalmente, el número de años transcurridos desde la última transmisión del inmueble38. 

33	 En desarrollo de este particular, véase Pérez Royo, I.: «Los impuestos municipales» en Pérez Royo, F. (dir.): Curso 
de Derecho Tributario. Parte especial, 1.ª ed., Madrid, Tecnos, 2007, pág. 956. Destacaron Calatrava Escobar y 
Sánchez Galiana, refiriéndose a la regulación de la LHL de 1988, «[e]ntre las novedades más importantes de la ac-
tual regulación del IIVTNU, destaca el régimen de determinación de la base imponible que deja de estar constituida 
por la diferencia entre el valor final y el valor inicial, según los índices aprobados por los ayuntamientos, para deter-
minarse en un tanto por ciento del valor final, con lo que se evita la utilización de términos monetarios no homogé-
neos e influidos por la inflación» [«El Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana» 
en Ferreiro Lapatza, J. J. (dir.): Tratado..., ob. cit., pág. 869]. Sobre el régimen indiciario aplicado anteriormente, 
ibídem, pág. 871. Sobre la anterior regulación y el cambio operado por la LHL de 1988, véase también Agúndez 
Fernández, A.: El Impuesto municipal sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, Granada, 
Comares, 1990, pág. 75.

34	 Ferreiro Lapatza, J. J.; Martín Fernández, J. y Rodríguez Márquez, J.: Curso..., ob. cit., págs. 447 y 448.
35	 Existen unas normas especiales de valoración en ciertos supuestos. Ibídem, pág. 448.
36	 En el momento del devengo que tendrá lugar conforme a las reglas contenidas en el artículo 109 del TRLHL.
37	 Este coeficiente consiste en un porcentaje anual que determina cada ayuntamiento y debe respetar los límites estable-

cidos en el artículo 107.4 del TRLHL. Se trata de un porcentaje anual de revalorización que aprueba el ayuntamiento 
en función de periodos quinquenales (Martín Queralt, J.; Lozano Serrano, C.; Tejerizo López, J. M. y Casado 
Ollero, G.: Curso de Derecho Financiero y Tributario, 18.ª ed., Madrid, Tecnos, 2007, pág. 780).

38	 Por ello se ha sostenido que: «La principal característica del régimen de cuantificación de este impuesto y quizá la 
más criticada doctrinalmente, radica en que la ley establece unas reglas objetivas que se han de aplicar en todo caso 
para determinar la base imponible que, en consecuencia, queda configurada como "valor legal" del incremento, pero 

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


86	 www.ceflegal.com

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015)

A partir del producto de estos factores, sintetizando bastante, podemos llegar a determinar 
cuál es la base imponible del tributo. Sirven aquí, por tanto, las mismas consideraciones que rea-
lizamos con relación al IBI y el valor catastral, en lo que se refiere al valor catastral del suelo. 
Para no repetir lo sostenido anteriormente con relación a este particular, hacemos una remisión 
expresa a lo allí comentado. En líneas generales, compartimos con Ignacio Pérez Royo que la 
LHL establece una especie de determinación objetiva de la base imponible del impuesto que, ne-
cesariamente, llevará a resultados diferentes de los reales39. En esta línea se ha criticado que el 
legislador haya optado por establecer «una reglas de cuantificación cuya aplicación se impone de 
modo imperativo y cuyo resultado constituye, sin que quepa prueba en contrario por otros medios, 
el incremento sujeto a gravamen. De esta manera la ley renuncia a la búsqueda del importe real 
del incremento de valor sujeto a tributación. En su lugar, opta por la determinación de una plus-
valía fijada a priori y de forma objetiva mediante la aplicación de unos porcentajes establecidos 
de forma genérica por cada ayuntamiento dentro de los límites máximos que marca la ley»40. La 
determinación objetiva41, aunque no existe formalmente como tal42, perdería, una vez más, el ca-
rácter voluntario que exige nuestra Ley General Tributaria (LGT). No sin razón, nuestra doctrina 
científica ha calificado este impuesto como indiciario43. Las críticas doctrinales sobre la base de 
la cuestionable justicia tributaria de la regulación han sido múltiples44.

que no está vinculada directamente con el valor real del incremento experimentado por el terreno en cada caso con-
creto. Es más, ni siquiera tiene que coincidir con ese valor real o efectivo, a cuya búsqueda renuncia la propia ley, eli-
minando toda referencia al valor "real" que se contenía en el artículo 108 de la Ley 39/1988 [Menéndez García, G.; 
Rodríguez Montañez, M. P. y Guilarte Gutiérrez, A.: «Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana» en Herrera Molina, P. (dir.): Tributos Locales..., ob. cit., pág. 317].

	 Para un análisis exhaustivo de la regulación para la determinación de la base imponible de este tributo, debemos acu-
dir al artículo 107 del TRLHL.

39	 «Los impuestos municipales» en Pérez Royo, F. (dir.): Curso..., ob. cit., pág. 956. La determinación objetiva consis-
tiría precisamente en aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo el porcentaje que resulte de aplicar 
el coeficiente anual de incremento previsto en la Ordenanza por el número de años transcurridos desde el devengo 
anterior, sin exceder en ningún caso de veinte (ibídem, pág. 956).

40	 Menéndez García, G.; Rodríguez Montañez, M. P. y Guilarte Gutiérrez, A.: «Impuesto...», ob. cit., pág. 317.
41	 Simón Acosta se refiere, precisamente, a la determinación objetiva del incremento en su trabajo «La valoración en 

el Impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos y en el Impuesto Municipal sobre solares» en VV. 
AA.: Valoración en Derecho Tributario, Madrid, IEF, 1991, pág. 215.

42	 Casana Merino hablaba con la regulación de la LHL de 1988, para los casos de transmisión del dominio, de un sis-
tema objetivo para determinar el «incremento real» producido en el valor de terreno que se transmite (El Impuesto 
sobre el Incremento de Valor de los Bienes de Naturaleza Urbana, Madrid, Marcial Pons, 1994, pág. 118).

43	 Véase Mochón López, L.: El valor catastral y los impuestos sobre bienes inmuebles y sobre el incremento de valor 
de los terrenos de naturaleza urbana: una aproximación al concepto de valor catastral, 2.ª ed., Granada, Comares, 
2001, págs. 304-307, así como la doctrina por él citada.

44	 Álvarez Arroyo se refiere a la pésima determinación de la pésima determinación de la base imponible establecida 
para este impuesto. Véase Álvarez Arroyo, F.: «Adecuación del impuesto sobre el incremento de valor de los terre-
nos de naturaleza urbana a los principios constitucionales en materia tributaria», Anuario de la Facultad de Derecho, 
n.º 21, 2003, pág. 72 y la doctrina citada. Véase, asimismo, Marín-Barnuevo Fabo, D.: «La inconstitucionalidad 
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VI.  �EL RÉGIMEN DE DETERMINACIÓN OBJETIVA EN EL IGS

El IGS es un impuesto municipal potestativo que en la actualidad únicamente grava una 
de las siete modalidades de hechos imponibles originalmente previstos en su normativa regula-
dora45. Recae sobre el aprovechamiento de los cotos privados de caza y pesca [art. 372 d) del 
RDLeg. 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprobó el Texto Refundido de las disposiciones 
vigentes en materia de régimen local] y se mantiene vigente conforme a lo dispuesto en la dis-
posición transitoria sexta del TRLHL46. Nos encontramos ante una figura tributaria que presenta 
múltiples problemáticas, ya que en parte de nuestra península la normativa autonómica regula-
dora de la caza y de la pesca ha anulado o limitado las posibilidades recaudatorias de los ayun-
tamientos. Además, como ha destacado el profesor Fernández López, la naturaleza del impuesto 
municipal potestativo vinculada a ciertos problemas de técnica jurídica, como consecuencia de la 
regulación de algunos elementos esenciales del tributo, contribuyen a dificultar la gestión y cobro 
efectivo del mismo por las Administraciones municipales, lo que conlleva un perjuicio económico 
para los ayuntamientos que disponen de considerables potencialidades cinegéticas y psicícolas47. 
Pese a todos estos problemas, en este epígrafe únicamente pretendemos llevar a cabo un estudio 
del régimen objetivo establecido en este tributo local, así como un enjuiciamiento del mismo a 
partir de su contenido y articulación técnica en su normativa reguladora.

La base imponible de este impuesto es el valor del aprovechamiento cinegético o piscícola. 
En este sentido, los ayuntamientos, con sujeción al procedimiento establecido para la aprobación 
de las ordenanzas fiscales, fijarán el valor de dichos aprovechamientos determinados mediante 
tipos o módulos, que atiendan a la clasificación de fincas en distintos grupos, según sea su rendi-

del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana», Tributos Locales, n.º 112, 2013, 
págs. 105-118.

45	 Sobre los antecedentes normativos y la evolución legislativa de este impuesto, puede verse García-Freseneda Gea, 
F.: «El impuesto municipal sobre cotos de caza y pesca», RHL, n.º 84, 1998, págs. 563-567. Como explican Checa 
González y Merino Jara, el Impuesto municipal sobre Gastos Suntuarios realmente es un conjunto de cuatro im-
puestos: el impuesto sobre ganancias por espectáculos públicos; el impuesto sobre las cuotas de entrada de socios 
en sociedades o círculos deportivos o de recreo; el impuesto sobre viviendas de disfrute de viviendas suntuarias y, 
el único vigente, el impuesto sobre aprovechamientos de cotos privados de caza y pesca [«El impuesto municipal 
sobre aprovechamientos de cotos privados de caza y pesca» en Herrera Molina, P. M. (dir.): Tributos locales..., 
ob. cit., pág. 337].

46	 En particular, en virtud de esa disposición transitoria sexta: a) Todas las disposiciones legales y reglamentarias por 
las que se rige el Impuesto Municipal sobre Gastos Suntuarios, en lo referente, exclusivamente, a la modalidad de 
este que grava el aprovechamiento de cotos de caza y pesca, se declaran vigentes y, por lo tanto, no afectadas por la 
derogación que del Título VIII del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril (TRLRL), efectuó la disposi-
ción derogatoria 1.d) de la LHL. Dichas disposiciones son los artículos 372 a 377 del TRLHL, desarrollados por las 
Órdenes de 15 de julio de 1977 y de 28 de diciembre de 1984, así como por las Ordenanzas Fiscales Municipales.

47	 Vid. Fernández López, R. I.: Régimen Tributario de las Comunidades de Montes, Madrid, Iustel, 2006, págs. 
331-338.
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miento medio por unidad de superficie. Estos grupos de clasificación y el valor asignable se fijan 
mediante orden conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda, y Administración Territo-
rial oyendo previamente al de Agricultura, Pesca y Alimentación (art. 374 TRLHL). Así, como 
ha indicado Fernández Junquera, la ley ha eliminado la competencia de los municipios en la 
determinación de la base imponible y, asimismo, se plantean serios problemas con relación al 
respeto del principio de reserva de ley48.

En lo que concierne a los cotos de caza49, la Orden del Ministerio del Interior de 15 de julio 
de 1977 establece los siguientes grupos de clasificación de los cotos privados de caza:

A)  En cuanto a la caza mayor:

•	 Grupo I: Una res por cada 100 hectáreas o inferior.

•	 Grupo II: Más de una y hasta dos reses por cada 100 hectáreas.

•	 Grupo III: Más de dos y hasta tres reses por cada 100 hectáreas.

•	 Grupo IV: Más de tres reses por cada 100 hectáreas.

B)  Por lo que se refiere a la caza menor:

•	 Grupo I: 0,30 piezas por hectárea o inferior50.

•	 Grupo II: Más de 0,30 y hasta 0,80 piezas por hectárea.

•	 Grupo III: Más de 0,80 y hasta 1,50 piezas por hectárea.

•	 Grupo IV: Más de 1,50 piezas por hectárea.

En virtud de esta clasificación la Orden de 28 de diciembre de 1984, por la que se modifica 
la Orden del año 1977, establece el siguiente valor de los aprovechamientos51:

48	 Fernández Junquera, M.: «El Impuesto sobre Gastos Suntuarios» en Tratado..., ob. cit., págs. 949 y 950.
49	 Conforme a la Ley de Caza, de 4 de abril de 1970, es coto privado de caza toda superficie continua de terreno que 

puede ser objeto de aprovechamiento cinegético.
50	 La definición de las piezas de caza, así como su consideración de caza mayor o menor se contiene en el artículo 4 del 

Reglamento de la Ley de Caza de 1971. 
51	 Esta orden preveía que los valores se actualizasen cada cinco años pero tal mandato no llegó a cumplirse, por lo que 

en algunos casos hay que atender a los órganos que han sucedido en las funciones a aquellos a los que se refiere la 
normativa. Véase Checa González, C. y Merino Jara, I.: «El Impuesto municipal...», ob. cit., pág. 339.
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Grupo Caza mayor Caza menor

I 0,22 euros por hectárea 0,20 euros por hectárea

II 0,46 euros por hectárea 0,40 euros por hectárea

III 0,79 euros por hectárea 0,79 euros por hectárea

IV 1,32 euros por hectárea 1,32 euros por hectárea

A partir de todo ello, observamos que en la determinación del aprovechamiento que cons-
tituye la base imponible del tributo se toman en cuenta: 1) de una parte, la renta cinegética (ren-
dimiento neto medio de piezas por unidad de superficie52) y 2) de otra, su valor en función de la 
calificación del coto dentro del grupo que corresponda. 

En cuanto a los cotos de pesca, la normativa encomendaba al Instituto Nacional para la Con-
servación de la Naturaleza, a través de sus jefaturas provinciales y a petición de los ayuntamien-
tos interesados, la redacción del oportuno informe determinando el valor de la renta piscícola por 
unidad de superficie asignable a cada uno de ellos. Ello teniendo en cuenta el reducido número 
de los mismos y que su aprovechamiento puede ofrecer grandes variaciones no solo en cuanto se 
refiere a las especies objeto de pesca, sino también a la propia intensidad del aprovechamiento 
piscícola53. La vulneración en este supuesto de la reserva de ley, a partir de las exigencias que 
de la misma se derivan para la determinación de bases, era todavía más patente54. Con relación 
a los cotos de pesca, nos interesa ahora destacar, junto a Checa González y Merino Jara, que 
los cotos privados de pesca como tales no existen en nuestro ordenamiento jurídico, ya que el 
objeto de lo acotado son bienes de dominio público y nunca de dominio privado. Como han ex-
presado estos autores, no es plausible para llenar de contenido esta expresión hacerla equivalen-
te a cotos de pesca55.

52	 En caso de aprovechamientos simultáneos en los que existe caza mayor y caza menor aparece el concepto de aprove-
chamiento principal y accesorio, de modo que el valor asignable a su renta cinegética se calcula incrementando el valor 
de renta cinegética asignada al aprovechamiento principal con una determinada cantidad por hectárea que, se conside-
ra, corresponde al aprovechamiento accesorio (García-Freseneda Gea, F.: «El impuesto municipal...», ob. cit., pág. 
576). De todos modos no se atiende a la renta cinegética real sino a la potencial y no se prevé ningún mecanismo co-
rrector para el caso de que las piezas cobradas sea inferior al previsto en las órdenes, lo que no deja al impuesto exento 
de crítica alguna (Checa González, C. y Merino Jara, I.: «El Impuesto municipal...», ob. cit., pág. 340).

53	 Véase el apartado 6.º de la Orden Ministerial de 15 de julio de 1977.
54	 Fernández Junquera, M: «El Impuesto...», ob. cit., pág. 951. También han calificado de «evidente» la vulneración 

de la reserva de ley que se produce en este impuesto Checa González, C. y Merino Jara, I. en «El Impuesto mu-
nicipal...», ob. cit., pág. 340. En similares términos se ha pronunciado Orón Moratal, G.: «El Impuesto Municipal 
sobre Gastos Suntuarios: El aprovechamiento de los cotos de caza», RTT, n.º 20, 1995, págs. 90 y 91.

55	 «El Impuesto municipal...», ob. cit., pág. 338.
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En cualquier caso, nos encontramos en este tributo con un régimen objetivo de tributación 
aunque no podemos hablar propiamente de régimen de determinación objetiva de la base imponi-
ble. En el IGS la aplicación de este régimen tiene lugar en todos los supuestos. Es decir, la deter-
minación objetiva no aparece aquí como un régimen alternativo a la medición directa de la base 
imponible, sino que se trata del único instrumento previsto para su medición. Por ello, frente a la 
caracterización de la determinación objetiva como régimen de aplicación voluntaria que resulta de 
la LGT, quiebra una de las características básicas de este instrumento. Nos encontramos ante un 
impuesto local de no fácil justificación al considerar como indicador de riqueza el aprovechamiento 
de un coto, donde la determinación objetiva únicamente ha servido a la gestión del impuesto. De 
ahí que se haya planteado su eliminación incondicional o sustitución por una tasa en propio interés 
del objeto material sobre el que recae56. En cualquier caso, de mantenerse el tributo, resulta desea-
ble la extensión del hecho imponible del impuesto para que la normativa autonómica reguladora 
de la caza y de la pesca no anule o limite las posibilidades recaudatorias de los ayuntamientos57.

VII.  EL RÉGIMEN SIMPLIFICADO DEL IPSI

1.  EL IPSI DENTRO DEL RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL DE CEUTA Y MELILLA

Al lado de los impuestos locales regulados en el TRLHL, hay que tener en cuenta el régi-
men fiscal especial de Ceuta y Melilla. Ambas tienen la posibilidad reconocida en nuestra Cons-
titución de constituirse en ciudades autónomas. Sin embargo, en una situación que ha llegado a 
la actualidad, aparecen como dos unidades locales con una separación geográfica respecto del 
Estado y enclavadas en un territorio político diferenciado: Marruecos58. 

Estas ciudades autónomas tienen un régimen fiscal especial poco estudiado y conocido que 
se encuentra reconocido en nuestro TRLHL59. En este sentido el artículo 159.1 del TRLHL dispo-
ne que: «Las ciudades de Ceuta y Melilla dispondrán de los recursos previstos en sus respectivos 

56	 Vid. García-Freseneda Gea, F.: «El impuesto municipal...», ob. cit., pág. 578. Sobre la posible sustitución de un 
impuesto por una tasa, véase Font Blázquez, S.: «Tributación de los cotos de caza. El extraño caso del Impuesto 
Municipal sobre Gastos Suntuarios», CT, n.º 64, 1992, pág. 20.

57	 Las soluciones que se han propuesto en la doctrina científica son diversas, apostando por una reforma estatal de la re-
gulación, la previsión de un impuesto autonómico propio o un impuesto estatal cedido como posibles vías de mejora. 
Vid. López Espadafor, C. M. y Agudo Gavilán, M.: «Los ingresos públicos derivados de la actividad cinegética: 
estudio comparativo de Jaén como provincia de importancia cinegética», Documentos de Trabajo del IEF, n.º 11, 
2011, págs. 27-30.

58	 Zurdo y Ruiz-Ayúcar, I.; Giménez-Reyna Rodríguez, E. y Zurdo Ruiz-Ayúcar, J.: «El régimen económico y fis-
cal especial de Ceuta y Melilla», Papeles de Economía Española, n.º 59, 1994, pág. 462.

59	 Morón Pérez, M. C.: «El régimen fiscal de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla: Presente y futuro», CT, n.º 
121, 2006, pág. 59.
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regímenes fiscales especiales». La verdadera estrella de la imposición local de Ceuta y Melilla es 
un impuesto indirecto que hoy se conoce bajo la denominación de IPSI (Impuesto sobre la Pro-
ducción, los Servicios y la Importación).

Los orígenes del IPSI se remontan al año 1944, año en el que se establece para Ceuta su ré-
gimen tributario especial, aplicándose un arbitrio a la importación a determinadas mercancías. 
Su nacimiento se vincula a la necesidad de incrementar los recursos en estos municipios, desfa-
vorecidos por circunstancias geográficas y económicas. La Ley 8/1991, de 25 de marzo, aprueba 
el Arbitrio sobre la Producción y la Importación en las ciudades de Ceuta y Melilla, gravamen 
específico adaptado a las especiales circunstancias económicas y fiscales de estas ciudades, pero 
que se integra en la normativa general recogida en la LHL, de 28 de diciembre de 1988, en todos 
los aspectos relativos a la gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los tribu-
tos. La diferencia fundamental entre este nuevo arbitrio y el que hasta ahora se venía aplicando 
radica fundamentalmente en que con el anterior solamente se gravaba la importación mientras 
que con el nuevo arbitrio se grava, además de la importación, la producción interna de toda clase 
de bienes muebles, se importen o no. 

El Arbitrio sobre la Producción y la Importación en las ciudades de Ceuta y Melilla de la 
Ley 8/1991 cambió su nombre con la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, pasando a denominarse Impuesto sobre la Producción, los 
Servicios y la Importación en las ciudades de Ceuta y Melilla. Con la Ley de Medidas, además 
de cambiar la denominación del impuesto, aparecen dos gravámenes complementarios del IPSI 
en Ceuta y Melilla, aplicables sobre las labores del tabaco y sobre ciertos carburantes y combus-
tibles petrolíferos. 

En la actualidad el IPSI es un impuesto paralelo al IVA que viene a ocupar su lugar en las 
ciudades autónomas. Es un impuesto local e indirecto. En cuanto a su objeto, grava la producción, 
elaboración e importación de toda clase de bienes muebles corporales, las prestaciones de servi-
cios y las entregas de bienes inmuebles situados en Ceuta y Melilla. El IPSI presenta importantes 
diferencias y especialidades con respecto al IVA60. En lo que ahora nos interesa hay que destacar 
que se ha previsto un régimen de determinación objetiva de la base imponible.

2.  LA DETERMINACIÓN OBJETIVA PREVISTA EN EL IPSI

En las ciudades de Ceuta y Melilla, en el IPSI, se ha previsto un régimen de determinación ob-
jetiva para la determinación de la base imponible del IPSI. El artículo 17 de la Ley 8/1991 establece, 
a similitud de lo que ocurre con el Arbitrio sobre Importación y Entrega de Mercancías en Cana-
rias (AIEM) en Canarias, que: «[R]eglamentariamente, en los sectores o actividades económicas y 

60	 En desarrollo de las diferencias, ibídem, págs. 69 y 70.
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con las limitaciones que se especifiquen podrá acordarse la aplicación de regímenes de estimación 
objetiva en la determinación de la base imponible». En las respectivas ordenanzas reguladoras del 
tributo se ha acogido este régimen para quienes realicen actividades de producción o elaboración de 
bienes muebles corporales, construcción o ejecución de obra inmobiliaria y de prestación de servi-
cios, siempre que el importe de la base imponible no exceda de un cierto volumen de operaciones 
en el año anterior (450.000 euros en Melilla y en Ceuta existen unos límites específicos61). 

En Melilla existe una coordinación total con respecto a la determinación objetiva del IRPF, 
de modo que solo será aplicable a los contribuyentes que realicen alguna de las actividades que 
estén incluidas en el método de estimación objetiva de signos, índices o módulos regulado en la 
LIRPF y en el RIRPF y demás disposiciones de aplicación, siempre que no se haya renunciado ex-
presamente a la aplicación del mismo ante los Servicios correspondientes de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria62. Para la determinación de la base imponible se calcula el rendimiento 
neto de la actividad según los índices o módulos que, con referencia concreta a cada sector de ac-
tividad y por el periodo de tiempo anual correspondiente, hubiese fijado el Ministerio de Hacienda 
para el régimen de estimación objetiva por signos, índices o módulos en el IRPF. El rendimiento 
neto obtenido se multiplica por un coeficiente establecido en las ordenanzas y se divide por cuatro, 
obteniéndose la base liquidable del impuesto para cada actividad y trimestre. En Ceuta los módulos 
específicos son establecidos para la determinación de la base imponible por la ciudad autónoma y 
son regulados en un anexo a la ordenanza fiscal reguladora del tributo63. 

La determinación objetiva prevista en el IPSI viene a ser un reflejo del régimen simplifi-
cado previsto en el IVA, aunque referido específicamente a la determinación de la base impo-
nible. En Melilla se ha de añadir la aplicación de ciertos coeficientes, fruto de la existencia de 
un régimen fiscal especial. En Ceuta existen mayores especialidades y una regulación propia de 
los módulos. Nos encontramos ahora ante un impuesto local que ha seguido las líneas generales 
de la regulación del Estado. Si bien en las ciudades autónomas el régimen no sirve para la de-
terminación de la cuota devengada, sino de la base imponible propiamente dicha. Así la cuota 
es el resultado de aplicar el tipo impositivo a la base imponible determinada por los módulos y, 

61	 En el Título Decimoprimero la Ordenanza Fiscal ceutí reguladora del IPSI se establecen los siguientes límites: 600.000 
euros, en la producción o elaboración de bienes muebles corporales; 100.000 euros en la prestación de servicios; y 
300.000 euros, en la construcción o ejecución de obras inmobiliarias. No se puede aplicar el régimen a ciertas acti-
vidades u operaciones y, además, en ningún caso un mismo sujeto pasivo puede tributar en régimen de estimación 
objetiva cuando viene desarrollando otra actividad por la que tributa en régimen de estimación directa, salvo que esta 
última se trate del arrendamiento de bienes inmuebles, cuya realización no constituya el desarrollo de una actividad 
económica a efectos del IRPF. Puede verse la Ordenanza en: http://www.tributosceuta.org/index2.cfm?codigo=0751

62	 Existe, asimismo, una remisión a la normativa del IRPF en cuanto al procedimiento, plazos, duración, renuncia, ex-
clusión y obligaciones formales, sin perjuicio de lo expresamente regulado en las Ordenanzas. La Ordenanza Fiscal 
reguladora del IPSI en Melilla regula este particular en su Título Noveno que se puede consultar en: http://www.me-
lilla.es/melillaPortal/contenedor.jsp?seccion=s_fdoc_d4_v1.jsp&contenido=17745&tipo=5&nivel=1400&layout=
contenedor.jsp&codResi=1&language=es&codMenu=339&codMenuPN=601&codMenuSN=4&codMenuTN=182

63	 Véase el anexo IV de la Ordenanza fiscal reguladora del IPSI en Ceuta.
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además, los sujetos pasivos no tienen derecho a deducir las cuotas soportadas en las actividades 
acogidas a este régimen64.

Así que con respecto al mismo podemos hacer una serie de consideraciones comunes al régimen 
simplificado del IVA. La articulación de regímenes especiales, simplificaciones y determinaciones 
objetivas en el IVA/IPSI encuentra justificación en la normativa general de nivel comunitario. Ahora 
bien, la habilitación general del régimen en la normativa comunitaria no justifica por sí misma toda 
configuración del mismo que puedan llevar a cabo los Estados. Es decir, es preciso que el «dise-
ño» de cada régimen especial simplificado respete los requerimientos de la normativa comunitaria.

La inicial configuración del régimen simplificado del IVA como régimen de cuotas mínimas, 
donde era posible la regularización de la Administración tributaria, permitía concluir que respetaba 
la normativa comunitaria, ya que en ningún caso su aplicación implicaba bonificación alguna. Con 
la regulación actual, resulta difícil la misma conclusión pero una interpretación flexible de la norma 
comunitaria puede amparar la particular opción del legislador español. El único sentido que puede 
tener la Directiva comunitaria es advertir que la elección de los medios para la determinación de 
la base imponible debe ser aquella que permita un resultado lo más próximo posible a la evalua-
ción normal, que obliga a los Estados a un nivel de cautela y diligencia máximo en la articulación 
y actualización del régimen. Si llevamos a cabo esta interpretación, extensiva pero necesaria, de 
la norma comunitaria podemos sostener que, realmente, la determinación objetiva amparada en el 
régimen especial simplificado del IVA/IPSI en la actualidad no vulnera la Directiva 2006/112/CE.

Por otra parte, lo que parece necesario y que no se ha llegado a poner en práctica, es una 
armonización en materia de regímenes simplificados del IVA. Basta con echar un vistazo a las 
regulaciones comparadas para observar que el amparo de modalidades simplificadas del IVA no 
siempre ha tenido lugar. Más allá de ello, en los países miembros en que se han recogido simplifi-
caciones en el cálculo del impuesto para las pymes, o incluso determinaciones objetivas como es el 
caso de nuestro país, la articulación del régimen ha presentado configuraciones bastante variadas.

El carácter temporal de la regulación se deriva de la propia normativa comunitaria. No obs-
tante la armonización del particular todavía no ha llegado. Ha existido alguna iniciativa en esa línea 
que, sin embargo, no ha sido fructífera. La aprobación de una normativa similar a la incluida en la 
Propuesta de Directiva de 9 de octubre de 1986 por la que se pretendía modificar la Sexta Directiva, 
ligeramente modificada en noviembre de 1987, podría tener consecuencias importantes en nuestro 
sistema tributario porque las normas de la Unión Europea como la mencionada, con carácter general, 
optan por tomar como base la franquicia y rechazan, con matizaciones, la determinación objetiva. 

64	 Hay que recordar que en la regulación estatal la deducción de las cuotas soportadas de IVA fue posible desde 1998. 
La Orden ministerial de 13 de febrero de 1998 adecuaría la normativa que desarrollaba la determinación objetiva por 
signos, índices o módulos a las importantes modificaciones que introduciría la Ley 66/1997, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social en el régimen de determinación objetiva del IRPF y en el régimen simplificado 
del IVA, donde se recogieron buena parte de las recomendaciones formuladas por la Comisión Interministerial para 
el estudio y propuesta de medidas sobre la fiscalidad de las pequeñas y medianas empresas.
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La transitoriedad del régimen simplificado viene marcada por un condicionamiento esencial: 
la necesidad de armonizar la normativa del IVA/IPSI con previsión de un régimen simplificado 
para las pequeñas empresas a nivel comunitario. En la creencia de que un régimen simplificado 
a nivel comunitario para las pequeñas empresas podría ser muy útil en el camino de armoniza-
ción en que caminamos en el seno de la Unión, conviene no perder de vista los condicionantes a 
tal opción. La previsión de regímenes simplificados en renta y su coordinación a los que se pu-
diesen establecer en IVA puede ser un condicionante a tener presente en futuras regulaciones. Es 
importante que se permita la operatividad última del conjunto tributario. No cabe duda de que la 
eliminación de algunas fórmulas de simplificación de nuestros ordenamientos tributarios facili-
taría mucho la situación; otra cosa es que nos encontremos en condiciones de afrontar la elimi-
nación de los regímenes sin perjudicar la efectividad del sistema ni los intereses de los sujetos de 
la obligación tributaria. Cuestión compleja a partir de la heterogeneidad de opciones que encon-
tramos en las legislaciones de los Estados miembros. La instauración del régimen simplificado 
podría presentar algún problema en algunas regulaciones particulares que deben superarse para 
el alcance de una armonización de la fiscalidad indirecta a nivel comunitario. 

Por lo demás, conviene recordar que la aplicación del régimen simplificado del IVA/IPSI 
sienta las bases para el cálculo de la cuota que los empresarios deben ingresar en concepto de IVA, 
una vez que se «acogen» a la aplicación del régimen. Pero a nivel estatal la determinación objetiva 
prevista en el régimen no se refiere realmente a la cuota tributaria del impuesto. Las cantidades 
imputadas como «cuota devengada», como indica el profesor Ferreiro, han de entenderse referidas 
a unidades o conjuntos de unidades para definir la base65. Las especialidades del establecimiento 
de un régimen simplificado suponen que en este caso no se delimite la base imponible y el tipo de 
gravamen en sentido estricto. A través de unos índices medios se efectúa una estimación conjun-
ta del valor añadido repercutido. Detrás del régimen realmente no deja de existir una estimación/
determinación de bases imponibles. Como ha puntualizado, Alonso González en el IVA, a nivel 
estatal, la determinación objetiva no sirve para determinar directamente la cuota de IVA a ingresar, 
sino para calcular de modo absolutamente apriorístico y aproximativo el importe de IVA deven-
gado por el contribuyente existiendo un alejamiento de la realidad de las operaciones efectuadas66. 
Si la aplicación del régimen simplificado permite obtener las cantidades que se deben ingresar a la 
Hacienda Pública en concepto de IVA/IPSI, detrás del régimen subsiste un régimen de determi-
nación objetiva de bases imponibles y que sirve a una cuantificación sui géneris. En Ceuta y Me-
lilla sirve expresamente para la determinación de la base imponible. En la regulación del Estado, 
como ha puntualizado Alonso González, no lo es solo del IVA devengado sino, en parte también, 
de la cuota de IVA a ingresar, toda vez que se imponen determinados «mínimos» a satisfacer67.

65	 Curso..., ob. cit., pág. 431.
66	 «La simplificación de la tributación de las empresas en España» en VV. AA.: XXIII Jornadas Latinoamericanas de 

Derecho Tributario, Memorias, Tomo I, Determinación objetiva de la base imponible en la renta aplicable a las pe-
queñas y medianas empresas, Buenos Aires, Osmar D. Buyatti Librería Editorial, 2006, pág. 304.

67	 Ibídem, pág. 306. En este ámbito debemos puntualizar que ese mínimo no existe para las actividades agrícolas o ga-
naderas excluidas del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca y, en general, para aquellas otras en que 
la cuota se determina atendiendo exclusivamente a los ingresos de la actividad. 

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


www.ceflegal.com	 95

Impuestos locales y cuantificación tributariaL. M. Muleiro Parada

VIII.  SIMPLIFICACIÓN Y GESTIÓN TRIBUTARIA EFICAZ

En la imposición local la determinación objetiva apenas aparece como verdadero régimen 
de determinación objetiva de la base imponible. Estrictamente casi no existe pero sí hay regíme-
nes y fórmulas objetivas de tributación que responden a la idea de una simplificación en la regu-
lación de la cuantificación de estos tributos.

En algunos supuestos la objetivización precede, de algún modo, a la normativa tributaria. Es 
el caso del IBI en el que aunque existe una determinación directa de la base imponible, la deter-
minación del valor catastral, a partir de su normativa reguladora, integra la aplicación de ciertos 
módulos objetivos. En el IAE los elementos tributarios esconden tras de sí módulos que se aplican 
para la determinación de las cantidades a ingresar. En el ICIO el régimen objetivo previsto para la 
liquidación provisional muestra su utilidad de cara a facilitar el pago a cuenta. En el IIVTNU no 
se alude a la determinación objetiva pero el valor catastral, el porcentaje específico y el número de 
años transcurridos funcionan como una especie de módulos a la hora de determinar la base impo-
sitiva. En el IGS se establece una determinación objetiva obligatoria como un defecto a añadir a 
un impuesto que, de mantenerse, debería ser objeto de múltiples modificaciones. Finalmente, las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla acogen una determinación objetiva en el IPSI, que inte-
gra un régimen especial que sirve a la cuantificación del impuesto para los pequeños empresarios.

En buena parte de los casos, el legislador en orden a posibilitar la gestión tributaria óptima 
de los impuestos locales ha acudido a regímenes objetivos de tributación. En ellos nos encon-
tramos medios objetivos para la determinación de las cantidades a ingresar o en algunos casos 
de la base imponible. Son módulos, signos, índices objetivos que la normativa establece para no 
complicar en exceso la gestión de unos impuestos en los que la determinación directa de la base 
imponible o la propia regulación de la cuantificación tributaria podrían complicarse en exceso. Ac-
tualmente persiste el empleo de regulaciones objetivas como aspecto tradicional de la imposición 
local aunque con un campo de actuación limitado y vinculado al alcance de una gestión tributaria 
operativa del sistema tributario, a partir de las propias posibilidades de la Administración local.

IX.  EL FUTURO DE LOS REGÍMENES OBJETIVOS DE TRIBUTACIÓN

En los últimos tiempos se ha planteado una serie de reformas que afectan, o van a afectar, a 
los regímenes objetivos previstos en los tributos más importantes de nuestro ordenamiento. Esta 
serie de reformas hace que hagamos una serie de reflexiones finales acerca del futuro posible de 
los regímenes objetivos de tributación en los impuestos locales. 

Las propuestas de la Comisión de expertos para la reforma del sistema tributario preten-
dían la exclusión del ámbito del IRPF de los rendimientos meramente imputados por bienes in-
muebles. Previamente se consideraba oportuno poner en marcha un mejor sistema de las actuales 
valoraciones catastrales y una profunda reforma del IBI. El nuevo sistema de valoración debe-
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ría estar cercano a la vista del Derecho comparado. El propio informe indicaba que «el Catastro 
parece encontrarse técnicamente en condiciones de asignar "valores de referencia" a los bienes 
inmuebles rústicos y urbanos de todo el territorio de régimen común, pero para que esa asigna-
ción pueda utilizarse a efectos tributarios el valor de referencia debería ser definido legalmente a 
través de una reforma de la normativa catastral. También el procedimiento para la determinación 
del valor de referencia debería concretarse en los correspondientes preceptos legales que permi-
tiesen que, por medio de las normas técnicas administrativas que sirven para la obtención de los 
valores catastrales rústicos y urbanos, el "valor de referencia" se moviera de forma paralela a la 
evolución anual del mercado»68. En particular, los expertos sugirieron la completa supresión de 
las rentas imputadas del IRPF a medio plazo, sustituyéndolas por un incremento del IBI u otro 
impuesto similar. Tal incremento derivaría del nuevo sistema de valoración catastral que, teóri-
camente, permitiría actualizaciones anuales (al alza o a la baja según las fluctuaciones del mer-
cado) con un alto grado de precisión69. En el Plan de Objetivos 2015 de la Dirección General 
del Catastro se incluye expresamente la necesidad de conseguir un nuevo modelo de valoración 
ligado al principio de justicia tributaria de generalidad, buscando que el valor catastral sea un 
índice válido de la capacidad contributiva, actualizado y referenciado a mercado70. En el futuro 
observaremos esta medida; la simplificación y objetivización pueden persistir como necesario 
trasfondo de la posible mejora normativa.

En especial, las reformas y propuestas de reforma se han planteado con relación al régimen 
de determinación objetiva previsto en el IRPF a distintos niveles, tanto en la esfera foral como 
en el territorio común. En los territorios forales, las reformas fiscales eliminaron el régimen de 
módulos para la determinación de los rendimientos en todas las actividades económicas desde 
2014 en Guipúzcoa, Álava y Vizcaya.

A nivel estatal, el informe de la Comisión de expertos para la reforma del sistema tributario 
apostó, en su propuesta número 112, por la supresión del régimen objetivo de determinación de 
los rendimientos de actividades económicas en el IRPF por considerarlo origen de importantes 
bolsas de fraude. Una adecuada lucha contra el mismo exige, como medida básica, la progresiva 
desaparición de los regímenes modulares e indiciarios de estimación de bases imponibles, dotan-
do paralelamente a la Administración de los medios necesarios para el adecuado control de esas 
magnitudes. Se manifestó en el informe que en pleno siglo XXI hasta los aparatos electrónicos de 

68	 Página 119 del Informe. En él también se indica que «... Otro aspecto muy importante de la reforma que se pretende 
es que el "valor de referencia" forme parte de la descripción de los inmuebles y, a diferencia de los valores catastrales 
actuales, sea público y notorio, lo cual resulta esencial para su validez y para el correcto y transparente funcionamien-
to de los mercados de bienes inmuebles. Su conocimiento por los ciudadanos debe ser el resultado de una publicación 
anual de carácter general, que permita el acceso a la base de datos catastral sin perjuicio de su notificación individuali-
zada cuando su determinación se derive de un procedimiento de incorporación de inmuebles al Catastro o de alteracio-
nes de sus características o cuando se produzcan variaciones relativas significativas en la asignación de los módulos».

69	 Vid. página 119 del informe.
70	 Véase la página 3 del Plan. Disponible en: http://www.catastro.meh.es/documentos/Objetivos_2015_DGC.pdf
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computación más simples son capaces de llevar una contabilidad más o menos completa de cual-
quier actividad económica y prácticamente en todos los establecimientos de venta al por menor 
existen máquinas que expiden tiques por el valor individual de cada una de sus transacciones. 
Asimismo, se propuso mantener el método directo de estimación simplificada, pero aplicándolo 
exclusivamente a actividades de un volumen anual de operaciones muy reducido. Coherentemen-
te, también se postulaba la supresión del régimen simplificado del IVA (propuesta número 116 
del informe). La Comisión consideró que la utilización de regímenes objetivos de determinación, 
cualquiera que sea la denominación legal que se le asigne, debería desaparecer, instaurando como 
norma regímenes de estimación directa, bien sean normales o simplificados, en el sentido en que 
se utiliza esta última expresión en el IRPF. El informe insistió en que a día de hoy la mayoría de 
los empresarios autónomos cuentan con medios no demasiado costosos que les permiten llevar 
el control económico de su actividad, definiendo sus rendimientos y sus volúmenes de operacio-
nes. La eliminación de tales regímenes requiere de un esfuerzo muy importante de la Administra-
ción tributaria, pero podrían tener un impacto también muy positivo en términos recaudatorios, 
ya que, a juicio de la Comisión, dichos regímenes, además de atentar contra el principio de equi-
dad tributaria, facilitan la obtención de rentas fiscales a los empresarios individuales e incentivan 
fuertemente el fraude fiscal. En el caso del IVA ese fraude, asimismo, se difunde y amplifica pos-
teriormente por toda la cadena de producción-distribución de bienes y servicios. 

La reforma de los módulos introducida71, y que entrará en vigor a partir de 2016, mantiene 
el régimen con modificaciones importantes, de manera que no se ha adoptado una medida nor-
mativa tan tajante como proponía el informe de la comisión de expertos que apostaba por la su-
presión de los módulos. La modificación reduce el ámbito de aplicación de los módulos a través 
de dos cauces: 1) mediante una reducción de los límites cuantitativos de aplicación y72 2) elimi-
nando la posibilidad de aplicación del régimen a ciertas actividades. Quizás en la reforma el le-
gislador estatal está avisando de otra modificación posterior en la línea de las normativas vascas.

Todas estas reformas y propuestas llevan a reconsiderar la cuantificación tributaria en la 
esfera local. Los posibles planteamientos de política tributaria contrapuestos serían, al menos, 
dos. Podría argumentarse que siguen siendo necesarios y suficientes, en su actual configuración, 
para alcanzar una gestión tributaria más eficaz y cómoda en el ámbito local. O, bien, se debería 
dar un paso adelante en donde la cuantificación tributaria, y sus elementos fundamentales, se 
acerquen más a una medida directa y más exacta del presupuesto de hecho, de modo que tam-
bién el pago del tributo se ajuste en mejor medida a la capacidad económica de los contribuyen-

71	 Operada en virtud de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviem-
bre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras normas tributarias.

72	 Apartado dieciocho del artículo primero de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras 
normas tributarias.
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tes en la esfera local. Una cuantificación de los impuestos locales más real y menos objetiva, o 
no objetivada, puede ser una línea a considerar. Desde la óptica de la técnica jurídica tributaria 
estos planteamientos enlazan con otros: la delimitación de los elementos fundamentales de los 
impuestos locales, incluso su objeto, y el margen de actuación en este ámbito del poder tributa-
rio de los entes locales. También con la cautela en la articulación de los impuestos para evitar 
fenómenos de doble imposición, problemas de gestión... y conseguir una correcta y coherente 
articulación de estos impuestos en el sistema tributario73. Sea como sea, si se habla de justicia 
tributaria en su conjunto, no se podrá hacer un análisis parcial del particular en una futurible re-
forma del sistema tributario local74. 

X.  CONCLUSIONES

•	 En la imposición local encontramos regímenes y fórmulas objetivas de tributación 
que responden a la idea de una simplificación en la regulación de la cuantificación 
de estos tributos.

•	 En algunos supuestos la objetivización precede a la normativa tributaria. Es el caso 
del IBI en el que aunque existe una determinación directa de la base imponible, la 
determinación del valor catastral, a partir de su normativa reguladora, integra la apli-
cación de ciertos módulos objetivos. En el IAE los elementos tributarios esconden 
tras de sí módulos que se aplican para la determinación de las cantidades a ingresar. 
En el ICIO el régimen objetivo previsto para la liquidación provisional muestra su 
utilidad de cara a facilitar el pago a cuenta. En el IIVTNU no se alude a la deter-
minación objetiva pero el valor catastral, el porcentaje específico y el número de 
años transcurridos funcionan como una especie de módulos a la hora de determinar 
la base impositiva. En el IGS se establece una determinación objetiva obligatoria 
como un defecto a añadir a un impuesto que, de mantenerse, debería ser objeto de 
múltiples modificaciones. Finalmente, las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla 
acogen una determinación objetiva en el IPSI que integra un régimen especial que 
sirve a la cuantificación del impuesto para los pequeños y medianos empresarios.

73	 Han sido tradicionales los trabajos poniendo de manifiesto diversos problemas, así como posibles propuestas de me-
jora. Véanse a título de ejemplo: López Espadafor, C. M.: «La necesaria reforma del Impuesto sobre Actividades 
Económicas: su articulación como recurso de las haciendas locales y su coordinación dentro del sistema tributario 
español», Documentos de Trabajo del IEF, n.º 15, 2006; Alonso Gil, M.: «La necesaria reforma de la gestión com-
partida en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y en el Impuesto sobre Actividades Económicas», RCyT. CEF, n.º 
347, 2012, y, más recientemente, De Vicente de la Casa, F.: La concurrencia y articulación de los impuestos lo-
cales con otros tributos del sistema fiscal español, Valladolid, Lex Nova, 2014. 

74	 No han sido pocas las propuestas que encontramos desde ya hace tiempo en nuestra doctrina científica. Puede verse 
el trabajo de Arrieta Martínez de Pisón, J. y Vega Borrego, F. A.: «La necesaria revisión del sistema tributario 
municipal», Anuario de Derecho Municipal, n.º 2, 2008, págs. 127-157.
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•	 En buena parte de los casos, el legislador en orden a posibilitar la gestión tributaria 
óptima de los impuestos locales ha acudido a regímenes objetivos de tributación. 
En estos regímenes encontramos medios objetivos para la determinación de las 
cantidades a ingresar o en algunos casos de la base imponible. Son módulos, sig-
nos, índices objetivos que la normativa establece para facilitar la gestión tributaria 
y no complicar en exceso la regulación de la cuantificación. Actualmente persis-
te el empleo de regulaciones objetivas como aspecto tradicional de la imposición 
local aunque con un campo de actuación limitado y vinculado al alcance de una 
gestión operativa del sistema tributario, a partir de las propias posibilidades de la 
Administración local. Quizás, en una futura reforma del sistema tributario local, 
se debería considerar la línea que también se ha iniciado a nivel estatal con res-
pecto a ciertas fórmulas de simplificación, proponiendo su próxima desaparición 
o, cuanto menos, mejora. La justicia tributaria, junto a otras consideraciones para 
ponderar los elementos sobre los que sustentar los elementos fundamentales de la 
imposición local, se sitúan en el marco del debate.
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Extracto

La regulación de las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión Inmobiliaria busca potenciar 
este instrumento de inversión en el actual escenario coyuntural de crisis del sector inmobiliario. 
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1.  CONCEPTO

Las socimi (Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión Inmobiliaria) son sociedades anó-
nimas cotizadas cuya actividad principal es la adquisición, promoción y rehabilitación de activos 
de naturaleza urbana para su arrendamiento; incluyendo tanto viviendas, como locales comercia-
les, residencias, hoteles, garajes u oficinas, bien directamente o bien a través de participaciones 
en el capital de otras socimi. Van dirigidas a todos aquellos propietarios, personas físicas o ju-
rídicas, que posean o deseen promover inmuebles para alquilar, cuyo valor agregado supere los 
cinco millones de euros.

Las socimi son el equivalente, en España, de la figura internacional del REIT (Real Estate 
Investment Trust); un instrumento cotizado dirigido a rentabilizar parques de vivienda median-
te el alquiler. 

Implementar este instrumento de inversión destinado al mercado inmobiliario a nivel na-
cional responde a la necesidad de impulsar el mercado del alquiler en España, muy por debajo de 
las cifras que mueve este sector en otros países de nuestro entorno, a la necesidad de promover 
el mercado de alquiler en la situación coyuntural actual de crisis económica.

2.  REGULACIÓN

Las socimi se rigen por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, por la Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores, y por su regulación específica.

La primera regulación de las socimi arranca de la Ley 11/2009, de 26 de octubre, por la que 
se regulan las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario. Esta 
norma fue objeto de modificación por la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan 
diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de 
la actividad económica. Ha sido objeto de una nueva modificación por la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Tras un primer intento por la Ley 11/2009, en su redacción primigenia, para impulsar la uti-
lización de este instrumento, se produjo un segundo, con la modificación y flexibilización de su 
régimen operada por la Ley 16/2012, en vigor desde enero del 2013. La nueva regulación, vigen-
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te desde 1 de enero de 2013, posibilita que estas sociedades puedan cotizar no solo en mercados 
regulados1, sino también en sistemas multilaterales de negociación, como el Mercado Alternativo 
Bursátil (MAB), reduce el plazo de mantenimiento de los inmuebles, reduce el capital mínimo de 
15 millones a 5 millones, mejora su tratamiento fiscal, etc. 

La Circular 2/2013 del MAB, publicada el 5 de marzo, completa el marco legal de referen-
cia de aplicación a las socimi. Esta Circular establece el «Régimen aplicable a las Sociedades 
Anónimas cotizadas de inversión en el mercado inmobiliario (socimi) cuyos valores se incor-
poren al Mercado Alternativo Bursátil», y en una línea de flexibilidad y liberalización de estos 
instrumentos de inversión, los aproxima a sus homólogos REIT. Incorpora la regulación especí-
fica para que las acciones emitidas por socimi, así como las de sociedades extranjeras equipara-
bles, puedan negociarse en el MAB, remitiéndose en lo no regulado al régimen que se aplica a las 
empresas negociadas en el segmento de empresas en expansión2. Crea, pues, un nuevo segmento 
de negociación especial para las socimi y sociedades extranjeras equiparables, y toma como refe-
rencia el segmento para las empresas en expansión y añade unas diferenciaciones para las socimi.

Así, señala que será de aplicación la Circular del Mercado 5/2010, de 4 de enero, sobre re-
quisitos y procedimiento aplicable a la incorporación y exclusión en el MAB de acciones emiti-
das por empresas en expansión, con las especialidades establecidas en la Circular 2/2013; de esta 
forma, se regulan los procedimientos de incorporación de estos valores negociables, las reglas 
de contratación, la información que habrán de suministrar al Mercado, valoración por experto 
independiente y la aplicación del régimen del Asesor Registrado. Con ello aborda aquellos as-
pectos que el mercado esperaba para adecuar y adaptar sus estructuras al régimen de las socimi.

Como aspectos a destacar, la Circular en cuanto a los requisitos de difusión o free float exi-
gidos por el MAB, exige una dispersión mínima del capital social de las socimi en manos de ac-
cionistas minoritarios (con un porcentaje inferior al 5 %) que, como mínimo, se corresponda a:

•	 Un valor de 2 millones de euros.

•	 Al 25 % de las acciones emitidas por la sociedad.

Sin embargo, no es necesario contar de inicio con dichos minoritarios siempre que se ponga a 
disposición del mercado (a través del proveedor de liquidez) acciones suficientes para cumplir los 
citados requisitos. Así, en el supuesto de no poder acceder a dichos parámetros en el momento de la 

1	 Los mercados regulados, mercados secundarios oficiales de valores, son: el Mercado de Renta Fija (AIAF), el Mer-
cado de Deuda Pública en Anotaciones, los Mercados de Futuros y Opciones, cualquiera que sea el activo subyacen-
te, financiero o no, las Bolsas de Valores, y otros que se autoricen en el marco de las previsiones de la Ley 24/1988 y 
normativa de desarrollo, así como los que autoricen las comunidades autónomas con competencia en la materia.

2	 En la actualidad, en el MAB hay tres tipos de participantes: las Sicav, empresas de capital riesgo y empresas en ex-
pansión. Estas últimas son la base para el nuevo segmento para las socimi.
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incorporación, bastará con que otorguen un mandato al Proveedor de Liquidez para lograr esta si-
tuación accionarial (empresa de servicios de inversión o entidad de crédito). Además, los accionistas 
de referencia y los principales directivos deberán comprometerse a no vender acciones ni realizar 
operaciones equivalentes a ventas de acciones dentro del año siguiente a la incorporación de la so-
ciedad al MAB, salvo las que se pongan a disposición del Proveedor del Liquidez (lock-up). Con-
siguientemente, el MAB permite que aquellas socimi que no puedan cumplir con los requisitos de 
dispersión puedan alcanzarlos estableciendo dicho contrato/mandato, lo que no supone sino imple-
mentar facilidades para la comercialización y puesta en valor de la cartera inmobiliaria. 

La flexibilización en cuanto a los requisitos de dispersión, donde un mero mandato, sin plazo 
temporal, es suficiente para entender cumplidos los requisitos de free-float, hace más interesan-
te esta opción para muchos grupos familiares. El acceso al MAB es más sencillo que acceder a 
un mercado organizado, y la flexibilización del free-float elimina los problemas de difusión que 
se podrían plantear. 

Una primera conclusión, pues, es que con la actual regulación de las socimi, tomando tanto 
los requisitos mercantiles, como las particularidades de su régimen fiscal, este instrumento de in-
versión se revela como idóneo para su utilización eficiente por un amplio elenco de operadores 
inmobiliarios con inmuebles en régimen de alquiler; desde los grandes operadores institucionales 
(aseguradoras, fondos, grupos inmobiliarios, bancos), sociedades apalancadas a las que afecte la 
limitación de la deducción de gastos financieros, hasta los family offices o grupos familiares con 
carteras más pequeñas de inmuebles en alquiler y los inversores más pequeños. 

3.  REQUISITOS PARA SER CONSIDERADO UNA SOCIMI

3.1.  CARACTERIZACIÓN

Las socimi deben adoptar la forma de sociedad anónima, con un capital mínimo de 5 mi-
llones de euros (antes de la modificación por la Ley 16/2013 el capital mínimo exigido era de 
15 millones). 

Las acciones deben ser nominativas (requisito que no se exigía con anterioridad) y han de 
ser de una misma clase; todas deben tener el mismo valor nominal y otorgar los mismos derechos 
económicos y políticos a los accionistas.

Ya no se exige que las acciones coticen en un mercado secundario oficial, sino que desde la 
modificación normativa operada por la Ley 16/2013, pueden estar admitidas en un sistema mul-
tilateral de negociación español o del cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo (EEE), o en un mercado regulado de un país o territorio con el que 
exista efectivo intercambio de información tributaria, de modo ininterrumpido durante todo el 
periodo impositivo.
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3.2.  OBJETO SOCIAL

Las socimi tendrán como objeto social principal (art. 2 Ley 11/2009):

a)	 La adquisición y promoción de bienes inmuebles de naturaleza urbana para su 
arrendamiento. La actividad de promoción incluye la rehabilitación de edificaciones 
en los términos establecidos en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido3. 

b)	 La tenencia de participaciones en el capital de otras socimi o en el de otras entida-
des no residentes en territorio español que tengan el mismo objeto social que aque-
llas y que estén sometidas a un régimen similar al establecido para las socimi en 
cuanto a la política obligatoria, legal o estatutaria, de distribución de beneficios.

	 Los bienes inmuebles situados en el extranjero de las entidades no residentes de-
berán tener naturaleza análoga a los situados en territorio español.

c)	 La tenencia de participaciones en el capital de otras entidades, residentes o no en 
territorio español, que tengan como objeto social principal la adquisición de bie-
nes inmuebles de naturaleza urbana para su arrendamiento y que estén sometidas 
al mismo régimen establecido para las socimi en cuanto a la política obligatoria, 
legal o estatutaria, de distribución de beneficios y cumplan los requisitos de inver-
sión a que se refiere el artículo 3 de esta ley. 

	 Las entidades a que se refiere esta letra c) no podrán tener participaciones en el ca-
pital de otras entidades. Las participaciones representativas del capital de estas en-
tidades deberán ser nominativas y la totalidad de su capital debe pertenecer a otras 
socimi o entidades no residentes a que se refiere la letra b) anterior. Tratándose de 
entidades residentes en territorio español, estas podrán optar por la aplicación del 
régimen fiscal especial en las condiciones establecidas en el artículo 8 de esta ley. 

	 Esta letra ha sido redactada por la Ley 16/2012, con efectos para los periodos im-
positivos iniciados a partir de 1 de enero de 2013. La nueva regulación ha supues-
to una ventaja, respecto de la regulación existente con la Ley 11/2009, puesto que 
las entidades filiales no podían realizar actividades de promoción, únicamente po-
dían hacerlo las matrices. Con la regulación actual, no solo la sociedad matriz sino 
también las filiales pueden realizar actividades de promoción, lo que va a permitir 
centralizar los riesgos derivados de esta actividad en la filial y separarlos de la ma-
triz que realiza la inversión.

3	 Las aportaciones no dinerarias en inmuebles para la constitución o ampliación del capital de las socimi, tanto las coti-
zadas como las no cotizadas, han de tasarse en el momento de su aportación por el sujeto designado por el Registrador 
Mercantil de entre las sociedades de tasación que se prevén en la legislación del mercado hipotecario.
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d)	 La tenencia de acciones o participaciones de Instituciones de Inversión Colectiva 
Inmobiliaria reguladas en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de 
Inversión Colectiva.

Tratándose de socimi cotizadas no residentes en territorio español, se exige que, al igual que 
las socimi españolas, sus acciones sean nominativas y estén admitidas a negociación en un merca-
do regulado o en un sistema multilateral de negociación español o de cualquier Estado miembro de 
la Unión Europea o del EEE, o bien en un mercado regulado de un país con el que exista intercam-
bio efectivo de información tributaria, de forma ininterrumpida durante todo el periodo impositivo.

Las socimi cotizadas no residentes en territorio español no tienen que cumplir los requisitos 
del porcentaje de inversión y rentas que se exige a las socimi cotizadas residentes.

Junto a su objeto social principal, las socimi podrán desarrollar otras actividades acceso-
rias; entendiéndose como tales las que en su conjunto sus rentas representen menos del 20 % de 
las rentas de la sociedad en cada periodo impositivo.

El incumplimiento de este requisito no determina la pérdida del régimen fiscal especial si 
la entidad repone la causa del incumplimiento dentro del ejercicio inmediato siguiente; esto es, 
que en el ejercicio siguiente sus actividades accesorias representan de nuevo menos del 20 % de 
las rentas de la sociedad. Si la situación no se repone, supone la pérdida del régimen fiscal con 
efectos para el propio periodo impositivo en que se incumplió por primera vez este requisito, de-
biendo la entidad practicar la oportuna regularización fiscal (art. 13 Ley 11/2009).

Igualmente, las socimi no cotizadas pueden desarrollar actividades accesorias, pero entre 
las mismas no puede haber rentas derivadas de la participación en el capital de otras entidades, 
dado que esa participación les está vetada.

3.3.  CONTABILIZACIÓN

La realización de actividades de promoción de inmuebles y de arrendamiento de inmuebles 
urbanos será objeto de contabilización separada a fin de poder identificar la renta correspondien-
te a cada inmueble. Igualmente, las actividades accesorias deben contabilizarse separadamente a 
fin de poder identificar la renta procedente de las mismas.

3.4.  INVERSIÓN

Las socimi deberán invertir (art. 3 Ley 11/2009):

•	 Al menos el 80 % del valor del activo en bienes inmuebles de naturaleza urbana 
destinados al arrendamiento, en terrenos para la promoción de bienes inmuebles 

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l35-2003.html


www.ceflegal.com	 111

Socimi: Análisis de los requisitos y régimen fiscal especialM.ª C. Fuster Asencio

que se vayan a destinar al arrendamiento siempre que la promoción se inicie dentro 
de los tres años siguientes a su adquisición, y participaciones en el capital o patri-
monio de otras entidades que tengan por objeto social el de las socimi.

	 El cálculo del referido porcentaje se realizará sobre el balance consolidado cuan-
do la socimi sea dominante de un grupo, con independencia de la residencia y de 
la obligación de formular cuentas anuales consolidadas. El citado grupo estará in-
tegrado exclusivamente por la socimi y el resto de entidades en las que participa 
conforme a su objeto social principal.

	 El valor del activo se determinará conforme a la media de los balances individuales, 
o consolidados trimestrales del ejercicio, pudiendo la entidad optar para el cálculo 
de dicho valor por sustituir el valor contable por el de mercado de los elementos 
incluidos en los balances, el cual sería de aplicación en todos los balances del ejer-
cicio. No se computarán el dinero o derechos de crédito que procedan de la trans-
misión de dichos inmuebles o participaciones que se hayan realizado en el mismo 
ejercicio o anteriores siempre que, en este último supuesto, no haya transcurrido el 
plazo para realizar la reinversión en el caso de transmisión de inmuebles o partici-
paciones en otras entidades.

	 Si los inmuebles están situados en el extranjero, incluidos los tenidos por las so-
cimi no cotizadas en las que participe una socimi, a efectos de dicho cómputo, los 
inmuebles deberán tener naturaleza análoga a los situados en territorio español y 
deberá existir efectivo intercambio de información tributaria con el país o territo-
rio donde estén situados.

•	 El 80 % de las rentas (sin incluir las derivadas de la transmisión de las participa-
ciones y de los bienes inmuebles afectos al cumplimiento de su objeto social prin-
cipal, una vez transcurrido el plazo de mantenimiento) deberá proceder:

a)	 Del arrendamiento de bienes inmuebles afectos al cumplimiento de su obje-
to social principal con personas o entidades que no formen grupo indepen-
dientemente de la residencia, y/o 

b)	 de dividendos o participaciones en beneficios procedentes de participacio-
nes afectas al cumplimiento de su objeto social principal. 

El porcentaje se calculará sobre el resultado individual o sobre el resultado consolidado en el 
supuesto de que la socimi sea dominante de un grupo, con independencia de la residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas. El citado grupo estará integrado exclusiva-
mente por la socimi y el resto de entidades en las que participa conforme a su objeto social principal.

El incumplimiento de los porcentajes determina la pérdida del régimen fiscal especial, ex-
cepto que se reponga la causa del incumplimiento dentro del ejercicio inmediato siguiente (art. 13 
Ley 11/2009).
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3.5.  PLAZO DE PERMANENCIA O MANTENIMIENTO

El plazo mínimo de mantenimiento de los inmuebles arrendados será de tres años (sumán-
dose el tiempo que los inmuebles hayan estado ofrecidos en arrendamiento, con un máximo de 
un año); con la regulación inicial de la Ley 11/2009, el plazo mínimo de mantenimiento era de 
siete años (art. 3.3 Ley 11/2009). 

El número mínimo de inmuebles necesarios será de 1 (frente a los 3 que exigía la regulación 
anterior); y el peso máximo Balance/inmueble del 100 % (frente al 40 % anterior).

Las acciones o participaciones en el capital deberán mantenerse en el activo de la sociedad 
al menos durante tres años. 

Este plazo se computará:

•	 Tratándose de inmuebles que ya figurasen en el patrimonio de la entidad antes del 
momento de acogerse al régimen, desde la fecha de inicio del primer periodo im-
positivo en que se aplique el régimen fiscal especial, siempre que en dicha fecha el 
bien se encontrara arrendado u ofrecido en arrendamiento. En otro caso, se aplica-
rá lo siguiente.

•	 Tratándose de inmuebles promovidos o adquiridos posteriormente por la entidad, el 
plazo se computará desde la fecha en que fueron arrendados u ofrecidos en arren-
damiento por primera vez.

•	 En el caso de acciones o participaciones el plazo se computará desde su adquisi-
ción o desde el inicio del primer periodo impositivo en que se aplique el régimen 
fiscal especial.

El incumplimiento de los plazos referidos no supondrá la pérdida del régimen fiscal espe-
cial [art. 13 e) in fine, Ley 11/2009].

3.6.  OBLIGACIÓN DE NEGOCIACIÓN

Las acciones de las socimi deberán estar admitidas a negociación en un mercado regulado 
o en un sistema multilateral de negociación español o en el de cualquier Estado miembro de la 
Unión Europea o del EEE, o bien en un mercado regulado de cualquier país o territorio con el 
que exista efectivo intercambio de información tributaria, de un modo continuado durante el pe-
riodo impositivo (art. 4 Ley 11/2009).

Las socimi ya no necesitan cotizar en el Mercado continuo, es suficiente con que lo hagan 
en el MAB (único sistema multilateral de negociación operativo para las socimi), donde las exi-
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gencias son menores4. Basta con que el interesado forme una sociedad con sus inmuebles y, vía 
listing, la saque directamente al MAB. No se exige ni entrada de nuevos accionistas, ni liquidez 
en el mercado, ni plan de expansión. Solo se exige poner a disposición del proveedor de liquidez 
acciones por valor de 2 millones de euros.

En el listing, la empresa empieza a cotizar sin que los antiguos accionistas se desprendan de 
ninguna de sus acciones (ni emitan nuevas acciones para vendérselas a nuevos inversores), por 
lo que todos aquellos inversores que quieran adquirir acciones de esa empresa tienen que esperar 
a que empiece a cotizar para comprarlas en el mercado.

La principal diferencia para los inversores particulares entre unas formas de salir a Bolsa y 
otras es que en el listing no existe la posibilidad de obtener una ganancia importante en porcenta-
je (o pérdida) en el primer día de cotización como sucede en las ofertas públicas de venta (OPV) 
y ofertas públicas de suscripción (OPS). 

3.7.  DISTRIBUCIÓN DE RESULTADOS

Una vez cumplidas las correspondientes obligaciones mercantiles, las socimi deben distri-
buir dividendos en atención a los siguientes porcentajes (art. 6 Ley 11/2009):

•	 100 % de los beneficios procedentes de dividendos o participaciones en beneficios 
distribuidos por las entidades que tengan el objeto social principal señalado en la 
Ley 11/2009.

•	 50 % de los beneficios derivados de la transmisión de inmuebles y acciones o par-
ticipaciones transcurrido el plazo de mantenimiento, afectos al cumplimiento de 
su objeto social principal.

	 El resto de estos beneficios deberá reinvertirse en otros inmuebles o participacio-
nes afectos en el plazo de tres años a contar desde la transmisión. De no realizarse 

4	 Los requisitos, entre otros, exigidos por el MAB son:

•	 Contratación de un Proveedor de Liquidez.
•	 Tener un Asesor Registrado.
•	 Adaptar los estatutos de la sociedad a lo previsto en el MAB.
•	 Free-float de al menos 2 millones de euros.
•	 Limitación de la transmisión de acciones durante el primer año a los accionistas de referencia y a los directivos 

(lock-out).
•	 Valoración inicial de la compañía conforme a operaciones de capital sucedidas en los 6 meses anteriores a la salida 

al mercado o valoración de la sociedad por un experto independiente.
•	 Definición de los activos de la socimi e identificación de los accionistas.

	 Será posible aplicar el régimen antes del cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos, siempre que se cumplan 
en el plazo de dos años desde la opción por su aplicación.
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la inversión, esos beneficios deben distribuirse en su totalidad junto con los bene-
ficios que procedan del ejercicio en que acaba el plazo de reinversión.

	 Para el caso que se transmitan los elementos objeto de reinversión antes del plazo 
de mantenimiento, aquellos beneficios deberán distribuirse en su totalidad junto 
con los beneficios que procedan del ejercicio en que se han transmitido.

	 La renta derivada de la transmisión de inmuebles cuya tenencia sea anterior a la 
aplicación del régimen especial, realizada en periodos a los que sea de aplicación 
el régimen especial, se entenderá generada de forma lineal durante el tiempo de 
tenencia del inmueble transmitido. La parte de dicha renta que sea imputable a pe-
riodos impositivos anteriores se gravará aplicando el tipo de gravamen y el régimen 
tributario anterior a la aplicación del régimen fiscal especial. Criterio que también 
se aplicará a la renta derivada de la transmisión en participaciones en socimi o en-
tidades asimiladas [art. 12.1 c) Ley 11/2009].

	 La obligación de distribución de resultados no alcanza a la parte de los beneficios im-
putables a ejercicios en los que la entidad no aplicaba el régimen tributario especial 
[art. 6.1 b) Ley 11/2009]. Esa parte de renta estaría sujeta al tipo general de gravamen 
en el Impuesto sobre Sociedades (IS) y al régimen tributario anterior. Por la parte del 
beneficio generada de forma lineal durante el tiempo que la entidad ha aplicado el ré-
gimen fiscal especial, se aplicará la obligatoriedad de distribución de resultados.

•	 Al menos el 80 % del resto de los beneficios obtenidos; esto es, de rentas que deriven 
del arrendamiento de inmuebles urbanos afectos a su objeto social principal, rentas 
derivadas de las actividades accesorias y beneficios derivados de la transmisión de 
inmuebles y acciones o participaciones realizados antes del cumplimiento del periodo 
de permanencia de tres años (con la anterior regulación el porcentaje era del 90 %).

	 En el caso de rentas que tributen al tipo general (art. 9.1 Ley 11/2009), no se esta-
blece una previsión de no distribución de resultados similar a la anterior, por lo que 
parece que existirá esta obligación. 

	 Así, en el caso de incumplimiento del requisito de permanencia de inmuebles y de 
acciones o participaciones, o que la sociedad pase a tributar por otro régimen distinto 
antes de tres años, las rentas generadas por los inmuebles en los periodos en que hu-
biera resultado de aplicación el régimen fiscal especial, los beneficios procedentes de 
dividendos o participaciones en beneficios distribuidos por socimi, o equivalentes, y 
las rentas obtenidas por la transmisión de acciones y participaciones, pasarán a tribu-
tar de acuerdo con el régimen general y el tipo general del IS. La sociedad deberá re-
gularizar en los términos previstos para la pérdida de beneficios fiscales por pérdida 
sobrevenida del derecho a su disfrute (art. 125.3 LIS), debiendo la sociedad ingresar 
en el periodo impositivo en que tenga lugar el incumplimiento del periodo de perma-
nencia, la cuota íntegra correspondiente a esas rentas, más los intereses de demora. 

	 Las rentas derivadas de los inmuebles arrendados y los beneficios procedentes de di-
videndos o participaciones en beneficios distribuidos por otras socimi, o equivalen-
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tes, en el caso de incumplimiento del periodo de mantenimiento, fueron objeto de 
distribución obligatoria en su día, con lo cual opera como una situación consolidada. 

	 Con relación a las rentas obtenidas por la transmisión de acciones o participaciones 
por incumplimiento del periodo de permanencia, deberán ser objeto de distribu-
ción obligatoria en el 80 %, por el periodo en que la entidad ha tributado conforme 
al régimen especial (de forma lineal). Parece que en este caso, estén doblemente 
penalizadas; tributarán conforme al tipo general del IS y deberán ser objeto de dis-
tribución obligatoria. No obstante, la solución adoptada por el legislador adquiere 
su pleno significado si atendemos a la confianza de los socios accionistas en que 
el régimen adopta como premisa la distribución obligatoria de resultados. No se 
puede penalizar al accionista por un incumplimiento de la sociedad.

	 El dividendo se pagará dentro del mes siguiente a la fecha del acuerdo de distribución.

Cuando la distribución del dividendo se realice con cargo a reservas procedentes de bene-
ficios de un ejercicio en el que haya sido de aplicación el régimen fiscal especial, la distribución 
debe adoptarse obligatoriamente con el acuerdo de distribución de los beneficios del ejercicio.

La reserva legal no podrá exceder del 20 % del capital social. Los estatutos de la entidad no 
podrán establecer otra reserva de carácter indisponible distinta de la legal.

3.8.  FINANCIACIÓN AJENA

Ya no hay limitación de endeudamiento. Con el régimen anterior el loan to value era del 
70 % y con la regulación actual no hay límite (art. 7 Ley 11/2009).

4.  RÉGIMEN TRIBUTARIO ESPECIAL

4.1.  INTRODUCCIÓN

El régimen tributario especial es un nuevo régimen que se aplicará a la actividad de arren-
damiento y promoción de bienes inmuebles de naturaleza urbana, tanto en la tributación de la so-
ciedad en el IS, como en la tributación de los socios por las rentas derivadas de la participación 
en el capital de esas sociedades, y tanto si esas rentas constituyen participación en beneficios de 
las socimi, como si constituyen plusvalías generadas en la transmisión de las participaciones en 
el capital de esas sociedades (art. 8 Ley 11/2009).

Es un régimen optativo para la sociedad. La opción deberá adoptarse por la junta general de 
accionistas y deberá comunicarse a la Delegación de la Agencia Tributaria del domicilio fiscal 
de la entidad, antes de los tres últimos meses previos a la conclusión del periodo impositivo al 
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que debe resultar de aplicación el régimen. Si se cumple este plazo, el régimen fiscal se aplicará 
en el periodo impositivo que finalice con posterioridad a dicha comunicación y en los sucesivos 
que concluyan antes de que se comunique la renuncia al régimen. En caso contrario, no se podrá 
aplicar el régimen fiscal especial en dicho periodo.

A diferencia de lo que sucedía con el régimen anterior, no se exige, tratándose del primer periodo 
de aplicación del régimen especial, que la entidad deba cumplir todos los requisitos en el momento 
que opte por la aplicación de este régimen especial (en principio, los requisitos habrá que cumplir-
los en el periodo transitorio de dos años establecido en la disp. trans. primera de la Ley 11/2009).

Con esta regulación se pretende equiparar el régimen fiscal de las socimi al de los REIT.

Es incompatible con cualquiera de los regímenes especiales previstos en el Título VII de la 
LIS, excepto con (art. 8.3 Ley 11/2009):

•	 El régimen especial de neutralidad fiscal; fusiones, escisiones, aportaciones de ac-
tivo, canje de valores y cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una 
Sociedad Cooperativa Europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea.

	 Por tanto, una socimi puede realizar una operación de reestructuración empresarial 
o cambio de domicilio de los amparados por la neutralidad fiscal y diferimiento del 
impuesto, conservando la aplicación de su régimen fiscal especial, siempre que con 
posterioridad a esas operaciones siga cumpliendo los requisitos. La única limita-
ción vendría referida a las socimi no cotizadas residentes en territorio español que 
hayan optado por el régimen tributario especial, que no podrán realizar aportacio-
nes de parte de su patrimonio que constituyan ramas de actividad a otras socimi 
a cambio de participaciones en su capital, puesto que estas no pueden participar 
en el capital de otras sociedades sin perder el régimen tributario especial. En este 
caso, la socimi cotizada participada por una socimi no cotizada no computaría en 
el activo afecto a su objeto social estas participaciones.

•	 El régimen especial de transparencia fiscal internacional. 

	 Así, si una socimi tuviera participaciones en el capital de entidades residentes en 
territorios de baja tributación, siempre que ello no implicara el incumplimiento de 
los requisitos para aplicar el régimen tributario especial, las rentas se integrarían 
en su base imponible.

•	 El régimen fiscal especial de determinados contratos de arrendamiento financiero.

	 Por lo que las socimi que apliquen el régimen tributario especial y compren inmue-
bles en régimen de arrendamiento financiero, podrán amortizar aceleradamente con-
forme a este régimen, realizando el ajuste negativo sobre el resultado procedente 
de tales arrendamientos.

Las socimi no pueden formar parte de grupos que tributen en consolidación fiscal.
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4.2.  ENTRADA EN EL RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL

En el caso de sociedades que opten por aplicar el régimen fiscal especial, que estuviesen tri-
butando por otro régimen distinto, son de aplicación las siguientes reglas (art. 12 Ley 11/2009):

a)	 Los ajustes fiscales pendientes de revertir en la base en el momento de aplicación 
del régimen fiscal especial se integrarán conforme al régimen general y el tipo ge-
neral del IS.

b)	 Las bases imponibles pendientes de compensar únicamente podrán compensarse 
con las rentas positivas que tributen en el régimen general. Por tanto, no con las 
rentas que tributen al tipo 0 %.

c)	 La renta derivada de la transmisión de inmuebles que se poseían con anterioridad 
a la aplicación del régimen fiscal especial, se entenderá generada de forma lineal 
durante todo el tiempo de tenencia del bien, por lo que la renta imputable a los pe-
riodos anteriores se grava al tipo y régimen tributario anterior. El mismo criterio 
será de aplicación en la transmisión de participaciones en otras sociedades en cum-
plimiento de su objeto social principal así como al resto de elementos del activo.

d)	 Las deducciones en la cuota íntegra pendientes de aplicar se podrán deducir única-
mente de la cuota íntegra que proceda de la aplicación del régimen general.

Se presume que las operaciones de fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canjes de 
valores acogidas al régimen especial del Capítulo VII del Título VII de la LIS se efectúan con un 
motivo económico válido cuando su finalidad sea la creación de una socimi que se pueda aco-
ger al régimen fiscal especial, o la adaptación, con el mismo fin, de sociedades que ya existían.

4.3.  RÉGIMEN FISCAL PARA LA ENTIDAD

Las entidades que opten por aplicar el régimen fiscal previsto en el Ley 11/2009 aplicarán 
lo establecido en la LIS en lo no previsto en la Ley 11/2009. Las disposiciones especiales que se 
contienen en el artículo 9 de la Ley 11/2009 son:

•	 Tipo de gravamen en el IS: 0 %.

	 En los periodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2013, las 
socimi tributaban al tipo de gravamen del 19 %, estando sus socios exentos por 
los dividendos percibidos de estas entidades. A partir de esa fecha, la sociedad 
tributa al 0 %, salvo determinados supuestos, y son los socios los que tributan por 
los resultados distribuidos.

	 Sin embargo, se aplicará el tipo general del IS en los siguientes supuestos:

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


118	 www.ceflegal.com

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015)

a)	 Incumplimiento del requisito de permanencia de tres años de los inmuebles 
arrendados, por las rentas generadas por dichos inmuebles en todos los pe-
riodos en los que hubiera sido de aplicación el régimen fiscal especial. No 
se aplicará el tipo general del IS, sino el especial del 0 %, con relación a los 
inmuebles poseídos por la entidad respecto de los cuales no se haya incum-
plido el periodo de permanencia de tres años arrendados.

b)	 Las rentas generadas con ocasión de la transmisión de acciones o partici-
paciones afectas a su objeto social principal cuando se haya incumplido el 
requisito de permanencia de tres años. No se aplicará el tipo general del IS, 
sino el especial del 0 %, con relación a las acciones o participaciones poseí-
das por la entidad respecto de los cuales no se haya incumplido el periodo 
de permanencia de tres años de tenencia.

c)	 Cuando la sociedad pase a tributar por otro régimen distinto antes de que se 
cumpla el plazo de tres años. En este caso, todas las rentas generadas por 
todos los inmuebles, y acciones y participaciones se verían afectadas.

	 La regularización se realizará en el año del incumplimiento y conforme a 
los términos del artículo 125.3 de la LIS, adicionándose los intereses de de-
mora correspondientes.

	 Además, en estos tres supuestos, será de aplicación el régimen general del IS:

a)	 Rentas procedentes de ajustes fiscales que se hallen pendientes de integrar 
en la base en el momento de aplicación del régimen fiscal especial.

b)	 Las rentas generadas en la transmisión de acciones y participaciones e in-
muebles afectos, con relación a los periodos anteriores a la aplicación del 
régimen especial.

	 El tipo de gravamen 0 se aplica aunque el arrendatario o la entidad adquirente sea 
una entidad vinculada o resida en un país con el que no haya convenio de inter-
cambio de información tributaria.

	 En el caso de tributación al 0 %, no será de aplicación:

–	 Compensación de bases imponibles negativas generadas cuando tributen al 
0 %. Dado que no soportan una tributación efectiva si generasen bases im-
ponibles negativas, no podrían compensarse con rentas positivas obtenidas 
en los periodos impositivos siguientes, ni aun en el caso de que a la socie-
dad le dejase de ser de aplicación el régimen fiscal especial.

	 De modo que en aquellos supuestos en que exista una pérdida contable por-
que las rentas que se sujetan al tipo 0 % son positivas y las sujetas al tipo 
general son negativas, la base imponible negativa no se compensará con las 
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rentas positivas de los periodos impositivos posteriores, puesto que no le 
es de aplicación a las socimi el régimen general de compensación de bases 
imponibles negativas. La misma afirmación respecto de aquellos supuestos 
en que las rentas sujetas al tipo del 0 % sean negativas y las rentas sujetas 
al tipo general positivas, resultando una pérdida contable.

–	 Deducciones y bonificaciones de los Capítulos II, III y IV del Título VI de 
la LIS. Dada su nula tributación, no pueden aplicar ninguna deducción en 
cuota por doble imposición interna o internacional, ni las bonificaciones o 
deducciones para incentivar la realización de determinadas actividades.

•	 En el caso de incumplimiento del plazo de permanencia de 3 años o que tribute por 
otro régimen distinto en el IS antes de que se cumpla el plazo de 3 años deberá re-
gularizarse y tributar de acuerdo con el régimen general y el tipo general del IS.

•	 La entidad estará sometida a un gravamen especial (será cuota del IS) del 19 % 
sobre el importe íntegro de dividendos o participaciones en beneficios distribuidos 
a los socios cuando:

–	 La participación en el capital social de la entidad sea igual o superior al 5 % 
y dichos dividendos, en sede de sus socios, estén exentos o tributen a un 
tipo inferior al 10 %.

	 Con este límite se pretende evitar, por un lado, la no imposición en el su-
puesto de determinados inversores extranjeros y, por otro, la participación 
mayoritaria de accionistas que tributen a bajo porcentaje. Supuestos en los 
que los beneficios no tributarían ni en sede de la sociedad ni en sede del 
accionista.

	 De este modo, la sicav (1 %) que invierta más de un 5 % en una socimi hará 
que esta pierda su tributación al 0 % y pague un 19 %, a lo que se sumará la 
retención del 19 % sobre los dividendos (20 % en 2015).

	 Por lo demás, para analizar qué gravamen va a tener la socimi, hay que ver 
la tributación del socio último. De modo que una sociedad participada al 
100 % por otra socimi, a su vez participada al 100 % por una sicav, la socimi 
intermedia tributará al 19 % y la socimi inicial conservará su tributación al 
0 %. Si en lugar de una sicav fuera otro tipo de ente que tributara al menos 
al 10 %, ambas socimi tributarían al 0 %.

	 Con relación a un fondo de inversión inmobiliaria o una sociedad de in-
versión inmobiliaria que quiera invertir en una socimi la situación es más 
compleja debido a la regulación de ambas figuras. La socimi exige reparto 
de dividendos, mientras que la tributación al 1 % en el IS para determinadas 
sociedades y fondos inmobiliarios está condicionada a que en los estatutos 
de la entidad esté prevista la no distribución de dividendos [art. 29.4 c) LIS].
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	 El gravamen especial del 19 % debería aplicarse sobre el beneficio de la en-
tidad distribuido en forma de dividendos y no sobre la base imponible que 
correspondiera a esos dividendos. Asimismo, puesto que ese gravamen es-
pecial será soportado por todos los accionistas de la entidad al disminuir 
el beneficio a distribuir, sería aconsejable la adopción de acuerdos internos 
que limitaran sus efectos a los socios que lo hubiesen generado.

–	 No será de aplicación cuando el socio que percibe el dividendo sea una socimi.

–	 El devengo se produce el día del acuerdo de distribución de beneficios por 
la junta general de accionistas, u órgano equivalente.

–	 Se debe autoliquidar e ingresar en el plazo de dos meses desde la fecha de 
devengo en el modelo de declaración que apruebe mediante Orden del mi-
nistro de Hacienda y Administraciones Públicas, que establecerá la forma 
y el lugar de su presentación.

•	 El gravamen especial no resultará de aplicación cuando los dividendos o partici-
paciones en beneficios los perciban entidades no residentes que tengan objeto so-
cial y régimen similar (REIT o análogas), respecto de los socios que posean una 
participación igual o superior al 5 % en el capital social de aquellas y tributen, al 
menos, al tipo de gravamen del 10 % (art. 9.3 Ley 11/2009). En estos casos, tam-
poco existirá obligación de practicar retención (art. 9.4 Ley 11/2009). Y ello, pre-
cisamente debido a la política de distribución de beneficios a que están sometidas 
estas entidades.

	 De modo que, en una entidad extranjera, sin un régimen similar al de un REIT, 
la tributación del 0 % se perdería en esta, por lo que la interposición de la misma 
entre la socimi y los socios personas físicas no residentes no tendría ningún ahorro 
fiscal. La entidad extranjera no estaría sometida a tributación en España por los di-
videndos percibidos de la socimi, si por aplicación de un convenio para evitar la 
doble imposición internacional o por la aplicación de la Directiva 90/435/CEE del 
Consejo, de 23 de julio, Dir. Matriz-Filial, así se determinará.

	 Si el socio de una socimi es una persona física se tributará únicamente en la per-
sona del accionista; por contra, si el socio de una socimi es una persona jurídica el 
ahorro fiscal en sede de la socimi se pierde en sede del accionista. Por lo que, en 
este último caso, una socimi participada por una entidad jurídica no aporta ahorro 
fiscal a la estructura. 

	 Si la entidad extranjera es un REIT, u otro vehículo similar, que canaliza sus inver-
siones a través de una socimi, en principio la socimi estaría sometida a tributación del 
19 % por los dividendos y participaciones distribuidos respecto de socios con partici-
pación inferior al 5 % en el capital social y estén exentos o tributen menos del 10 %. 

	 Si este REIT estructuraba la inversión a través de una participación mayor del 10 % 
sobre la socimi, resultaba de aplicación la Directiva 90/435/CEE (Dir. Matriz-
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Filial), y, además, este REIT es residente en un país en el que es de aplicación el 
régimen de participation exemption (exención que puede alcanzar a los dividen-
dos percibidos o, también, en algunos países, a las ganancias originadas por las 
ventas de acciones), no tributa por los dividendos que haya obtenido en España, 
no se someterían a retención de salida en España.

	 Por tanto, a nivel internacional, la opción más beneficiosa en términos de ahorro 
fiscal era la que estructuraba la inversión extranjera sobre una socimi española me-
diante un REIT, que se beneficiaba de la Directiva Matriz-Filial y/o mediante la 
aplicación de un convenio para evitar la doble imposición y, de este modo, reducir 
la tributación del socio persona física. El ahorro fiscal será mayor que si la estruc-
tura elegida es la tradicional persona jurídica-socio persona física.

	 No obstante, Bruselas aprobó una reforma de la Directiva 2011/96/UE del Consejo, 
de 30 de noviembre de 2011, sobre el régimen fiscal común aplicable a las socie-
dades filiales y matrices de Estados miembros diferentes, Directiva matriz-filial, 
por la que se refunde la normativa contenida en la Directiva 90/435/CEE, cuyo 
objetivo fue evitar la doble imposición de las empresas del mismo grupo basadas 
en diferentes Estados miembros, eximiendo de retención en origen los dividendos 
y otros beneficios distribuidos por filiales a sus sociedades matrices y eliminar la 
doble imposición de esas rentas en la sociedad matriz. Dicha modificación se ma-
terializó a través de la Directiva 2014/86/UE del Consejo, de 8 de julio de 2014.

	 La modificación pretende evitar que se utilicen las diferencias entre las legislacio-
nes de los Estados miembros para canalizar los beneficios sin ser gravados de un 
Estado miembro a otro o, incluso, a un tercer país. Así, considerando que la Direc-
tiva 2011/96/UE exime de retención en origen los dividendos y otros beneficios 
distribuidos por filiales a sus sociedades matrices y elimina la doble imposición 
de esos ingresos en la sociedad matriz. Considerando que las ventajas de la citada 
Directiva no deben dar lugar a situaciones de doble no imposición, y generar ven-
tajas fiscales para grupos de sociedades matrices y filiales de Estados miembros 
distintos, en comparación con grupos de sociedades de un mismo Estado miembro.

	 Con el fin de evitar situaciones de doble no imposición derivadas de asimetrías 
en trato fiscal de la distribución de beneficios entre Estados miembros, el Estado 
miembro de la sociedad matriz y el de su establecimiento permanente deberán im-
pedir a esas empresas acogerse a la exención fiscal aplicada a los beneficios que 
hayan recibido, en la medida en que dichos beneficios sean deducibles por la filial 
de la sociedad matriz.

	 Se introduce una regla común anti-abuso, lo que permitirá a los Estados miembros 
ignorar las estructuras artificiales utilizadas para eludir impuestos y gravar la sus-
tancia económica. Así, no se gravarán los beneficios en la medida en que los mis-
mos no sean deducibles por la filial y gravarán dichos beneficios en la medida en 
que los mismos sean deducibles por la filial.
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	 Los Estados miembros deberán poner en vigor las necesarias disposiciones para dar 
cumplimiento a lo prevenido en esta Directiva a más tardar el 31 de diciembre de 2015.

	 En esta línea, se han aprobado medidas como la contenida en el artículo 21 de la 
LIS, «Exención para evitar la doble imposición sobre dividendos y rentas deriva-
das de la transmisión de valores representativos de los fondos propios de entidades 
residentes y no residentes en territorio español», que establece la exención:

«en el caso de participaciones en el capital o en los fondos propios de 
entidades no residentes en territorio español, que la entidad participada haya 
estado sujeta y no exenta por un impuesto extranjero de naturaleza idéntica 
o análoga a este Impuesto a un tipo nominal de, al menos, el 10 por cien-
to en el ejercicio en que se hayan obtenido los beneficios que se reparten o 
en los que se participa, con independencia de la aplicación de algún tipo de 
exención, bonificación, reducción o deducción sobre aquellos»5.

•	 Cuota íntegra.

	 No cabe aplicar deducciones y bonificaciones en la cuota íntegra. Sin embargo, en 
el supuesto de rentas derivadas de la transmisión de elementos patrimoniales, que 
se sujetan al tipo general del IS, también se les aplica el régimen general del im-
puesto, por lo que en principio podrían aplicarse las deducciones establecidas con 
carácter general.

•	 Estarán sujetos a retención los dividendos o participaciones en beneficios que per-
ciban los contribuyentes del IS, Impuesto sobre la Renta de no Residentes (IRNR) 
con y sin establecimiento permanente, e Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF) a los que se les haya aplicado el régimen fiscal de los socios del ar-
tículo 10.1 de la Ley 11/2009.

•	 Pagos fraccionados. Las socimi están obligadas a efectuar pagos fraccionados con-
forme al régimen general del impuesto. No obstante, no estarán obligadas a efectuar 
el pago fraccionado mínimo, para los periodos impositivos iniciados dentro de los 
años 2014 y 2015 (RDL 12/2012, art. 1 Primero.cuatro).

4.4.  RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL DE LOS SOCIOS

Las rentas obtenidas por las socimi se localizan en sede de su accionista, en el periodo en 
que la renta es distribuida, conforme al régimen que les resulte aplicable, de acuerdo con las re-
glas generales del impuesto aplicable, con algunas especialidades.

5	 Otra medida es la contenida en el artículo 15 j) de la LIS («Gastos no deducibles»): «Los gastos correspondientes a opera-
ciones realizadas con personas o entidades vinculadas que, como consecuencia de una calificación fiscal diferente en estas, 
no generen ingreso o generen un ingreso exento o sometido a un tipo de gravamen nominal inferior al 10 por ciento».

│ Sumario Sumario │

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.cef.es


www.ceflegal.com	 123

Socimi: Análisis de los requisitos y régimen fiscal especialM.ª C. Fuster Asencio

Los socios personas físicas residentes integrarán los dividendos procedentes de las socimi 
en la base imponible de la renta del ahorro del IRPF.

Las ganancias patrimoniales obtenidas de la transmisión o reembolso de la participación en 
las socimi se integrarán a partir de 1 de enero de 2015 en la renta del ahorro independientemente 
de que la antigüedad sea superior a un año o no. 

Para el ejercicio 2015 el tipo de gravamen será del 20 % hasta 6.000 euros, del 22 % entre 
6.000 y 44.000 euros y el 24 % por el exceso. A partir de 1 de enero de 2016, el tipo de gravamen 
sobre el ahorro será del 19 % para los primeros 6.000 euros y del 21 % para el segundo tramo y del 
23 % para el exceso.

Los socios personas jurídicas residentes y los contribuyentes del IRNR con establecimiento 
permanente en España integrarán los dividendos procedentes de las socimi en la base imponible 
del IS o del IRNR. La renta a integrar en la base es el ingreso contabilizado que se corresponde 
a los dividendos percibidos.

Las ganancias procedentes de la transmisión o reembolso de la participación en las socimi 
se integrarán en la base imponible del IS o del IRNR, tributando al tipo que sea aplicable (con 
carácter general, el 28 % en 2015 y el 25 % a partir de 1 de enero de 2016).

Los socios personas físicas no residentes tributarán por los dividendos y las ganancias que 
obtengan de acuerdo con lo previsto en el IRNR. Si resultase de aplicación un convenio de doble 
imposición habrá que estar a los tipos reducidos y reglas de sujeción que se establezcan en el mismo.

Los socios no residentes sin establecimiento permanente integrarán los dividendos proce-
dentes de las socimi en la base imponible del IRNR.

La ganancia obtenida tributará al 19 % de acuerdo con las reglas generales del IRNR o de 
acuerdo con lo que disponga el convenio para evitar la doble imposición, si lo hay. Habrá que 
tener en cuenta igualmente, la Directiva 90/435/CEE, Directiva Matriz-Filial, puesto que las en-
tidades de la Unión Europea que tengan una participación superior al 10 % sobre una socimi no 
tributarán por los dividendos en España, siempre que tributen en otro Estado miembro.

•	 Respecto de los dividendos distribuidos con cargo a beneficios o reservas a los que 
se haya aplicado el régimen de las socimi:

–	 Si el perceptor es contribuyente del IS e IRNR con establecimiento permanente: 
hasta el 31 de diciembre de 2014, no era de aplicación la deducción para evitar 
la doble imposición interna (art. 30 TRLIS), por cuanto el beneficio del que 
procedía el dividendo no había estado sometido a tributación, al ser el tipo de 
gravamen del 0 %, no se planteaba un supuesto de doble imposición. A partir 
de 1 de enero de 2015, no se aplica la exención para evitar la doble imposición 
(art. 21 LIS), por el mismo motivo, por cuanto el beneficio del que procede el 
dividendo no ha estado sometido a gravamen, por ser el tipo del 0 %.
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–	 Si el perceptor es contribuyente del IRPF: hasta el 31 de diciembre de 2014, 
no será de aplicación la exención para dividendos del artículo 7 y) de la 
LIRPF (1.500 J anuales). Exención derogada para periodos impositivos 
iniciados a partir de 1 de enero de 2015.

–	 Si el perceptor es contribuyente del IRNR sin establecimiento permanente: 
hasta el 31 de diciembre de 2014, no será de aplicación la exención para divi-
dendos del artículo 14.1 j) del TRLIRNR (1.500 J por año natural). Exención 
derogada para periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2015.

–	 Respecto de los dividendos distribuidos con cargo a beneficios que proce-
dan de rentas sujetas al tipo general del IS se les aplicará el régimen gene-
ral; de otro modo, se produciría una doble imposición.

•	 Las rentas que se obtienen en la transmisión o reembolso de la participación en el 
capital de las sociedades que hayan optado por este régimen:

–	 Si el perceptor es contribuyente del IS e IRNR con establecimiento permanen-
te: hasta el 31 de diciembre de 2014, podrá aplicarse la deducción en la cuota 
íntegra sobre la parte de la ganancia patrimonial que se corresponda con los 
beneficios no distribuidos generados por la sociedad durante el tiempo de te-
nencia de la participación transmitida que proceda de rentas que hayan tribu-
tado al tipo general del IS para evitar una doble imposición (en los términos 
del art. 30.5 TRLIS). A partir de 1 de enero de 2015, en este supuesto, y con 
el mismo fundamento, podría aplicar la exención del artículo 21.3 de la LIS.

–	 Por el contrario, hasta el 31 de diciembre de 2014, la parte de la ganancia 
que se corresponda con beneficios no distribuidos generados por la socie-
dad durante el tiempo de tenencia de la participación transmitida que pro-
cedan de rentas que hayan tributado al 0 %, no podrá aplicar la deducción 
por doble imposición interna (art. 30 TRLIS) en relación con la renta obte-
nida que se corresponda con reservas que procedan de beneficios respecto 
de los que haya sido de aplicación el régimen fiscal de las socimi; esto es, 
no resulta procedente la deducción para evitar la doble imposición interna 
por las reservas procedentes de beneficios obtenidos en periodos en los que 
se haya aplicado el régimen especial. A partir de 1 de enero de 2015, y con 
el mismo fundamento, no se aplica la exención del artículo 21.3 de la LIS.

–	 Si el perceptor es contribuyente del IRPF: la ganancia o la pérdida se cal-
culará conforme a lo establecido en el artículo 37.1 a) de la LIRPF.

–	 Si el perceptor es contribuyente del IRNR sin EP: hasta el 31 de diciembre 
de 2014, no será de aplicación la exención del artículo 14.1 i) del TRLIR-
NR, prevista para la transmisión de valores o reembolso de participaciones 
en fondos de inversión en los mercados secundarios oficiales españoles. A 
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partir de 1 de enero de 2015, no será aplicable la exención cuando la parti-
cipación en el capital social de la entidad sea igual o superior al 5 %.

•	 Los socios con una participación en el capital social igual o superior al 5 % que 
reciban dividendos o participaciones en beneficios que tributen al menos al 10 % 
tendrán la obligación de notificar esta circunstancia a la entidad en el plazo de 10 
días a contar desde el siguiente a aquel en que se satisfagan. En caso de que no se 
acredite este extremo se aplicará el gravamen especial del 19 %. Esta obligación 
es fácilmente comprobable, puesto que las acciones son nominativas.

Las socimi cotizadas no residentes que sean socios de una socimi deberán acreditar en el 
plazo de diez días que, conforme a la composición de su accionariado y la normativa en vigor 
cuando se acuerda la distribución de dividendos, estos serán gravados en la socimi cotizada no 
residente o en sus socios al menos al 10 %.

En el caso de las socimi no cotizadas (las participadas íntegramente por otras socimi o REIT 
cotizados) el requisito de la acreditación puede realizarse por los socios declarando que, a la vista 
de la composición de su accionariado y de la normativa aplicable en el momento de la distribu-
ción de beneficios, estos deberían quedar gravados en la entidad o en sus socios a un tipo del 
10 %. No aplicar el gravamen especial del 19 % quedará condicionada a la acreditación efectiva 
de dicha tributación cuando se hayan ya distribuido los dividendos.

4.5.  RETENCIONES

Los dividendos distribuidos por las socimi se someten al régimen general de las retencio-
nes, con algunas excepciones. 

Desde 1 de enero de 2014, no existe obligación de retener en el caso de que el socio per-
ceptor (contribuyente del IS o del IRNR con establecimiento permanente o un contribuyente del 
IRPF) sea una socimi que cumpla los requisitos para aplicar el régimen especial.

Los dividendos distribuidos a los socios residentes en España (personas físicas y jurídi-
cas) o no residentes con establecimiento permanente en el país estarán sujetos a una retención 
en origen del 19 %. 

Los dividendos distribuidos a socios no residentes-personas físicas estarán sujetos a un tipo 
de retención por parte de la socimi del 19 %. Esta retención (withholding tax) podrá suponer un 
sobrecoste fiscal internacional en la medida en que no pueda recuperarlo en su país.

Los dividendos distribuidos a los socios personas jurídicas no residentes sin establecimien-
to permanente en España que den lugar a la aplicación del gravamen especial del 19 % estarán 
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sometidos a las reglas generales de retención que resulten aplicables de acuerdo con la normati-
va interna española y/o la aplicación de los convenios para evitar la doble imposición si los hay. 

No se someterán a retención los dividendos que se repartan a los REIT no residentes en 
España cuyo origen sean rentas gravadas al 0 % en sede de la socimi. Esto es, no se someterán a 
retención los dividendos distribuidos por las socimi a las socimi o REIT no residentes, cuyos so-
cios participen en, al menos, un 5 % y tributen, al menos, al 10 %.

El artículo 14.1 h) del TRLIRNR establece la exención de los beneficios distribuidos por las 
sociedades filiales residentes en territorio español a sus sociedades matrices residentes en otros 
Estados miembros de la Unión Europea o a los establecimientos permanentes de estas últimas 
situados en otros Estados miembros, cuando concurran una serie de requisitos, entre los que se 
encuentra que ambas sociedades estén sujetas y no exentas a alguno de los tributos que gravan 
los beneficios de las entidades jurídicas en los Estados miembros de la Unión Europea, y los es-
tablecimientos permanentes estén sujetos y no exentos a imposición en el Estado en el que estén 
situados. Si tenemos en consideración lo dispuesto en el artículo 31.4 del TRLIRNR, no se podrá 
aplicar retención sobre rentas exentas en el IRNR.

4.6.  OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN

En la memoria de las cuentas anuales se creará un apartado «Exigencias informativas deri-
vadas de la condición de SOCIMI, Ley 11/2009», en la que se incluirá la información indicada 
en el artículo 11 de la Ley 11/2009.

Constituye infracción tributaria el incumplimiento, en relación con cada ejercicio, de las 
obligaciones de información. Esta infracción será grave y se sancionará de acuerdo con el men-
cionado artículo 11 de la Ley 11/2009.

Información: 

a)	 Reservas que procedan de ejercicios anteriores a la aplicación del régimen fiscal 
especial.

b)	 Reservas que procedan de ejercicios en que se haya aplicado el régimen fiscal es-
pecial, diferenciando las que procedan de rentas sujetas al tipo del 0 %, o del 19 %, 
respecto de las que hayan tributado al tipo general.

	 Las menciones de a) y b) se efectuarán en tanto existan reservas a que se refieren.

c)	 Dividendos distribuidos con cargo a beneficios de ejercicios en que haya sido de 
aplicación el régimen fiscal especial, diferenciando las que procedan de rentas su-
jetas al tipo del 0 %, o del 19 %, respecto de las que hayan tributado al tipo general.

d)	 En caso de distribución de dividendos con cargo a reservas, designación del ejer-
cicio del que procedan, al tipo al que han estado gravadas.
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e)	 Fecha del acuerdo de distribución de dividendos.

f)	 Fecha de adquisición de los inmuebles y de las participaciones en el capital de en-
tidades en cumplimiento de su objeto social principal.

g)	 Identificación del activo que computa dentro del 80 %.

h)	 Reservas que procedan de ejercicios en los que ha sido de aplicación el régimen 
fiscal especial, de las que se haya dispuesto en el periodo, que no sea para su dis-
tribución o para compensar pérdidas, identificando el ejercicio del que procedan.

4.7.  PÉRDIDA DEL RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL

La pérdida del régimen fiscal especial se producirá en el periodo impositivo en que se dé 
alguna de las siguientes circunstancias:

•	 La exclusión de negociación en mercados regulados o en un sistema multilateral 
de negociación.

•	 El incumplimiento sustancial de las obligaciones de información del artículo 11 
de la Ley 11/2009, salvo que en la memoria del ejercicio siguiente se subsane 
ese incumplimiento.

•	 La falta de acuerdo de distribución o pago total o parcial de los dividendos en los 
términos y en los plazos del artículo 6 de la Ley 11/2009.

•	 La renuncia a la aplicación del régimen.

•	 El incumplimiento de otro requisito exigido por la ley para que la entidad pueda 
aplicar el régimen especial, excepto que se reponga la causa del incumplimiento 
en el ejercicio inmediato siguiente. El incumplimiento del plazo del artículo 3.3 de 
la Ley 11/2009 no supone la pérdida del régimen.

La pérdida del régimen supone la imposibilidad de volverlo a aplicar hasta que no hayan trans-
currido tres años desde la conclusión del último periodo impositivo en que hubiera sido de aplicación.

4.8.  SALIDA DEL RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL

A las socimi que estén tributando por el régimen fiscal especial y pasen a tributar por otro 
régimen distinto, les serán de aplicación las siguientes reglas:

La renta que derive de la transmisión de inmuebles que se posean al inicio del periodo im-
positivo en que la sociedad pasa a tributar por un régimen fiscal distinto, que se realice en pe-
riodos impositivos en los que es de aplicación ese otro régimen, se entenderá generada de forma 
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lineal durante todo el tiempo de tenencia del inmueble transmitido. Así, la parte de la renta que 
sea imputable a los periodos impositivos en los que fue de aplicación el régimen fiscal especial, 
se gravará según lo establecido para la socimi (art. 12.2 Ley 11/2009).

La misma regla se va a aplicar a las rentas que procedan de la transmisión de las participa-
ciones en otras entidades (art. 12.2 Ley 11/2009).

Respecto de la distribución de beneficios cuando la entidad tributa conforme al régimen ge-
neral, procedentes de periodos impositivos en los que tributó conforme al régimen especial, la 
lógica del sistema nos conduce a afirmar que habría que tributar en los socios conforme a lo pre-
venido en el artículo 10 de la Ley 11/2009, puesto que proceden de ejercicios en los que la enti-
dad tributó al tipo del 0 %. No obstante, nada resuelve la Ley 11/2009.

En los supuestos de rentas sometidas a tributación conforme al régimen general del IS, en 
periodos impositivos en que la socimi se sometía al régimen especial, seguirán siendo objeto de 
compensación para el caso de que se generen bases imponibles negativas, pendientes aún de com-
pensar, en los términos del artículo 26 de la LIS y será de aplicación el régimen de deducciones 
y bonificaciones de los Capítulos II, III y IV del Título VI del TRLIS, siendo deducibles de la 
cuota íntegra, para el caso que estén pendientes de deducción.

4.9.  �OPCIÓN POR LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL CON-
DICIONADA AL CUMPLIMIENTO POSTERIOR DE LOS REQUISITOS 
EXIGIDOS

No obstante, aunque no se cumpla con los requisitos para aplicar el régimen fiscal especial 
(art. 8 Ley 11/2009), en el momento del acuerdo de la opción por el régimen, podrá aplicarse a 
condición de que tales requisitos se cumplan en los dos años posteriores a la fecha de la opción 
de aplicación del régimen (disp. trans. primera Ley 11/2009).

El incumplimiento de los requisitos en el plazo señalado supondrá que la sociedad pasará 
a tributar conforme al régimen general desde el propio periodo en que se ponga de manifiesto el 
incumplimiento. 

Además, deberá proceder a la regularización pertinente. La regularización se realizará en el 
propio periodo del incumplimiento, el del vencimiento de los dos años, sin que haya que presentar 
declaraciones complementarias de los periodos en que aplicó el régimen fiscal especial. De modo 
que la sociedad deberá ingresar junto con la cuota de dicho periodo, la diferencia entre la cuota que 
resulte de aplicar el régimen general y la cuota ingresada que resultó de aplicar el régimen fiscal 
especial en los periodos anteriores. No se excluye la posibilidad de que, en estos casos, se exijan 
no solo intereses de demora, sino también recargos y sanciones que puedan resultar procedentes.

Para los socios de la sociedad el régimen es el que sigue:
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Si los socios son contribuyentes del IRPF o del IRNR sin establecimiento permanente po-
drán aplicar el régimen fiscal del artículo 10 de la Ley 11/2009 solo si la sociedad cumple los 
requisitos en el momento en que presente la autoliquidación por los impuestos citados. En otro 
caso, será cuando se cumplan los requisitos (antes de la finalización del plazo de dos años), 
cuando el contribuyente pueda solicitar la rectificación de la autoliquidación presentada para 
poder aplicarse el régimen fiscal.

Tratándose de sujetos pasivos del IS o contribuyentes del IRNR con establecimiento per-
manente, por el contrario, aplicarán el régimen previsto en el artículo 10 de la Ley 11/2009 aun-
que la sociedad no cumpla los requisitos en el momento en que presenten las autoliquidaciones. 
Si transcurrido el plazo de dos años, la sociedad no cumpliera los requisitos, el sujeto pasivo o 
contribuyente podrá solicitar la rectificación de la autoliquidación presentada para poder aplicar-
se el régimen fiscal general.

5.  OTRAS VENTAJAS FISCALES

Además del régimen fiscal especial previsto para las socimi que cumplan los requisitos en 
el IS, las socimi gozarán de determinados beneficios fiscales en el ámbito del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITP y AJD).

Así, las operaciones de constitución y aumento de capital, así como las aportaciones no dine-
rarias a dichas sociedades estarán exentas de la modalidad operaciones societarias del ITP y AJD.

Igualmente, gozarán de una bonificación del 95 % de la cuota de este impuesto por la ad-
quisición de viviendas destinadas al arrendamiento y por la adquisición de terrenos para la pro-
moción de viviendas destinadas al arrendamiento, siempre que en ambos casos se cumpla con 
el requisito de permanencia exigido para la aplicación del régimen especial (disp. final segun-
da Ley 11/2009).

6.  ATRACTIVOS DE LAS SOCIMI

Son muchas las razones que hacen atractivo este instrumento de inversión, aunque en cada 
caso habrá que ponderar cuáles son los objetivos que se pretenden respecto de los handicaps que 
plantea. Sin embargo, es un instrumento más, que amplía el elenco de opciones de inversión en 
el mercado.

Qué duda cabe de que uno de los principales atractivos de las socimi es el de dar liqui-
dez a las inversiones inmobiliarias. Como señala el Preámbulo de la Ley 11/2009, «El merca-
do inmobiliario es uno de los más desarrollados y maduros de las economías occidentales, y 
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demanda con más intensidad medidas que permitan, en la medida de lo posible, proporcionar 
liquidez a las inversiones inmobiliarias, al ser este un mercado que participa en el Producto In-
terior Bruto de las economías avanzadas en un porcentaje alrededor del 10 por ciento, si bien 
en España ese porcentaje se incrementa hasta cerca del 16 por ciento».

Con las socimi se garantiza la liquidez del inversor, toda vez que se exige que estas socie-
dades coticen en mercados regulados, o en el MAB, siendo este requisito esencial para la aplica-
ción del régimen fiscal especial contenido en la Ley 11/2009.

De este modo, por ejemplo, la gestora española de activos inmobiliarios Magic Real Estate 
constituyó una socimi, Merlin Properties, sociedad que cotiza bajo el régimen de socimi por ca-
pitalización bursátil, en atención a las ventajas fiscales de este instrumento y con la finalidad de 
dar liquidez a la inversión.

Pero, qué ventajas fiscales ofrece su utilización frente a otras sociedades.

Si comparamos las socimi con sociedades de inversión inmobiliaria (sicav) o con socieda-
des dedicadas al arrendamiento de viviendas, la rentabilidad en términos de fiscalidad, de la op-
ción por las primeras plantea dudas. Las sociedades de inversión inmobiliaria tienen un tipo de 
tributación en el IS del 1 % (art. 29.4 LIS), mientras que las sociedades dedicadas al arrendamien-
to de viviendas tienen una bonificación del 85 % en la parte de la cuota íntegra que corresponda 
a las rentas derivadas del arrendamiento de viviendas (art. 49 LIS). En este caso los requisitos 
para poder beneficiarse de la bonificación son más flexibles que en el caso de las socimi (p. ej. 
no hay limitación a la realización de actividades complementarias a la principal). Únicamente, 
sería recomendable la utilización de esta figura en el supuesto de arrendamiento de otro tipo de 
inmueble, que no fuera viviendas situadas en España, y, por tanto, no podría beneficiarse de la 
deducción en cuota. 

A la hora de ponderar una opción u otra, también habría que tener en consideración los cos-
tes que supone su negociación en el MAB o en un mercado regulado, así como la penalización 
de salida a cotización (dato, este último, que ha sido variable).

Por lo demás, una ventaja coyuntural añadida es el momento de debilidad del mercado in-
mobiliario. Constituir la sociedad en un momento de debilidad cíclica del mercado inmobiliario 
supone que los accionistas podrán aprovecharse del reajuste de precios. Esto significa que po-
drán comprar barato en el momento de ciclo bajo al que asistimos y a medida en que se consoli-
de la recuperación, las rentas de los arrendamientos irán subiendo, y por efecto se producirá una 
modificación al alza del valor de los activos inmobiliarios. Por tanto, para el momento en que se 
transmitan, la plusvalía generada será mayor. 

La socimi también puede ser utilizada como recurso de planificación de sucesión de empre-
sas familiares, pero únicamente en el caso de que no fueran de aplicación los incentivos fiscales 
previstos para esta sucesión sería rentable acudir a este instrumento de inversión.
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Esta sociedad también puede ser un instrumento idóneo para captar inversión, con el que 
ampliar el mercado de gestión de activos inmobiliarios, e incluso puede utilizarse para transmitir 
el stock inmobiliario que poseen determinadas entidades. 

La negociación en el MAB supone la entrada de nuevos inversores que implica la disper-
sión de la participación inmobiliaria e, incluso, facilitaría la transmisión de la totalidad de las 
participaciones, en el caso de separación de socios; lo que supone un eficaz instrumento de rees-
tructuración accionarial.

Así, por ejemplo, el Grupo Lar, tiene un Anchor investor para atraer accionistas a territorio 
español, debido a la debilidad cíclica del mercado inmobiliario en nuestro país. Pretende atraer 
inversores financieros a nivel mundial. Las socimi dan confianza a estos inversores porque orde-
nan y dan transparencia fiscal a sus inversiones en España. Con este instrumento se fomenta la 
alianza estratégica para que un grupo de inversores adquieran activos inmobiliarios mediante la 
aportación de recursos financieros. Además, las ratio de free-float son más altas de las exigidas, 
debido a que su gestión es más profesionalizada, ofrecen liquidez, transparencia y profesionali-
zación dada su cotización en un mercado regulado.

El recurso a la financiación vía capital les evitará tener que acudir al endeudamiento. Si 
bien es cierto que actualmente no existe limitación al endeudamiento, la obligación de las socimi 
de repartir en forma de dividendos la mayor parte de los beneficios obtenidos por la entidad les 
puede suponer a estas un vaciamiento de las arcas, una falta de liquidez, que tendrán que prever 
a la hora de establecer las condiciones de financiación o refinanciación del crédito.

Por lo demás, un aspecto a considerar en el recurso al endeudamiento es la limitación de la 
deducibilidad de gastos financieros que existe actualmente (art. 16 LIS). Ello beneficiaría espe-
cialmente a sociedades fuertemente apalancadas, que pueden encontrar en las socimi un vehículo 
para evitar los efectos de la aplicación de esta limitación, tributando al 0 %.

Las socimi también representan una figura atractiva para pequeños inversores. En primer 
lugar, se caracterizan por la facilidad de entrada y salida. La entrada requiere de una aportación 
inicial mínima, solo el valor de una acción. Este constituye uno más de los atractivos de este ins-
trumento, la facilidad de entrada con respecto a otros instrumentos como pueden ser los fondos 
de inversión. 

Además, presentan una rentabilidad garantizada, precisamente por la obligación de distri-
bución de rentas a que están sometidas estas figuras. La regulación actual establece de modo pre-
ceptivo el reparto de dividendos al accionista en una cuantía no inferior al 80 % de los resultados 
obtenidos por rentas. Constituye, pues, una fórmula muy interesante para el ahorrador privado 
porque la compra de una acción supone la garantía del cobro de dividendos en, al menos, ese 80 %. 
Se ofrece una rentabilidad estable al inversor. No obstante, se están sustituyendo estas fórmulas 
de reparto mediante técnicas de capitalización de resultados y entrega a los accionistas de parti-
cipaciones en la entidad o aumentando el valor de adquisición de las ya existentes, con una clara 
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intención de aumentar la inversión en activos inmobiliarios. Quizás, esta técnica pueda suponer 
un handicap a potenciales inversores privados. A favor, en una futura transmisión se disminuirá 
el valor de la ganancia patrimonial, al aumentar el valor de adquisición.

Sin embargo, lo cierto es que las socimi constituyen una fórmula que va ganando terre-
no y que según los expertos se considera un instrumento propicio para la entrada de inversores 
particulares; bien directamente, bien a través de entidades financieras que buscan inversión para 
sus clientes.

Aunque constituyen una fórmula apta para pequeños inversores que actúen como personas 
físicas no sujetas al IS, son vehículos potencialmente atractivos para todo tipo de inversores in-
mobiliarios por cuanto aportan la liquidez (a través de los mercados regulados o del MAB) que 
no han logrado aportar los fondos de inversión inmobiliaria. Estos últimos son Fondos Open-End, 
de modo que los partícipes en el Fondo solo pueden obtener la liquidez de sus participaciones 
en unos plazos predeterminados. La coyuntura económica actual llevó a que cuando los partíci-
pes en un fondo de estas características solicitaron la liquidez de sus participaciones, el Fondo 
no pudo hacer frente a esas peticiones debido a la iliquidez del mercado inmobiliario. Así, por 
ejemplo, BANIF inmobiliario y BBVA Propiedad asumieron los reembolsos internalizando los 
activos del Fondo.

Las socimi podrían ser utilizadas por pequeños operadores inmobiliarios (family offices, 
pequeños grupos empresariales y familiares) como vehículos de reestructuración y optimizar su 
estructura fiscal que, al mismo tiempo, les facilite la obtención de liquidez y profesionalizar y 
dotar de mayor transparencia a sus actuales estructuras societarias para, a su vez, ser más com-
petitivos frente al resto de operadores del sector.

Con respecto a las empresas familiares (family offices), la utilización de este instrumento 
presenta factores a favor y factores en contra. Sería recomendable respecto de empresas familia-
res que no distribuyesen beneficios por su elevado coste fiscal. En cambio, para aquellas cuyo 
objetivo es capitalizar, el beneficio fiscal en sede de la socimi se vería reducido por los costes de 
acudir a un mercado de negociación.

La salida a negociación de una socimi podría comportar una penalización del mercado entre 
el 30 % y el 50 % sobre el valor de salida del free-float. A lo que habría que añadir los gastos del 
asesor registrado y del proveedor de liquidez.

Las family offices ven un inconveniente el en free-float; en unas empresas en que la gestión 
siempre ha sido personalizada. El free-float y la dispersión accionarial es un handicap para las 
empresas familiares acostumbradas a tener un control total sobre sus compañías. Para estas em-
presas es básico mantener el control sobre el accionariado del instrumento de inversión, sin tener 
que diluir en demasía su porcentaje de participación en el mismo. El nivel de capitalización de 
la sociedad determinará que la dispersión sea mayor o menor. Únicamente para grandes capita-
les, la dispersión será menor y el coste de acceso al MAB se verá reducido considerablemente.
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En la medida en que se flexibilice el requisito del free-float, el coste de acceso a un mercado 
de financiación y la dispersión de participaciones disminuirá. Sin embargo, no hay que olvidar 
que a un mayor rango de free-float la gestión será más profesional.

Constituir una socimi puede ser conveniente para los fondos familiares patrimoniales, por 
varios motivos, pero, principalmente, porque dota a las operaciones de transparencia y limita la 
entidad a un objeto social.

Sin embargo, la exigencia de transparencia puede frenar a algunos inversores. Al estar en 
el MAB, se debe dar cuenta de los hechos relevantes, los sueldos, los objetivos, la situación de 
cada arrendamiento y muchos detalles que no solo se transmiten entre todos los interesados, sino 
que se debe colgar en la página web de la sociedad para su difusión pública.

Dos handicaps añadidos a que se enfrentan las family offices son: arrastran bases imponi-
bles negativas de estos años atrás –etapa en la que el valor de los inmuebles ha sufrido un fuerte 
desplome–, con lo cual aún se pueden beneficiar fiscalmente de ello (si bien con las limitaciones 
a la compensación de bases imponibles negativas que existe actualmente –RDL 9/2011, art. 9.1.2 
redacc. RDL 20/2012, art. 26.1.1–), y están fuertemente endeudados. Estos instrumentos de in-
versión financiera solo son operativos con un loan to value en torno al 30/40 %. Requiere que las 
fortunas se hallen desapalancadas.

Los dos inconvenientes anteriores pueden conducir a retrasar en el tiempo la adopción de este ins-
trumento por las family offices, una vez compensadas las bases y reducido el nivel de endeudamiento.

Por encima de todos los atractivos anteriores, hay una razón fundamental de opción por esta 
figura, el incentivo subyacente es la optimización de su estructura fiscal. Esta es una de las fuertes 
razones que atraerá a los accionistas para sus inversiones en inmuebles de alquiler. 

Se les permite optar por un régimen fiscal especial. De modo que los beneficios obtenidos 
por las socimi están exentos del pago de impuestos, lo que constituye su gran atractivo. Sus ac-
cionistas solo tributarán en el momento del cobro de dividendos. 

Esto va a permitir a las entidades financieras y a los grandes operadores de este sector utilizar 
este vehículo de inversión como instrumento eficiente para captar fondos con los que invertir en 
el sector inmobiliario, desarrollar nuevos proyectos, poner en circulación distintas carteras de in-
muebles, diversificando riesgos por sector, y, sobre todo, atraer, en la actual coyuntura del sector, 
inversión extranjera6.

Algunos grandes grupos internacionales se encuentran actualmente residenciados en paraísos 
fiscales. La favorable tributación, a tipo 0 %, de estas figuras puede atraer a estos grandes grupos 
ofreciéndoles una oportunidad para ordenar y dar transparencia fiscal a sus inversiones en España.

6	 El diario Expansión de 3 de enero de 2013 señalaba que Morgan Stanley colocaba a España y Suiza como los países 
más atractivos para invertir.
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De todo lo anterior, se desprende que las estructuras de optimización fiscal y societaria a 
través de las socimi son muy variadas. Las estructuras por las que se opte se pueden adaptar a 
las especiales características de los operadores en el sector inmobiliario, proporcionándoles una 
estructura más o menos abierta, con un mayor o menor rango de free-float, en función de los ob-
jetivos y necesidades del accionariado.

Cada operador inmobiliario puede potenciar indistintamente algunas o varias de las ven-
tajas que proporciona esta figura (optimizar su estructura fiscal, captar inversión y proporcionar 
liquidez, ayudar en las planificaciones sucesorias y/o pro indivisos, otorgar facilidades para la 
comercialización y puesta en valor de la cartera inmobiliaria, facilitar las reestructuraciones cor-
porativas y accionariales, aprovechar el momento actual de desplome del sector, etc.), sin alterar 
sustancialmente sus estructuras actuales.

Pero por encima de todas las ventajas e incentivos, fiscales y no fiscales, los inversores quie-
ren seguridad jurídica; conseguir la certidumbre tanto de la autoridad fiscal, como la que regula 
los aspectos de regulación de este instrumento. Hay que garantizar a los inversores nacionales e 
internacionales un campo de actuación estable y sin sorpresas, donde la regulación de sus requi-
sitos y el goce de los beneficios fiscales permita hacer planificaciones a largo plazo.

Por otro lado, el Gobierno estudia mejorar aún más las condiciones para constituir socimi; 
los Ministerios de Economía y Hacienda estudian relajar aún más las condiciones para poder 
constituir socimi, toda vez que la normativa aprobada en diciembre de 2012, que flexibilizó los 
requisitos para crear este tipo de vehículos de inversión inmobiliaria, no ha obtenido los resul-
tados esperados. 

7.  SOCIMI COTIZADAS

Las socimi que han empezado a cotizar lo han hecho por las dos vías: acudiendo a su coti-
zación al MAB o saliendo a negociación en el mercado continuo.

Las dos primeras que empezaron a cotizar lo hicieron acudiendo al MAB. Se trata de Entre-
campos Cuatro Socimi y Promorent Socimi. La primera pertenece a la familia Segura Rodríguez, 
con inmuebles en varias ciudades españolas y en Berlín; la segunda tiene la firma de la familia 
Pavón Olid, dueña en su día de Money Gram y Madrid Visión (los autobuses turísticos de Madrid). 

A lo largo de los meses pasados más sociedades registradas como socimi que se pueden 
beneficiar de la tributación cero han saltado al parqué.

Así, por ejemplo, el Grupo Lar Socimi cotiza en el mercado continuo desde el 5 de marzo 
de 2014, en lugar del MAB, propiedad de Luis y Miguel Pereda (Pimco es el inversor ancla). 
Esta socimi se anotó una subida del 2,5 % en su salida a Bolsa. 
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Esta sociedad, además, no ha incluido activos inmobiliarios pese a la cartera inmobiliaria 
de que dispone el Grupo Lar: «Por una cuestión de transparencia se ha incluido una prohibición 
expresa de que Lar aporte activos inmobiliarios», señalan fuentes de la empresa. 

Otra de las grandes socimi es Hispana Activos Inmobiliarios, creada por el gestor de fondos 
Azora, cuyo grupo cuenta con más de 2.000 millones de euros de activos bajo gestión. Esta so-
ciedad ha empezado a cotizar en el mercado continuo como sociedad inmobiliaria, sin acogerse, 
por el momento, a las condiciones de una socimi, pero dejando la puerta abierta a esta posibilidad.

Merlin Properties es otra socimi que constituye la mayor inmobiliaria cotizada. Esta compañía 
está gestionada por antiguos directivos del RREEF (gestor inmobiliario de Deutsche Bank), y sería 
más del doble que Hispania. Credit Suisse coordinó la salida a Bolsa junto a Deutsche Bank. Esta so-
cimi invierte, principalmente, en activos inmobiliarios comerciales en España y, también, en Portugal.

A diferencia de Lar, Entrecampos y Promorent, dos socimis que ya están cotizando en el 
MAB, pertenecen a dos family office que utilizan esta figura para explotar activos inmobiliarios 
de los que ya eran propietarias. Entrecampos, cuyo patrimonio se compone, entre otros, de vi-
viendas, locales y oficinas en alquiler en España y Alemania, se estrenó en noviembre del 2013 
en el parqué. Promorent Socimi debutó un mes después. Estas han cotizado por listing.

Bien es cierto que fuentes profesionales denuncian que los valores de las socimis actuales 
en España solo han cotizado en un número reducido de ocasiones. Y que solo Mercal Inmuebles 
y Promorent son las únicas que presentan un saldo positivo en Bolsa. Lo anterior demuestra un 
claro desinterés de los inversores por este instrumento, con el handicap de que estas sociedades 
ya han invertido gran parte de los recursos captados. Quizá la situación económica de la eurozo-
na esté detrás de esta falta de interés.

8.  CONCLUSIÓN

El gran incentivo fiscal para las socimi, que ya está dando sus frutos con la salida a cotiza-
ción en el mercado continuo o en el Mercado Bursátil de varias de ellas, es desde 1 de enero de 
2013, con la redacción dada por la Ley 16/2012 a la Ley 11/2009, la neutralidad fiscal de esta 
figura; la sociedad tributa al tipo 0 % en el IS, respecto de las rentas que procedan de su objeto 
social típico, y serán los accionistas los que tributen por los dividendos que distribuya la entidad, 
en sus respectivos impuestos personales.

Si el socio accionista es persona física, los dividendos distribuidos se integrarán en la base 
imponible del ahorro (IRPF), no sometiéndose a la progresividad del impuesto.

Si el socio accionista es una persona física, su tributación se producirá en sede del IS, dilu-
yéndose, en este caso, la neutralidad fiscal lograda por la utilización de esta figura. Lo que des-
aconseja la cualidad de persona jurídica en los socios accionistas de una socimi.
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Hasta hora, la escasa utilización de este instrumento para canalizar las inversiones inmobilia-
rias derivaba, en gran medida, de su ineficiencia fiscal, así como de sus elevados costes y rígidas 
formalidades (debían cotizar en mercados secundarios). La flexibilización operada que permite 
su negociación en el MAB, organismo autorregulado supervisado por la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores, y los requisitos contemplados en la Circular 2/2013, han favorecido la utili-
zación de este instrumento de inversión. A ello, hay que añadir el establecimiento de un régimen 
fiscal más atractivo, al residenciar la tributación en sede del accionariado.
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ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL Y DOCTRINAL

PÉRDIDA DE LA DEDUCCIÓN POR REINVERSIÓN  
EN ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES SITUADOS EN  
OTROS ESTADOS MIEMBROS: ¿UNA NUEVA FORMA DE 

IMPUESTO DE SALIDA?

Análisis de la STJUE de 16 de abril de 2015, Asunto C-591/13

1.  SUPUESTO DE HECHO

La legislación alemana del impuesto sobre la renta (Einkommensteuergesetz, EStG en adelan-
te) permite a través de su artículo 6 b), en las operaciones de transmisión de terrenos, plantaciones, 
edificios o buques de navegación interior aplicar una deducción sobre los gastos de adquisición o 
producción de nuevos elementos, es decir, sobre el valor de los activos en que se reinvierte. Esta 
deducción tiene como valor máximo el importe de las plusvalías puestas de manifiesto con oca-
sión de la transmisión y puede aplicarse en el mismo ejercicio de la enajenación o, previa cons-
titución de una reserva por dicho importe, en los cuatro ejercicios siguientes.

El potencial conflicto con el Derecho de la Unión Europea objeto del litigio estriba en que 
para aplicar este beneficio fiscal la legislación alemana exige que los bienes adquiridos o produ-
cidos formen parte de un establecimiento permanente situado en el territorio nacional, impidien-
do su ejercicio en el caso de que, por ejemplo, se pretenda materializar la reinversión en un bien 
perteneciente a un establecimiento permanente de otro Estado miembro. 

Descontenta con el posible impacto de esta normativa sobre las libertades fundamentales, 
la Comisión se dirigió por primera vez a la República Federal de Alemania el 15 de mayo de 
2009 mediante un escrito de requerimiento, que en un primer momento invocaba la incompati-
bilidad del precepto con la libre circulación de capitales. Tras aceptar que la normativa bajo exa-
men guardaba relación realmente con la libertad de establecimiento, a sugerencia de la propia 
Alemania, la Comisión envió el 30 de septiembre de 2011 dictamen motivado en el que confir-
maba que el precepto bajo examen infringía los artículos 49 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea (TFUE) y 31 del Acuerdo del Espacio Económico Europeo (EEE). Tras la res-
puesta alemana de 28 de noviembre de 2011 considerando erróneo el criterio de la Comisión se 
abrió un periodo de silencio de casi dos años al que puso fin la Comisión con la interposición el 
20 de noviembre de 2013, en virtud del artículo 258 del TFUE, del recurso por incumplimiento 
objeto de la sentencia bajo análisis.

José Miguel Martín Rodríguez
Profesor de Derecho Financiero y Tributario. 

Universidad de Extremadura
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2.  DOCTRINA DEL TRIBUNAL 

La República Federal Alemana plantea de inicio la inadmisibilidad del recurso por dos mo-
tivos, la demora en la interposición del mismo y la modificación de su objeto. Al respecto de la 
dilación de casi dos años en presentar el recurso, Alemania considera que atenta contra los prin-
cipios generales de seguridad jurídica y de cooperación leal. El Tribunal, sin embargo, recuerda 
que la Comisión tiene libertad para elegir el momento en que ejerce la acción por incumplimien-
to con la excepción de aquellos supuestos en que la duración excesiva del procedimiento admi-
nistrativo previo dificulte la defensa del Estado denunciado, cuestión que corresponde demostrar 
al Estado interesado1. Dado que Alemania no ha probado este extremo, el Tribunal entiende que 
no cabe la inadmisión del recurso.

El segundo motivo de inadmisibilidad invocado por Alemania es el cambio en el objeto del 
recurso. Tanto en la fase administrativa como en la demanda la Comisión había cometido el error 
de señalar que la imposición de las plusvalías derivadas de la enajenación de los bienes sustitui-
dos se aplazaba en todos los casos hasta la enajenación de los bienes sustitutivos, cuestión que no 
es así en el caso de que dichos bienes sean amortizables, pues la menor deducción del gasto pro-
vocará una tributación progresiva de las plusvalías. El Tribunal vuelve a rechazar este motivo de 
inadmisión considerando que no cabe considerar la existencia de un motivo nuevo por el hecho 
de extender la denuncia tanto a los bienes amortizables como a los no amortizables2.

Entrando en el fondo del asunto, debemos recordar que la causa juzga la compatibilidad con 
la libertad de establecimiento de la norma alemana que limita el aplazamiento de las plusvalías a 
los supuestos en que los bienes sustitutivos en que se reinviertan formen parte del patrimonio de 
un establecimiento permanente situado en Alemania, excluyendo esta posibilidad e imponiendo 
su gravamen inmediato si los bienes sustitutivos forman parte de un establecimiento permanen-
te fuera de Alemania. A simple vista resulta evidente que esta previsión hace menos ventajosa 
fiscalmente la reinversión en establecimientos permanentes situados en otros Estados miembros 
de la Unión o del EEE.

A tenor de esta realidad el Tribunal considera, en primer lugar, que la medida contenida 
en el artículo 6 b) de la EStG constituye una restricción a la libertad de establecimiento, al con-
dicionar el beneficio del aplazamiento de las plusvalías al caso en que la reinversión se realiza 
en el mismo territorio e impidiendo su ejercicio por un sujeto pasivo que desee reinvertir esas 

1	 STJUE de 28 de octubre de 2010, Comisión/Lituania, C-350/08, apartados 33 y 34.
2	 Tal y como reconoce el Tribunal en la sentencia: «en el caso de los bienes sustitutivos no amortizables ese aplaza-

miento podría prolongarse hasta la enajenación de esos bienes, mientras que puede ser de menor duración para los 
bienes amortizables. Sin embargo, esa ventaja solo se concede en ambos casos a las reinversiones realizadas para la 
adquisición de bienes sustitutivos que formen parte del patrimonio de un establecimiento permanente del sujeto pasivo 
situado en el territorio alemán». STJUE de 16 de abril de 2015, Comisión/República Federal de Alemania, C-591/13 
(NFJ057924), apartado 23.
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plusvalías en la adquisición de bienes sustitutivos destinados a un establecimiento permanente 
situado en el territorio de otro Estado miembro3. Como recuerda el Tribunal, la libertad de esta-
blecimiento consagrada en el artículo 49 del TFUE comprende, tanto el derecho de las socieda-
des constituidas conforme a la legislación de un Estado miembro a ejercer su actividad en otros 
Estados miembros (beneficio de trato nacional en el Estado de acogida), como el derecho a que 
su Estado de origen no obstaculice el establecimiento en otro Estado miembro de uno de sus na-
cionales o de una sociedad constituida de conformidad con su legislación. Dado que la diferen-
cia de trato puede hacer la reinversión realizada fuera del territorio alemán menos atractiva que 
la realizada dentro de él, la normativa bajo análisis puede disuadir a un sujeto pasivo de ejercer 
su libertad de establecimiento mediante la reinversión en un establecimiento permanente situado 
en el territorio otro Estado miembro.

Constatada la existencia de la restricción el Tribunal pasa a aplicar su conocida rule of reason, 
de modo que la citada restricción solo podrá admitirse si está justificada objetivamente por alguna 
de las razones imperiosas de interés general reconocidas en el Derecho de la Unión, es adecuada 
para garantizar la realización del objetivo perseguido y no va más allá de lo necesario para alcan-
zarlo. En este caso, las diferentes razones aducidas por Alemania en defensa de su normativa son 
rechazadas una por una.

En primer lugar, el Tribunal analiza la justificación basada en la «necesidad de preservar 
el reparto de la potestad impositiva entre los Estados miembros». En este sentido en jurispru-
dencia previa ha admitido que este pueda ser un objetivo legítimo para fijar, mediante convenio 
o de forma unilateral, los criterios de reparto de su potestad tributaria. No obstante, realizando 
un paralelismo con su Sentencia de 29 de noviembre de 2011, National Grid Indus [C-371/10 
(NFJ045002)], el Tribunal recuerda que, si bien se reconoce el derecho del Estado a gravar una 
plusvalía generada en el ámbito de su competencia fiscal antes de un traslado a otra jurisdicción, 
es desproporcionado exigir la recaudación inmediata sin permitir al sujeto pasivo elegir entre 
el pago inmediato de ese impuesto o el pago diferido del mismo, asumiendo, eso sí, las cargas 
formales e intereses derivadas de dicho aplazamiento4. Alemania por tanto, según el Tribunal, 
debería ofrecer a los sujetos pasivos que pretenden reinvertir en bienes en establecimientos per-
manentes de otros Estados miembros esta doble posibilidad (pago inmediato o aplazamiento), al 
no hacerlo está vulnerando la libertad de establecimiento.

El segundo argumento de Alemania, justificar la medida en «la necesidad de preservar la 
coherencia del régimen fiscal nacional», es otro clásico medio de defensa (en ocasiones deses-
perada) de los Estados miembros frente al Tribunal de Luxemburgo. Para admitirse el juez eu-
ropeo exige una relación directa entre la ventaja fiscal de que se trata y la compensación de esta 

3	 No existen motivos objetivos que expliquen esta diferencia de trato pues como asegura el Tribunal la situación de 
ambos sujetos pasivos (el que reinvierte en el propio territorio y el que lo hace en otro Estado miembro) es similar. 
STJUE Comisión/República Federal de Alemania, apartado 60.

4	 STJUE Comisión/República Federal de Alemania, apartados 65-67.
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mediante un gravamen fiscal determinado, una relación que el Tribunal no aprecia en este caso, 
descartando por tanto este motivo de justificación5. 

Por último, el Tribunal cuestiona también la relación entre el objetivo que según Alemania ten-
dría su normativa «incentivar la inversión en la misma empresa y su reestructuración, para garantizar 
su continuidad y el mantenimiento del empleo en el territorio alemán» y la medida adoptada: exigir 
la reinversión en territorio alemán. Considera el TJUE que este objetivo puede alcanzarse también 
reinvirtiendo las plusvalías generadas en un bien sustitutivo integrado en un establecimiento per-
manente situado en otro Estado miembro, no olvidemos que dicho bien seguiría afecto a la activi-
dad del propio sujeto pasivo pudiendo contribuir a la inversión y el empleo en igual medida. Como 
recuerda la sentencia, «los objetivos de carácter puramente económico como el de aumentar los in-
gresos fiscales nacionales o evitar su reducción no pueden constituir una razón imperiosa de interés 
general capaz de justificar una restricción a una libertad fundamental garantizada por el Tratado6.

En conclusión y a la vista del rechazo de todos los argumentos esgrimidos por Alemania, el 
Tribunal considera que la medida enjuiciada infringe la libertad de establecimiento consagrada 
en el artículo 49 del TFUE y, por extensión, el artículo 31 del Acuerdo del EEE.

3.  COMENTARIO CRÍTICO

La sentencia analizada resulta de especial interés por cuanto extiende la jurisprudencia y 
principios que el Tribunal ha desarrollado en materia de los denominados «impuestos de salida» 
a supuestos que en la práctica no encajarían dentro de su concepción clásica.

Para empezar este análisis conviene recordar que, genéricamente, podemos entender por 
impuesto de salida o exit tax en el ámbito comunitario el gravamen que exacciona un Estado con 
motivo del cambio de residencia o domicilio realizado por una persona física o jurídica residente 
a otro Estado miembro7. Su principal cometido, a priori, es gravar plusvalías latentes que podrían 

5	 Concretamente el Tribunal considera que no se puede considerar como contrapartida válida la ulterior imposición de 
las plusvalías derivadas de la enajenación del mismo bien; en todo caso se podría admitir si se compensara median-
te la imposición posterior sobre las plusvalías que pudiera generar la enajenación del propio bien sustitutivo. STJUE 
Comisión/República Federal de Alemania, apartado 75.

6	 STJUE Comisión/República Federal de Alemania, apartado 78.
7	 Martín Jiménez, A. y Calderón Carrero, J. M.: «Los impuestos de salida y el Derecho comunitario europeo a la 

luz de la legislación española», Crónica Tributaria, núm. 125, 2007, pág. 50. Otra magnífica definición es la apor-
tada por Guerra Reguera, que entiende el impuesto de salida como: «el escollo que los Estados colocan a modo de 
peaje en el punto de partida para evitar que el cambio de residencia fiscal de una persona física o jurídica a otro Es-
tado miembro pueda traducirse en la inmunidad de las ganancias de capital acumuladas en su patrimonio». Guerra 
Reguera, M.: «Los impuestos de salida (exit taxes) en el ámbito de la Unión Europea», en AA. VV., Armonización 
y coordinación fiscal en la Unión Europea. Situación actual y posibles líneas de reforma, CEF, Madrid, pág. 84.
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escapar al poder tributario del Estado ante la salida del contribuyente (y con él, de otros factores 
de conexión) de su jurisdicción. Sin embargo, como acierta a señalar Ribes Ribes, dentro de una 
concepción amplia de impuestos de salida podemos encontrar otras manifestaciones defensivas 
del Estado originario de residencia en su afán por minimizar el impacto para sus arcas de un cam-
bio de residencia8. Es decir, además del concepto clásico del impuesto de salida como gravamen 
inmediato sobre plusvalías latentes, podemos encuadrar dentro de esta categoría, por ejemplo, 
las normas que provocan una extensión ficticia de la residencia o los métodos de recuperación de 
deducciones u otros beneficios fiscales en relación con supuestos de diferimiento. 

Tras la lectura del caso que nos ocupa podemos apreciar que Alemania no activa su medi-
da defensiva (obligar a la imposición inmediata de las plusvalías) ante un supuesto de cambio de 
residencia del sujeto como sucede con los impuestos de salida, sino ante el simple hecho de que 
el sujeto, en vez de reinvertir dichas plusvalías en un bien dentro del propio Estado alemán, lo 
hace en un bien situado en un establecimiento permanente de otro Estado miembro. La medida 
enjuiciada, por tanto, no entra a nuestro parecer dentro de la concepción del impuesto de salida, 
pues entendemos estos como un obstáculo a los cambios de residencia entre Estados miembros. 

No obstante, la jurisprudencia aplicada por el Tribunal para enjuiciar este asunto tiene como 
eje fundamental la sentencia National Grid Indus, el primer pronunciamiento sobre impuestos 
de salida en el ámbito de las personas jurídicas en la Unión Europea9. ¿Significa ello que el Tri-
bunal extiende la concepción de impuestos de salida a nuevos supuestos?, ¿o simplemente que, 
en vistas de las circunstancias del caso, se puede dibujar un paralelismo entre los impuestos de 
salida y la medida alemana declarada contraria al Tratado?

Personalmente nos decantamos por la segunda opción, es decir, dado que no existe un cam-
bio de residencia no podemos considerar que la medida alemana constituya un impuesto de sali-
da. Todo ello partiendo de la premisa de que entendemos que estos se circunscriben a proteger al 
Estado originario contra «salidas de su jurisdicción» en forma de cambios de residencia, una pro-
tección que podría justificarse por el riesgo que este cambio de residencia entraña de cara a perder 
control sobre plusvalías latentes generadas en el propio Estado o en lo que respecta al cumplimiento 
de los requisitos para disfrutar de determinados beneficios fiscales. La confusión puede estribar en 
que Alemania, al configurar la deducción equivalente a las plusvalías vía artículo 6 b) de la EStG, 
está creando en el fondo plusvalías latentes que se pondrán de manifiesto cuando el bien en que 
se ha reinvertido se transmita de nuevo (de una sola vez) o a medida que este se vaya amortizan-
do ya que dicha deducción minora el valor del bien adquirido. En su afán por no perder el control 

8	 Ribes Ribes, A.: «La problemática de los exit taxes en la Unión Europea», en AA. VV., Estudios sobre el sistema 
tributario actual y la situación financiera del sector público (Homenaje al profesor doctor don Javier Lasarte Álva-
rez), Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2014, págs. 904-905.

9	 Para un análisis detallado de la misma nos remitimos a nuestro propio trabajo Martín Rodríguez, J. M.: «Los im-
puestos de salida: un análisis actualizado de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea», Quince-
na Fiscal, núm. 4, 2012, págs. 29-65.
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sobre estas plusvalías latentes adjuntas al bien sustitutivo, la norma alemana quiere evitar que estas 
plusvalías viajen a otra jurisdicción perdiendo el control sobre su destino.

La realidad, por tanto, es que el trasfondo y el resultado provocado por la norma alemana 
es muy similar al propio de un impuesto de salida; a pesar de ello, circunstancia que considera-
mos crucial, no consideramos equiparable el objetivo de la normativa alemana con el propio de 
la imposición de salida. El propósito de la primera es impedir que el beneficio fiscal creado para 
fomentar la reinversión en Alemania pueda ser disfrutado en otros Estados (incluidos los Esta-
dos miembros); el de los exit tax, en cambio, es mantener la potestad tributaria sobre las «cuen-
tas pendientes» de un sujeto que se traslada de jurisdicción. Insistimos, sin cambio de residencia 
no podemos hablar de impuesto de salida.

¿Por qué aplica entonces el Tribunal los principios de la imposición de salida a este asunto? 
En nuestra opinión, al margen de los claros paralelismos señalados, porque la manera de corre-
gir este obstáculo a la libertad de establecimiento es muy similar a la empleada para adecuar la 
imposición de salida a las libertades fundamentales. 

Pensemos, en primer lugar, que mediante una medida de esta índole Alemania está afectando 
a la misma libertad de establecimiento contra la que pueden atentar los impuestos de salida. Así 
lo recuerda el Tribunal en los primeros párrafos en los que conoce del fondo del asunto, donde 
equipara en cierta medida los obstáculos al traslado de residencia (inspirador de los impuestos de 
salida) con la diferencia de trato a inversiones en establecimientos permanentes de otros Estados 
miembros. Acierta, por tanto, el Tribunal cuando asegura que una medida como la alemana, al 
exigir la imposición inmediata de las plusvalías, si la reinversión se realiza en otro Estado miem-
bro, «puede disuadir a un sujeto pasivo establecido en el territorio alemán de ejercer sus activi-
dades a través de un establecimiento permanente situado en el territorio de un Estado miembro 
distinto de la República Federal de Alemania»10.

El efecto discriminatorio de la medida alemana es también muy similar al de un impuesto 
de salida: exigir la tributación inmediata de importes (plusvalías latentes) que, de no producirse 
el movimiento transfronterizo (en ejercicio de la libertad de establecimiento), gozarían de un di-
ferimiento. Al respecto no debemos olvidar que el Tribunal en su jurisprudencia plasmada entre 
otras en la sentencia National Grid Indus admite que el Estado de origen pueda gravar estas plus-
valías latentes en atención a la preservación del reparto de la potestad tributaria11. El problema 
estriba en que el Tribunal considera que es totalmente desproporcionado exigir, como única al-
ternativa, la tributación inmediata. 

10	 STJUE Comisión/República Federal de Alemania, apartado 59.
11	 Como señala en el apartado 46 de dicha sentencia, la tributación inmediata «tiene por objeto evitar situaciones que 

puedan comprometer el derecho del Estado miembro de origen a ejercer su competencia en materia tributaria respecto 
a las actividades realizadas en su territorio y puede, por tanto, estar justificada por motivos relacionados con el mante-
nimiento del reparto de la potestad tributaria entre los Estados miembros». STJUE National Grid Indus, apartado 46.
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De este modo, trayendo a colación esta jurisprudencia previa sobre el gravamen de plusva-
lías latentes en situaciones transfronterizas, el Tribunal recuerda que se debe permitir al sujeto 
pasivo elegir entre el pago inmediato de ese impuesto y el pago diferido del mismo, acompañado 
en su caso de los intereses que correspondieran con arreglo a la normativa nacional aplicable12.

Esta sentencia, por tanto, se caracteriza por extender los principios propios de la imposición 
de salida a un supuesto en el que también existen de algún modo plusvalías latentes sobre las que 
se puede perder el control por una operación transfronteriza. La vulneración de la libertad de es-
tablecimiento en que incurre la normativa alemana puede corregirse simplemente permitiendo al 
sujeto optar entre la tributación inmediata o el aplazamiento de la misma; en este caso, entende-
mos, hasta la transmisión del bien sustitutivo en que se reinvierte. Aunque la inexistencia de un 
efectivo traslado de residencia impide que califiquemos la medida defensiva alemana como un 
impuesto de salida, lo cierto es que esta sentencia amplía el principio de (des)proporcionalidad 
de la tributación inmediata a una manifestación casi equivalente. 

En la práctica no hace sino consagrar en cierta medida el derecho de los contribuyentes a 
optar entre el aplazamiento y la tributación en liquidaciones derivadas de operaciones transfron-
terizas en las que el Estado de origen pretende garantizar su potestad tributaria exigiendo la tri-
butación inmediata. Nos resulta lógico que la libertad de establecimiento reciba una protección 
similar en todos sus frentes, pues el traslado de residencia es solo una más de las ocasiones en 
que se pueden poner de manifiesto obstáculos a decisiones con repercusiones transfronterizas. La 
inversión en establecimientos permanentes de otros Estados miembros no puede recibir un trata-
miento fiscal menos atractivo que la practicada a nivel nacional, la aportación de garantía debe 
entenderse como el mal menor para acceder a esta igualdad de trato.

Para concluir, observamos que aunque formalmente los instrumentos de intercambio de 
información están suficientemente desarrollados para que los Estados pierdan el miedo a estas 
operaciones, el Tribunal apoya sus recelos en movimientos empresariales transfronterizos admi-
tiendo la exigencia de garantía (y el devengo de intereses) como requisito para el aplazamiento, 
una garantía que indudablemente tiene unos costes. A la par que evolucione el intercambio de 
información en la Unión es previsible que deban eliminarse paralelamente estas trabas, mientras 
tanto se consagra el derecho a la opción de pagar o aplazar (pagando).

12	 STJUE de 16 de abril de 2015, C-591/13 (NFJ057924), Comisión Europea C. República Federal de Alemania, apar-
tado 73.
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ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL Y DOCTRINAL

REITERACIÓN DE SANCIONES TRIBUTARIAS, 
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR Y PRINCIPIO NE BIS  

IN IDEM PROCESAL 

Análisis de la STS de 16 de diciembre de 2014, rec. núm. 3948/20121

1.  SUPUESTO DE HECHO

La Sentencia del Tribunal Supremo (TS) de 16 de diciembre de 2014 [rec. núm. 3611/2013 
(NFJ057176)] se refiere de nuevo a los efectos de la anulación de las liquidaciones tributarias y, 
más en particular, de las sanciones correspondientes cuando, al estimarse parcialmente la reclama-
ción económico-administrativa por motivos sustantivos, se ordena la emisión de una nueva liqui-
dación minorando el importe de la cuota. En estas circunstancias, se plantea si es posible dictar un 
nuevo acuerdo sancionador reduciendo también el importe de la sanción aplicable o si, por reque-
rirse para ello la tramitación de un nuevo procedimiento sancionador, se produce la vulneración 
del principio ne bis in idem en su vertiente procesal. El pronunciamiento del TS resulta también 
relevante al reiterar su doctrina sobre las exigencias de motivación de las sanciones tributarias y 
poner de manifiesto el «escaso rigor» y «laxitud» en la utilización de la figura de la simulación por 
parte de la Administración tributaria en un supuesto de mera discrepancia de criterio interpretativo. 

La sentencia parte de la regularización practicada en un procedimiento inspector por el im-
puesto sobre sociedades, ejercicios 2004 y 2005, en relación con la deducción por reinversión de 
beneficios extraordinarios regulada en el ya derogado artículo 42 del Texto Refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades, Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. La sociedad, 
de carácter familiar, había reinvertido los casi treinta y siete millones de euros obtenidos por la 
venta del inmueble, en el que explotaba un hotel, en la suscripción de acciones de una sociedad 
de nueva creación. Esta sociedad estaba participada también por otra entidad propiedad de la 
misma familia, que adquirió las participaciones reinvirtiendo igualmente la renta obtenida por la 
transmisión de otro inmueble. Atendiendo a las características de las entidades participantes en 
la operación, la Inspección consideró improcedente la deducción por reinversión, al calificar la 
constitución de la sociedad como un negocio simulado, liquidando una deuda tributaria de más 
de ocho millones de euros, con la imposición de la correspondiente sanción. 

1	 El presente trabajo se ha realizado en el marco del proyecto de investigación «Conflictividad tributaria: causas y so-
luciones en un contexto de reformas» (DER 2014-59268-P), del Programa Estatal de Fomento de la Investigación 
Científica y Técnica de Excelencia.

Eva María Cordero González
Profesora Titular de Derecho Financiero y Tributario.

Universidad de Oviedo
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Interpuesta reclamación económico-administrativa, el Tribunal Económico-Administrativo 
Central (TEAC) la estimó parcialmente en Resolución de 23 de noviembre de 2010, ordenan-
do dictar nuevo acuerdo de liquidación para aplicar la corrección por depreciación monetaria en 
el cálculo de la renta derivada de la transmisión del inmueble. El TEAC anuló también la san-
ción correspondiente «al haberse anulado la liquidación a la que se asocia, sin perjuicio de que, 
en función de la deuda tributaria resultante de la nueva liquidación que se practique, se dicte la 
correspondiente sanción». La Audiencia Nacional (AN), en Sentencia de 17 de octubre de 2013 
[rec. núm. 32/2011 (NFJ052992)], desestimó el recurso planteado en relación con la regulariza-
ción, confirmando la existencia de simulación, pero declaró la nulidad parcial de la resolución del 
TEAC en relación con la sanción, considerando que la Administración no podía retrotraer actua-
ciones para subsanar un vicio esencial sin vulnerar el principio ne bis in idem en su vertiente pro-
cesal, «pues el administrado tiene derecho a no soportar dos procedimientos por el mismo hecho». 

2.  DOCTRINA DEL TRIBUNAL

En su Sentencia de 16 de diciembre de 2014, el TS estima el recurso promovido por la Ad-
ministración General del Estado frente al pronunciamiento de la AN, afirmando la posibilidad 
de que la Administración vuelva a dictar acuerdo sancionador una vez practicada la nueva li-
quidación. La imposición de la sanción no supone la reapertura del procedimiento sancionador 
anterior, porque lo imposibilita el artículo 66.2, segundo párrafo del Reglamento General de Re-
visión en vía Administrativa, Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, ni implica la retroacción 
de actuaciones, solo prevista para la anulación por motivos formales tratándose, además, de vi-
cios que hubieran minorado las posibilidades de defensa del reclamante, de conformidad con el 
artículo 239.3, párrafo segundo, de la Ley General Tributaria (LGT). 

Es posible, sin embargo, dictar nuevo acuerdo sancionador adaptando su cuantía a la cuota 
resultante de la nueva liquidación, sin necesidad de iniciar e instruir un nuevo procedimiento san-
cionador. El TS afirma esta posibilidad teniendo en cuenta que la resolución del TEAC había confir-
mado la sanción tras analizar la concurrencia de los elementos objetivos y subjetivos de la conducta 
infractora, anulándola solo en la medida en que su cuantía debía adaptarse a la nueva liquidación. 
Se distingue expresamente este supuesto del contemplado en la Resolución del TEAC de 11 de sep-
tiembre de 2008 [núm. 1447/2007 (NFJ030615)] referida a la anulación de una sanción tras haberse 
dictado nueva liquidación resultado de una tasación pericial contradictoria. En este caso, el TEAC 
rechazó que el fallo del Tribunal Económico-Administrativo Regional (TEAR) pudiera ejecutarse 
«rectificando» el acuerdo sancionador y reduciendo simplemente su importe pues, al no haberse 
pronunciado el TEAR sobre la culpabilidad y graduación de la sanción, ejecutar el fallo sin trami-
tar el procedimiento suponía la imposición de una sanción definitiva impugnable solo por el cauce 
del incidente de ejecución, privando al recurrente de la primera instancia en vía administrativa. 

Existiendo pronunciamiento previo del órgano económico-administrativo sobre los aspectos 
materiales de la sanción, se confirma la posibilidad de emitir un nuevo acuerdo sancionador sin tra-
mitar de nuevo el procedimiento, excluyéndose a rádice la vulneración del principio ne bis in idem 
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procesal. A este aspecto se refiere el voto particular concurrente del magistrado don Ángel Aguallo 
Avilés, que rechaza que el acuerdo sancionador pueda dictarse sin sujeción a procedimiento alguno.

Al estimar el recurso frente a la sentencia de la AN, el TS entra a analizar el resto de las 
alegaciones realizadas frente a la sanción en la instancia anterior, considerándola improcedente. 
Por una parte, se estima insuficientemente acreditada la culpabilidad por el mero reflejo de las 
siguientes circunstancias en el acuerdo sancionador: falta de ingreso de la deuda, disponibilidad 
de asesoramiento especializado, falta de concurrencia de las causas de exclusión de la responsa-
bilidad del artículo 179.2 y 3 de la LGT, claridad de la norma aplicable e inaplicación del criterio 
publicado por la Dirección General de Tributos (DGT) sobre su interpretación. Por otra parte, el 
TS rechaza la concurrencia del engaño u ocultación propios de la simulación en la canalización de 
la deducción a través de la nueva sociedad, concluyendo que no cabe apreciar siquiera culpa leve 
sino una mera «discrepancia de criterio interpretativo sobre una materia que ha requerido varios 
pronunciamientos administrativos para precisarla y ha sido objeto de sucesivas Leyes aclaratorias». 

3.  COMENTARIO CRÍTICO

La sentencia comentada aborda una dimensión poco desarrollada hasta el momento por la 
jurisprudencia del TS sobre los efectos de la anulación de las liquidaciones tributarias sobre la 
potestad sancionadora. Se plantea, en síntesis, si rige en este ámbito una suerte de «tiro único» 
sancionador derivado de la prohibición del ne bis in idem, en su vertiente procesal. 

Como es sabido, este principio se considera un derecho fundamental por el Tribunal Consti-
tucional (TC) e impide, en su vertiente material, sancionar en más de una ocasión al mismo sujeto, 
por el mismo hecho y con idéntico fundamento. Se trata de evitar que la acumulación de sancio-
nes provoque una reacción punitiva desproporcionada que quiebre la garantía de la previsibili-
dad e implique la imposición de una sanción no prevista legalmente, vulnerando el principio de 
tipicidad y reserva de ley del artículo 25.1 de la Constitución [SSTC 177/1999, de 11 de octubre 
(NFJ008105), 2/2003, de 16 de enero (NCJ041689) y 229/2003, de 18 de diciembre (NCJ040810)]. 

En su vertiente procesal, el citado principio proscribe la duplicidad de procedimientos san-
cionadores en los que concurra la triple identidad antes aludida, aunque sus implicaciones resultan 
más imprecisas. Su fundamento se encuentra en el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), la intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes y la denominada cosa juzgada mate-
rial, de manera que ante «lo definitivamente resuelto por un órgano judicial no cabe iniciar (...) un 
nuevo procedimiento, y si así se hiciera se menoscabaría, sin duda, la tutela judicial dispensada 
por la anterior resolución firme» (STC 159/1987, F. 2). La primera concreción de este principio 
es, así pues, «la regla de la preferencia (...) de la autoridad judicial penal sobre la Administración 
(...) en aquellos casos en los que los hechos a sancionar puedan ser no solo constitutivos de in-
fracción administrativa, sino también de delito o falta según el Código Penal» [SSTC 2/2003, de 
16 de enero, F. 3 c) (NCJ041689) y 229/2003, de 18 de diciembre (NCJ040810)]. Como otras de 
sus manifestaciones se han destacado la necesidad de que la Administración respete la cosa juz-
gada y la prohibición de un doble pronunciamiento sobre los mismos hechos (Martínez Muñoz).
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El TC ha señalado que la prohibición opera también dentro de cada uno de estos ordena-
mientos –penal y administrativo– «en sí mismos considerados», proscribiendo respectivamente la 
duplicidad de penas y de procesos penales y la pluralidad de sanciones administrativas y de pro-
cedimientos sancionadores cuando exista la triple identidad antes aludida [STC 188/2005, de 7 de 
julio (NCJ040608)]. De este modo, no es posible proceder a un nuevo enjuiciamiento penal si el 
primer proceso ha concluido con una resolución de fondo firme con efecto de cosa juzgada, ya sea 
absolutoria o condenatoria [SSTC 2/2003, de 16 de enero (NCJ041689), 69/2010, de 18 de octu-
bre (NCJ053004), o 218/2007, de 8 de octubre (NCJ042487)].

Sobre la operatividad de este principio en el derecho tributario sancionador existen varias 
interpretaciones, debiendo distinguirse dos tipos de situaciones:

1. La primera, en aquellos casos en los que la sanción se anula por defectos intrínsecos del 
procedimiento o acuerdo sancionador y no es consecuencia de la anulación de la liquidación tri-
butaria. En estos supuestos, se han distinguido dos posturas: 

La AN [Sentencia de 27 de mayo de 2009, rec. núm. 152/2006 (NFJ058459)] ha sostenido la 
tesis del «tiro único» aplicado a las sanciones, según la cual, una vez anulada la sanción, cualquie-
ra que sea el tipo de vicio que la motive, no puede volver a dictarse una nueva al estar proscrita en 
el ámbito tributario cualquier duplicación del procedimiento, con fundamento en la regulación de 
la caducidad del procedimiento sancionador tributario en el artículo 211 de la LGT, que impide el 
inicio de otro nuevo. La premisa de la que parte la AN resulta, sin embargo, cuestionable no solo 
por la inexistencia en estos casos de una auténtica resolución de fondo sobre la sanción, sino tam-
bién porque, al implicar la caducidad la «desaparición jurídica» del procedimiento, difícilmente 
cabe hablar de duplicidad en su tramitación (Martínez Giner). Por otra parte, ni la vigente Ley 
30/1992 ni el Proyecto de Ley de Procedimiento Administrativo de las Administraciones Públicas 
actualmente en tramitación contemplan un precepto equivalente al artículo 211, por lo que la im-
posibilidad de volver a tramitar el procedimiento se ha visto más bien como una consecuencia de 
la aplicación del plazo de tres meses previsto en el artículo 209.2.º de la LGT (Martín Queralt, 
Lozano Serrano, Tejerizo López y Casado Ollero) para iniciarlo una vez notificada la liqui-
dación, que como una derivación del principio ne bis in idem. 

La propia AN, en sentencias dictadas sobre otro tipo de sanciones administrativas, en ma-
teria de consumo y denominaciones de origen, se ha apartado de la tesis sostenida por el mismo 
órgano en materia tributaria. Las Sentencias de 19 de diciembre de 2012 (rec. núm. 240/2010), 
4 de marzo de 2013 (rec. núm. 316/2011) y de 29 de octubre de 2013 (rec. núm. 114/2011) afir-
man, en efecto, que la anulación de sanciones por haberse dictado por un órgano incompetente, 
no impide su subsanación mediante la tramitación de un nuevo procedimiento sancionador, al 
producirse la anulación en vía administrativa y no haberse realizado «un enjuiciamiento defini-
tivo de la conducta infractora que produzca el efecto de cosa juzgada». 

Esta interpretación es coincidente con la realizada por el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (TEDH) sobre el artículo 4 del Protocolo núm. 7, que recoge este principio y que, según el 
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artículo 10.2 de la CE, ha de informar la interpretación de los derechos fundamentales reconocidos 
en el ámbito interno. Así, en la Sentencia Falkner v. Austria, núm. 6072/02, de 30 de septiembre 
de 2004, el TEDH rechaza su vulneración cuando, tras haberse impuesto una sanción adminis-
trativa por una infracción en materia de seguridad vial, se inicia un procedimiento penal por los 
mismos hechos, al haberse declarado de oficio la nulidad de la primera por haber sido tramitada 
por órgano incompetente. El TEDH destaca que, aunque la finalidad del artículo 4 del Protocolo 
núm. 7 sea la de prohibir la repetición de procedimientos «criminales» concluidos por una deci-
sión final, la protección de este artículo no se extiende necesariamente a todos los procedimien-
tos desarrollados frente a los mismos hechos. En particular, ha de ser posible para las autoridades 
nacionales remediar situaciones en las que actúan erróneamente por falta de competencia. En este 
caso particular, el TEDH estima que el recurrente fue juzgado solo en una ocasión, en la medida 
en que el procedimiento anterior fue anulado y la sanción reembolsada. 

Nuestro TC ha señalado también que, en rigor, no existe doble proceso cuando el primero 
hubiera sido anulado en virtud del régimen de recursos reglamentariamente previsto. Baste citar, 
en este sentido, las Sentencias del TC 2/2003, de 16 de enero (NCJ041689), 69/2010, de 18 de 
octubre (NCJ053004), y 218/2007, de 8 de octubre (NCJ042487), en la que se concluye que la 
existencia de una sentencia absolutoria anulada por quebrantamiento de forma no impide el nuevo 
proceso con la emisión de una sentencia posterior condenatoria. 

En derecho tributario sancionador, una vez anulada la sanción administrativa, habrá que aten-
der, por lo tanto, desde nuestro punto de vista, al contenido de la sentencia o resolución que anula 
el procedimiento sancionador, para determinar si implica un pronunciamiento absolutorio o con-
denatorio que impida la tramitación de un nuevo procedimiento. En este sentido, el Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de la Comunidad Valenciana [Sentencia de 4 de marzo de 2014, rec. núm. 
116/2011 (NFJ058269)] ha señalado que si la anulación de la sanción se produce por razones de ín-
dole procedimental, no concurren los requisitos necesarios para la aplicación del bis in idem procesal. 
Partiendo de su fundamento en el derecho a la tutela judicial efectiva, la exigencia de que «las reso-
luciones judiciales se ejecuten en sus propios términos» y el respeto de «la firmeza de esas mismas 
resoluciones y la intangibilidad de las situaciones jurídicas en ellas declaradas», lo relevante para 
entender vulnerado este principio es la previa existencia de un pronunciamiento de fondo en fase 
revisora sobre la procedencia de la sanción, que impediría la nueva tramitación del procedimiento. 

Por ello, no cabría iniciar un nuevo procedimiento si el primero hubiera concluido con una 
resolución de fondo firme con efectos de cosa juzgada, expresión que incluiría casos de falta de ti-
picidad, de vulneración de la presunción de inocencia y de aplicación del in dubio pro reo. En este 
apartado habría que añadir aquellos otros supuestos en que el órgano decisor hubiera incurrido en 
un «defecto de motivación», tanto si se entiende la expresión «motivación» en su sentido estricto de 
la debida y jurídica explicación de la decisión como en el lato consistente en que la Administración 
debe probar los hechos que justifican su acto. También el TEAC, en su reciente Resolución de 5 de 
febrero de 2015 [núm. 1689/2012 (NFJ057154)], ha rechazado que la retroacción de actuaciones 
permita validar la insuficiente motivación de una sanción, que no constituye un mero defecto for-
mal sino que supone «que la sanción adolece de los necesarios elementos materiales que constitu-
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yen presupuesto de su validez, (...) sin que queda dictar una nueva sanción por dicho tipo infractor 
y ejercicio». En este sentido se han pronunciado igualmente los TSJ de Madrid, en Sentencia de 17 
de septiembre de 2014 [rec. núm. 1055/2012 (NFJ058268)] y de Asturias, en Sentencia de 30 de 
marzo de 2012 [rec. núm. 855/2010 (NFJ058267)].

Por otra parte, la Resolución del TEAC de 27 de octubre de 2014 [núm. 169/2011 
(NFJ056741)] ha destacado en relación con los procedimientos de gestión que, ordenada la re-
troacción de actuaciones para la subsanación de un defecto de carácter formal, los actos de ejecu-
ción de la sentencia o resolución se circunscriben, en el marco del artículo 66.4 del Real Decreto 
520/2005 a la anulación formal de acto inicialmente impugnado y de todos los posteriores que 
traigan su causa del anulado, incluyendo la devolución de las garantías o las cantidades indebida-
mente ingresadas. En cambio, los actos posteriores por los que debe continuar el procedimiento 
hasta su terminación constituyen actuaciones y actos dentro del mismo procedimiento en el que 
se adoptó el acto anulado, lo que tiene especial relevancia a efectos de la fijación del plazo para 
su conclusión. Si esta doctrina se considera aplicable al ámbito sancionador, ni siquiera cabría 
hablar de duplicidad del procedimiento cuando la sanción se anula por motivos formales, pues 
se trataría del mismo procedimiento, en el que se retrotraen actuaciones.

2. En el caso abordado por la Sentencia de 16 de diciembre de 2014 concurren circunstancias 
distintas, al ser la anulación de la sanción resultado de la previa anulación de la liquidación de la 
que trae causa. Aunque sin pronunciarse sobre el fondo, diversas sentencias previas del TS han se-
ñalado obiter dicta que cuando se anula una liquidación y se ordena retrotraer actuaciones no cabe 
«dejar la puerta abierta a nuevas sanciones, pues esa reproducción del camino para castigar otra vez 
contraviene frontalmente el principio ne bis in idem, en su dimensión procedimental» [STS de 26 de 
marzo de 2012, rec. núm. 5827/2009 (NFJ046790)]. La misma afirmación se realiza en las Senten-
cias de 15 y 29 de septiembre de 2014 [rec. núm. 3948/2012 (NFJ056145) y rec. núm. 1014/2013 
(NFJ055862)], en las que, a la vez que se confirma que la anulación de una liquidación tributaria 
por razones de fondo no impide a la Administración liquidar de nuevo, se añade que «la solución se 
ofrece distinta cuando el acto tributario sea sancionador, pues en tal caso la posibilidad de, una vez 
anulado el castigo, imponer uno nuevo chocaría frontalmente con el principio» antes mencionado.

En el caso analizado por la Sentencia de 16 de diciembre de 2014 existe una resolución admi-
nistrativa estimatoria por razones sustantivas que anula la liquidación, confirmando la regulariza-
ción practicada pero corrigiendo una parte de su importe y ordenando, en consecuencia, la práctica 
de una nueva liquidación en sustitución de aquella y en ejecución de sentencia, que deberá dictarse 
de acuerdo con los criterios expresados por el órgano de revisión en su resolución. En este contex-
to es en el que el TS afirma que resulta posible también corregir el importe de la sanción sin nece-
sidad de tramitar de nuevo el procedimiento sancionador, en la medida en que el órgano revisor se 
pronunció sobre los elementos materiales de la infracción. Compartimos, sin embargo, las observa-
ciones realizadas en el voto particular por el magistrado don Ángel Aguallo Avilés, según el cual la 
emisión de la correspondiente sanción implicaba necesariamente iniciar un nuevo procedimiento, 
respetando la tramitación regulada en los artículos 208 a 211 de la LGT. A juicio de este magistra-
do, en la medida en concurre un error de Derecho y no un error material, aritmético o de hecho, no 
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es posible la mera «rectificación» de la liquidación, por no ser aplicable el artículo 66.3 del Real 
Decreto 520/2005, que permite reformar el contenido de la liquidación o sanción pero solo cuando 
«la resolución parcialmente estimatoria deje inalterada la cuota tributaria, la cantidad a ingresar o 
la sanción». Dado que se trata de nuevos actos administrativos y dependiendo tanto la calificación 
de la sanción como su cuantía de la liquidación que se dicte, su imposición no puede realizarse «de 
plano», «prescindiendo de un procedimiento (nuevo) en el que se respeten las garantías esenciales 
(...), fundamentalmente, la comunicación al obligado tributario de la nueva propuesta de resolución 
sancionadora, el otorgamiento al mismo de un trámite de audiencia (el art. 24.2 CE exige, fundamen-
talmente, que el interesado pueda defenderse frente a la sanción antes de que esta le sea impuesta por 
el órgano competente, para lo cual, como es obvio, debe conocerla previamente) y la notificación de 
la nueva sanción dictada atendiendo a las alegaciones que se hubieran podido formular, para que el 
sancionado, si lo estima oportuno, utilice los recursos que el ordenamiento jurídico le proporciona 
para impugnarla por motivos formales o materiales». Todo ello teniendo en cuenta que, como ad-
vierte el voto particular, «una nimia diferencia de la cuota tributaria resultante de la nueva liquida-
ción respecto de la anulada, puede determinar un cambio en la calificación de la infracción (...) y, 
desde luego, de su cuantía, alteraciones con las que el interesado puede no coincidir y que (...) tiene 
derecho (legal y constitucional) a combatir ante el órgano de la Inspección tributaria que impone la 
sanción, y no ante el propio TEAC mediante el cauce del incidente de ejecución contra la sanción». 
Ello sin perjuicio de que el procedimiento pudiera tramitarse de forma abreviada, de conformidad 
con el artículo 66.3, párrafo primero, del Real Decreto 520/2005 que establece la conservación de 
trámites y actuaciones no afectados por la causa de anulación. 

Afirmada la necesidad de tramitar un nuevo procedimiento, el TS debiera haberse pronun-
ciado –afirma el voto particular– sobre si esa circunstancia determinaría por sí misma la infrac-
ción del ne bis in idem en su vertiente procesal. Partiendo del fundamento de este principio en 
la doctrina del TC y su desarrollo en la doctrina del TEDH, a nuestro modo de ver, la respuesta 
habría de ser negativa en este caso concreto, por dictarse la nueva liquidación en ejecución de la 
resolución económico-administrativa o sentencia que confirma en parte la regularización practica-
da, estimando el recurso solo con carácter parcial. Otros autores han considerado, por otra parte, 
que en estos supuestos no concurren las tres identidades (hechos, fundamento y sujeto) requeri-
das para entender vulnerado el principio, en la medida en la que existe otra liquidación distinta 
de la que inicialmente motivó la sanción (Almudí Cid). 

Por otro lado, la sentencia comentada es relevante por reiterar la ya consolidada doctrina 
del TS sobre las exigencias de motivación de las sanciones tributarias, considerando que el prin-
cipio de presunción de inocencia no permite que la Administración justifique la culpabilidad por 
exclusión, mediante la afirmación de que la actuación del obligado tributario es culpable por no 
apreciarse la concurrencia de las causas excluyentes de la responsabilidad. 

También acierta el Tribunal en las críticas que realiza sobre el uso indebido de la figura de la 
simulación en la calificación de negocios en los que no concurren los elementos propios de esta fi-
gura, según su definición en la LGT. Tanto el TEAC como la AN confirmaron, sin embargo, la tesis 
de la inspección, aplicando la conocida doctrina de la simulación de la causa, considerando como 
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simuladas la creación y adquisición de las participaciones de la sociedad familiar, en la medida en 
que resultaban carentes de lógica empresarial y económica más allá de la obtención del ahorro fiscal 
derivado de la reinversión de los beneficios extraordinarios. Como han destacado numerosos auto-
res, esta doctrina, además de desdibujar las categorías reguladas en los artículos 15 y 16 de la LGT, 
genera una gran inseguridad jurídica, habida cuenta de las diversas consecuencias que, en el ámbito 
sancionador, se atribuyen al fraude de ley y a la simulación (Falcón y Tella y Delgado Pacheco).

El TS se remite a la doctrina del TC en la Sentencia 120/2005, de 10 de mayo (NFJ019865), 
para destacar la ocultación y el engaño como elementos clave de la simulación, circunstancias 
no concurrentes en el caso enjuiciado, en el que la sociedad se había constituido efectivamente y 
sus participaciones se habían adquirido materializando la reinversión. La propia inspección había 
descartado la presencia de ocultación en la operación realizada, llegando a reconocer que el obli-
gado había partido de una determinada «interpretación jurídica» del concepto de bienes suscep-
tibles de acogerse a la deducción por reinversión. En estas circunstancias, no es de extrañar que 
el TS declare sin ambages que esta falta de rigor en la aplicación de los conceptos jurídicos «bien 
podrá alimentar la idea de que la argumentación del funcionario de la Inspección tiene como fi-
nalidad dejar expedita la vía administrativa sancionadora, de un lado, utilizando el inadecuado 
cauce de la simulación (en lugar del conflicto en la aplicación de la norma tributaria) (...) y de 
otro, soslayando el mandato legal del artículo 180.1 de la LGT», que establece el deber de pasar 
el tanto de culpa al orden penal cuando se aprecien indicios de delito, teniendo en cuenta que en 
este caso particular la cuantía regularizada superaba nada menos que los ocho millones de euros. 
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ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL Y DOCTRINAL

DONATIVOS A ENTIDADES SIN FIN DE LUCRO QUE  
NO HAN COMUNICADO SU OPCIÓN POR EL RÉGIMEN  

FISCAL ESPECIAL

Análisis de la RTEAC de 5 de enero de 2015, R. G. 1975/2013

1.  SUPUESTO DE HECHO

En el 2007 una sociedad mercantil realizó un donativo a una fundación y se aplicó en el Im-
puesto sobre Sociedades la deducción en la cuota prevista en el artículo 20 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les al mecenazgo (en adelante, Ley 49/2002).

En el ejercicio siguiente la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) desarrolló 
un procedimiento de verificación de datos y rechazó tal deducción. El motivo fue que la funda-
ción, aun reuniendo las condiciones y requisitos del artículo 3 para poder considerarse una enti-
dad beneficiaria del mecenazgo incentivado fiscalmente por la Ley 49/2002, no había ejercitado 
la opción exigida para la aplicación del régimen especial regulada en el artículo 14 de la ley. Es 
decir, no había comunicado a la AEAT su deseo de aplicarse ese régimen y, en consecuencia, 
también ser considerada una entidad beneficiaria del mecenazgo.

La sociedad mercantil recurrió en reposición alegando que los donativos habían sido debida-
mente acreditados –la sociedad le había emitido un certificado por la donación según lo dispuesto 
en el art. 24– ante la AEAT por lo que la Ley 49/2002 le concedía el derecho a practicárselos sin 
que tuviera que preocuparse de cuáles son los requisitos que debería cumplir la donataria.

Desestimado el recurso, la sociedad interpuso una reclamación económico-administrativa 
ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional (TEAR) de Galicia alegando que el donante 
tan solo puede actuar de conformidad a la información facilitada por el donatario.

Isidoro Martín Dégano
Profesor Titular de Derecho Financiero y Tributario. UNED
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El TEAR estimó la reclamación basándose en una interpretación literal de la norma y, ade-
más, reforzándola con una interpretación finalista de la misma.

En relación con el primer motivo reconoce que es indudable que para que la entidad no lu-
crativa tribute con arreglo al régimen especial contemplado en la Ley 49/2002 es imprescindible 
que opte por el mismo. Si no lo hace le correspondería tributar según el régimen de las entidades 
parcialmente exentas contenido en el Capítulo XV del Título VII del texto refundido del Impues-
to sobre Sociedades (RDLeg. 4/2004, de 5 de marzo). No obstante, no parece que este requisito 
procedimental del ejercicio de la opción pueda encuadrarse en la exigencia del artículo 16 de la 
Ley 49/2002 por cuanto no se desprende tan claramente del tenor literal del precepto cuando afir-
ma que las donaciones o donativos deberán hacerse a las entidades sin fines lucrativos afirmando 
textualmente «a las que sea de aplicación», no a las que se les aplique.

Respecto del segundo motivo, el TEAR entiende que una de las finalidades de la Ley 49/2002 
es incentivar fiscalmente el mecenazgo. Por ello considera que condicionar los incentivos al me-
cenazgo al hecho de que la entidad donataria ejercite o no una determinada opción, circunstancia 
que ignora el donante, no parece que pueda acogerse al espíritu de la norma.

Frente a la anterior resolución, el Director General de Tributos interpuso un recurso extraor-
dinario de alzada para la unificación de criterio al estimarla gravemente dañosa y errónea. La Re-
solución a este recurso del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) de 5 de enero 
de 2015 (NFJ057155) es la que da lugar a este comentario.

2.  DOCTRINA DEL TEAC

De los dos argumentos esgrimidos en el recurso del que trae causa, el TEAC solo rebate 
la interpretación literal sin entrar a valorar la finalista que también utiliza el TEAR de Galicia.

En relación con el primer motivo referido a la aplicación del régimen fiscal especial se basa 
en lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley 49/2002 que establece:

«1. Las entidades sin fines lucrativos podrán acogerse al régimen fiscal, especial 
establecido en este Título en el plazo y en la forma que reglamentariamente se establezca.

Ejercitada la opción, la entidad quedará vinculada a este régimen de forma in-
definida durante los periodos impositivos siguientes, en tanto se cumplan los requisi-
tos del artículo 3 de esta ley y mientras no se renuncie a su aplicación en la forma que 
reglamentariamente se establezca.

 2. La aplicación del régimen fiscal especial estará condicionada al cumplimiento 
de los requisitos y supuestos de hecho relativos al mismo, que deberán ser probados 
por la entidad. […]» (la negrita es suya).
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Por su parte, el artículo 16 de la misma ley –cuyo título es Entidades beneficiarias del me-
cenazgo– señala:

«Los incentivos fiscales previstos en este Título serán aplicables a los donativos, 
donaciones y aportaciones que, cumpliendo los requisitos establecidos en este Título, 
se hagan en favor de las siguientes entidades:

a) Las entidades sin fines lucrativos a las que sea de aplicación el régimen fiscal 
establecido en el Título II de esta ley […].» 

De la aplicación conjunta de estas dos normas legales el TEAC fija el siguiente criterio:

«en el supuesto en que se produzca el incumplimiento de la obligación de optar 
por la aplicación del régimen fiscal especial de las entidades sin fines lucrativos, con 
arreglo a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 49/2002 y el artículo 1 del Regla-
mento aprobado por el Real Decreto 1270/2003, no resultan de aplicación los incenti-
vos fiscales al mecenazgo previsto en el Título III de la Ley 49/2002 por los donativos, 
donaciones y aportaciones que se efectúen a la entidad sin fines lucrativos que hubiera 
incurrido en dicho incumplimiento».

3.  COMENTARIO

La resolución del TEAC plantea, en nuestra opinión, dos problemas que deben ser comen-
tados. El primero es la exigencia o no de la comunicación a la AEAT para ser considerada una 
entidad beneficiaria del mecenazgo. El segundo son las consecuencias que provoca dicho incum-
plimiento sobre un tercero, en este caso el donante.

En relación con el primer problema, ya hemos mencionado que el TEAC resuelve el asun-
to acogiéndose a una interpretación literal de la normativa aplicable1. Y, en nuestra opinión, lo 
hace correctamente. El TEAR de Galicia defendía que el artículo 16 de la Ley 49/2002 permite 
que los donativos se hagan a entidades no lucrativas «a las que sea de aplicación, no a las que 
se aplique». Esta diferencia de matiz en la redacción del artículo 16 de la Ley 49/2002 admi-
tiría que no fuera necesario haber comunicado a la AEAT la voluntad de aplicarse el régimen 
especial para tener la consideración de entidad beneficiaria del mecenazgo siempre que se cum-

1	 Con anterioridad a esta resolución ya se habían pronunciado los Tribunales Superiores de Justicia de Aragón [Senten-
cia núm. 172/2013, de 24 de abril (NFJ052428)] y Murcia [Sentencia núm. 450/2013, de 31 de mayo (NFJ052740)] 
sobre dos supuestos similares. Ambos utilizan el mismo argumento del TEAC basado en la interpretación de la Ley 
49/2002 y su reglamento: es un régimen fiscal voluntario que solo pueden aplicárselo las entidades no lucrativas que 
opten por él y comuniquen su opción a través de la correspondiente declaración censal. 
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plieran con los requisitos fiscales previstos en el artículo 3 de esa norma. En definitiva, para el 
TEAR el hecho de no haber ejercitado la opción prevista en el artículo 14 de la Ley 49/2002 
no es un requisito indispensable para que el donante pueda aplicarse los beneficios fiscales. Se 
distingue, así, entre el régimen especial –aplicable a la entidad no lucrativa– que sí exigiría 
haber ejercitado la opción y los incentivos al mecenazgo –que disfrutan los donantes– en los 
que no sería necesario.

Sin embargo, esta diferencia entre unos beneficios fiscales y otros no existe en la Ley 49/2002. 
Al igual que tampoco existe una distinción entre el cumplimiento o posible incumplimiento de 
unos requisitos y otros –los del art. 3 y el de art. 14– para poder disfrutar de los mismos. Para el 
TEAC cuando el artículo 16 –al enumerar las entidades beneficiarias del mecenazgo y, en con-
creto, a las entidades sin fines lucrativos a las que se aplica el régimen fiscal establecido en el 
Título II– utiliza la expresión «a las que sea de aplicación el régimen especial» solo puede ser 
interpretada en el sentido de entidades no lucrativas «a las que efectivamente se aplique el régi-
men, porque hayan ejercitado la opción, y no como alusiva a todas las entidades a las que teóri-
camente pudiera serles de aplicación pero que no se les aplica de facto porque no han ejercitado 
la opción de voluntariamente acogerse al mismo». 

El desarrollo reglamentario de la opción a la que nos estamos refiriendo –regulado por el 
art. 1 del RD 1270/2003, de 10 de octubre– confirma la necesidad de haberla ejercitado para que 
se puedan disfrutar todos los beneficios fiscales de la Ley 49/2002, ya sean por la propia entidad 
no lucrativa o por los mecenas. En este sentido el TEAC recalca –al transcribir en negrita– que 
los apartados 2 y 3 de esa norma requieren haber comunicado a la AEAT la voluntad de aplicar-
se la Ley 49/2002 siempre que se cumpla con los requisitos del artículo 3:

«Artículo 1. Opción por la aplicación del régimen fiscal especial de las entida-
des sin fines lucrativos. 

1. Para la aplicación del régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de 
los incentivos fiscales al mecenazgo, la entidad deberá comunicar a la Administración 
tributaria su opción por dicho régimen a través de la correspondiente declaración censal.

 2. El régimen fiscal especial se aplicará al periodo impositivo que finalice con 
posterioridad a la fecha de presentación de la declaración censal en que se con-
tenga la opción y a los sucesivos, en tanto que la entidad no renuncie al régimen.

La renuncia producirá efectos a partir del periodo impositivo que se inicie con 
posterioridad a su presentación, que deberá efectuarse con al menos un mes de antela-
ción al inicio de aquel mediante la correspondiente declaración censal.

 3. En relación con los impuestos que no tienen periodo impositivo, el régimen 
fiscal especial se aplicará a los hechos imponibles producidos durante los periodos 
impositivos a que se refiere el primer párrafo del apartado anterior y la renun-
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cia surtirá efectos respecto a los hechos imponibles producidos a partir del inicio 
del periodo impositivo a que se refiere el segundo párrafo del citado apartado.

 4. La aplicación del régimen especial quedará condicionada, para cada periodo 
impositivo, al cumplimiento, durante cada uno de ellos, de las condiciones y requisi-
tos previstos en el artículo 3 de la Ley 49/2002».

En nuestra opinión la Ley 49/2002 establece dos tipos de requisitos para poder acceder a 
los beneficios fiscales que contempla, ya sea el régimen fiscal especial aplicable a la entidad no 
lucrativa o bien los incentivos al mecenazgo que se aplican los mecenas. El primer grupo, reco-
gidos en el artículo 3, son los que realmente justifican la existencia de los beneficios fiscales pues 
confieren la condición de entidad no lucrativa: perseguir fines de interés general, destinar un por-
centaje mínimo del 70 % a la realización de las actividades propias de las entidades no lucrativas, 
gratuidad de los cargos directivos, los destinatarios de las actividades deben ser colectividades 
genéricas, destino del patrimonio en caso de disolución de la entidad…

Su incumplimiento no genera duda alguna: impide el acceso a los beneficios fiscales o su-
pone la regularización de los beneficios ya disfrutados. 

El problema surge, como es el caso comentado, cuando lo que se incumple es el requisito 
previsto en el artículo 14 de la Ley 49/20022. Este requisito puede considerarse formal o proce-
dimental en contraposición a los requisitos materiales o sustantivos del artículo 3 por los que se 
adquiere la condición de entidad no lucrativa, a efectos de esta ley, y se tiene acceso a los bene-
ficios fiscales.

Hay que tener en cuenta que el artículo 14 solo exige a las entidades no lucrativas una mera 
comunicación sin que su eficacia dependa de una aprobación administrativa posterior. Por tanto, 
ejercida la opción, no hay que esperar a que la AEAT se pronuncie afirmativa o negativamen-
te. Por otra parte, las entidades no lucrativas se limitan a comunicar su opción sin necesidad, si 
quiera, de probar en esa comunicación que cumplen con los requisitos del artículo 3 aportando la 
oportuna documentación. Hasta que la AEAT no requiera tal prueba se presumirá que los cum-
plen y disfrutarán de los beneficios fiscales. Otra cosa distinta es que la AEAT en el ejercicio de 
su actividad comprobadora pueda exigir que la entidad no lucrativa acredite el cumplimiento de 
los requisitos y la excluya del régimen si no lo hace satisfactoriamente. 

En nuestra opinión, en la resolución del TEAC laten dos temas polémicos y muy debatidos 
en materia de exenciones. Uno es el ya clásico de si el incumplimiento de un deber formal puede 

2	 El artículo 1.1 del Real Decreto 1270/2003 es la norma que ha desarrollado el ejercicio de esta opción fijando que la 
misma se realizará a través de la correspondiente declaración censal. El modelo que ha de presentarse al efecto es el 
036 dándose de alta las entidades no lucrativas en la «opción por el Régimen fiscal especial del Título II de la Ley 
49/2002». En el caso de los tributos locales además de esta comunicación a la AEAT se debe realizar otra al ayunta-
miento correspondiente según dispone el artículo 2 de este reglamento.
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impedir el disfrute de la exención3 y el otro, más reciente, es el de las opciones tributarias y su 
posible modificación4. Por razones de espacio no podemos entrar a fondo en ellos por lo que nos 
limitaremos a esbozar algunas ideas. En ninguno existe una línea homogénea ni en su regulación 
ni en la jurisprudencia. Por poner algunos ejemplos, en el régimen de los trabajadores desplazados 
a España (impatriados) la comunicación con la que se opta por su aplicación constituye un deber 
ineludible5 mientras que en el régimen de fusiones es un mero requisito procedimental cuyo in-
cumplimiento da lugar a una infracción administrativa6. Por su parte, el TEAC ha diferenciado en 
esta polémica entre el cumplimiento del deber por una persona física o una jurídica con motivo 
de la exención por reinversión de la vivienda habitual [Resolución de 18 de diciembre de 2008, 
R. G. 3277/2006 (NFJ030929)]7.

En lo que atañe al tema que nos ocupa pensamos que podría introducirse un matiz que no 
contempla el TEAC: la posible voluntad de la entidad no lucrativa de aplicarse el régimen espe-
cial aun no habiéndolo comunicado mediante el modelo 036. Si, pese a no haber ejercitado la op-
ción, la entidad cumple con los requisitos sustantivos del artículo 3 de la Ley 49/2002, presenta 
la autoliquidación del Impuesto sobre Sociedades por el régimen especial, comunica a la AEAT 

3	 Ya Berliri y Sainz de Bujanda en la década de los sesenta del siglo pasado debatían sobre la solicitud del obligado 
tributario como condición legal para el nacimiento o para el disfrute de la exención. Puede consultarse en Herrera 
Molina (1990, pág. 299) y más recientemente Sánchez Pedroche (2004, pág. 326).

4	 Véanse Cayón Galiardo (2009), Malvárez Pascual (2010), Gómez Taboada (2012) y Burlada Echeveste (2014).
5	 La jurisprudencia emitida hasta el momento entiende que el cumplimiento del ejercicio y comunicación de la opción 

en plazo es imprescindible para aplicar el régimen de impatriados del artículo 93 de la Ley 35/2006, de 28 de noviem-
bre. Véase García Carretero (2015, pág. 98).

6	 Como se deducía del tenor literal del artículo 96.1 del Real Decreto Legislativo 4/2004 y de los apartados 1 y 2 del 
artículo 42 de su reglamento, la comunicación no constituye una carga o requisito para la aplicación del régimen espe-
cial, sino un deber de información que surge cuando se ha ejercido la opción. Por lo tanto, el incumplimiento de este 
deber o el retraso en el cumplimiento del mismo no impide la aplicación del régimen especial, sino que dará lugar, en 
su caso, a la imposición de las sanciones tributarias que resulten procedentes de acuerdo con la Ley General Tributaria 
(LGT). En este sentido, siguiendo el criterio de la doctrina científica mayoritaria, se pronuncia la Dirección General 
de Tributos (DGT) en contestaciones como la de 18 de octubre de 2004 [Consulta núm. V0208/2004 (NFC020146)].

	 En la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, el sistema ha cambiado ya que según el nuevo artículo 89: «Se entenderá que las 
operaciones reguladas en este capítulo aplican el régimen establecido en el mismo, salvo que expresamente se indique lo 
contrario a través de la comunicación a que se refiere el párrafo siguiente». Por todos, véase Menéndez García (2015).

7	 En este caso el contribuyente había omitido en la autoliquidación incluir la ganancia patrimonial por la venta de la 
vivienda y tampoco optó por la exención por reinversión de vivienda habitual, condiciones necesarias para excluir 
de gravamen la ganancia patrimonial obtenida en la transmisión de la vivienda habitual y considerar la exención por 
reinversión.

	 El TEAC señala: «El análisis de las circunstancias concretas de la opción a la que nos venimos refiriendo no parece 
demandar un especial rigor formal. La toma de la decisión, al ser realizada por una persona física, no exige formalis-
mos de ningún tipo, a diferencia de la formación de la voluntad de una sociedad, que para determinadas cuestiones de 
importancia está sujeta a unas muy concretas formas reguladas por el derecho mercantil que –en garantía de socios y 
terceros– son requisitos sustanciales, lo que deriva, como veíamos, en que dichas formas también sean sustanciales 
para los regímenes fiscales ligados a dichas decisiones (fusiones, factor de agotamiento)».
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los donativos recibidos en el modelo 182 y/o emite los certificados de donación considerando que 
es una entidad beneficiaria del mecenazgo incentivado fiscalmente, parece evidente que existe 
una clara voluntad de estar dentro del régimen especial. Declaración de voluntad que, por error, 
pudo no haber sido manifestada en su momento. En tales situaciones podría considerarse que la 
falta de comunicación sería un mero requisito procedimental que no debería suponer la pérdida 
definitiva de la exención. El principio de proporcionalidad debería aplicarse en estos casos mo-
derando las consecuencias de la omisión de la comunicación8. Distinto sería cuando de forma 
fraudulenta emite los certificados de donación como si fuera una entidad de la Ley 49/2002 y no 
se aplica ella misma ese régimen especial o incumple los requisitos del artículo 3 de esa norma.

La segunda cuestión que aporta la resolución del TEAC comentada es la de las consecuen-
cias que genera el incumplimiento de la obligación de comunicar la opción por el régimen espe-
cial en los terceros donantes. Para el TEAC supone la pérdida de las deducciones aplicadas y la 
obligación de regularizar con intereses de demora. El TEAC rechaza las alegaciones de que el do-
nante desconoce si la entidad no lucrativa realmente cumple con los requisitos de la Ley 49/2002 
ya que solo tiene el certificado que esta le expide en el que afirma tal cumplimiento. Y se limita a 
remitir al donante a la vía civil para que pueda resarcirse ante el donatario cuando la información 
contenida en el certificado del artículo 24 de la Ley 49/2002 no sea veraz.

Esta doctrina administrativa nos suscita dos temas a tratar que, por las limitaciones de es-
pacio de este trabajo, tan solo apuntaremos9. 

En primer lugar, la deficiente regulación de esta cuestión por la Ley 49/2002. De la misma 
se deriva, sin duda, una gran inseguridad jurídica pues el donante solo tiene a su alcance la certi-
ficación que expide el donatario sobre su cumplimiento de los requisitos legales. Y ello se agrava 
pues, en el caso de ser errónea o falsa, es él que tiene que soportar las consecuencias de la regu-
larización tributaria. En este certificado del artículo 24 pone toda su confianza el donante sin que 
la legislación le ofrezca otro instrumento para cotejar tal circunstancia. Se echa en falta la exis-
tencia de un registro oficial en el que se pudiera consultar si la entidad no lucrativa está acogida 
a la Ley 49/2002 y, en consecuencia, se le supone que cumple con los requisitos10. Es del todo 
incongruente que se exija la comunicación a la AEAT para poder aplicarse el régimen especial 

8	 Como señala, sin referirse a este caso concreto sino en general, Malvárez Pascual (2010, pág. 43) «en la medida 
en que las obligaciones formales están orientadas al correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias, cuando la 
Administración tiene todos los datos en su poder o puede obtenerlos con una mínima actividad de investigación, el 
cumplimiento del requisito formal no es absolutamente imprescindible y, por tanto, no se pueden establecer conse-
cuencias máximas por hechos de escasa trascendencia».

9	 Para un estudio más detallado nos remitimos a nuestro trabajo Blázquez Lidoy y Martín Dégano (2012, pág. 659 y ss.).
10	 Es cierto que las fundaciones deben informar al Protectorado en las Cuentas anuales sobre si se han acogido a la Ley 

49/2002 y que dicha información es pública en tanto se manifieste un interés legítimo. Pero esta información está re-
ferida a ejercicios anteriores al de la donación y no nos parece que sea el sistema más adecuado como señalamos en 
la nota siguiente.
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pero que esta información no sea pública en tanto afecta a terceros11. El principio de seguridad 
jurídica, al que apelan la DGT y el TEAC, como principal impedimento para modificar la opción 
inicial –una vez concluido el periodo de declaración según lo previsto en el art. 119 LGT–, de-
bería también ser tenido en cuenta cuando dicha manifestación de voluntad afecta a terceros dis-
tintos de la Administración tributaria y no tienen acceso a la misma.

El segundo aspecto del que queremos dejar constancia es el de los medios de defensa que 
tiene el donante ante la regularización tributaria como consecuencia del incumplimiento de los 
requisitos por la entidad no lucrativa12. Nos vamos a limitar a comentar los medios que tiene a 
su alcance el donante al margen de posibles soluciones de lege ferenda como: sanción específi-
ca para la entidad no lucrativa13, devolución del interés legal del dinero y no el de demora pues 
el donante carece de responsabilidad alguna, exigir la regularización al donatario o declararlo 
responsable solidario… 

El TEAC considera que, en el ámbito tributario, no existe defensa alguna. No obstante, cree-
mos que, al menos, el donante podría hacer valer su derecho –en este caso defender que la entidad 
no lucrativa sí cumple con los requisitos– por medio de recurso o reclamación económico-admi-
nistrativa. En nuestra opinión tendría la consideración de «interesado» del artículo 232 de la LGT 
en tanto sus intereses legítimos resultan afectados por la actuación administrativa que excluye a 
la entidad no lucrativa del régimen tributario especial por lo que podría impugnar tal decisión.

El TEAC, tras establecer que el donante debe regularizar a pesar de que la información que 
le suministró la entidad sin fin de lucro no era veraz, añade «sin perjuicio en su caso de las ac-
ciones que pudiera ostentar frente a aquella». De tal forma que se desentiende de la situación de 
indefensión en la que queda el donante y se limita a remitirle a la vía civil. Remisión que pare-
ce, pues no se menciona expresamente en la resolución, que sería para intentar resarcirse de los 
daños y perjuicios que supone regularizar la deducción y los intereses de demora14 (por aplica-

11	 Blázquez Lidoy (2013, pág. 229) afirma que el sistema español no es sostenible en este aspecto y lo compara con el 
de los Estados Unidos en el que se protege los intereses del donante. En ese país no existe un sistema, como el espa-
ñol, de mera comunicación sino de autorización por el que las entidades no lucrativas son reconocidas por la Admi-
nistración tributaria. Las entidades autorizadas son incorporadas a una lista pública en la web del Internal Revenue 
Service (IRS) que pueden consultar los donantes. Las donaciones solo dejarán de ser deducibles desde el momento 
en que la entidad no lucrativa desaparece de la lista.

12	 Recordemos que, conforme al artículo 242.3 de la LGT, al tratarse de un recurso extraordinario de alzada para la uni-
ficación de criterio, se «respetará la situación jurídica particular derivada de la resolución recurrida». 

13	 Nuestro ordenamiento deja impune, a estos efectos, a la entidad no lucrativa que simula pertenecer al régimen de la 
Ley 49/2002. A diferencia de lo que ocurre en supuestos similares –como cuando el trabajador engaña al empleador 
acerca de sus datos personales (art. 205 de la LGT) o en el caso del IVA cuando alguien que no es sujeto pasivo actúa 
como tal (art. 170.Dos.3.º de la LIVA)– no se ha previsto una infracción específica para la entidad no lucrativa.

14	 En nuestra opinión la regularización solo implica la devolución de los beneficios aplicados y del interés pero sin san-
ción alguna. El donante, al solicitar a la entidad no lucrativa el certificado del artículo 24 de la Ley 49/2002, cumple 
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ción conjunta de los arts. 1.101 y 1.124 del Código Civil). Es decir, lograr la restitución de la 
deducción aplicada y de sus correspondientes intereses de demora. Pero, pensamos que esto no 
será suficiente pues, además, al donante lo más seguro es que también le interese recuperar la 
donación efectuada. Para ello tiene dos vías: una previa a la donación y otra posterior a la regu-
larización administrativa. 

En previsión de la situación que estamos comentando, el donante podría establecer la siguien-
te condición resolutoria: realizo la donación siempre que la entidad no lucrativa cumpla con los 
requisitos del artículo 3 en ese ejercicio. En nuestra opinión, esta donación debería ser deducible, 
pues tiene las mismas características que las puras y simples –a pesar de incluir tal condición–
siendo plenamente eficaz desde el momento en que se efectúa. Es una condición consustancial a 
la propia deducción, ya que la Ley 49/2002 solo la permite si las entidades no lucrativas cumplen 
los requisitos. Por ello, no creemos que vulnere los requisitos exigidos por el artículo 17 de la Ley 
49/2002 de que los donativos, donaciones y aportaciones sean «irrevocables, puros y simples». 
Si el donante no actúa así, no solo perdería los beneficios fiscales en caso de incumplimiento sino 
que no recuperaría lo donado a una entidad sin fin de lucro con unas características distintas de 
las que pensaba que tenía cuando realizó la donación. Al resultar ineficaz el negocio jurídico, la 
donación dejaría de tener efectos y el donante podría recuperar lo donado. Otra solución a este 
problema, que no requiere establecer condiciones, podría venir por la impugnación de la donación 
alegando error consistente en considerar que la entidad no lucrativa cumplía con los requisitos 
siendo ello lo que le llevó a donar. La impugnación se apoyaría en el error de haber creído en la 
existencia de unos méritos (requisitos) inexistentes, error que fue determinante en la voluntad de 
donar (conforme a lo previsto en los arts. 1.265 y ss. del Código Civil). 

Bibliografía

Blázquez Lidoy, A. [2013]: «Los incentivos fiscales al mecenazgo en Estados Unidos. ¿Qué podemos apren-
der con vistas a la reforma de la Ley 49/2002?» Anuario de Derecho de Fundaciones, 2012, Iustel, Madrid.

Blázquez Lidoy, A. y Martín Dégano, I. [2012]: Manual tributario de entidades no lucrativas (Asocia-
ciones y Fundaciones), CEF, Madrid.

Burlada Echeveste, J. L. [2014]: «Las opciones en materia tributaria», Quincena fiscal, n.º 21.

Cayón Galiardo, A. [2009]: «Los efectos del incumplimiento de las condiciones y requisitos exigibles 
para el ejercicio de derechos y opciones por parte del contribuyente», Revista Técnica Tributaria, n.º 85.

con el deber mínimo de diligencia exigido para no ser sancionado conforme al artículo 179.2 de la LGT. Lógicamen-
te nos estamos refiriendo a un supuesto en el que exista un desconocimiento por parte del mecenas del citado incum-
plimiento. Si se prueba que era consciente desde un primer momento de que no se podía aplicar el beneficio fiscal 
(por ejemplo, cuando el donante es un patrono de la fundación), además de regularizar su situación, tendría que ser 
sancionado por disfrutar indebidamente de la deducción.

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.ceflegal.com
http://www.cef.es


162	 www.ceflegal.com

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015)

García Carretero, B. [2015]: Régimen fiscal de expatriados e impatriados, Juruá Editora, Lisboa.

Gómez Taboada, J. [2012]: «Las opciones tributarias: cuando la tierra se abre bajo nuestros pies», Quin-
cena fiscal, n.º 5.

Herrera Molina, P. [1990]: La exención tributaria, Colex, Madrid.

Malvárez Pascual, L. [2010]: «Las exigencias formales para el ejercicio de las opciones fiscales. Estudio 
de su régimen jurídico a la luz del principio de proporcionalidad», Revista Técnica Tributaria, n.º 88.

Menéndez García, G. [2015]: «Régimen tributario de la fusión y de la escisión», en Campuzano, A. B.; 
Cortés, L. J.; Pérez Troya, A. y Rojo, Á. (coords.): Las modificaciones estructurales de las sociedades 
mercantiles, Aranzadi, Cizur Menor.

Sánchez Pedroche, J. A. [2004]: Forma y Materia en Derecho Financiero y Tributario. Incumplimiento 
de obligaciones formales y pérdida de derechos sustanciales, CEF, Madrid.

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.ceflegal.com
http://www.cef.es


TRIBUTACIÓN

RCyT. CEF, núm. 388 (julio 2015) – Págs. E1-E17	 E1

APLICACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 
(CASO PRÁCTICO)

Extracto

El Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) es un impuesto que tiene un régimen jurídico que se 
recoge en los artículos 60 a 77 de la Ley reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), pero que 
no se aplica de forma uniforme en todos los ayuntamientos y que tiene algunas especialidades 
que son de aplicación en el periodo impositivo 2015, que se recogen en otros textos legales, por 
lo que el presente supuesto tiene por objeto analizar a través de ejemplos prácticos la diferente 
casuística de aplicación del mismo.
El régimen jurídico del IBI previsto en la LRHL combina la garantía del principio de reserva 
de ley tributaria previsto en el artículo 31.3 de la Constitución, que exige que los elementos 
esenciales de los tributos se recojan en una norma de rango legal, con el principio de autono-
mía de los municipios que se recoge en el artículo 140 de la Constitución, que permite que los 
ayuntamientos puedan diseñar un sistema tributario propio, en el marco del régimen general 
previsto en la LRHL.
En las ordenanzas fiscales que aprueban los ayuntamientos se prevén los tipos de gravamen 
aplicables en el IBI a las diferentes clases de bienes inmuebles, dentro de los márgenes y posi-
bilidades previstas en la LRHL; al tiempo que se puede disponer la exención de los bienes 
inmuebles que tengan asignada una cuota tributaria que no supere la cantidad que se establezca 
en la ordenanza fiscal.
En el mismo sentido, se puede concretar en las ordenanzas fiscales la bonificación aplicable a 
los bienes inmuebles que constituyan el objeto de la actividad de las empresas de urbanización, 
construcción y promoción inmobiliaria; al tiempo que se pueden establecer bonificaciones potes-
tativas en favor de las familias numerosas, las viviendas de protección oficial o de los bienes de 
interés cultural afectos a una actividad económica.

Palabras claves: �Impuesto sobre Bienes Inmuebles, caso práctico y aplicación del impuesto.
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Antonio García González es residente en la ciudad de Madrid y es titular de diversos bienes 
inmuebles en territorio español, que recibió por herencia el día 15 de marzo 2014. En la medida 
en que se trata del primer año en el que va a tener que pagar las cuotas del Impuesto sobre Bie-
nes Inmuebles (IBI) correspondientes a estos bienes inmuebles, ha solicitado a un asesor fiscal 
que le calcule las diversas cuotas tributarias a las que va a tener que hacer frente en el periodo 
impositivo 2015 y que le informe sobre las disposiciones aprobadas por los ayuntamientos para 
el pago de las correspondientes deudas tributarias.

En la medida en que Antonio García González es el titular de los citados bienes inmuebles el 
día 1 de enero de 2015, fecha en que se produce el devengo del IBI, de acuerdo con el artículo 75.1 
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), ostenta la condición de sujeto pasivo del 
impuesto y tendrá que pagar las correspondientes cuotas tributarias, en los periodos de pago vo-
luntario que se establezcan en las diferentes ordenanzas fiscales aprobadas por los ayuntamientos.

Los diversos bienes inmuebles sobre los que se ha solicitado información son los que se 
detallan a continuación.

1.  VIVIENDA FAMILIAR EN MADRID

Es titular de un bien inmueble en la ciudad de Madrid que constituye su residencia habitual, 
que tiene un valor catastral de 320.000 euros y que deriva de una ponencia de valores que entró 
en vigor en el periodo impositivo 2012. Se conoce que este bien inmueble pertenece a la mitad 
con mayor valor catastral del conjunto de los bienes inmuebles del municipio de uso residencial 
y que el valor catastral vigente en el año 2011 era de 260.000 euros.

El Ayuntamiento de Madrid no ha solicitado la actualización del valor catastral del bien 
inmueble en el periodo impositivo 2015, de acuerdo con el artículo 32.2 de la Ley del Catastro 
Inmobiliario (LCI), pues en el apartado a) de este precepto legal se dispone que es necesario que 
hayan transcurrido al menos cinco años desde la entrada en vigor de los valores catastrales deri-
vados del anterior procedimiento de valoración colectiva de carácter general, circunstancia que 
no se produce en este supuesto, en atención a que la ponencia de valores vigente en el municipio 
de Madrid entró en vigor en el año 2012.

La base imponible del IBI será el valor catastral del bien inmueble que se eleva a la cifra de 
320.000 euros, conforme se dispone en el artículo 65 de la LRHL. 
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En los supuestos en los que se incrementen los valores catastrales de un municipio, como 
consecuencia de un procedimiento de valoración colectiva de carácter general, se aplica durante 
nueve años una reducción en la base imponible, que convierte la base imponible en base liquida-
ble, de acuerdo con el régimen jurídico previsto en los artículos 66 a 69 de la LRHL.

La cuantía de la reducción en la base imponible es el resultado de aplicar un coeficiente 
reductor, único para todos los bienes inmuebles afectados del municipio, a un componente in-
dividual de la reducción, calculado para cada bien inmueble, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 68.2 de la LRHL.

El coeficiente reductor aplicable tendrá el valor de 0,9 el primer año de su aplicación e irá 
disminuyendo progresivamente en 0,1 anualmente hasta su desaparición, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 68.3 de la LRHL.

En la medida en que los valores catastrales del municipio de Madrid se incrementaron en 
el periodo impositivo 2012, como consecuencia de una ponencia de valores de carácter general, 
en el periodo impositivo 2015 se practicará la reducción en la cuantía aplicando el coeficiente re-
ductor 0,6, que es el previsto para el cuarto año de aplicación. En este contexto, la determinación 
de la base liquidable se realiza de la siguiente forma:

•	 Base imponible: 320.000 euros.

•	 Incremento del valor catastral 2011-2012: 60.000 euros (320.000  –  260.000).

•	 Coeficiente reductor: 0,6 (art. 68.3 de la LRHL).

•	 Reducción: 36.000 (0,6  ×  60.000)

•	 Base liquidable: 284.000 euros (320.000  –  36.000).

La cuota íntegra del IBI es el resultado de aplicar a la base liquidable el tipo de gravamen 
vigente en el municipio de Madrid, que está establecido en el 0,548 % para los bienes inmuebles 
de naturaleza urbana (art. 8.2 de la ordenanza fiscal del IBI).

En la determinación del tipo de gravamen del IBI, no obstante, han de tenerse en cuenta las 
disposiciones previstas en el artículo 8.1 de la Ley 16/2013, de 29 de octubre, por la que se esta-
blecen determinadas medidas en materia de fiscalidad medioambiental y se adoptan otras medidas 
tributarias y financieras (LMTF), aplicables en el periodo impositivo 2015, que en este supuesto 
se pueden resumir de la siguiente manera:

•	 Los tipos de gravamen del IBI determinados en las ordenanzas fiscales del IBI, de 
acuerdo con el artículo 70 de la LRHL, se incrementarán en un 4 % en los munici-
pios que hayan sido objeto de un procedimiento de valoración colectiva de carác-
ter general para bienes inmuebles urbanos como consecuencia de una ponencia de 
valores total aprobada entre 2009 y 2012.
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•	 En el caso de los bienes inmuebles de uso residencial, cuando resulte de aplicación 
una ponencia de valores total aprobada en los años 2002 a 2012, los incrementos 
de los tipos de gravamen solo se aplicarán a los bienes inmuebles que pertenezcan 
a la mitad con mayor valor catastral del conjunto de los inmuebles del municipio 
que tengan dicho uso.

En el artículo 8.2 de la LMTF se dispone que en el supuesto de que el tipo aprobado por un 
municipio para 2014 o 2015 fuese inferior al aprobado para 2011, en el año en que esto ocurra 
se aplicarán los incrementos de los tipos de gravamen tomando como base el tipo aprobado para 
el periodo impositivo 2011.

El Ayuntamiento de Madrid ha bajado en el año 2015 el tipo de gravamen del IBI respecto 
al vigente en 2011 (0,581 %) y por ello, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8.1 c) y 8.2 
de la LMTF, el tipo de gravamen aplicable en 2015 se obtiene con la siguiente fórmula: tipo de 
gravamen de la ordenanza fiscal de 2015 (0,548)  +  tipo de gravamen de 2011 (0,581)  ×  0,04 
[porcentaje de incremento previsto en el art. 8.1 c) de la LMTF].

En consecuencia, el tipo de gravamen aplicable en el periodo impositivo de 2015 será de 
0,57124 %, que es el resultado de la siguiente operación: 0,548  +  (0,581  ×  0,04).

La cuota íntegra del impuesto será de 1.622,32 euros, que es el resultado de aplicar el tipo 
de gravamen vigente en 2015 a la base liquidable del periodo impositivo (0,57124 % de 284.000).

En la cuota íntegra del IBI se aplican las bonificaciones obligatorias que se recogen en el 
artículo 73 de la LRHL, en los supuestos en los que proceda, así como las bonificaciones potes-
tativas previstas en el artículo 74 de la LRHL, cuando hayan sido establecidas de forma expresa 
por los ayuntamientos en las correspondientes ordenanzas fiscales del impuesto.

En el artículo 74.4 de la LRHL se dispone la posibilidad de establecer una bonificación de 
hasta el 90 % de la cuota íntegra del impuesto en favor de aquellos sujetos pasivos que ostenten 
la condición de titulares de familia numerosa, que ha sido establecido en el Ayuntamiento de Ma-
drid en las siguientes condiciones (art. 12 de la ordenanza fiscal del IBI):

•	 Se ha de ostentar la condición de familia numerosa en el momento del devengo del 
impuesto, que se produce el día 1 de enero de cada año.

•	 Se aplica exclusivamente en la cuota íntegra correspondiente al bien inmueble en 
el que la familia tenga su residencia habitual.

•	 El sujeto pasivo debe estar empadronado en el municipio de Madrid y presentar la 
solicitud de la bonificación antes del primer día del periodo impositivo a partir del 
cual empiece a producir efectos, acompañada del certificado o fotocopia del título 
vigente de familia numerosa.
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•	 Se establecen diversos porcentajes de bonificación, entre el 4 y el 90 %, en función 
del valor catastral del bien inmuebles y de si se trata de una familia numerosa de 
categoría general o especial.

En la medida en que Antonio García González ostenta la condición de familia numerosa, se 
conoce que solicitó la citada bonificación en el IBI, en fecha 21 de diciembre de 2014.

En este supuesto, en atención a que el bien inmueble que constituye la vivienda familiar 
tiene un valor catastral de 320.000 euros y de que el sujeto pasivo ostenta la condición de nume-
rosa de categoría especial, procede la aplicación de una bonificación en la cuota íntegra del 30 % 
(art. 12.3 de la ordenanza fiscal del IBI).

En consecuencia, se aplica en la cuota íntegra una bonificación de 486,70 euros (30 % de 
1.622,32), por lo que la cuota líquida a pagar por el sujeto pasivo será de 1.135,62 euros (1.622,32  – 
–  486,70)

El periodo de pago voluntario del IBI en el Ayuntamiento de Madrid abarcará desde el día 
1 de octubre, hasta el día 30 de noviembre o inmediato hábil posterior (art. 19.3 de la ordenan-
za fiscal del IBI).

Con el objeto de facilitar el cumplimiento de la obligación tributaria, el ayuntamiento ha esta-
blecido un sistema especial de pago de las cuotas del IBI, en virtud del cual el sujeto pasivo puede 
fraccionar la deuda en los siguientes términos (art. 20.4 de la ordenanza fiscal del IBI):

•	 Un primer pago a cuenta, que será equivalente al 65 % de la cuota líquida del IBI co-
rrespondiente al ejercicio inmediatamente anterior, debiendo hacerse efectivo el 30 
de junio, o inmediato hábil siguiente, mediante la oportuna domiciliación bancaria.

•	 Un segundo pago que se pasará al cobro a la cuenta corriente indicada por el interesa-
do el último día del periodo ordinario de cobro del impuesto, que es el 30 de noviem-
bre, o inmediato hábil posterior, y estará constituido por la diferencia entre la cuantía 
del recibo correspondiente al ejercicio y la cantidad abonada en el primer plazo.

En el segundo plazo se deducirá el importe de la bonificación del 3,25 % en la cuota del im-
puesto, establecida de acuerdo con el artículo 9.1 de la LRHL, en favor de aquellos sujetos pasi-
vos que se acojan al citado sistema especial de pago, sin que pueda superar los 70 euros (art. 14 
de la ordenanza fiscal del impuesto).

2.  VIVIENDA DE PROTECCIÓN OFICIAL EN VALENCIA

Es titular de un bien inmueble de naturaleza urbana en el municipio de Valencia, que tiene 
un valor catastral de 90.000 euros, que es consecuencia de una ponencia de valores total que entró 
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en vigor en el año 1998. Se conoce que se trata de un bien inmueble que ostenta la condición de 
vivienda de protección oficial, que obtuvo la calificación definitiva en el año 2006.

En el artículo 32.2 de la LCI se dispone que las Leyes de Presupuestos Generales del Estado 
podrán actualizar los valores catastrales de los bienes inmuebles urbanos de un mismo municipio, 
por aplicación de coeficientes en función del año de entrada en vigor de la correspondiente po-
nencia de valores del municipio. Los ayuntamientos podrán solicitar la aplicación de los citados 
coeficientes, cuando concurran los siguientes requisitos:

•	 Que hayan transcurrido al menos cinco años desde la entrada en vigor de los va-
lores catastrales derivados del anterior procedimiento de valoración colectiva de 
carácter general.

•	 Que se pongan de manifiesto diferencias sustanciales entre los valores de mercado 
y los que sirvieron de base para la determinación de los valores catastrales vigen-
tes, siempre que afecten de modo homogéneo al conjunto de usos, polígonos, áreas 
o zonas existentes en el municipio.

•	 Que la solicitud se comunique a la Dirección General del Catastro antes del 31 de mayo 
del ejercicio anterior a aquel para el que se solicita la aplicación de los coeficientes.

En el contexto expresado el Ayuntamiento de Valencia solicitó la actualización de los va-
lores catastrales de naturaleza urbana para el periodo impositivo 2015, que fue acordada por el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en la Orden HAP/1750/2014, de 29 de sep-
tiembre, por la que se establece la relación de municipios a los que resultarán de aplicación los 
coeficientes de actualización de los valores catastrales que establezca la Ley de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 2015.

Los coeficientes de actualización de los valores catastrales aplicables en el periodo impositi-
vo 2015 se han previsto en el artículo 62 de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2015, en el que se prevén una serie de coeficientes, en función 
del año de la entrada en vigor de la ponencia de valores, habiéndose previsto el coeficiente 1,10 
para los supuestos en los que la ponencia de valores hubiera entrado en vigor en el año 1998, que 
es el caso del municipio de Valencia.

En consecuencia, el valor catastral actualizado en el ejercicio 2015, que será la base impo-
nible del IBI, será de 99.000 euros (90.000  ×  1,10), sobre el que se aplicará el tipo de gravamen 
para obtener la cuota íntegra del impuesto.

El tipo de gravamen previsto en el municipio de Valencia para los bienes inmuebles de natura-
leza urbana es el 0,886 % [art. 3 a) de la ordenanza fiscal del IBI]. El citado tipo de gravamen no se 
incrementa en aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la LMTF, en la medida en que el aparta-
do 4 c) del citado texto legal dispone que los coeficientes correctores no se aplican en los municipios 
a los que, en el correspondiente periodo impositivo, resulte de aplicación lo dispuesto en el artículo 
32.2 de la LCI, relativo a la actualización de los valores catastrales, como es el caso de Valencia.
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La cuota íntegra del impuesto será de 877,14 euros, que es el resultado de aplicar el tipo de 
gravamen del 0,886 % a la base imponible de 99.000 euros. En la cuota íntegra se aplicarán las 
bonificaciones obligatorias que se recogen en el artículo 73 de la LRHL y las bonificaciones po-
testativas previstas en el artículo 74 de la LRHL, en el supuesto de que hayan sido previstas en 
la correspondiente ordenanza fiscal del IBI.

En el artículo 73.2 de la LRHL se dispone que tendrán derecho a una bonificación del 50 % 
en la cuota íntegra del impuesto, durante los tres periodos impositivos siguientes al del otorga-
miento de la calificación definitiva, las viviendas de protección oficial y las que resulten equipa-
rables a estas conforme a la normativa de la respectiva comunidad autónoma.

La citada bonificación se concederá a petición del interesado, pudiendo efectuarse en cual-
quier momento anterior a la terminación de los tres periodos impositivos de duración de aquella 
y surtirá efectos, en su caso, desde el periodo impositivo siguiente a aquel en que se solicite.

En el artículo 73.2 de la LRHL se dispone, asimismo, que los ayuntamientos podrán es-
tablecer una bonificación de hasta el 50 % en la cuota íntegra del impuesto, aplicable a los 
citados bienes inmuebles, una vez transcurrido el plazo de tres años en los que se aplica la bo-
nificación obligatoria, debiendo la ordenanza fiscal determinar la duración y la cuantía anual 
de la bonificación.

El Ayuntamiento de Valencia ha establecido la citada bonificación potestativa, que se aplica 
de acuerdo con el siguiente régimen jurídico (art. 4 de la ordenanza fiscal del IBI):

•	 En los periodos impositivos 4.º y 5.º después de la obtención de la calificación de-
finitiva se aplica una bonificación del 50 %.

•	 En los periodos impositivos 6.º a 14.º después de la obtención de la calificación 
definitiva, se aplican diferentes porcentajes de bonificación, que comienzan en el 
45 % y van disminuyendo progresivamente hasta llegar al 5 %.

•	 Los interesados deben solicitar el beneficio al Ayuntamiento de Valencia en cual-
quier momento anterior a la terminación de los correspondientes periodos impo-
sitivos de duración de la misma, que surtirá efectos desde el periodo impositivo 
siguiente a aquel en que se solicite.

El sujeto pasivo solicitó la bonificación en el año 2006, cuando se obtuvo la calificación 
definitiva de la vivienda de protección oficial y teniendo en cuenta que la bonificación comenzó 
a aplicarse en el periodo impositivo 2007, procede la aplicación de la bonificación potestativa 
establecida por el Ayuntamiento de Valencia, que se aplicará hasta el periodo impositivo 2020.

En el periodo impositivo 2015, que es el 9.º año de aplicación de la bonificación, de acuer-
do con lo previsto en el artículo 4.1 de la ordenanza fiscal del IBI vigente en Valencia, procede 
aplicar un porcentaje de bonificación del 30 % de la cuota íntegra del impuesto.
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En consecuencia en este supuesto se aplica en la cuota íntegra una bonificación de 263,14 
euros (30 % de 877,14), por lo que la cuota líquida a pagar por el sujeto pasivo será de 614 euros 
(877,14  –  263,14)

El periodo de pago voluntario del IBI en el Ayuntamiento de Valencia, en lo que se refiere 
a los bienes inmuebles de naturaleza urbana, será el comprendido entre el 1 de marzo y el 30 de 
abril, ambos inclusive, conforme se dispone en el artículo 20.1 a) de la ordenanza fiscal general, 
al que remite el artículo 7.2 de la ordenanza fiscal del IBI.

Se aplicará una bonificación del 2 % de la cuota líquida a los sujetos pasivos que satisfagan 
las deudas tributarias del IBI mediante domiciliación en una entidad financiera (art. 23.4 de la 
ordenanza fiscal general).

3.  LOCAL COMERCIAL EN BARCELONA

Es titular de un bien inmueble que se dedica a actividades comerciales, que se encuentra 
situado en la ciudad de Barcelona y que tiene un valor catastral de 280.000 euros, que es conse-
cuencia de una ponencia de valores total que entró en vigor en el año 2002.

Los valores catastrales del municipio de Barcelona han sido actualizados en el periodo 
impositivo 2015, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la LCI, que dispone que las 
Leyes de Presupuestos Generales del Estado podrán actualizar los valores catastrales de los bie-
nes inmuebles urbanos de un mismo municipio, por aplicación de coeficientes en función del 
año de entrada en vigor de la correspondiente ponencia de valores del municipio, conforme se 
expresa en la Orden HAP/1750/2014, de 29 de septiembre, del Ministerio de Hacienda y Ad-
ministraciones Públicas.

Los coeficientes de actualización de los valores catastrales aplicables en el periodo impo-
sitivo 2015 se recogen en el artículo 62 de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2015, en el que se prevé un coeficiente de 1,10 para los muni-
cipios en los que la ponencia de valores hubiera entrado en vigor en el año 2002, que es el caso 
del municipio de Barcelona.

En consecuencia, el valor catastral actualizado en el ejercicio 2015, que será la base impo-
nible del IBI, será de 308.000 euros (280.000  ×  1,10), sobre el que se aplicará el tipo de grava-
men para obtener la cuota íntegra del impuesto.

En las ordenanzas fiscales del IBI que aprueban los municipios, de acuerdo con lo dispuesto 
en los apartados 1 a 3 del artículo 72 de la LRHL, se prevén tres tipos de gravamen, aplicables a 
cada una de las tres clases de bienes previstos en el artículo 1.1 de la LCI: bienes inmuebles ur-
banos, rústicos y de características especiales.
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Con carácter general, el tipo de gravamen previsto para cada una de las citadas clases de 
bienes inmuebles se aplica a todos los que sean de la misma clase, aunque en el supuesto de los 
bienes inmuebles urbanos que no sean de uso residencial, el artículo 72.4 de la LRHL permite 
la aplicación de tipos diferenciados, atendiendo a los usos establecidos en la normativa catastral 
para la valoración de las construcciones.

Los citados tipos de gravamen diferenciados solo podrán aplicarse, como máximo, al 10 % 
de los bienes inmuebles urbanos del término municipal que, para cada uso, tenga mayor valor ca-
tastral, a cuyo efecto la ordenanza fiscal del impuesto señalará el correspondiente umbral de valor 
para todos o cada uno de los usos, a partir del cual serán de aplicación los tipos incrementados.

El tipo de gravamen establecido con carácter general en el municipio de Barcelona para los 
bienes inmuebles de naturaleza urbana es el 0,75 %, de acuerdo con el artículo 8.2 de la orde-
nanza fiscal del IBI, precepto en el que también se dispone que se aplica un tipo de gravamen es-
pecífico del 1 %, para los bienes inmuebles urbanos que tengan asignados los usos establecidos 
relacionados en el anexo 2 de la propia ordenanza fiscal del impuesto.

Los usos previstos en el anexo 2 de la ordenanza fiscal, a los cuales se les aplica el tipo es-
pecífico de gravamen, siempre que superen el umbral previsto para cada uno de ellos, son los si-
guientes: aparcamiento, comercio, enseñanza y cultura, turismo y hostelería, industria, deportivo, 
oficinas, Administraciones públicas, religioso, espectáculos y sanidad.

El umbral previsto para los bienes inmuebles de uso comercial es de 256.042,21 euros, por 
lo que en este supuesto se aplicará un tipo de gravamen del 1 %, dado que el valor catastral del 
bien inmueble es superior a esta cifra.

Los tipos de gravamen establecidos por el Ayuntamiento de Barcelona no se incrementan 
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la LMTF, pues el apartado 4 c) del citado pre-
cepto legal dispone que los coeficientes correctores no se aplican en los municipios a los que, en 
el correspondiente periodo impositivo, se hayan actualizado los valores catastrales, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 32.2 de la LCI, como es el caso de Barcelona.

La cuota íntegra del impuesto será de 3.080 euros, que es el resultado de aplicar el tipo de gra-
vamen del 1 % a la base imponible de 308.000 euros. En la cuota íntegra no se aplicará ninguna de 
las bonificaciones obligatorias y potestativas previstas en los artículos 73 y 74 de la LRHL, por lo 
que la cuota íntegra coincidirá con la cuota líquida, que es la que tendrá que pagar el sujeto pasivo.

Hay que tener en cuenta que en el artículo 9.5 de la ordenanza fiscal del impuesto se dispo-
ne que, sin perjuicio del resto de minoraciones previstas legalmente, la cuota íntegra se reducirá 
en una cuantía equivalente a la diferencia positiva entre la cuota íntegra del ejercicio y la cuota 
líquida del ejercicio anterior incrementada por el coeficiente máximo de incremento que para 
cada uno de los tramos de valor catastral y usos de construcción se determina en el anexo 1 de la 
ordenanza fiscal, que en este supuesto sería del 20 %.
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El periodo de pago voluntario del IBI en el Ayuntamiento de Barcelona abarca desde el día 
1 de febrero al día 1 de abril, de acuerdo con el anuncio del Gerente del Instituto Municipal de 
Hacienda publicado en el Boletín Oficial de la Provincia, conforme se dispone en el artículo 129 
de la ordenanza fiscal general.

Los obligados tributarios que sean personas físicas, que tengan domiciliado el pago del IBI go-
zarán de una bonificación del 2 % de la cuota municipal [art. 116.5 a) de la ordenanza fiscal general].

4.  �BIEN INMUEBLE AFECTO A LA ACTIVIDAD DE CONSTRUCCIÓN EN 
MÁLAGA

Es titular de un bien inmueble en el municipio de Málaga, en el que se ha construido un edi-
ficio de viviendas. Las obras comenzaron el día 4 de octubre del año 2012 y se han desarrollado 
de forma ininterrumpida hasta el día 15 de diciembre de 2014, fecha en que finalizaron.

Se conoce que el bien inmueble tiene un valor catastral de 650.000 euros, que es consecuen-
cia de una ponencia de valores total que entró en vigor en el año 2009.

Los valores catastrales del municipio de Málaga se han actualizado en el periodo impositivo 
2015, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la LCI, que dispone que las Leyes de Pre-
supuestos Generales del Estado podrán actualizar los valores catastrales de los bienes inmuebles 
urbanos de un mismo municipio, por aplicación de coeficientes en función del año de entrada en 
vigor de la correspondiente ponencia de valores del municipio, conforme se expresa en la Orden 
HAP/1750/2014, de 29 de septiembre, del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Los coeficientes de actualización de los valores catastrales aplicables en el periodo impo-
sitivo 2015 se recogen en el artículo 62 de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2015, en el que se prevé un coeficiente de 0,78 para los munici-
pios en los que la ponencia de valores hubiera entrado en vigor en el año 2009, que es el caso del 
municipio de Málaga.

En consecuencia, el valor catastral actualizado en el ejercicio 2015, que será la base impo-
nible del IBI, será de 507.000 euros (650.000  ×  0,78), sobre el que se aplicará el tipo de grava-
men para obtener la cuota íntegra del impuesto.

El tipo de gravamen previsto en el municipio de Málaga para los bienes inmuebles de natu-
raleza urbana es el 0,4510 % (art. 11.1 de la ordenanza fiscal del IBI). El citado tipo de gravamen 
no se incrementa por lo dispuesto en el artículo 8 de la LMTF, pues el apartado 4 c) del citado 
precepto legal dispone que los coeficientes correctores no se aplican en los municipios a los que, 
en el correspondiente periodo impositivo, resulte de aplicación lo dispuesto en el artículo 32.2 de 
la LCI, relativo a la actualización de los valores catastrales, como es el caso de Málaga.
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La cuota íntegra del impuesto será de 2.286,57 euros, que es el resultado de aplicar el tipo 
de gravamen del 0,4510 % a la base imponible de 507.000 euros.

En la cuota íntegra del IBI se aplica la bonificación obligatoria prevista en el artículo 73.1 
de la LRHL, respecto de los bienes inmuebles que constituyan el objeto de la actividad de las 
empresas de urbanización, construcción y promoción inmobiliaria, tanto de obra nueva como de 
rehabilitación equiparable a esta, siempre que no figuren entre los bienes de su inmovilizado, de 
acuerdo con el siguiente régimen jurídico:

•	 Se trata de una bonificación obligatoria, con un porcentaje mínimo del 50 % y máxi-
mo del 90 %, debiendo determinarse el porcentaje concreto aplicable en la corres-
pondiente ordenanza fiscal del IBI. Se dispone de forma expresa que, en defecto 
de acuerdo municipal, se aplicará el máximo previsto del 90 %.

•	 La bonificación debe solicitarse por el sujeto pasivo antes del inicio de las obras, 
de forma que si se solicita con posterioridad no podría aplicarse.

•	 El plazo de aplicación de la bonificación comprenderá desde el periodo impositi-
vo siguiente a aquel en que se inicien las obras hasta el posterior a su terminación, 
siempre que durante ese tiempo se realicen obras de urbanización o construcción 
efectiva, y sin que, en ningún caso, pueda exceder de tres periodos impositivos.

En el artículo 12 de la ordenanza fiscal del IBI del Ayuntamiento de Málaga se recoge el 
régimen jurídico de esta bonificación, que se establece con un porcentaje del 50 % de la cuota 
íntegra del impuesto.

Las obras de construcción del edificio de viviendas comenzaron el día 4 de octubre del año 
2012 y finalizaron el día 15 de diciembre de 2014. El sujeto pasivo solicitó la bonificación el día 
1 de octubre de 2012 y resulta de aplicación en los periodos impositivos 2013, 2014 y 2015, sien-
do este periodo impositivo el último en el que se aplica.

La bonificación se aplica en la medida en que se solicitó con anterioridad al inicio de las 
obras, conforme se dispone en el artículo 73.1 de la LRHL y se reitera de forma expresa en el ar-
tículo 12.3 de la ordenanza fiscal del impuesto.

En este supuesto se aplica en la cuota íntegra una bonificación de 1.143,28 euros (50 % 
de 2.286,56), por lo que la cuota líquida a pagar por el sujeto pasivo será de 1.143,28 euros 
(2.286,56  –  1.143,28).

El pago de la deuda tributaria del IBI, de acuerdo con lo dispuesto en el calendario fiscal 
del ayuntamiento que se ha comunicado mediante la publicación del correspondiente Anuncio de 
Cobranza en el Boletín Oficial de la Provincia y en el Tablón de Edictos de la Entidad, se realiza 
de la siguiente forma (art. 20.7 de la ordenanza fiscal general):
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•	 En los recibos no domiciliados del impuesto se paga un 50 % entre el 1 de abril y 
el 5 de junio y el otro 50 % entre los días 3 de agosto y 5 de octubre.

•	 En cualquier caso, el contribuyente podrá optar por satisfacer el 100 % del importe 
anual de la cuota tributaria en el periodo de pago voluntario fijado para la primera 
de las liquidaciones-recibos.

•	 En los recibos domiciliados del impuesto se pagan cuatro plazos del 25 % de la 
deuda tributaria los días 5 de junio, 5 de agosto, 5 de octubre y 4 de diciembre.

5.  GARAJE EN LA CIUDAD DE SEVILLA

Es titular de una plaza de garaje en la ciudad de Sevilla que tiene un valor catastral de 700 
euros, que es consecuencia de una ponencia de valores total que entró en vigor en el año 2001. Se 
conoce que el ayuntamiento no solicitó la actualización de los valores catastrales del municipio 
en el periodo impositivo 2015, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la LCI.

La cuota íntegra del IBI es el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen 
previsto en la ordenanza fiscal del impuesto, que para los bienes inmuebles urbanos se ha estable-
cido en el municipio de Sevilla en el 0,722 % [art. 9.2 a) de la ordenanza fiscal del IBI].

En la determinación del tipo de gravamen del IBI, no obstante, han de tenerse en cuenta las 
disposiciones previstas en el artículo 8.1 de la LMTF, aplicables en el periodo impositivo 2015, 
que determinan que los tipos de gravamen se incrementan en un 10 %, dado que se trata de un 
municipio que ha sido objeto de un procedimiento de valoración colectiva de carácter general 
para bienes inmuebles urbanos, como consecuencia de una ponencia de valores total aprobada 
con anterioridad al año 2002. Estos incrementos se aplican a la totalidad de los bienes inmuebles 
urbanos, tanto si tienen uso residencial, como si no lo tienen.

En el artículo 8.2 de la LMTF se dispone que en el supuesto de que el tipo aprobado por un 
municipio para 2014 o 2015 fuese inferior al aprobado para 2011, en el año en que esto ocurra 
se aplicarán los incrementos de los tipos de gravamen tomando como base el tipo aprobado para 
el periodo impositivo 2011.

El Ayuntamiento de Sevilla ha bajado en el año 2015 el tipo de gravamen del IBI respecto 
al vigente en 2011 (0,847 %) y por ello, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8.1 a) y 8.2 
de la LMTF, el tipo de gravamen aplicable en 2015 se obtiene con la siguiente fórmula: tipo de 
gravamen de la ordenanza fiscal de 2015 (0,722)  +  tipo de gravamen de 2011 (0,847)  ×  0,10 
[porcentaje de incremento previsto en el art. 8.1 a) de la LMTF].

En consecuencia, el tipo de gravamen aplicable en el periodo impositivo de 2015 será de 
0,8067 %, que es el resultado de la siguiente operación: 0,722  +  (0,847  ×  0,10).
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La cuota íntegra del impuesto será de 5,97 euros, que es el resultado de aplicar el tipo de 
gravamen vigente en 2015 a la base imponible del periodo impositivo (0,8067 % de 740).

En la medida en que no se aplica ninguna de las bonificaciones previstas en los artículos 73 
y 74 de la LRHL, la cuota íntegra coincidirá con la cuota líquida.

El artículo 62.4 de la LRHL dispone que los ayuntamientos podrán establecer, en razón de 
criterios de eficiencia y economía en la gestión recaudatoria del tributo, la exención de los bienes 
inmuebles rústicos y urbanos cuya cuota líquida no supere la cuantía que se determine mediante 
ordenanza fiscal, a cuyo efecto podrá tomarse en consideración, para los primeros, la cuota agru-
pada que resulte de lo previsto en el artículo 77.2 de la LRHL.

En desarrollo de citado precepto legal, en el artículo 6 de la ordenanza fiscal del IBI se dis-
pone que se aplicará una exención a los bienes inmuebles urbanos a los que corresponda una cuota 
líquida igual o inferior a 6 euros, así como los bienes inmuebles rústicos a los que corresponda 
una cuota líquida igual o inferior a 12 euros.

En consecuencia, en la medida en que en este supuesto la cuota del IBI es de 5,97 euros, 
este bien inmueble estará exento en el impuesto en el Ayuntamiento de Sevilla.

Con independencia de la circunstancia anterior, cabe hacer mención a que en el Ayunta-
miento de Sevilla el IBI se paga por mitades, desde el 20 de abril al 30 de junio, o inmediato hábil 
posterior y desde el 1 de septiembre al 20 de noviembre, o inmediato hábil posterior [art. 53.3 b) 
de la ordenanza general sobre gestión, recaudación e inspección].

6.  BIEN INMUEBLE RÚSTICO EN ZARAGOZA

Es propietario de un bien inmueble de naturaleza rústica en el municipio de Zaragoza, que 
tiene un valor catastral de 15.000 euros, en el que no hay ningún tipo de construcción.

En relación con la tributación de los bienes inmuebles rústicos en el IBI interesa formular 
las siguientes precisiones:

•	 Los valores catastrales no se han actualizado en el periodo impositivo 2015, por-
que la previsión que en este sentido se recoge en el artículo 32.2 de la LCI se apli-
ca exclusivamente con relación a los bienes inmuebles urbanos.

•	 Los tipos de gravamen para este tipo de bienes previstos en la ordenanza fiscal 
del impuesto no se incrementan de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de 
la LMTF, pues este precepto legal se aplica exclusivamente en los bienes inmue-
bles urbanos.
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En consecuencia, la cuota íntegra será el resultado de aplicar a la base imponible, que es el 
valor catastral del bien inmueble, el tipo de gravamen del 0,70 previsto en el artículo 12.1 de la 
ordenanza fiscal del impuesto.

La cuota íntegra del impuesto será de 105 euros (0,70 % de 15.000), que coincidirá con la 
cuota líquida, en la medida en que no se aplica ninguna de las bonificaciones previstas en los ar-
tículos 73 y 74 de la LRHL.

El periodo de pago voluntario del IBI en el Ayuntamiento de Zaragoza se establece, con ca-
rácter general, entre los días 1 de marzo y 30 de abril (art. 153.2 de la ordenanza fiscal regulado-
ra de la gestión, inspección y recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público).

Con la finalidad de facilitar el cumplimiento de la obligación tributaria del IBI se establece, 
respecto de los obligados tributarios que tengan domiciliados los recibos, un sistema fraccionado 
de pago que permite pagar en los siguientes plazos (disp. adic. 1.ª de la ordenanza fiscal del IBI):

•	 Un primer plazo, que tendrá el carácter de pago anticipado, por el 25 % de la cuota 
líquida del IBI correspondiente al ejercicio inmediatamente anterior, deduciendo 
el importe de la bonificación a la que se refiere el artículo 20, en fecha 15 de enero,

•	 Un segundo plazo por el 50 % de la cuota líquida del ejercicio en curso, una vez 
minorada por el importe correspondiente al pago anticipado, en fecha 30 de abril.

•	 Un tercer plazo por el otro 50 % del resto de la cuota líquida, en fecha 30 de sep-
tiembre.

Con independencia del sistema de fraccionamiento expuesto, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 9.1 de la LRHL, se ha establecido una bonificación del 4 % sobre el importe anticipa-
do pagado en el primer plazo, que en ningún caso podrá superar los 70 euros (art. 20 de la orde-
nanza fiscal del IBI).

7.  BIEN DE INTERÉS CULTURAL EN A CORUÑA

Es titular de un bien inmueble situado en la ciudad de A Coruña, integrante del Patrimonio 
Histórico Español, declarado de interés cultural e inscrito en el registro general dependiente de 
la Administración del Estado.

El citado bien inmueble se encuentra afecto a una actividad económica y tiene un valor ca-
tastral de 950.000 euros, que es consecuencia de una ponencia de valores total que entró en vigor 
en el año 1997.

En el artículo 62.2 b) de la LRHL se dispone que se encuentran exentos en el IBI los bienes 
inmuebles integrantes del Patrimonio Histórico Español y declarado de interés cultural mediante 
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real decreto de forma individualizada, de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español, e inscritos en el registro general dependiente de la Ad-
ministración del Estado a que se refiere su artículo 12 del citado texto legal.

Se trata de una exención que se aplica con carácter general, sin necesidad de que sea reco-
gida de forma expresa en las ordenanzas fiscales del IBI, aunque en el citado artículo 62.2 b) de 
la LRHL se dispone que no estarán exentos los bienes inmuebles que estén afectos a explotacio-
nes económicas, salvo que les resulte de aplicación alguno de los supuestos de exención previs-
tos en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos 
y de los incentivos fiscales al mecenazgo, o que la sujeción al impuesto a título de contribuyente 
recaiga sobre el Estado, las comunidades autónomas o las entidades locales, o sobre organismos 
autónomos del Estado o entidades de derecho público de análogo carácter de las comunidades 
autónomas y de las entidades locales.

En consecuencia, este bien inmueble se encuentra sujeto y no exento en el IBI, en la medi-
da en que se encuentra afecto a una explotación económica.

En la liquidación del IBI se parte del valor catastral del inmueble, que constituye la base 
imponible del impuesto, teniendo en cuenta que no se ha actualizado en el periodo impositivo 
2015, de acuerdo con el artículo 32.2 de la LCI, en la medida en que no se recoge en la Orden 
HAP/1750/2014, de 29 de septiembre, por la que se establece la relación de municipios a los que 
resultarán de aplicación los coeficientes de actualización de los valores catastrales que establez-
ca la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2015.

La cuota íntegra es el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen, sobre el 
que interesa formular las siguientes consideraciones:

•	 El tipo de gravamen previsto para los bienes inmuebles de naturaleza urbana es el 
0,6 %, de acuerdo con el artículo 2.1 de la ordenanza fiscal del IBI.

•	 El citado tipo de gravamen se tiene que incrementar de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 8.1 de la LMTF, que prevé que se incrementen en un 10 % para los 
municipios que hayan sido objeto de un procedimiento de valoración colectiva de 
carácter general para bienes inmuebles urbanos como consecuencia de una ponen-
cia de valores total aprobada con anterioridad al año 2002.

•	 El incremento se practicará en los tipos de gravamen que gravan todos los bienes 
inmuebles urbanos, con independencia de que se trate de bienes de uso residencial 
o que no tengan este carácter.

•	 Los incrementos de gravamen que se aplican de acuerdo con el artículo 8.1 de la 
LMTF no han de ser solicitados por los ayuntamientos, a diferencia de las actua-
lizaciones de los valores catastrales, de forma que en este ayuntamiento se han de 
aplicar de forma obligatoria.
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•	 En este supuesto no se aplica el mecanismo específico previsto en el artículo 8.2 
de la LMTF, en la medida en que el tipo de gravamen previsto para el periodo im-
positivo 2015 (0,6 %) no es inferior al vigente en el año 2011 (0,541 %).

El tipo de gravamen aplicable en el municipio de A Coruña en el periodo impositivo 2015 a 
los bienes inmuebles urbanos es el 0,66 %, por lo que la cuota íntegra del impuesto será de 6.270 
euros (0,66 % de 950.000).

La cuota líquida es el resultado de aplicar a la cuota íntegra las bonificaciones obligatorias 
establecidas en el artículo 73 de la LRHL o las bonificaciones potestativas previstas en el ar-
tículo 74 de la LRHL que haya podido establecer el ayuntamiento en la ordenanza fiscal del IBI.

En este contexto, en el artículo 5.6 de la ordenanza fiscal se establece la bonificación potes-
tativa prevista en el artículo 74.2 ter de la LRHL, que permite a los ayuntamientos regular una 
bonificación de hasta el 95 % de la cuota íntegra del impuesto a favor de los bienes inmuebles ex-
cluidos de la exención a que se refiere el último párrafo de la letra b) del apartado 2 del artículo 
62 de esta ley, por el que se excluyen de esta a los bienes inmuebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español, declarados de interés cultural e inscritos en el registro general dependiente de 
la Administración del Estado, que se encuentren afectos a explotaciones económicas.

Se ha establecido una bonificación del 95 % aplicable a este tipo de bienes, circunstancia 
que determina que la cuota líquida del impuesto se practicará una bonificación de 5.956,5 (95 % 
de 6.270) y la cuota líquida será de 313,5 euros (6.270  –  5.956,5).

El periodo de pago voluntario en el ayuntamiento, de acuerdo con el calendario fiscal apro-
bado, comprende desde el día 15 de septiembre hasta el día 4 de diciembre.

Con objeto de facilitar el cumplimiento de la obligación tributaria, se establece un sistema 
especial de pago que permitirá liquidar la deuda en dos pagos para quienes se acojan al mismo, 
de acuerdo con el siguiente régimen jurídico (art. 6 de la ordenanza fiscal del IBI):

•	 Se requerirá que se domicilie el pago del impuesto y se formule la oportuna soli-
citud, que se entenderá automáticamente concedida.

•	 El primer pago tendrá carácter de entrega a cuenta y será equivalente al 50 % de la 
cuota del IBI correspondiente al ejercicio inmediatamente anterior, debiendo ha-
cerse efectivo el 1 de abril o inmediato hábil siguiente.

•	 El importe del segundo plazo se pasará al cobro dentro del periodo general de cobro 
del mismo y estará constituido por la diferencia entre la cuantía del recibo corres-
pondiente al ejercicio y la cantidad abonada como entrega a cuenta.

•	 En el segundo pago se deducirá una bonificación del 2 % de la cuota íntegra del 
impuesto (art. 5.8 de la ordenanza fiscal del IBI).
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Extracto

En el año 2007, en el que estalla la burbuja inmobiliaria, comienza un largo periodo de crisis eco-
nómica a nivel mundial, cuyo origen podemos situar en Estados Unidos. A partir de ese momento, 
el sistema financiero español ha vivido un proceso de desajuste y desaceleración económica como 
consecuencia de la masiva exposición al sector de la construcción, proceso que se agravó debido 
a la confianza que nuestro sistema financiero tuvo hacia el norteamericano. En este entorno, las 
entidades bancarias, alertadas por la necesidad de recapitalizar sus balances, ofrecen a sus clien-
tes minoristas un producto complejo y de alto riesgo, las participaciones preferentes. Aunque 
esta se perfilaba como la solución más rápida y sencilla para la recapitalización de las entidades 
financieras, dicho proceso se vio truncado cuando en 2010 la CNMV prohíbe la venta directa de 
participaciones preferentes entre sucursales. La aprobación del tercer acuerdo de Basilea, que 
entró en vigor en el año 2013, agrava el problema para los inversores, ya que pone de manifiesto 
que las participaciones preferentes dejarán de computar como capital de primera calidad. Todo 
lo anterior da lugar a un proceso de reestructuración bancaria sin precedentes en nuestro país, 
que hace necesaria la aparición de nuevas entidades, como el FROB, y la inversión por parte del 
Estado de unos 61.000 millones de euros. El resultado de este proceso ha sido la reducción del 
número de entidades bancarias que operan en España, pasando de 45 instituciones en 2009 a 12 
en la actualidad, con las consiguientes repercusiones en las variables macroeconómicas (aumento 
de la tasa de desempleo), así como en la economía de familias y empresas.
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In 2007, the housing bubble burst and a long period of economic global crisis starts, being the 
origin of this in the United States. From this moment, the Spanish financial system has suffered 
a reform process and economic slowdown as a consequence of the exposition to the building 
sector. In this environment, the financial institutions, fully aware of the need to start a process 
of recapitalization, offer the customers preference shares, some complex and risky products. 
Although it looks like the easier and faster solution to recapitalization of financial institutions, 
this process failed when in 2010, the CNMV bans the direct sale of preference shares between 
the branch offices. The approval of the III Basilea Agrement, in 2013, aggravates the problem for 
the investors indicating that the preference shares shall no longer be considered as core capital. 
The former give rise to a financial restructuring process, an unprecedented event in Spain, which 
makes it necessary to create new institutions, as the FROB; and the State to invest around 61.000 
Million euros. As a result of this process, the number of bank institutions has decrease from 45 
in 2009 to 12 up to now, with consequent impacts on macroeconomic variables (increase in the 
unemployment rate) as well as in the economic situation of families and companies.
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1.  INTRODUCCIÓN

La reestructuración bancaria en España y la emisión de participaciones preferentes son dos 
temas de actualidad que han estado presentes en los últimos años en los diferentes medios de co-
municación, ya que han sido muy relevantes para el sistema financiero en su conjunto. No solo se 
ha visto modificado nuestro sistema de banca tradicional basado en una amplia red de sucursales, 
sino que además, como consecuencia de la reestructuración, ha surgido un producto complejo, 
las participaciones preferentes, que se han comercializado tanto entre inversores profesionales 
como no cualificados, como consecuencia del exceso de confianza en nuestro sistema bancario. 

Así, el objetivo principal de este trabajo es analizar –desde un punto de visto teórico-prácti-
co– la relación existente entre el proceso de reestructuración bancaria llevado a cabo desde 2009 
y la emisión y comercialización de participaciones preferentes. 

El trabajo consta de cuatro epígrafes posteriores a la presente introducción. El segundo epí-
grafe hace referencia al marco teórico y en ella se aborda tanto el origen como las causas, conse-
cuencias y soluciones planteadas para intentar mitigar el impacto de este gran cambio del sistema 
financiero español. El tercer epígrafe centra el análisis empírico que, a través de diferentes tablas y 
gráficos sobre las emisiones de participaciones preferentes realizadas por las entidades bancarias 
durante los años 2009 y 2010, pretende explicar las características de las conocidas como «pre-
ferentes» y el peso o relevancia que han tenido en el mercado AIAF a lo largo de los años. Para 
finalizar, el último epígrafe recoge las principales conclusiones extraídas del trabajo.

2.  EL MARCO TEÓRICO

2.1.  EL ORIGEN DE LA CRISIS: PRINCIPALES CAUSAS Y CONSECUENCIAS

Para poder entender la reestructuración bancaria española y su relación con la emisión de 
participaciones preferentes nos remontamos al origen de la crisis económica cuyo inicio en Es-
paña podemos situar en el verano de 2007.

Dicha crisis global –iniciada en Estados Unidos– ha tenido tal efecto que se ha extendido a 
toda la economía financiera internacional. Sus principales causas las podemos resumir en cuatro 
puntos (Aspe, 2009):
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•	 El sostenimiento por parte de la Reserva Federal de una política monetaria desacer-
tada y laxa.

•	 El aumento del apalancamiento de la banca de inversión.

•	 Menor incentivo al ahorro como consecuencia de una bajada de impuestos en 2001 
a las empresas y a las ganancias de capital. 

•	 La utilización de un nuevo sistema –conocido como «opciones sobre acciones»– 
para intentar que desaparezcan los conflictos de intereses entre accionistas y direc-
tivos se convirtió en el nuevo método de manipular los resultados por parte de los 
directivos.

A partir del año 2001, como consecuencia del atentado terrorista del 11 de septiembre y el 
estallido de la burbuja tecnológica, nos encontramos en un clima de inestabilidad internacional, 
por lo que la Reserva Federal decide bajar los tipos de interés muy por debajo de las expectativas 
medias de inflación y crecimiento, pasando del 6,5 % al 1 % en 2003, con la finalidad de reacti-
var la producción y el consumo a través del crédito. Lo anterior, unido a la inyección de liquidez 
–procedente de China– realizada en la economía norteamericana, con el objetivo de mantener su 
modelo de desarrollo, así como la mayor disponibilidad de los productos petroleros procedentes 
de Medio Oriente, propiciaron el surgimiento de una gran burbuja inmobiliaria.

Gráfico 1.  Tipos de interés de la Reserva Federal

  

Fuente:  Fernández de Lis, S.; García, A. y Papp, P. (2009).
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La bajada de los tipos de interés en los mercados internacionales y la abundancia de recur-
sos del mercado norteamericano hicieron que los bancos vieran reducido su negocio. En este 
contexto comienza una concesión masiva de hipotecas, muchas de ellas denominadas subprime, 
las cuales contaban durante los dos primeros años con tipos de interés excesivamente bajos, para 
captar a un mayor número de clientes, aunque en realidad se trataba de hipotecas de alto riesgo 
debido a la falta de garantías crediticias y solvencia de muchos de los titulares de estas (Jareño 
y Tolentino, 2012).

Como consecuencia de esta mayor demanda de préstamos hipotecarios, el precio de la vi-
vienda comienza a elevarse, alcanzando su punto álgido en 2005. En este momento la mayoría de 
estos préstamos son «bursatilizados» y vendidos a inversores privados e institucionales, es decir, 
el objetivo era vender todas las hipotecas que se pudieran. En este contexto, los bancos tratan de 
aprovechar el «boom inmobiliario» a través del mecanismo descrito a continuación. Los clientes 
eran aconsejados por brókeres que, se suponía, buscaban la mejor hipoteca para cada cliente; una 
vez cerrada la operación, el banco concedía el préstamo y más tarde estos bancos las venderían a 
otros o a Wall Street quedando incluidas en productos estructurados que recibirían la calificación de 
máxima calidad «AAA», cuyas principales características eran mínimo riesgo y alta rentabilidad. 

Todo ello se produjo por la pretensión de las instituciones financieras internacionales de ob-
tener rentabilidades mayores asumiendo con ello un riesgo creciente, pero para conseguirlo nece-
sitaban una manera de convertir las hipotecas de alto riesgo en productos de máxima calidad. De 
esta forma se articuló lo que se ha venido a denominar «sistema bancario en la sombra», el cual 
estaba formado por un conjunto de entidades creadas por los principales bancos, que colocaron a 
terceros los créditos hipotecarios concedidos en condiciones de riesgo creciente. Todo ello pro-
piciado por un proceso de «ingeniería financiera» y por la aprobación de las agencias de rating 
que otorgaron a dichos créditos la máxima calidad crediticia.

Durante años el sistema «funcionaba», todos los agentes económicos percibían sus ganancias, 
esto es, aquellos ciudadanos que nunca imaginaron tener su propia vivienda lo habían consegui-
do, las entidades hipotecarias, brókeres y Wall Street cobraban altas comisiones, los inversores 
tenían sus instrumentos financieros «seguros» con alta rentabilidad y, además, los constructores 
de viviendas incrementaban su actividad.

El problema de esta situación de crecimiento insostenible se hace patente cuando en 2007 el 
precio de la vivienda comienza a bajar y, por lo tanto, también cambia la valoración de los títulos 
financieros emitidos por las entidades financieras y cuyo respaldo eran los créditos hipotecarios 
de los inmuebles cuyo precio está reduciéndose. Es entonces cuando las agencias de calificación 
crediticia reducen la nota de dichos activos, calificándolos como títulos de alto riesgo. Estas cir-
cunstancias desembocan en lo que se conoce como el «estallido de la burbuja inmobiliaria», que 
supuso, para la economía real, la entrada en un proceso de recesión económica de importantes 
consecuencias. Entre ellas se encuentra la desconfianza hacia nuestro sistema financiero que dio 
lugar a una paralización de las transacciones internacionales y a una gran dificultad para colocar 
títulos fuera de nuestras fronteras. 
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2.2.  PARTICIPACIONES PREFERENTES

A pesar de que la crisis financiera llegó a España más tarde, sus efectos no han sido por 
ello menos importantes. Como consecuencia del estallido de la burbuja inmobiliaria, las cajas y 
bancos españoles se quedaron descapitalizados, es decir, sin «dinero suficiente» en sus balances, 
por lo que estas entidades necesitaban un reforzamiento de sus recursos propios. La solución que 
se preveía era la reestructuración del sistema bancario, pero las autoridades públicas no veían en 
esta la mejor solución, ya que hasta el momento el sistema bancario español se había caracteriza-
do por tener una amplia red de sucursales, las cuales mitigaban la competencia externa, y por lo 
tanto se pensaron otras soluciones alternativas para poder conservar esta amplia red de sucursales. 

Hasta el momento, la emisión de depósitos bancarios a plazo fijo era considerada como la 
principal fuente de financiación de las entidades. Las rentabilidades ofrecidas por estos depósitos 
bancarios eran muy bajas y, por lo tanto, no demasiado atractivas para los inversores. Además, 
no computaban como recursos propios de primera calidad, por lo que en un contexto de crisis no 
se consideró el medio más apropiado. 

Ante esta situación, las autoridades públicas podían realizar una ampliación de capital a través 
de acciones ordinarias o bien a través de la emisión de preferentes. La ampliación de capital a través 
de la emisión de acciones ordinarias –medio que solo podían utilizar los bancos– no se consideró la 
mejor opción, debido a la enorme desconfianza generada entre los inversores, los bajos dividendos 
que se preveían y los derechos políticos que otorgaban a sus poseedores. Por lo tanto, la solución 
que se adoptó fue la recapitalización de las entidades financieras a través de la emisión de participa-
ciones preferentes, ya que otorgaban una alta rentabilidad, carecían de derechos políticos y, en ese 
momento, computaban como recursos propios de primera calidad al igual que las acciones ordinarias. 

En este contexto, el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea puede considerarse el «ori-
gen» del hecho de que las participaciones preferentes fueran adoptadas como la mejor solución 
para el proceso de recapitalización que era necesario llevar a cabo. El primer acuerdo fue toma-
do por este Comité bajo el nombre de Basilea I, en 1988, con la única intención de aconsejar o 
proporcionar unas recomendaciones para mantener la solvencia en el sistema bancario, fijando 
un capital básico con el cual la entidad bancaria pudiera afrontar las posibles pérdidas, así como 
una protección ante posibles quiebras y que además le permitiera hacer frente al riesgo asociado 
a los créditos, al riesgo de mercado y al riesgo de tipo de cambio.

Este capital mínimo quedó estructurado de la siguiente manera:

•	 Tier 1: Acciones ordinarias emitidas y totalmente desembolsadas y reservas de ca-
pital declaradas. 

•	 Tier 2: Compuesto por reservas no divulgadas, reservas para revalorización de ac-
tivos, provisiones, instrumentos financieros híbridos y deuda subordinada. El Tier 
Capital en su conjunto no debe superar el 50 % del capital social.
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•	 Tier 3: Según el informe de estabilidad financiera de noviembre de 2009 del Banco 
de España, en 1996 se introdujo una categoría adicional denominada «tier 3», en la 
que se incluyó aquella deuda subordinada a corto plazo que contenga una cláusula 
por la que se suspende el derecho de los tenedores a recibir ningún pago en el caso 
de que, de ser estos efectuados, el capital de la entidad quede por debajo del míni-
mo regulatorio (lock-in clause), u otro nivel fijado para cubrir una parte del riesgo 
de mercado. 

El acuerdo de Basilea I establecía un capital mínimo de recursos propios de un 8 % del total 
de los activos ponderados en función de los riesgos asumidos –principalmente de crédito–. Y 
aunque no era obligatoria su incorporación, entró en vigor en más de 100 países, ya que muchos 
de ellos consideraron que era importante establecer unas normas que fijaran un capital mínimo 
para la absorción de pérdidas.

En junio de 2004 se aprobó un nuevo acuerdo de Basilea bajo el nombre de Basilea II, 
ya que se habían encontrado algunas deficiencias en el anterior acuerdo, las cuales se basaban 
principalmente en la insuficiente sensibilidad al riesgo que podía motivar que las entidades fi-
nancieras asumieran proyectos con demasiados riesgos, puesto que no se les exigía un capital 
adicional por ello. Por lo tanto, el objetivo principal era adecuar los requerimientos de capital 
de las entidades financieras a los riesgos que estas asumen. Y esto se pretendía hacer median-
te tres pilares:

•	 Fijación de unos requerimientos de capital mínimo. Se adoptan nuevos criterios 
para determinar de manera más adecuada el riesgo de cada entidad. El capital mí-
nimo exigido es el mismo, pero no la manera de calcularlo; podemos ver como en 
el nuevo acuerdo de Basilea se va a tener en cuenta el riesgo de la operación, basa-
da en el criterio que dice que «cuanto más arriesgada sea la operación, más capital 
debe ser aportado».

•	 Proceso de supervisión bancaria. La supervisión bancaria va a ser realizada tanto 
por los propios bancos como por los supervisores del comité de Basilea, los cua-
les podrían aplicar medidas de corrección cuando así lo consideraran. Por lo tanto, 
deben asegurarse de mantener la relación capital-riesgo para mantener los están-
dares de capital fijados.

•	 Disciplina de mercado. Basada en la transparencia de la información.

Otra de las diferencias que es importante destacar entre el primer acuerdo de Basilea y el 
aprobado en junio de 2004 es que las participaciones preferentes pasaban a computar como re-
cursos propios en el «tier 1» junto con las acciones ordinarias y las reservas de capital si y solo 
si cumplían los siguientes requisitos: eran subordinadas a todos los acreedores, no acumuladas y 
podían ser canceladas por el emisor a partir del quinto año. Por tanto, se encontraban dentro de 
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lo que se denomina capital de primera calidad, a diferencia de lo que sucedía en el primer acuer-
do, en el que se agrupaban en el «tier 2» o capital complementario.

Aunque se consideraba que la parte predominante del capital de primera calidad («tier 1») 
debía estar formada por las acciones ordinarias y las reservas, a partir de este momento se consi-
deró que las participaciones preferentes reunían las condiciones necesarias para ser agrupadas en 
el capital regulatorio de primera calidad. Dichas características vienen plasmadas en el informe 
de estabilidad financiera de noviembre de 2009 emitido por el Banco de España. Criterios que se 
establecieron por primera vez en 1990 por el Comité de Basilea y que quedaron reflejados en el 
acuerdo de Sydney en 1998. La justificación por parte del Banco de España para la adopción de 
esta decisión se resume en el hecho de que lo que se pretende es incrementar la competitividad 
de las entidades españolas, de forma que estas puedan acceder con mayor facilidad a los merca-
dos mayoristas y de inversores institucionales.

Las participaciones preferentes son un producto bancario comercializado en España desde 
1998, destinado, fundamentalmente, a inversores institucionales. Mientras estos inversores han 
estado interesados en la comercialización de las preferentes, este instrumento ha gozado de liqui-
dez. Sin embargo, en el momento en que dejaron de interesarse por dichos instrumentos financie-
ros y su comercialización, estos se destinan a clientes de carácter minorista, por lo que aparecen 
diversos problemas.

El primer problema de la comercialización de las participaciones preferentes tiene su ori-
gen en la traducción que se hizo de su término anglosajón preference share o preferred share. 
La primera traducción adoptada fue la de «acciones preferentes». Bajo esta traducción no eran 
demasiado atractivas para los inversores minoristas, ya que estos eran clientes conservadores que 
normalmente tenían cierta reticencia a invertir en acciones. Por lo tanto, se modificó la traducción 
cambiando el término «acción» por «participación» quedando como «participación preferente». 

Se mantuvo el término «preferente» que, según la legislación, significa que en caso de quie-
bra de la entidad los poseedores de participaciones preferentes tendrán una posición preferente con 
respecto a los tenedores de acciones ordinarias. Aunque realmente lo que los inversores pensaban 
era que, al comprar estos instrumentos, eran clientes privilegiados a los que les estaban ofrecien-
do unos productos financieros a los cuales no tenían acceso todos los clientes.

Otra de las consecuencias de cambiar la palabra «acción» por participación fue que también 
lo hizo el término asignado a su remuneración. Este fue traducido en un primer momento como 
«dividendo», pero posteriormente se denominó «cupón», que hace referencia a unos intereses 
fijos que deben recibir los tenedores de los instrumentos. Sin embargo, esto no era realmente así, 
ya que, en caso de que la entidad tuviese pérdidas, ese cupón no sería pagado.

Lo cierto es que bajo el término «participaciones preferentes» las entidades consiguieron 
venderlas entre sus clientes como una especie de depósito a plazo fijo, pero que proporcionaba 
una alta rentabilidad. 
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Las negociaciones se realizaban en los mercados internacionales o en el mercado de renta 
fija español AIAF a un tipo de interés, en la mayoría de los casos, fijo. La poca transparencia y 
liquidez de este mercado hacía que no fuera apropiado para los clientes minoristas y, por lo tanto, 
lo más correcto es que se hubieran negociado en un mercado de renta variable como es la bolsa, 
ya que su consideración como instrumento de renta fija no ha hecho otra que cosa que provocar 
una incorrecta valoración de sus riesgos. 

Como hemos comentado, a partir de 2007, los inversores institucionales no estaban dispues-
tos a adquirir participaciones preferentes ni a mantenerlas en cartera, por lo que comenzaron a 
venderlas en el mercado secundario durante 2007 y 2008. La consecuencia inmediata es que los 
precios de estos instrumentos comenzaron a descender y fue en este momento cuando muchas 
entidades financieras vieron en las preferentes la solución para su recapitalización, ya que las ad-
quirieron con importantes descuentos sobre su valor nominal. 

Hasta mayo de 2010 la emisión de preferentes a través de las sucursales bancarias funcio-
nó de manera satisfactoria, siendo el funcionamiento el siguiente. Las entidades las compraban 
a precios muy bajos en el mercado secundario y posteriormente las vendían a precios más altos 
a los clientes minoristas. Pero cuando estos querían venderlas para recuperar su liquidez, las en-
tidades las colocaban a otros clientes que estaban interesados en su compra. De esta forma, el 
cliente quedaba satisfecho puesto que había recibido, al menos, el 100 % de lo invertido, a pesar 
de que este valor era superior a su valor de mercado.

Pero esta práctica acabó cuando, en junio de 2010, la CNMV prohibió la realización de 
operaciones internas. En este momento el precio de las preferentes cayó brutalmente y estalló lo 
que es conocido como el «escándalo de las preferentes», debido a que en el complejo e ilíquido 
mercado AIAF no había operaciones de compra de estos instrumentos y menos al valor que las 
entidades financieras se las habían vendido a sus clientes.

Por lo tanto, el problema no fue que las cajas de ahorros y algunas entidades emitieran pre-
ferentes, sino que se las ofrecieron a los clientes minoristas, es decir, clientes que no contaban 
con los suficientes conocimientos como para entender los riesgos a los que se enfrentaban con la 
contratación de un instrumento complejo como son las preferentes.

Según la normativa MIFID1 impuesta por el Banco de España, cada caja de ahorros y banco 
debía hacer un estudio sobre el cliente interesado en dicho producto para ver si verdaderamente 
era consciente de que estaba adquiriendo un producto bancario complejo.

1	 Directiva aprobada en noviembre de 2007 bajo el nombre de Marketing In Financial Instruments Directive, más co-
nocida como MIFID.
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Gráfico 2.  Evolución de la emisión de preferentes durante el periodo de 1998-2011 

Fuente:  Elaboración propia a partir de Lamothe, P. y Pérez, M. (2013).
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Gráfico 3. Emisiones realizadas en junio de 2009
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Fuente:  Elaboración propia a partir de Lamothe, P. y Pérez, M. (2013).
(*)  �Datos en miles de euros.
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En el gráfico 3 podemos ver cuáles fueron las entidades financieras que contribuyeron a que se 
produjera en el año 2009 la masiva emisión de preferentes. Así, se observa que fue Caja Madrid quien 
realizó un mayor número de emisiones (3.000) y Caja Cantabria la que realizó un número menor (63).

Las preferentes fueron en este momento el producto estrella para las entidades financie-
ras. Atrás quedaron los depósitos a plazo fijo, los cuales no computaban como recursos propios 
y las emisiones de capital, ya que las cajas de ahorro no podían realizarlas y a los bancos no les 
convenía dada la situación de inestabilidad financiera en la que España se encontraba inmersa.

Sin embargo, lo que en un primer momento se vio como la solución perfecta para reforzar 
los recursos propios de las entidades y así evitar medidas más drásticas como la llamada «rees-
tructuración de las cajas de ahorros», simplemente sirvió para empeorar la economía. Cuando 
los inversores recurren a la entidad con la intención de recuperar su dinero y poner una orden de 
venta, esta no encuentra compradores para las preferentes.

Además, detrás del problema de liquidez puesto de manifiesto en este análisis, se encuentra el 
de solvencia, el cual se hace evidente en España, tras la intervención de Caja Castilla-La Mancha 
por parte del Banco de España (2009) y que constituye el origen del proceso de reestructuración 
bancaria, que tiene su base en la creación de una nueva institución, el fondo de reestructuración 
ordenada bancaria, FROB, cuya finalidad era gestionar los procesos de reestructuración de enti-
dades de crédito y llevar a cabo el reforzamiento de sus recursos propios. Con el FROB se abrían 
cuatro posibilidades para las entidades españolas (Fernández de Lis et ál., 2009): 

•	 Cualquier entidad que pudiera demostrar que contaba con solvencia podría esta-
blecer sus propias políticas de actuación. 

•	 Cuando la institución no pudiera demostrar dicha solvencia, debía realizar un plan 
de viabilidad y presentarlo antes de 30 días y además debía ser aprobado por el 
ente supervisor. En general, estos planes de viabilidad se basaban en procesos de 
absorción o fusión. Además, incluían medidas disciplinarias si no se cumplían las 
condiciones impuestas. 

•	 En el caso de dudas serias acerca de la viabilidad del plan de solvencia el propio 
Banco de España podría intervenir en la entidad y el FROB se haría cargo de ella. 
Por lo tanto, la reestructuración se basaría en una fusión o absorción o el traspaso 
total o parcial del negocio. 

•	 Incluso aquellas entidades que no tuvieran problemas de viabilidad pero quisieran 
fusionarse podían pedirle ayuda al FROB. 

En el gráfico 4 podemos observar de manera esquematizada el funcionamiento del FROB 
y tras este se hace una alusión a sus dos principales intervenciones. 

La primera intervención del FROB tuvo una duración de varios meses, desde julio de 2010 
hasta el inicio de 2011 (véase tabla 1). Este organismo aportó, a través de participaciones prefe-
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rentes convertibles, 9.674 millones de euros a las fusiones de algunas cajas de ahorros. Sin em-
bargo, el Banco de España, junto con otros bancos de inversión, tuvo que realizar un protocolo 
de intervención debido a la falta de agilidad del proceso.

Tabla 1.  Primera ronda de intervenciones del FROB (importes en millones de J)

Entidad Importe Fecha

Banco Financiero y de Ahorros .................................... 4.465 28/diciembre/2010

CatalunyaCaixa .............................................................. 1.250 28/julio/2010

Novacaixagalicia ............................................................ 1.162 30/diciembre/2010

Banca Cívica .................................................................... 977 11/febrero/2011

Banco Mare Nostrum .................................................... 915 31/diciembre/2010

Caja España-Duero ........................................................ 525 29/noviembre/2010

BBK Bank Cajasur .......................................................... 392 16/julio/2010

Unnim .............................................................................. 380 28/julio/2010

Fuente:  Elaboración propia a partir de las noticias publicadas en Expansión.

La segunda ronda de intervenciones a la Banca consistió en la aportación de dinero, pero 
esta vez en forma de capital (10.000 millones de J), con la cual se le impuso una condición a las 
cajas de ahorros para poder participar, que se basaba en la necesidad de traspasar previamente su 
negocio a un banco de nueva creación (véase tabla 2). 

Tabla 2.  Segunda ronda de intervenciones del FROB

Entidad Importe (millones de J) Participación del FROB

Banco CAM (1) .......................................................... 5.249 100 %

CatalunyaCaixa ......................................................... 1.718 90 %

Novacaixagalicia ....................................................... 2.465 93 %

Unnim (2) ................................................................... 568 100 %

(1)	 Esta entidad se consideró no viable y fue adquirida por el FROB. Terminado su proceso de reestructuración fue vendida al Banco 
Sabadell.

(2)	 Esta entidad se consideró no viable y fue adquirida por el FROB. Terminado su proceso de reestructuración fue vendida al BBVA.

Fuente:  Elaboración propia a partir de Maroto, R.; Mulas-Granados, C. y Fernández, J. (2012).
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Gráfico 4.  Funcionamiento del FROB

Fuente:  Elaboración propia a partir de Fernández de Lis, Manzano, Ontiveros y Valero (2009).
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En este contexto surge el último acuerdo de Basilea, Basilea III, cuyas primeras propuestas 
fueron publicadas el 16 de diciembre de 2010 y el cual ha supuesto un punto clave para poder esta-
blecer una solución a la emisión masiva de participaciones preferentes entre inversores minoristas. 

A través de la implantación de Basilea III se pretendía proveer a la economía de un conjun-
to de medidas y herramientas con las que mejorar el sistema bancario en su conjunto, pero sobre 
todo prepararlo para el surgimiento de posibles crisis. El nuevo acuerdo de Basilea entró en vigor 
el 1 de enero del año 2013 dando como margen al sistema bancario hasta el 1 de enero de 2019 
para su adaptación e implantación.

A continuación se exponen las novedades que presenta este nuevo acuerdo de Basilea con 
respecto a los dos anteriores:

•	 Mayor calidad, consistencia y transparencia de la base de capital. Se sigue mante-
niendo el requerimiento mínimo de capital en el 8 %, pero dichos requerimientos 
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aumentan para el capital ordinario y para el capital de nivel 1. El capital ordina-
rio pasará del 2 % al 4,5 %, mientras el Capital de nivel 1 (tier 1) pasará de un re-
querimiento de capital del 4 % al 6 %. Además, con la implantación de este nuevo 
acuerdo dejarán de computar como «tier 1» los instrumentos de capital híbridos 
innovadores con incentivos a la amortización anticipada que hasta ahora tenían el 
límite del 15 %. Finalmente, desaparecerá el capital de nivel 3 que solo se admitía 
para cubrir riesgos de mercado.

•	 Colchón de conservación de capital. Con esta nueva medida se pretende que los 
bancos acumulen capital en momentos en los que la economía se encuentre en ex-
pansión y de esta manera que puedan hacer uso de este capital cuando la economía 
se encuentre en recesión. Se establece que dicho colchón de conservación de capi-
tal sea como mínimo del 2,5 % y en el caso de ser menor el banco deberá restringir 
su distribución de dividendos.

•	 Colchón anticíclico de capital. El objetivo de la implantación de este «colchón» es 
evitar que se produzca de nuevo una «burbuja inmobiliaria», es decir, se establece 
para gestionar el crédito y así proteger al sistema bancario en momentos de expan-
sión de este. El colchón anticíclico podrá variar entre 0 - 2,5 % dependiendo de las 
necesidades del sistema bancario.

Cuadro 1.  Comparativa entre Basilea II Y III

BA
SI

LE
A

 II

Capital: 8%

BA
SI

LE
A

 II
I

Capital: 8%

Tier 1: 4 % Tier 1: 6 %

Capital ordinario: 2 % Capital ordinario: 4,5 %

Colchón de conservación  
de capital: 2,5 %

Colchón anticíclico de alta  
calidad: 0  -  2,5 %

Fuente:  Elaboración propia a partir de la información obtenida de www.fedeablogs.net

Pero no son estos los únicos cambios acontecidos con la llegada del nuevo acuerdo de Ba-
silea. También es importante mencionar el ratio de cobertura de la liquidez (LCR) y el ratio de 
financiación neta estable (NSFR).

El ratio de cobertura de liquidez pretende ayudar a los bancos a hacer frente a la crisis de li-
quidez a corto plazo (30 días). Con ella los bancos tendrán en sus balances los suficientes activos 
disponibles, líquidos y de alta calidad para poder hacer frente a grandes salidas de efectivo como 
ha ocurrido en la crisis financiera que viene soportando España desde 2007. 
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Ratio de cobertura de liquidez (LCR):

Colchón de activos líquidos de alta calidad

Salidas de efectivo totales netas en 30 días naturales  
 ≥ 100 %� (1)

Los activos líquidos de alta calidad mantenidos en cartera deberán estar libres de cargas, 
gozar de liquidez en los mercados en momentos de tensión y, a ser posible, cumplir los requisi-
tos para su admisión por el banco central2. 

El ratio de financiación neta estable pretende que, en los momentos en los que la economía 
goza de excesiva liquidez, esta no sea tan dependiente de la financiación mayorista a corto plazo. 
Para ello, exige a los bancos que mantengan un mínimo de fuentes de financiación estables en fun-
ción de las características de liquidez de los activos y de las entidades de la entidad durante un año.

Ratio de financiación neta estable (NSFR):

Cantidad de financiación estable disponible

Cantidad de financiación estable requerida   
≥ 100 %� (2)

El endurecimiento de los requisitos mínimos de capital exigidos a las entidades y el hecho 
de que las participaciones preferentes no computen según el último acuerdo de Basilea como ca-
pital de primera calidad impulsa a las entidades a realizar ofertas de canje de participaciones pre-
ferentes por acciones, depósitos, bonos y obligaciones convertibles.

2.3.  MEMORANDO DEL ENTENDIMIENTO Y EL BANCO MALO

El estallido de la burbuja inmobiliaria y la recesión económica han provocado que los bancos 
españoles hayan acumulado grandes cantidades de activos problemáticos en sus balances, poniendo 
en juicio su viabilidad económica. Aunque las autoridades españolas han llevado a cabo medidas 
como el saneamiento de los balances, aumentos de los requerimientos de capital, reestructuración 
de las entidades, incrementos significativos de los requisitos de provisiones para los préstamos 
destinados a promociones inmobiliarias y los activos de hipotecas ejecutadas, estas no han sido 
suficientes para devolver la estabilidad al sistema financiero español (Ojeda y Jareño, 2013). 

Con todo lo anterior, el día 20 de julio de 2012 se firma el memorando del entendimiento 
cuyos principales objetivos son:

2	  Basilea III: Marco regulador global para reforzar los bancos y sistemas bancarios.
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•	 Determinación de las necesidades de capital de cada banco a través de unas prue-
bas de resistencia y un análisis en el que se analizará la calidad de los activos de 
cada uno de los bancos.

•	 Recapitalización, reestructuración y resolución de los bancos débiles.

•	 Segregación de los activos deteriorados a través de la creación del Sareb o banco malo.

Para poder llevar a cabo sus objetivos se estableció un calendario de actuación, que comien-
za en julio de 2012, cuando se realiza la primera inyección de capital que asciende a un volumen 
de 30.000 millones de euros para las necesidades más inmediatas. Dicho volumen estaba prefi-
nanciado y en reserva por el Fondo Europeo de Estabilidad Financiera (FEEF) y antes de su uti-
lización era necesaria la aprobación de la Comisión Europea y el Banco Central Europeo (BCE).

En septiembre de ese mismo año se realiza una prueba de resistencia o test de estrés a un 
total de 14 grupos financieros que representan el 90 % del sistema bancario español para conocer 
las necesidades de capital de cada entidad y abrir así el camino hacia la reestructuración y la re-
capitalización. Dicho proceso contó con la supervisión de la Comisión Europea, el BCE, la Au-
toridad Bancaria Europea y el Fondo Monetario Internacional. 

Según el test de estrés realizado por la consultora Oliver Wyman, las necesidades de capital 
después del efecto fiscal quedan recogidas en la tabla 3.

 Tabla 3.  Necesidades de capital después del efecto fiscal según el test de estrés de Oliver Wyman

Entidad Escenario base (1) Escenario adverso (1)

Grupo Santander ................................................................. +19.181 +25.297

BBVA ..................................................................................... +10.945 +11.183

Caixabank + Cívica ............................................................. +9.421 +5.720

Kutxabank ............................................................................ +3.132 +2.188

Sabadell + CAM ................................................................... + 3.321 + 915

Bankinter .............................................................................. +393 +399

Unicaja + CEISS ................................................................... +1.300 +128

Ibercaja + Caja3 + Liberbank .............................................. + 492 –2.108

BMN ...................................................................................... –368 –2.208

Popular ................................................................................. +677 –3.223

.../...
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Entidad Escenario base (1) Escenario adverso (1)

.../...

Banco de Valencia ............................................................... –1.846 –3.462

NCG Banco ........................................................................... –3.966 –7.176

Cataluyabank ....................................................................... –6.488 –10.825

Bankia-BFA .......................................................................... –13.230 –24.743

Total sistema (solo necesidades) ....................................... –25.898 –53.745

(1)	 Datos en millones de euros.

Fuente:  Elaboración propia a partir de la nota de prensa del Banco de España del 28 de septiembre de 2012.

En la tabla 3 podemos ver las necesidades de capital de cada uno de los bancos analizados 
bajo el planteamiento de dos escenarios: un escenario base y otro adverso, el cual es muy impro-
bable que se produzca.

Centrándonos en el escenario base cuyas características eran un mínimo de requerimientos de 
capital del 9 % para las entidades y una caída acumulada del PIB real del –1,7 % hasta 2014, po-
demos concluir que 9 de los 14 grupos bancarios analizados cuentan con el capital suficiente para 
hacer frente a las características marcadas por el escenario base. Por lo que, en general, se podría 
decir que el sistema bancario cuenta con la suficiente solvencia como para afrontar las posibles 
condiciones macroeconómicas. La necesidad de capital agregada en el escenario base sería de unos 
25.900 millones de euros y hace referencia a las entidades participadas en su mayoría por el FROB.

Si planteamos un escenario adverso donde el requerimiento de capital mínimo se situaría 
en el 6 % y la caída acumulada del PIB sería del –6,5 % hasta 2014, el sistema bancario espa-
ñol no contaría con la suficiente solvencia para hacer frente a los cambios macroeconómicos, ya 
que ahora serían solo 7 y no 9 los grupos bancarios que superan el capital mínimo exigido. Estos 
siete grupos son Santander, BBVA, CaixaBank, Kutxabank, Banco Sabadell, Bankinter y Uni-
caja-CEISS. Por su parte, Banco Popular, BMN y la fusión proyectada entre Ibercaja, Liberbank 
y Caja 3 necesitarían capital adicional, por lo que elaboraron sus planes de recapitalización para 
la determinación de la cuantía de ayuda pública necesaria. Por último, las mayores necesidades 
de capital las encontramos en los grupos bancarios participados mayoritariamente por el FROB 
como son BFA-Bankia, Catalunya Banc, NCG Banco y Banco Valencia.

Atendiendo a los resultados de los test de estrés y a los planes de recapitalización que serán 
llevados a cabo se clasifica a los bancos en cuatro grupos diferentes3: 

3	  Memorando de entendimientos sobre condiciones de política sectorial financiera.
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•	 Grupo 0: formado por los bancos en los que no se detectó déficit de capital y que 
no requirieron la adopción de ulteriores medidas.

•	 Grupo 1: formado por los bancos que son propiedad del FROB como son BFA/
Bankia, Catalunya Caixa, NCG Banco y Banco Valencia.

•	 Grupo 2: formado por los bancos con déficit de capital, según la prueba de resis-
tencia, y que no pueden afrontarlo de forma privada y sin ayuda estatal.

•	 Grupo 3: formado por los bancos que necesitan capital adicional, pero no necesitan 
ayudas públicas para conseguirlo.

Una vez clasificados los bancos se adoptan decisiones basadas en la recapitalización, rees-
tructuración o liquidación, siendo dichas medidas supervisadas por la Comisión Europea. En el 
mes de octubre los bancos pertenecientes a los grupos 1, 2 y 3, con el objetivo de acabar con su 
déficit presentaron planes de recapitalización, los cuales podían estar basados en medidas inter-
nas, enajenación de activos, prácticas relativas a la gestión del pasivo, incremento de los fondos 
propios o recurrir a la ayuda estatal.

Haciendo referencia a los bancos del grupo 1, las autoridades españolas junto con la Comi-
sión Europea, prepararon planes de reestructuración a partir de julio de 2012, para la concesión 
de la ayuda estatal y la puesta en marcha de los mismos. 

Si hablamos de los bancos del grupo 2, las autoridades españolas tuvieron que presentar pla-
nes de reestructuración o resolución ante la Comisión Europea, donde debían recogerse los pasos 
a realizar para segregar sus activos deteriorados y traspasarlos a una entidad externa de gestión 
de activos, antes de octubre de 2012.

En este proceso, hasta que la Comisión Europea no aprobó los diferentes planes de rees-
tructuración o resolución presentados por los bancos pertenecientes a los grupos 1 y 2, no se les 
prestó ayuda, excepto en el caso en el que fue necesario utilizar los fondos del primer tramo.

Por último, los bancos del grupo 3 tuvieron que presentar antes de octubre de 2012 planes de 
recapitalización en los que se debía poner de manifiesto que no necesitaban ayudas públicas para 
incrementar su capital. A modo de precaución, se les exigió a todos aquellos que necesitasen in-
crementar su capital en más de un 2 % que emitieran bonos convertibles que serían suscritos por el 
FROB como medida de recapitalización y así poder satisfacer sus necesidades de capital antes de 
diciembre de 2012. Las entidades tuvieron hasta junio de 2013 para devolver ese dinero. Si no lo ha-
cían serían recapitalizados mediante la conversión total o parcial de los bonos en acciones ordinarias. 

Los bancos del grupo 3 que necesitaran un incremento de capital menor al 2 % tuvieron hasta 
el 30 de junio de 2013 para captar el dinero necesario. En caso contrario, las entidades serían re-
capitalizadas mediante ayuda estatal y deberían presentar planes de reestructuración.

Los planes de reestructuración y resolución se basan en los principios de viabilidad, reparto 
de la carga y limitación de las distorsiones de la competencia para conseguir la estabilidad finan-
ciera y flexibilidad del sector bancario, teniendo como principal objetivo que todos los bancos 
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tuvieran al finalizar el año 2012 un capital básico de al menos el 9 % y hasta 2014 no reducir su 
capital básico sin autorización previa del Banco de España.

En este escenario, surge una nueva entidad conocida como el «Banco Malo», que fue crea-
do con el objetivo de eliminar lo antes posible los activos problemáticos de los balances de los 
bancos que solicitaron ayuda, siendo su principal gestor el FROB y considerando que su vida útil 
estaría entre los 10 y los 15 años. Esta medida afecta principalmente a los préstamos para pro-
mociones inmobiliarias y a los activos de hipotecas ejecutadas. Las transferencias de los activos 
a la entidad de gestión externa se realizarán al valor económico real de los activos, que será de-
terminado mediante una revisión de su calidad y las valoraciones individuales empleadas en los 
test de estrés. Las pérdidas que surjan como consecuencia de valorar esos activos a su precio real 
se materializarán en los bancos en el momento de la segregación. La entidad de gestión de acti-
vos comprará a los bancos y cajas españoles sus activos tóxicos, y a cambio estos recibirán del 
FROB efectivo o títulos de alta calidad como deuda subordinada por el Estado y que la entidad 
pueda utilizar como garantía ante el BCE para conseguir liquidez.

La creación de esta sociedad de gestión de activos también tiene como objetivo mejorar la 
protección de los clientes minoristas, desalentando la venta de productos financieros complejos 
entre inversores no cualificados. Estos productos complejos son participaciones preferentes, obli-
gaciones convertibles y los bonos y obligaciones subordinadas. El FROB ofrecerá a los propie-
tarios de estos productos financieros un canje por depósitos, acciones, efectivo o la reducción del 
valor nominal de la deuda. Dicho canje se realizaría a precio de mercado más un 10 % de margen.

2.4.  �RESULTADO DEL PROCESO DE REESTRUCTURACIÓN DEL SISTEMA 
FINANCIERO 

Como consecuencia de las decisiones descritas anteriormente, el mapa del sistema finan-
ciero español ha sufrido un gran cambio desde el año 2008. El Real Decreto-Ley 11/2010, de 9 
de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorros, 
establece como una de las principales reformas, que las cajas de ahorros pasen a realizar su ne-
gocio bancario de manera indirecta a través de una entidad bancaria, convirtiéndose ellas en fun-
daciones en su caso y encargándose de la obra benéfico-social. 

Posteriormente, aparece la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundacio-
nes bancarias, que da continuidad a la anterior en lo que al ejercicio de actividad bancaria indi-
recta se refiere. Con ello se pretende volver al modelo de cajas tradicional, desarrollando estas su 
actividad en su ámbito local y perdiendo su licencia bancaria en el caso de superar los límites de 
tamaño permitidos y teniendo que convertirse obligatoriamente en fundaciones bancarias. Como 
consecuencia de lo anterior, se ha pasado de tener 45 entidades financieras a solo 14. También se 
ha visto afectado tanto el número de sucursales bancarias en funcionamiento, como el empleo del 
sector financiero, que ha sufrido una reducción espectacular. Según datos aportados por diferen-
tes periódicos digitales, el número de oficinas ha disminuido desde 2008 hasta el ejercicio 2013 
en 7.925 sucursales; y si nos fijamos en el empleo se han eliminado 42.205 puestos de trabajo. 
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Todo este proceso de reestructuración se ha llevado a cabo a través de uniones entre entidades, 
absorciones y el llamado «Sistema institucional de protección» (SIP) o «fusiones frías», que ha sido 
el más utilizado por las cajas de ahorros españolas, ya que les permite compartir riesgos y conservar 
–aunque solo durante el corto plazo– su personalidad jurídica y sus sedes. Sus políticas financieras, 
de solvencia y de riesgo deben estar centralizadas y una de las entidades debe ser la que dirija el pro-
ceso de integración, aportando cada una de las entidades participantes fondos por un porcentaje igual 
o superior al 40 % de sus recursos propios. Bajo este contexto y proceso de cambio y ajuste del siste-
ma bancario español el sistema financiero español queda como podemos ver reflejado en la tabla 4.

3.  �EMISIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE PARTICIPACIONES 
PREFERENTES

En esta sección analizamos las características de las emisiones de participaciones prefe-
rentes que se han llevado a cabo en el año 2009, centrándonos en el estudio de las condiciones 
y características de las diferentes emisiones realizadas entre los inversores minoristas. Para ello, 
consideramos un total de 16 entidades financieras (bancos y cajas de ahorros). 

En la tabla 5 se recogen las principales características de las emisiones de participaciones 
preferentes durante el año 2009, año de mayor auge. Todas ellas tenían un objetivo común que 
era el reforzamiento de los recursos propios de las entidades que las emitieron. Podemos observar 
que todas las emisiones, salvo las de Caja Duero4, se comercializan entre inversores minoristas. 
También cabe destacar que fueron las cajas de ahorros las que mayor volumen de participaciones 
preferentes pusieron en circulación. 

Con respecto a las características de las emisiones podemos observar que fue Caja Madrid 
la que realizó la mayor emisión de participaciones preferentes (3.000.000.000 J) mientras que 
Caja Cantabria (63.000.000 J), la menor. 

También se observa que el valor nominal de las participaciones varía entre los 25 euros y 
1.000 euros y, además, que el importe mínimo exigido para poder realizar la orden de suscrip-
ción va a depender de cada entidad.

Uno de los aspectos que tienen en común las distintas emisiones llevadas a cabo es que todas 
son emitidas a la par, es decir, su prima de emisión es cero, coincidiendo por tanto su valor no-
minal con su valor de emisión. Pero este no es el único aspecto en común, ya que el plazo es otro 
de ellos. El carácter de toda emisión de preferentes es perpetuo, esto quiere decir que la emisión 
no tiene plazo de vencimiento y que el emisor no está obligado a reembolsar el principal, convir-
tiéndose este en uno de los principales problemas de este tipo de emisiones.

4	 Dentro de la emisión de 100 millones de euros realizada por Caja Duero en 2009, encontramos dos tramos, uno de 
ellos dirigido a los inversores mayoristas y otro a los minoristas.
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Si nos centramos en la remuneración y su periodicidad podemos ver como la mayoría de las 
cajas y bancos ofrecieron durante el primer año o los primeros años de vida de la emisión un tipo 
de interés nominal anual fijo, uno de los hechos por el que los inversores minoristas vieron la emi-
sión de preferentes similar a un depósito a plazo fijo, pero que les aportaba una mayor rentabilidad. 
Mientras que la rentabilidad ofrecida por un depósito a plazo fijo estaba en torno a un tipo de in-
terés del 3-4 % nominal anual fijo, podemos ver como, por ejemplo, Caja Navarra ofrecía durante 
los primeros cinco años de vida de la emisión un 8 % nominal anual fijo pagadero trimestralmen-
te. Este hecho hacía mucho más atractivo invertir en participaciones preferentes que en depósitos 
a plazo fijo, pero no se tuvo en cuenta que pasado este tiempo durante el cual algunas entidades o 
cajas de ahorros nos ofrecían un tipo de interés nominal anual fijo, nuestra inversión quedaría en 
manos del Euríbor más un diferencial.

Si observamos el gráfico 5 podemos ver la trayectoria del Euríbor durante el año 2009 y el 
año 2013. El tipo de interés pasa de un 2,86 % en el mes de enero de 2009 a un 0,72 % en el mes de 
diciembre de 2009. Y si tenemos en cuenta el gráfico del año 2013, aunque parece que hay una pe-
queña tendencia alcista debemos observar que los valores entre los que nos movemos son muy bajos, 
del 0,19 % en enero de 2013 a 0,24 en diciembre 2013. Esta situación se mantiene en el año 2014. 

Así, aunque en un primer momento la rentabilidad que nos ofrecían las entidades y cajas 
de ahorros parecía muy atractiva podemos ver como se hace cada vez menor, ya que depende-
remos del recorrido del Euríbor que en momentos como el actual tiende a la baja. Queda claro, 
por tanto, que el principal problema de este tipo de emisión es la relación entre la rentabilidad 
y el riesgo. En aquellos momentos en los que el Euríbor tienda al alza las participaciones prefe-
rentes nos brindarán una rentabilidad adecuada al riesgo asumido, pero en aquellos periodos en 
los que la economía esté atravesando una grave crisis no nos aportarán la rentabilidad adecuada. 

Gráfico 5.  Euríbor trimestral en 2009 y 2013

  

Fuente:  Elaboración propia a partir de la web www.euribor-rates.eu.
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Aunque en la tabla 5 podemos ver la rentabilidad ofrecida por cada entidad centramos 
nuestro análisis en la rentabilidad que ofrecían las instituciones en el periodo de pago del primer 
cupón. Así, el gráfico 6 muestra de una manera más ilustrativa las rentabilidades ofrecidas en ese 
periodo. Podemos ver como Caja España con un tipo de interés del 8,25 % fue la que más renta-
bilidad ofreció, así como que La Caixa y Banesto fueron aquellos que con un tipo de interés del 
5,88 % y 6 % respectivamente son los que ofrecen una menor rentabilidad. 

Gráfico 6.  Tipo de interés de las participaciones preferentes ofrecido por las cajas de ahorros y entida-
des financieras para el pago del primer cupón (rentabilidades aproximadas)
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Fuente:  Elaboración propia a través de los folletos de emisión de la CNMV.

(*)  �Para el cálculo de este tipo de interés hemos cogido el Euríbor a fecha del primer pago del cupón y le hemos 
sumado el diferencial.

Además de conocer el tipo de interés ofertado por cada una de las cajas de ahorros y enti-
dades financieras hemos calculado la remuneración que recibieron los poseedores de participa-
ciones preferentes para lo que utilizamos la siguiente expresión:5

Remuneración unitaria bruta:

R  =  N  ×  i  ×   d

36.5005
� (3)

5	 Base 30/365. Si la base a utilizar fuera 30/360 el denominador pasaría a ser 36.000.
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Donde 

•	 R: Remuneración

•	 N: Importe nominal del título

•	 i: Tipo de interés nominal 

•	 d: días transcurridos en el periodo de devengo de remuneración de referencia 

Dado que, como podemos observar, la remuneración va directamente ligada al importe nominal 
de la participación preferente, hemos realizado una clasificación atendiendo al valor nominal uni-
tario de las participaciones, a partir de la cual estimamos su remuneración (gráfico 7 y gráfico 8).

Gráfico 7.  Remuneración de las participaciones preferentes con valor nominal unitario de 1.000 euros
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Fuente:  Elaboración propia a través de los folletos de emisión de la CNMV.

(*)  �Aunque el pago de su cupón es del 7 % nominal anual al calcular su rendimiento hemos supuesto que sería 
trimestral para poder integrarlo dentro de nuestro análisis.

Gráfico 8.  Remuneración unitaria de las participaciones preferentes con valor nominal unitario de 100 euros
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Fuente:  Elaboración propia a partir de los folletos de emisión de la CNMV.
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Según los gráficos anteriores observamos que, dentro del grupo en el que el valor nominal 
unitario es de 1.000 euros (gráfico 7), Caja España es la que ofrece un mayor rendimiento por 
participación preferente (20,79 J) y dentro del grupo de entidades en las que valor nominal uni-
tario de cada título es de 100 euros (gráfico 8), es Caixanova la que ofrece una mayor rentabili-
dad por participación (1,87 J).

A la hora de valorar una inversión no solo hay que tener en cuenta la rentabilidad que esta 
nos ofrezca, sino también la calidad crediticia que tenga asignada la emisión. Así, en la tabla 5 
se recoge la clasificación que la agencia de calificación crediticia FITCH RATING otorgó, de 
manera provisional, tanto al emisor como a la emisión de participaciones preferentes en los años 
2008 y 2009. En dicha tabla se muestra como se tienen distintas calificaciones crediticias asig-
nadas a cada una de las entidades financieras analizadas. Banco Popular, Banesto y Santander 
son las emisiones que mejor valoración tienen, con una calificación de AA y AA+ para el emisor 
y la emisión respectivamente. Por otro lado, son Caixapenedés, Caja Canarias, Caja Cantabria, 
Caixanova y Caja España, con una calificación de A– y BBB para el emisor y la emisión, respec-
tivamente, las que tienen la peor calificación. 

Tabla 6.  Clasificación crediticia otorgada por FITCH RATING en los años 2008/2009

Entidad Rating Emisor Rating Emisión

Banco Sabadell ........................................................................... A+ A–

Banco Popular ............................................................................ AA A+

Caja Murcia ................................................................................ A+ A–

Banco Pastor ............................................................................... A BBB+

Caja Navarra .............................................................................. A BBB+

Caixa Galicia .............................................................................. A BBB+

Caja Duero .................................................................................. A BBB+

Caixa Penedés ............................................................................ A– BBB

Caja Canarias ............................................................................. A– BBB

Caja Cantabria ........................................................................... A– BBB

Caja Madrid ............................................................................... A+ A–

.../...
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Entidad Rating Emisor Rating Emisión

.../...

Caixanova ................................................................................... A– BBB

Caja España ................................................................................ A– BBB

Banesto ........................................................................................ AA A+

Banco Santander ........................................................................ AA A+

La Caixa ...................................................................................... AA– A

Fuente:  Elaboración propia a través de los folletos de emisión de la CNMV.

Además de la rentabilidad y la solvencia de la emisión, a la hora de decidir realizar una in-
versión otro factor a tener en cuenta es la liquidez de los instrumentos. En este sentido, la negocia-
ción en el mercado secundario de este tipo de activos financieros se realiza en el mercado AIAF. 
En el mercado de renta fija español se negocian diversos productos financieros como pagarés, 
bonos y obligaciones de empresa, cédulas, bonos de titulización y participaciones preferentes. El 
principal problema de este mercado es que no ha contado con la suficiente transparencia y liqui-
dez en el periodo de crisis económica que estamos analizando.

Según los datos proporcionados por AIAF desde 1999, podemos observar que las participa-
ciones preferentes en la mayor parte de los años del periodo analizado han tenido un mayor peso 
en el conjunto del mercado que el resto de instrumentos financieros (véase gráfico 9). En 2008 
el número de operaciones que se realizaron con participaciones preferentes fue de 290.760, y tan 
solo un año después ascienden a 406.662. A partir de este momento la negociación comienza a 
descender levemente; así, durante los años 2010 y 2011 el volumen de operaciones es ligeramente 
inferior que en años anteriores, mientras que vuelven a crecer en 2012, cuando alcanzan su punto 
máximo con 725.712 operaciones emitidas a negociación.

En el gráfico 9 podemos ver cómo es en el año 2009 cuando se realizan operaciones con 
el mayor volumen en euros desde el año 1999; también este año cuenta con el mayor número de 
admisiones puesto que los inversores institucionales vendieron sus participaciones preferentes y 
fueron las entidades bancarias las que las adquieren, viendo en ellas el producto ideal para reca-
pitalizar sus balances.

En el año 2012 este volumen de operaciones en euros alcanza su punto álgido, como hemos 
comentado, pero el número de admisiones es cero, es decir, hay muchos inversores interesados 
en vender participaciones preferentes, pero ninguno interesado en comprarlas.
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Gráfico 9.  Número de operaciones emitidas a negociación en el mercado AIAF

Fuente:  Elaboración propia a partir de las estadísticas AIAF.
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Tabla 7.  Volumen de operaciones emitidas y admitidas de participaciones  
preferentes en el mercado AIAF

Año Volumen (J) de operaciones  
emitidas a negociación (1)

Operaciones  
admitidas (J)

1999 702,50 5.651,35

2000 928,00 3.380,00

2001 1.458,97 2.060,00

.../...
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Año Volumen (J) de operaciones  
emitidas a negociación (1)

Operaciones  
admitidas (J)

.../...

2002 2.222,07 3.166,49

2003 3.447,74 4.974,35

2004 4.130,23 4.174,31

2005 4.045,85 3.781,49

2006 4.643,69 629,00

2007 4.488,60 507,00

2008 4.013,86 246,00

2009 5.627,07 13.552,93

2010 4.250,43 100,00

2011 5.810,26 200,00

2012 28.064,19 0,00

2013 19.724,37 0,00

(1)	 Datos en millones de euros.

Fuente:  Elaboración propia a partir de las estadísticas AIAF.

4.  CONCLUSIONES

En el año 2007, en el que estalla la burbuja inmobiliaria, comienza un largo periodo en el que 
nos hemos visto inmersos en una crisis económica a nivel mundial, cuyo origen podemos situar 
en Estados Unidos. A partir de ese momento, el sistema financiero español ha vivido un proceso 
de desajuste y desaceleración económica como consecuencia de la masiva exposición al sector 
de la construcción, proceso que se agravó debido a la confianza que nuestro sistema financiero 
tuvo hacia el norteamericano. En este entorno, las entidades bancarias, que se percatan de la ne-
cesidad de recapitalizar sus balances, ofrecen a sus clientes minoristas un producto complejo y 
de alto riesgo, las participaciones preferentes, aprovechándose del modelo de banca tradicional 
impuesto hasta ese momento en España, basado en el trato personal hacia el cliente y motivado 
por la creación del acuerdo de Basilea II, donde las participaciones preferentes computaban como 
capital de máxima calidad. Aunque esta se perfilaba como la solución más rápida y sencilla para 
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la recapitalización de las entidades financieras, dicho proceso se vio truncado cuando en 2010 la 
CNMV prohíbe la venta directa de participaciones preferentes entre sucursales, con lo que co-
mienza a surgir la desconfianza por parte de los clientes minoristas hacia las entidades bancarias, 
ya que ahora tendrían que vender sus participaciones en el mercado secundario AIAF, que era 
un mercado principalmente mayorista. La aprobación del tercer acuerdo de Basilea, que entró en 
vigor en el año 2013, y donde se pone de manifiesto que las participaciones preferentes dejarán 
de computar como capital de primera calidad, agrava el problema para los inversores. Es en este 
momento cuando se produce el «caos de las preferentes», dado que los clientes minoristas quieren 
recuperar el dinero invertido en ellas como consecuencia de la situación económica de inestabili-
dad que existe en España, pero las entidades que las vendieron no están dispuestas a recomprarlas. 

En esta situación, las soluciones propuestas son las siguientes. Por un lado, el cliente puede 
intentar vender sus participaciones preferentes en el mercado AIAF, algo prácticamente imposi-
ble en este momento, ya que desde el año 2012 la admisión de compra de estos productos com-
plejos ha sido nula; la alternativa consistía en el canje ofrecido por las entidades bancarias; en 
este caso, el cliente podría recuperar una parte de su inversión.

Lo que en un primer momento se vio como la solución perfecta para recapitalizar las entida-
des no ha hecho sino agravar la situación económica de nuestro sistema bancario. Se ha puesto de 
manifiesto, entre otras cuestiones, la vulnerabilidad de muchas de las cajas de ahorros y algunos 
bancos españoles, los cuales no han sido capaces de sobrevivir a la crisis económica ocurrida entre 
2007 y 2013. Estas entidades no contaban con la capacidad necesaria para captar capital y mejorar 
su solvencia. Todo lo anterior da lugar a un proceso de reestructuración bancaria sin precedentes 
en nuestro país, que hace necesaria la aparición de nuevas entidades, como el FROB, y la inver-
sión por parte del Estado de unos 61.000 millones de euros (además de los avales de estado para 
las emisiones de entidades de crédito y las ayudas privadas para el proceso de reestructuración).

El resultado de este proceso ha sido la reducción del número de entidades bancarias que 
operan en España, pasando de 45 instituciones en 2009 a 12 en la actualidad, con las consiguien-
tes repercusiones en las variables macroeconómicas (aumento de la tasa de desempleo), y en la 
economía de familias y empresas. En este sentido, señalar que el sector bancario era uno de los 
sectores que más empleo ofrecía en nuestro país antes del surgimiento de la crisis de 2007.
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NIA-ES 580. MANIFESTACIONES ESCRITAS

Extracto

La Norma Internacional de Auditoría 580 versa sobre la responsabilidad del auditor de obte-
ner manifestaciones escritas de la dirección o, en su caso, de los encargados del gobierno de la 
entidad durante la auditoría de estados financieros. Estas manifestaciones escritas constituyen 
evidencia de auditoría y se trata de un soporte escrito que establece cierta garantía sobre la 
integridad de la información y la adecuada preparación de los estados financieros, entre otros. 
Es importante que estas declaraciones se realicen de manera escrita, ya que permiten así reducir 
las posibilidades de que haya malos entendidos entre la dirección o los encargados del gobierno 
de la entidad y el auditor. 

Palabras claves: �dirección, contenido de las manifestaciones y formato de las manifestaciones.

ISA 580. WRITTEN REPRESENTATIONS

Abstract

The international auditing standard 580 deals with the auditor's responsibility to obtain written 
representations from management or if those charged with governance of the entity during the 
audit of financial statements. These written statements constitute audit evidence and is written 
documentation which provides some assurance about the integrity of information and proper 
preparation of financial statements, among others. It is important that these statements are 
made in written form as they allow to reduce the chances of having misunderstandings between 
management or those charged with governance of the entity and the auditor. 

Keywords: �management, content of representations and representation format.
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1.  INTRODUCCIÓN

A nuestro juicio, en esta NIA-ES 580 se contemplan dos obligaciones diferentes, aunque 
íntimamente relacionadas entre sí, como son las que contrae el auditor que realiza la auditoría de 
los estados financieros de una entidad respecto de las comunicaciones que tiene que mantener 
con las personas de la dirección1 o, en su caso, con los responsables del gobierno de dicha enti-
dad, así como sobre las responsabilidades en que puede incurrir cuando omita el cumplimiento 
de dichas obligaciones. 

En primer lugar, existe la obligación que tiene el auditor de pedir a la dirección de la en-
tidad auditada –o, en su caso, a los responsables del gobierno de dicha entidad–, que le remitan 
por escrito las siguientes manifestaciones:

•	 Una «confesión», indicando que, en su opinión, consideran haber cumplido su res-
ponsabilidad en lo que respecta a la preparación de los estados financieros y a la 
integridad de la información proporcionada al auditor.

•	 Una «ratificación», fundamentando cualquier otra evidencia de auditoría relevan-
te para los estados financieros, o respecto de determinadas afirmaciones concretas 
contenidas en los mismos, cuando el auditor lo considere necesario, o lo requieran 
otras NIA-ES.

En segundo término, se contempla la obligación del auditor de, también por escrito:

•	 Dar «respuesta» adecuada a las manifestaciones escritas que le hayan proporcio-
nado, bien la dirección, bien los responsables del gobierno de la entidad cuando 
proceda.

•	 Efectuar la reclamación ante la dirección –o, cuando proceda, ante los responsables 
del gobierno de la entidad–, cuando no le hayan proporcionado las manifestaciones 
escritas solicitadas por él.

1	 Es decir de las personas identificadas en la NIA-ES 260, «Comunicación con los responsables del gobierno de la entidad».
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2.  �LAS MANIFESTACIONES ESCRITAS COMO EVIDENCIA DE AUDI-
TORÍA

La evidencia de auditoría es la información utilizada por el auditor para alcanzar las conclu-
siones en las que se basa su opinión, dentro de la cual las manifestaciones escritas2 constituyen 
información necesaria similar a las respuestas a indagaciones. 

En el sentido anterior, la NIA-ES que comentamos considera que las manifestaciones es-
critas son una fuente importante de evidencia de auditoría, advirtiendo de que el hecho de que 
la dirección de la entidad modifique o no facilite las manifestaciones escritas solicitadas, puede 
alertar al auditor sobre la posibilidad de que existan una o más cuestiones significativas. Es decir, 
que deberá aplicar su escepticismo profesional cuando le surjan situaciones de esta naturaleza. 

Por otro lado, la solicitud de manifestaciones escritas en lugar de verbales por parte del au-
ditor en muchos casos puede llevar a la dirección de la entidad auditada a considerar que dichas 
peticiones, al estar planteadas de una manera más solemne, requieren contestaciones más riguro-
sas, lo cual contribuye a mejorar la calidad de las manifestaciones.

En todo caso, para valorar adecuadamente el alcance y significado de estas manifestacio-
nes, el auditor deberá pensar que, aunque proporcionan evidencia de auditoría necesaria, por sí 
solas –dadas las limitaciones de su obtención basadas en meras confesiones–, no son suficientes 
y adecuadas sobre ninguna de las cuestiones a las que se refieren. Igualmente, el hecho de que 
la dirección haya proporcionado manifestaciones por escrito fiables no afecta a la naturaleza o a 
la extensión de otras evidencias de auditoría que el auditor deberá obtener respecto del cumpli-
miento de las responsabilidades de la dirección, o de afirmaciones concretas.

3.  �MIEMBROS DE LA DIRECCIÓN A QUIENES SOLICITAR LAS MANI-
FESTACIONES

El auditor solicitará manifestaciones escritas a aquellos miembros de la dirección que ten-
gan las responsabilidades adecuadas sobre los estados financieros y conocimientos de las cues-
tiones de que se trate. 

En principio se solicitarán a los responsables de preparar los estados financieros, teniendo 
en cuenta que dichas personas podrán variar bastante, en función de la estructura de gobierno de 
cada entidad y de las disposiciones legales o reglamentarias aplicables. En general dichas peti-

2	 Manifestación escrita es un documento suscrito por la dirección y proporcionado al auditor con el propósito de con-
firmar determinadas materias o soportar otra evidencia de auditoría. En este contexto, las manifestaciones escritas no 
incluyen los estados financieros, las afirmaciones contenidas en ellos, o en los libros y registros en los que se basan.
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ciones de manifestaciones por escrito se solicitarán al presidente ejecutivo y al director finan-
ciero de la entidad, o a aquellas personas que ocupen puestos o cargos equivalentes en entidades 
en las que reciban otras denominaciones, sin olvidar que en nuestro país legalmente los respon-
sables del gobierno de la entidad son también los responsables últimos de la preparación de los 
estados financieros.

En cualquier caso, el auditor deberá pensar que la dirección, debido a su responsabilidad en 
la preparación de los estados financieros, y sus responsabilidades relativas a la gestión del negocio 
de la entidad, en general poseerá un conocimiento suficiente del proceso seguido por la entidad 
para la preparación y presentación de los estados financieros y de las afirmaciones contenidas en 
los mismos, en los que basar las manifestaciones escritas solicitadas.

Pese a los conocimientos generales que, en principio, se supone que deberá tener la direc-
ción sobre estos temas, en algunos casos esa misma dirección puede decidir realizar indagaciones 
entre otras personas que participen en la preparación y presentación de los estados financieros, in-
cluidas las que posean conocimientos especializados acerca de algunas de las cuestiones sobre las 
que el auditor solicite las manifestaciones. Por ejemplo: actuarios responsables de cálculos actua-
riales, ingenieros especialistas respecto de cuestiones medioambientales, o asesores internos que 
puedan proporcionar información esencial para las provisiones por reclamaciones judiciales, etc.

Cuando en algunos casos la dirección limite sus manifestaciones escritas –expresando por 
ejemplo que las realiza según su leal saber y entender–, el auditor lo podrá aceptar si tiene el con-
vencimiento de que las manifestaciones las realizan quienes tienen la responsabilidad y el cono-
cimiento adecuados sobre las cuestiones objeto de las mismas. 

Con objeto de reforzar la necesidad de que la dirección realice manifestaciones fundadas 
–buscando con ello maximizar su fiabilidad y utilidad–, el auditor puede solicitar de la direc-
ción que incluya dentro las mismas una confirmación de que ha realizado las indagaciones que 
ha considerado adecuadas para estar en posición de la información suficiente para poder reali-
zar las manifestaciones escritas solicitadas. Aunque no debe esperar que dichas indagaciones 
requieran en general un proceso interno formal que vaya más allá de los que ya estén estable-
cidos por la entidad.

4.  CONTENIDO DE LAS MANIFESTACIONES SOLICITADAS

Los puntos principales, sobre los que el auditor deberá solicitar manifestaciones por escrito 
de la dirección, serán los que se indican a continuación.

En todo caso, recordamos que, aunque dichas manifestaciones escritas proporcionan evi-
dencia de auditoría necesaria, por sí solas no proporcionan evidencia de auditoría suficiente y 
adecuada sobre dicha afirmación.
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4.1.  PREPARACIÓN DE LOS ESTADOS FINANCIEROS

Reconocimiento de haber cumplido con su responsabilidad en la preparación de los estados 
financieros de conformidad con el marco de información financiera aplicable y, cuando proceda, 
de su presentación fiel, según lo expresado en los términos del encargo de auditoría.

4.2.  �INFORMACIÓN PROPORCIONADA E INTEGRIDAD DE LAS TRAN-
SACCIONES

Se refiere tanto al hecho de que la dirección haya proporcionado al auditor toda la informa-
ción y el acceso pertinente a toda la documentación que necesite, de conformidad con lo acorda-
do en los términos del encargo de auditoría, como a que todas las transacciones se han registrado 
y reflejado en los estados financieros objeto de la auditoría.

En principio, la evidencia de auditoría obtenida durante su realización respecto al cumpli-
miento por parte de la dirección de las responsabilidades relacionadas con la formulación de los 
estados financieros no es suficiente si no se obtiene la confirmación por escrito de la dirección 
donde manifiesta que ha cumplido dichas responsabilidades. El auditor no puede juzgar, basándo-
se solo en otra evidencia de auditoría, si la dirección ha preparado y presentado correctamente los 
estados financieros, y si le han proporcionado información suficiente, sobre la base del reconoci-
miento acordado y de la comprensión de sus responsabilidades. En definitiva, el auditor no puede 
asegurar que la dirección le ha proporcionado toda la información relevante acordada en los térmi-
nos del encargo de auditoría, sin haberlo preguntado y sin haber recibido la oportuna contestación.

Aun contando con la manifestación escrita indicada en los epígrafes anteriores, el auditor 
puede volver a pedir a la dirección en una nueva manifestación confirmación de que reconoce y 
comprende sus responsabilidades. Esto, que es habitual en algunas jurisdicciones, puede ser es-
pecialmente adecuado, cuando:

•	 Las personas que firmaron los términos del encargo de auditoría en nombre de la 
entidad ya no tengan las responsabilidades relevantes dentro de ella.

•	 Los términos del encargo de auditoría se hubieran preparado en un ejercicio anterior.

•	 Exista algún indicio de que la dirección malinterpreta sus responsabilidades. 

•	 Haya habido cambios de circunstancias que lo hagan adecuado.

Como la NIA-ES 450 establece que el auditor, dentro de las incorrecciones apreciadas du-
rante la realización de la auditoría, deberá identificar aquellas que sean claramente insignifican-
tes, pudiendo establecer un umbral a tales efectos, cabe que el auditor considere la posibilidad de 
comunicar a la dirección un umbral similar a efectos de las manifestaciones escritas solicitadas.
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También debe recordarse que la NIA-ES 260 requiere al auditor que comunique a los respon-
sables del gobierno de la entidad las manifestaciones escritas que haya solicitado a la dirección.

4.3.  DESCRIPCIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES DE LA DIRECCIÓN

Se describirán en las manifestaciones escritas las mismas responsabilidades que se descri-
bieron en el contrato o en la carta de encargo de la auditoría.

4.4.  OTRAS MANIFESTACIONES ESCRITAS

El auditor puede considerar conveniente para fundamentar su evidencia solicitar de la di-
rección de la entidad auditada alguna afirmación concreta relevante respecto de los estados fi-
nancieros, como por ejemplo:

a)  �Manifestaciones adicionales sobre políticas contables e información fi-
nanciera

Además de las manifestaciones generales antes requeridas, el auditor, por ejemplo, puede 
considerar necesario solicitar información acerca de:

•	 Si la selección y la aplicación de políticas contables son las adecuadas.

•	 Si se han reconocido, medido, presentado o revelado de conformidad con el marco 
de información financiera las siguientes cuestiones, cuando sean relevantes:

–	 Los planes o intenciones futuras que puedan afectar al valor contable o a la cla-
sificación de los activos o de los pasivos, sean tanto reales como contingentes.

–	 Respecto de los activos, su titularidad y su control y, en su caso, los derechos 
de retención o gravámenes sobre ellos, y los pignorados como garantía.

–	 Aquellos aspectos de las disposiciones legales y reglamentarias –y de los 
acuerdos contractuales– (incluido su incumplimiento) que puedan afectar a 
los estados financieros.

b)  Manifestaciones adicionales sobre el control interno

El auditor puede considerar necesario solicitar a la dirección que le proporcione manifes-
taciones escritas de que le ha comunicado todas las deficiencias de control interno de las que la 
dirección tenga conocimiento.
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c)  Manifestaciones adicionales sobre afirmaciones concretas

Igualmente el auditor, en la obtención de evidencia sobre juicios o intenciones, puede con-
siderar la conformación por escrito de alguna de las siguientes cuestiones:

•	 El historial de la entidad relacionado con las intenciones que haya declarado. 

•	 Los motivos de la entidad para elegir una actuación concreta.

•	 La capacidad de la entidad para seguir una actuación específica.

•	 Cualquier otra información que el auditor pudiera haber obtenido en el transcurso 
de la auditoría, que presente incongruencias con el juicio o con la intención de la 
dirección.

Adicionalmente también podrá considerar necesario pedir a la dirección que le proporcione 
ratificaciones escritas sobre afirmaciones concretas de los estados financieros, para sustentar de 
este modo el conocimiento que haya podido obtener de otra evidencia de auditoría sobre el juicio 
o intención de la dirección –en todo o en parte– respecto a una afirmación concreta. Por ejem-
plo, cuando la intención de la dirección sea importante para determinar el criterio de valoración 
de inversiones, puede no ser posible obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada sin una 
manifestación escrita de la dirección sobre sus intenciones. 

5.  �FECHA DE LAS MANIFESTACIONES ESCRITAS Y PERIODO O PERIO-
DOS CUBIERTOS

La fecha del escrito o escritos de manifestaciones deberá ser tan próxima como sea posible 
–aunque en ningún caso posterior– a la fecha del informe de auditoría sobre los estados financie-
ros, refiriéndose a todos ellos y al periodo o periodos a los que se refiera la auditoría realizada y 
consignados en el indicado informe. 

La precisión que se realiza respecto de la fecha viene justificada por la necesidad que tiene 
el auditor de disponer antes de la emisión de su informe de toda la evidencia de auditoría nece-
saria, de la cual forman parte las manifestaciones escritas. En consecuencia, como no podrá ex-
presar su opinión antes de disponer de las mismas, su fecha de emisión tendrá que ser anterior.

Por otro lado, debido a que al auditor le conciernen los hechos ocurridos hasta la fecha del 
informe de auditoría que puedan requerir ajustar los estados financieros o revelar información en 
ellos, la fecha de las manifestaciones escritas deberá ser lo más cercana posible a la del informe 
de auditoría, pero no posterior.

No obstante, como en algunas circunstancias al auditor le puede convenir obtener manifes-
taciones escritas sobre alguna afirmación concreta relacionada con los estados financieros en el 
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transcurso de la auditoría, podrá solicitar manifestaciones escritas a una fecha, sin perjuicio de 
que, posteriormente, puedan ser actualizadas.

En lo que concierne a los periodos cubiertos por las manifestaciones de la dirección, estas 
se deberán referir a todos los periodos a los que se refiera el informe de auditoría, ya que la di-
rección necesitará reafirmar que las manifestaciones escritas que, en su caso, hubiera realizado 
anteriormente con respecto a los periodos anteriores, siguen siendo correctas. En este sentido, el 
auditor y la dirección de la entidad auditada pueden acordar una forma de manifestaciones escri-
tas que actualice las relativas a los periodos anteriores –siempre que estas también hubieran sido 
emitidas por escrito–, haciendo referencia a los cambios que pudieran existir con respecto a di-
chas manifestaciones anteriores.

Finalmente, pueden darse casos en los que la dirección actual no sea coincidente con la de 
periodos precedentes a los que se refiera el informe de auditoría. En estas situaciones las perso-
nas que actualmente ocupen los cargos sustituidos podrán afirmar no estar en situación de suscri-
bir parte o la totalidad de las manifestaciones escritas debido a que no ocupaban con anterioridad 
esos cargos. Sin embargo, este hecho, como ni anula ni reduce las responsabilidades de dichas 
personas en relación con los estados financieros en su conjunto, sigue siendo aplicable que el au-
ditor les solicite manifestaciones escritas que cubran la totalidad del periodo o periodos relevantes.

6.  FORMA DE LAS MANIFESTACIONES ESCRITAS

Como principio general, las manifestaciones escritas a que se refiere esta NIA-ES adopta-
rán la forma de carta dirigida al auditor. 

Como limitación a su contenido, cuando alguna disposición legal o reglamentaria obligue 
a que la dirección realice declaraciones públicas por escrito relativas a sus responsabilidades, si 
el auditor considera que estas declaraciones le proporcionan –en su totalidad o en parte– las ma-
nifestaciones requeridas por él, no será necesario incluir en la carta de manifestaciones aquellas 
cuestiones ya cubiertas de este modo. 

Los factores que pueden afectar a la decisión que tome el auditor respecto de la limitación 
anterior, entre otros, son los siguientes:

•	 Cuando la declaración pública realizada incluya una confirmación respecto del 
cumplimiento de las responsabilidades de la dirección.

•	 Cuando la declaración pública la hayan realizado o aprobado aquellas personas a 
las que el auditor solicita las manifestaciones escritas relevantes.

•	 Cuando se proporcione al auditor una copia de la declaración en la fecha más cer-
cana posible –y en ningún caso posterior– a la del informe de auditoría sobre los 
estados financieros.
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En todo caso, una declaración formal y pública del cumplimiento de las disposiciones le-
gales o reglamentarias de la aprobación de los estados financieros no aportaría información sufi-
ciente para demostrar al auditor que se han realizado, conscientemente, todas las manifestaciones 
necesarias. Tampoco la expresión de las responsabilidades de la dirección en las disposiciones 
legales o reglamentarias dentro de la declaración es un sustituto de las manifestaciones escritas.

7.  PROBLEMAS DEL AUDITOR RESPECTO DE LAS MANIFESTACIONES 

Estos problemas se refieren a los tres supuestos que resumimos a continuación.

7.1.  DUDAS SOBRE LA FIABILIDAD DE LAS MANIFESTACIONES 

El auditor puede tener reservas sobre la competencia, la integridad, los valores éticos o la 
diligencia de la dirección; o sobre su compromiso con ellos, o su cumplimiento. Ante cualquiera 
de estos supuestos determinará el efecto que pueden tener sobre la fiabilidad de las manifestacio-
nes –verbales o escritas– efectuadas en particular, y sobre la evidencia de auditoría en general.

En los casos en que las manifestaciones escritas sean incongruentes con otras evidencias de 
auditoría, el auditor aplicará procedimientos de auditoría para intentar resolver la cuestión. Si la 
incongruencia no se resuelve, reconsiderará su valoración acerca de la competencia, integridad, 
valores éticos o diligencia de la dirección, o su compromiso con ellos o su cumplimiento, deter-
minando su efecto sobre su fiabilidad. 

Igualmente, cuando el auditor haya detectado incongruencias entre una o más manifestacio-
nes escritas y la evidencia de auditoría obtenida de otra fuente, podrá reconsiderar si su valoración 
del riesgo de auditoría sigue siendo adecuada; en el caso de que no lo fuera, deberá revisar dicha 
valoración y determinar la naturaleza, momento de realización y extensión de procedimientos de 
auditoría posteriores para su nueva valoración.

No obstante, el auditor, después de haber identificado alguna de las cuestiones significati-
vas antes enunciadas, podrá llegar a la conclusión de que las manifestaciones escritas son fiables. 
En este caso, la cuestión significativa se documentará de conformidad con la NIA-ES 230 que 
obliga al auditor a documentar todos los hechos y cuestiones significativas que surjan durante la 
realización de la auditoría, por lo que las conclusiones sobre la falta de fiabilidad alcanzadas y 
sus juicios profesionales emitidos para llegar a dichas conclusiones deberán incluirse dentro de 
los papeles de trabajo de la auditoría. 

Cuando las dudas sobre el riesgo de que la dirección realice manifestaciones inexactas en los 
estados financieros sea tal que no le permita llevar a término una auditoría, si las disposiciones legales 
o reglamentarias aplicables se lo permiten, el auditor deberá considerar la posibilidad de renunciar 
al encargo, salvo que los responsables del gobierno de la entidad adopten medidas correctoras ade-
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cuadas. No obstante, dichas medidas pueden no ser suficientes para que el auditor exprese una opi-
nión no modificada (sin salvedades), atendiendo en todo caso a lo establecido en los artículos 3.2 y 
19 del texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas (TRLAC) y en su normativa de desarrollo.

Finalmente, si el auditor llega a la conclusión de que las manifestaciones escritas no son fia-
bles, adoptará aquellas medidas que considere adecuadas, incluida la determinación del posible 
efecto sobre su opinión en el informe de auditoría.

7.2.  MANIFESTACIONES SOLICITADAS Y NO PROPORCIONADAS

Si la dirección no proporciona alguna de las manifestaciones solicitadas por el auditor, este 
podrá elegir una de las tres opciones siguientes: 

•	 Discutir la cuestión con la dirección.

•	 Evaluar de nuevo la integridad de la dirección y el efecto que esto pueda tener sobre 
la fiabilidad de sus manifestaciones emitidas, tanto verbales como escritas, y sobre 
la evidencia de auditoría.

•	 Adoptar las medidas que considere adecuadas, incluida la determinación del posi-
ble efecto sobre su opinión en el informe de auditoría.

7.3.  SITUACIONES A REFLEJAR EN LA OPINIÓN DEL AUDITOR

El auditor denegará dar su opinión sobre los estados financieros, de conformidad con la 
NIA-ES 705, cuando concurra al menos una de las dos circunstancias siguientes:

1.ª	 Que concluya que existen suficientes dudas sobre la integridad de la dirección 
como para que las manifestaciones escritas no sean fiables.

2.ª	 Que la dirección no facilite las manifestaciones escritas que haya requerido. 

Como el auditor no puede juzgar si la dirección ha cumplido o no con sus responsabilidades 
basándose únicamente en otra evidencia de auditoría, cuando llegue a la conclusión de que las 
manifestaciones escritas sobre estos temas no son fiables, o cuando la dirección no le proporcione 
dichas manifestaciones, carece de la evidencia de auditoría suficiente y adecuada; y los posibles 
efectos sobre los estados financieros de dicha carencia no se limitan a unos elementos, cuentas 
o partidas concretas de los mismos, sino que son generalizados. En estos casos, la NIA-ES 705 
requiere del auditor que deniegue su opinión sobre los estados financieros.

Por otro lado, a pesar de que el hecho de que unas manifestaciones escritas de la dirección 
contengan modificaciones con respecto a las solicitadas por el auditor no significa que dicha 
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dirección, aun siendo incompletas, no las haya proporcionado. Esta situación podrá afectar a la 
opinión expresada por el auditor en el informe de auditoría, lo que podrá suceder, por ejemplo 
en los casos siguientes:

•	 La manifestación escrita sobre el cumplimiento por la dirección de su responsabi-
lidad en la preparación de los estados financieros puede poner de manifiesto que 
la dirección considera que, excepto por el incumplimiento material de un requeri-
miento concreto del marco de información financiera aplicable, los estados finan-
cieros se han preparado de conformidad con dicho marco. En estos casos, en que 
la dirección de la entidad ha proporcionado manifestaciones escritas fiables, el au-
ditor deberá considerar el efecto del incumplimiento producido sobre su opinión 
en el informe de auditoría, actuando en consecuencia.

•	 La manifestación escrita sobre la responsabilidad de la dirección de proporcionar al 
auditor toda la información relevante acordada en los términos del encargo de au-
ditoría puede poner de manifiesto que la dirección considera que, excepto la que ha 
sido destruida en un incendio, ha proporcionado al auditor dicha información. Pese 
a que el auditor haya recibido de la dirección de la entidad manifestaciones escritas 
fiables, deberá considerar los efectos que la información destruida en el incendio 
tiene sobre los estados financieros, emitiendo su opinión en el informe de auditoría, 
en función de la apreciación de dichos efectos sobre las cuentas auditadas.

8.  MODELO DE CARTA DE MANIFESTACIONES 

La NIA-ES 580 establece el modelo de carta de manifestaciones que reproducimos a con-
tinuación:
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(Membrete de la entidad)

(Dirección del auditor)

(Fecha)

Esta carta de manifestaciones se proporciona en relación con su auditoría de los estados fi-
nancieros de la sociedad ABC correspondiente al ejercicio terminado el 31 de diciembre de 20XX, 
a efectos de expresar una opinión sobre si los citados estados financieros expresan la imagen fiel 
(o se presentan fielmente, en todos los aspectos materiales), de conformidad con las Normas In-
ternacionales de Información Financiera.

Confirmamos que (según nuestro leal saber y entender, tras haber realizado las indagacio-
nes que hemos considerado necesarias a los efectos de informarnos adecuadamente):

Estados financieros

•	 Hemos cumplido nuestras responsabilidades, tal como se establecen en los térmi-
nos del encargo de auditoría de [fecha], con respecto a la preparación de los estados 
financieros de conformidad con las Normas Internacionales de Información Finan-
ciera; en concreto, los estados financieros expresan la imagen fiel (o se presentan 
fielmente), de conformidad con dichas Normas.

•	 Las hipótesis significativas que hemos empleado en la realización de estimaciones 
contables, incluidas las estimaciones medidas a valor razonable, son razonables.

•	 Las relaciones y transacciones con partes vinculadas se han contabilizado y reve-
lado de forma adecuada, de conformidad con los requerimientos de las Normas In-
ternacionales de Información Financiera.

•	 Todos los hechos ocurridos con posterioridad a la fecha de los estados financieros 
y con respecto a los que las Normas Internacionales de Información Financiera exi-
gen un ajuste, o que sean revelados, han sido ajustados o revelados. 

•	 Los efectos de las incorrecciones no corregidas son inmateriales, ni individualmen-
te ni de forma agregada, para los estados financieros en su conjunto. Se adjunta a 
la carta de manifestaciones una lista de las incorrecciones no corregidas. 

•	 [Cualquier otra cuestión que el auditor pueda considerar adecuada.]

Información proporcionada

•	 Les hemos proporcionado:

–	 Acceso a toda la información de la que tenemos conocimiento y que es re-
levante para la preparación de los estados financieros, tal como registros, 
documentación y otro material;
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–	 Información adicional que nos han solicitado para los fines de la auditoría; y

–	 Acceso ilimitado a las personas de la entidad de las cuales ustedes conside-
raron necesario obtener evidencia de auditoría.

•	 Todas las transacciones se han registrado en los registros contables y se reflejan en 
los estados financieros.

•	 Les hemos revelado los resultados de nuestra valoración del riesgo de que los es-
tados financieros puedan contener una incorrección material debida a fraude. 

•	 Les hemos revelado toda la información relativa al fraude o a indicios de fraude de 
la que tenemos conocimiento y que afecta a la entidad e implica a:

–	 La dirección;

–	 Empleados que desempeñan funciones significativas en el control interno; u

–	 Otros, cuando el fraude pudiera tener un efecto material en los estados fi-
nancieros. 

•	 Les hemos revelado toda la información relativa a denuncias de fraude o a indicios 
de fraude que afectan a los estados financieros de la entidad, comunicada por em-
pleados, antiguos empleados, analistas, autoridades reguladoras u otros. 

•	 Les hemos revelado todos los casos conocidos de incumplimiento o sospecha de 
incumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias cuyos efectos debe-
rían considerarse para preparar los estados financieros. 

•	 Les hemos revelado la identidad de las partes vinculadas con la entidad y todas las 
relaciones y transacciones con partes vinculadas de las que tenemos conocimiento. 

•	 [Cualquier otra cuestión que el auditor pueda considerar necesaria.]

La Dirección
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Como notas aclaratorias, en el modelo anterior cabe indicar las siguientes:

•	 Se parte de que no hay excepciones en las manifestaciones escritas solicitadas; si 
las hubiera, las manifestaciones se tendrían que modificar para reflejarlas.

•	 Se supone que el marco de información financiera aplicable son las Normas Inter-
nacionales de Información Financiera.

•	 Teniendo en cuenta que el marco aplicable en España es el establecido en el artícu- 
lo 2.1 del TRLAC y en su normativa de desarrollo, será necesaria la adaptación ter-
minológica correspondiente al marco de información financiera que resulte de apli-
cación en cada caso.

•	 Cuando el auditor informe sobre más de un periodo, se deberán ajustar las fechas, de 
modo que la carta se refiera a todos los periodos cubiertos por el informe de auditoría.

•	 En general, la Carta de Manifestaciones de la Dirección deberá ser firmada, al 
menos, por algún miembro del órgano de administración de la entidad con compe-
tencia para ello.
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NIA-ES 600. CONSIDERACIONES ESPECIALES-AUDITORÍAS DE 
ESTADOS FINANCIEROS DE GRUPO (INCLUIDO EL TRABAJO 

DE LOS AUDITORES DE LOS COMPONENTES) 

Extracto

Esta norma regula las situaciones en las que un auditor puede utilizar el trabajo de otro auditor 
para obtener evidencia de auditoría adecuada y suficiente dentro de la auditoría del grupo. Se 
exponen los hechos que el equipo del encargo del grupo debe tener en cuenta para determinar la 
naturaleza, el momento de realización y la extensión de su participación en los procedimientos 
para obtener auditoría adecuada en la que basar la opinión de auditoría sobre los estados finan-
cieros del grupo. Destacamos los objetivos del auditor consistentes en determinar si es adecuado 
actuar como auditor de los estados financieros del grupo y si actúan como tal y, por otro lado, la 
comunicación con los auditores de los componentes sobre el alcance, momento de realización y 
hallazgos sobre la información financiera.

Palabras claves: �componente, auditoría de componente y equipo del encargo de grupo.

ISA 600. SPECIAL CONSIDERATIONS-AUDITS OF GROUP 
FINANCIAL STATEMENTS (INCLUDING THE WORK OF 

COMPONENT AUDITORS)

Abstract

This standard regulates situations in which an auditor can use the work of another auditor to 
obtain sufficient appropriate evidence audit within the group audit. The facts that the Group 
Engagement Team must consider in determining the nature, timing and extent of realization of 
their participation in the procedures are shown for adequate audit on which to base the audit 
opinion on the financial statements the group. We highlight the objectives of the auditor in deter-
mining whether it is appropriate to act as auditor of the financial statements of the group and 
if they act as such and, on the other hand, communication with the auditors of the components 
on the scope, timing of and findings on the information financial.

Keywords: �component, component audit and group engagement team.

Javier Briones Ortega
Socio CB Auditores & Consultores

Profesor de la UDIMA
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NIA-ES 600. Consideraciones especiales-Auditorías de estados financieros  
de grupo (incluido el trabajo de los auditores de los componentes)J. Briones Ortega

1.  INTRODUCCIÓN Y ALCANCE

Las Normas Internacionales de Auditoría (NIA) son también aplicables a las auditorías de 
grupos, incluyendo también las auditorías de cada uno de los componentes del grupo, así como 
los supuestos en los que un auditor involucre a otro en la auditoría de un estado financiero que no 
sea del grupo. Ejemplo: Un auditor puede pedir a otro auditor que presencie el recuento de una 
mercancía que está custodiada en un puerto o inspeccionar un huerto solar que está alejado de la 
zona de influencia del equipo de trabajo.

Estas normas regulan las situaciones en las que un auditor puede utilizar el trabajo de otro 
auditor para obtener evidencia de auditoría adecuada y suficiente dentro de la auditoría del grupo.

De conformidad con la NIA-ES 220, «Control de calidad de auditoría de estados financie-
ros», el socio del encargo del grupo debe comprobar que el equipo de auditoría y los auditores de 
los componentes reúnen las competencias y aptitudes adecuadas, siendo el socio el responsable 
de la dirección, supervisión y realización del encargo de la auditoría del grupo y aplicando los 
requerimientos establecidos en la citada norma NIA-ES 220.

Estas normas exponen los hechos que el equipo del encargo del grupo debe tener en cuenta 
para determinar la naturaleza, el momento de realización y la extensión de su participación en los 
procedimientos, y así obtener evidencia adecuada en la que basar la opinión de auditoría sobre 
los estados financieros del grupo.

2.  OBJETIVOS Y TÉRMINOS

Entre los objetivos del auditor se encuentran los siguientes:

•	 Determinar si es adecuado actuar como auditor de los estados financieros del grupo 
y si actúan como tal.

•	 La comunicación con los auditores de los componentes sobre el alcance, momento 
de realización y hallazgos sobre la información financiera.

•	 Obtención de la evidencia de auditoría suficiente y adecuada sobre la información 
financiera de los componentes y el proceso de consolidación.

Algunas definiciones que incluye la norma y que aportan algunas diferencias terminológi-
cas son:
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•	 Componente: una entidad o unidad de negocio cuya información financiera se pre-
para por la dirección del componente o del grupo para ser incluida en los estados 
financieros del grupo.

•	 Dirección del componente/grupo: la dirección responsable de la preparación de 
la información financiera de un componente/grupo. Suele ser el director financiero 
o el director general.

•	 Importancia relativa del componente: la importancia relativa para un compo-
nente determinada por el equipo del encargo del grupo.

•	 Socio del encargo del grupo: el socio u otra persona de la firma de auditoría que 
es responsable del encargo del grupo, de su realización y del informe de auditoría 
de los estados financieros del grupo.

•	 Equipo del encargo del grupo: los socios de auditoría, incluido el socio del en-
cargo del grupo, y los empleados.

•	 Estados financieros del grupo: se refieren a cuentas anuales consolidadas, esta-
dos financieros intermedios consolidados y a otros estados o documentos contables 
consolidados.

El riesgo de auditoría está en función del riesgo de incorrección material en los estados fi-
nancieros y del riesgo de que el auditor no detecte dicha incorrección. En la auditoría de grupos 
el riesgo incluye:

•	 El riesgo de que el auditor de un componente pueda no detectar una incorrección 
en la información financiera del componente que pueda dar lugar a una incorrec-
ción material en los estados financieros del grupo. 

•	 El riesgo de que el equipo del encargo del grupo pueda no detectar dicha incorrección.

3.  REQUERIMIENTOS

Para desempeñar el trabajo de auditoría y adecuar las relaciones entre los distintos actores 
que se precisan para dicho trabajo, la norma destaca algunos factores que hay que tener en cuen-
ta para su buen desarrollo.

•  Responsabilidad.

El socio del encargo del grupo es responsable de la dirección, supervisión y realización del 
encargo de auditoría del grupo de conformidad con las normas profesionales y los requerimien-
tos legales y reglamentarios aplicables, así como de que el informe de auditoría se adecúe a las 
circunstancias según la NIA-ES 220.
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Aunque los auditores de los componentes son responsables de sus hallazgos, conclusiones u 
opiniones globales, será el auditor del grupo el responsable de la opinión de la auditoría del grupo.

•  Aceptación y continuidad.

El socio del encargo del grupo determinará si: 

•	 Puede esperar, razonablemente, a obtener evidencia de auditoría suficiente y ade-
cuada en relación con el proceso de consolidación y la información financiera de 
los componentes en la que basar la opinión de auditoría del grupo. Obtendrá la evi-
dencia mediante:

–	 Información proporcionada por la dirección del grupo.

–	 Comunicación con la dirección del grupo.

–	 Comunicación con el anterior equipo del encargo del grupo, con la direc-
ción del componente o con los auditores de los componentes.

•	 El equipo de encargo del grupo obtendrá el conocimiento del grupo, de sus com-
ponentes y de sus entornos que le sea suficiente para identificar los componentes 
que probablemente sean significativos. Puede incluir los siguientes aspectos:

–	 La estructura del grupo, tanto legal como organizativa. Ejemplo: La audi-
toría de grupo de un holding con conexiones internacionales puede diferir 
significativamente de la auditoría de un grupo familiar con un mismo dueño.

–	 Las actividades del negocio de los componentes que sean significativas para 
el grupo, incluidos los entornos políticos y económicos, sectorial y regula-
dor, en los que se desarrollan tales actividades. Ejemplos de actividades que 
implican un mayor conocimiento: 

-	 El mercado de la alimentación con denominaciones de origen como 
el sector del vino.

-	 El mercado eléctrico fuertemente politizado e inestable en cuanto a 
precios y pagos de primas en las actividades de generación alterna-
tiva como las renovables.

-	 El sector farmacéutico, con un entorno cambiante en cuanto a su re-
gulación.

–	 La utilización de organizaciones de servicios, incluidos entornos de servicios 
compartidos. Ejemplo: Actividades compartidas en la exportación, como un 
consorcio para tal fin.

–	 Descripción de los controles del grupo. Ejemplos de lo que pueden incluir:
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-	 Reuniones periódicas de la dirección del grupo con la del componen-
te para discutir la evolución del negocio y revisar los resultados.

-	 Seguimiento de las operaciones de los componentes y de sus resul-
tados.

-	 El proceso para identificar, analizar y gestionar los riesgos de nego-
cio, incluido el riesgo de fraude, que pueden dar lugar a una inco-
rrección material en los estados financieros del grupo.

-	 Seguimiento, control, conciliación y eliminación de transacciones 
intragrupo y beneficios no realizados, así como de los saldos conta-
bles intragrupo.

-	 Un proceso de seguimiento del cumplimiento de fechas y valoración 
de la exactitud e integridad de la información financiera recibida de 
los componentes.

-	 Un sistema centralizado de tecnología de la información sujeto a los 
mismos controles generales de todo el grupo.

-	 Seguimiento de los controles, incluidas las actividades de auditoría 
interna y los programas de autoevaluación.

-	 Políticas y procedimientos congruentes, incluido el manual de pro-
cedimientos de información financiera del grupo.

-	 Programas aplicables a todo el grupo, tales como códigos de conduc-
ta y programas de prevención del fraude.

-	 Acuerdos para asignar poderes y responsabilidad a la dirección de 
un componente.

–	 Complejidad del proceso de consolidación. Ejemplos de cuestiones sobre 
las que el equipo del encargo del grupo obtiene conocimiento:

-	 El proceso seguido por la dirección del grupo para obtener conoci-
miento de las políticas contables utilizadas por los componentes y, 
cuando proceda, para asegurarse de que se utilizan políticas conta-
bles uniformes para la preparación de la información financiera de 
los componentes destinada a los estados financieros del grupo.

-	 El proceso seguido por la dirección del grupo para asegurarse de que 
los componentes proporcionan, con vistas a la consolidación, infor-
mación financiera completa, exacta y en las fechas establecidas.

-	 El proceso de conversión de la información financiera de los com-
ponentes situados en el extranjero a la moneda de los estados finan-
cieros del grupo.
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-	 El modelo de organización de la tecnología de la información para 
la consolidación, incluidas las fases manuales y automatizadas del 
proceso, y los controles manuales y programados implantados en las 
diversas fases del proceso de consolidación.

-	 El proceso seguido por la dirección del grupo para obtener informa-
ción sobre hechos posteriores al cierre.

-	 El proceso para registrar los ajustes de consolidación, incluida la 
preparación, autorización y procesamiento de los correspondientes 
asientos en el libro diario, y la experiencia del personal responsable 
de la consolidación.

-	 Los ajustes de consolidación requeridos por el marco de información 
financiera aplicable.

-	 Fundamento empresarial de los hechos y transacciones que dieron 
lugar a los ajustes de consolidación.

-	 La frecuencia, naturaleza y magnitud de las transacciones entre com-
ponentes.

-	 Los procedimientos de seguimiento, control, conciliación y elimina-
ción de las transacciones intragrupo y los beneficios no realizados, y 
de los saldos contables intragrupo.

-	 Los pasos seguidos para determinar el valor razonable de los activos 
y pasivos adquiridos, los procedimientos de amortización del fondo 
de comercio, en su caso, y la realización de pruebas sobre el dete-
rioro de valor del fondo de comercio, de conformidad con el marco 
de información financiera aplicable.

-	 Los acuerdos con un socio mayoritario o con socios minoritarios 
con respecto a las pérdidas en que hayan incurrido los componentes 
como, por ejemplo, la obligación de los socios minoritarios de asu-
mir dichas pérdidas.

–	 El equipo del encargo del grupo puede participar en el trabajo de dichos au-
ditores de los componentes en la medida necesaria para obtener evidencia 
de auditoría suficiente y adecuada. En este caso, se espera que el equipo del 
encargo tenga acceso ilimitado a los responsables del gobierno del grupo, 
a la dirección del grupo, a los responsables del gobierno del componente, a 
la dirección del componente, a la información del componente y a los audi-
tores del componente.

–	 El equipo del encargo del grupo obtendrá el conocimiento del auditor de un 
componente sobre las siguientes cuestiones:

-	 Cumplimiento y conocimiento de los requerimientos de ética que 
sean aplicables a la auditoría del grupo.
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-	 Independencia del auditor.

-	 Competencia profesional.

-	 Posibilidad de participar en el trabajo del auditor del componente.

-	 Si el auditor del componente desarrolla su actividad en un entorno 
regulador en el que se supervisa activamente a los auditores.

Nota: En el caso de «encargo recurrente», la capacidad del equipo del encargo del grupo 
puede verse afectada por cambios significativos. Se pueden citar algunos ejemplos:

•	 Si el grupo rediseña su estructura interna y se fusiona con una filial.

•	 Si cambia su estatus legal y modelo de negocio convirtiéndose en una marca de 
franquicias cuyos componentes son máster franquicias por países.

•	 Se crea una nueva actividad o línea de negocio o, por lo contrario, se cierran las ya 
existentes.

•	 En los relevos generacionales de las empresas familiares con fuertes cambios de 
estilos de dirección.

•	 En el mismo caso anterior, cuya reestructuración organizativa del personal haga 
que estén al frente personas que no estén cualificadas o con competencias perso-
nales para el desempeño de la función de dirección.

•	 Externalización de servicios claves para el grupo o parte de los componentes del grupo.

•	 Caso de cambio del Plan General Contable de aplicación como ocurrió con el ac-
tual vigente.

Nota: Si el socio auditor concluye que al equipo del encargo del grupo no le va a ser posi-
ble obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada debido a restricciones impuestas por la 
dirección del grupo y que el posible efecto de esta imposibilidad dará lugar a una denegación de 
opinión sobre los estados financieros del grupo, el auditor procederá según la NIA-ES 705, «Opi-
nión modificada en el informe emitido por un auditor independiente».

4.  IMPORTANCIA RELATIVA

En la auditoría del grupo el auditor debe:

•	 Al establecer la estrategia global de auditoría, determinar:

–	 La importancia relativa para los estados financieros en su conjunto.
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–	 El nivel o niveles de importancia relativa a aplicar a determinados tipos de 
transacciones, saldos contables o información a revelar, teniendo en cuenta 
las cuestiones específicas del grupo.

•	 Determinar la importancia relativa para la ejecución del trabajo.

•	 Asimismo, determinar la importancia relativa de aquellos componentes en relación 
con los cuales sus auditores vayan a realizar una auditoría o una revisión a efectos 
de la auditoría del grupo. 

•	 Si un componente está sujeto a auditoría, por las disposiciones legales o reglamen-
tarias o por otro motivo, y el equipo del encargo del grupo decide utilizar dicha 
auditoría como evidencia de auditoría para la auditoría del grupo, el equipo del en-
cargo del grupo determinará:

–	 La importancia relativa para los estados financieros del componente en su 
conjunto.

–	 Si la importancia relativa para la ejecución del trabajo a nivel del compo-
nente cumple los requisitos de esta NIA.

Nota: La importancia relativa para el componente será inferior a la de los estados financie-
ros del grupo en su conjunto a fin de reducir a un nivel adecuadamente bajo la probabilidad de 
que la suma de incorrecciones no corregidas y no detectadas en los estados financieros del grupo 
supere la importancia relativa determinada para los estados financieros del grupo en su conjunto.

4.1.  COMPONENTE SIGNIFICATIVO

Será considerado un componente significativo aquel identificado por el equipo de trabajo 
del grupo que:

•	 Es financieramente significativo para el grupo considerado individualmente. Para 
aplicar un criterio de significatividad será necesaria la aplicación del juicio profe-
sional. Dependiendo del tipo de grupo, pueden ser algunas referencias apropiadas 
las siguientes:

–	 Activos.

–	 Pasivos.

–	 Flujos de efectivo.

–	 Beneficios.

–	 Volumen de operaciones del grupo.
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	 Ejemplo: El equipo de trabajo puede considerar significativos, a efectos de incor-
porarlos en el grupo, aquellos componentes que superen el 15 % del total de acti-
vos del grupo. 

•	 Debido a su naturaleza o circunstancias específicas, se incorpora a los estados fi-
nancieros del grupo un riesgo significativo de incorrección material. En el ejemplo 
anterior se podría incluir como componente un porcentaje inferior si representara 
un riesgo para la empresa: acumula pérdidas, representa una parte importante de 
activos estratégicos, etc.

En el caso de que un componente sea considerado por el equipo de trabajo como significa-
tivo, es probable que incorpore riesgos significativos de incorrección material a los estados fi-
nancieros del grupo debido a su naturaleza o a sus circunstancias específicas y, por tanto, tanto 
el equipo como el auditor podrían realizar las siguientes actuaciones:

•	 Auditoría de la información financiera del componente aplicando la importancia 
relativa determinada para este.

•	 Una auditoría de uno o más saldos contables, tipos de transacciones o información 
a revelar en relación con los probables riesgos significativos de incorrección ma-
terial en los estados financieros del grupo.

•	 Procedimientos de auditoría específicos en relación con los probables riesgos sig-
nificativos de incorrección material en los estados financieros del grupo.

4.2.  COMPONENTE NO SIGNIFICATIVO

Por el contrario, se considerará no significativo cuando no se cumplan las condiciones para 
que el equipo de trabajo lo considere, a su juicio, significativo. Para estos componentes, el equi-
po de encargo del grupo aplicará los procedimientos analíticos a nivel de grupo de tal forma que 
se puedan asegurar de que la información financiera agregada de los componentes no disponga 
de riesgos de incorrección material significativa.

Si el equipo del encargo del grupo considera que no se va a obtener evidencia de auditoría 
suficiente y adecuada en la que basar la opinión de auditoría respecto al trabajo de la informa-
ción de los componentes significativos (el trabajo sobre los controles del grupo, el proceso de 
consolidación y los procedimientos analíticos aplicados a nivel de grupo), el equipo del encargo 
del grupo seleccionará algunos componentes que no sean significativos y realizará o solicitará al 
auditor del componente que realice una o más actuaciones:

•	 Una auditoría de la información financiera del componente aplicando la importan-
cia relativa determinada para este.

•	 Una auditoría de uno o más saldos contables, tipos de transacciones o información 
a revelar.
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•	 Una revisión de la información financiera del componente aplicando la importan-
cia relativa determinada para este.

•	 Procedimientos específicos.

Los factores que afectan a la hora de elegir un tipo de trabajo, los componentes a elegir o 
el número de ellos pueden variar a lo largo del tiempo. A continuación se citan a tal efecto al-
gunos ejemplos:

En la realización de la auditoría de un grupo de la industria cárnica destacamos varios com-
ponentes dentro del mismo, como son una empresa de despiece con un gran volumen de factu-
ración que representa el 20 % del total del grupo, otra de cría de ganado con una facturación del 
25 % del total del grupo, otra de fabricación de piensos con un total de ventas que representa el 
40 % y una de depuración de purines con baja actividad respecto al total considerada por el equi-
po del encargo como componente no significativo. 

•	 La poca actividad, en este caso, del último componente hizo que el equipo de en-
cargo la estimara como poco relevante y de bajo riesgo.

•	 Si se creara una empresa para el recuento de la producción en las instalaciones de 
despiece, en este sentido se podría considerar esta nueva empresa como compo-
nente no significativo.

•	 Si se cambiara la maquinaria por completo de la línea de despiece, se consideraría 
significativo por el riesgo a los estados financieros en su conjunto.

•	 El mismo grupo tiene varias granjas con sistemas parejos de componentes y tecnolo-
gía, siendo el proceso de control parte importante de los controles del componente, 
pudiéndose considerar componente no significativo a cualquiera de ellas una vez 
auditada cualquiera de las mismas, dada la similitud, siempre y cuando el peso en 
el conjunto del grupo no sea relevante. Si la eficacia operativa de los controles del 
grupo no fueran suficientes, entonces ya no se podrían considerar componentes no 
significativos. 

•	 La empresa de piensos está participada por un grupo inversor australiano que os-
tenta el 10 % de la misma, y por esta razón el consejo decidió realizar auditoría de 
cuentas. En ese sentido, se podría incluir como componente significativo y apro-
vechar el trabajo del auditor del componente, aun así, tendría más consistencia de 
significatividad en el caso de la que auditoría fuera obligatoria.

5.  COMUNICACIONES

El equipo del encargo del grupo comunicará, en el momento oportuno, sus requerimien-
tos al auditor de un componente. Sin una comunicación efectiva entre el equipo del encargo del 
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grupo y los auditores de los componentes existe el riesgo de que el equipo del encargo del grupo 
no pueda obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada en la que basar la opinión de au-
ditoría del grupo. La comunicación especificará el trabajo a realizar, así como el uso que se va a 
hacer de ese trabajo, y la forma y el contenido de la comunicación del auditor del componente al 
equipo del encargo del grupo, incluyendo:

•	 Solicitud de colaboración por parte del auditor del componente.

•	 Requerimientos de ética aplicables a la auditoría del grupo y los requerimientos de 
independencia.

•	 Información sobre la importancia relativa del componente, los distintos niveles y 
el umbral a partir del cual las incorrecciones no pueden considerarse insignifican-
tes para los estados financieros del grupo.

•	 Los riesgos significativos de incorrección material, debida a fraude o error, identi-
ficados en los estados financieros del grupo, que sean relevantes para el trabajo del 
auditor del componente.

•	 Una lista de partes vinculadas preparada por la dirección del grupo, y cualquier otra 
parte vinculada de la que el equipo del encargo del grupo tenga conocimiento.

Las comunicaciones entre el auditor del grupo y la dirección y responsables del gobierno 
del grupo están recogidas en otra norma1, conteniendo requerimientos y orientaciones sobre la 
comunicación de los casos de fraude a la dirección y, cuando la dirección pueda estar involucra-
da en dichos casos de fraude, a los responsables del gobierno de la entidad.

En ocasiones, la dirección del grupo puede necesitar mantener la confidencialidad de cierta 
información material y sensible. Ejemplos de cuestiones significativas que habría que comuni-
car a la dirección son:

•	 Litigios potenciales. Ejemplo: Un componente tiene una inspección fiscal por las 
subvenciones recibidas a fondo perdido.

•	 Planes para abandonar activos de explotación que resulten materiales. Ejemplo: 
Las desinversiones que durante la crisis realizaron las empresas constructoras.

•	 Hechos posteriores al cierre. Ejemplo: La posibilidad de compra de uno de los com-
ponentes del grupo por un grupo inversor.

•	 Acuerdos legales significativos. Ejemplo: Uno de los componentes del grupo ha 
firmado un acuerdo estratégico de venta de sus productos en el mayor mercado del 
mundo de alimentación.

1	 NIA-ES 240, apartados 40-42.
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6.  �EJEMPLO DE UNA OPINIÓN CON SALVEDADES CUANDO EL EQUI-
PO DEL ENCARGO DEL GRUPO NO HA PODIDO OBTENER EVIDEN-
CIA DE AUDITORÍA SUFICIENTE Y ADECUADA EN LA QUE BASAR 
LA OPINIÓN DE AUDITORÍA

El equipo del encargo del grupo no ha podido obtener evidencia de auditoría suficiente y 
adecuada con respecto a un componente significativo contabilizado por el método de la participa-
ción, o de puesta en equivalencia, reconocido por 15 millones de euros en el balance de situación, 
que refleja unos activos totales de 60 millones de euros, porque el equipo del encargo del grupo 
no tuvo acceso a los registros contables, a la dirección, o al auditor del componente.

El equipo del encargo del grupo ha leído las cuentas anuales auditadas del componente a 31 
de diciembre de 20X1, incluido el informe de auditoría correspondiente, y ha examinado la in-
formación financiera relacionada que posee la dirección del grupo con respecto al componente.

En opinión del socio del encargo del grupo, el efecto sobre las cuentas anuales consolida-
das del grupo, ante esta imposibilidad de obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada, lo 
considera material, pero no generalizado.

Las circunstancias son entre otras:

•	 Auditoría de cuentas anuales consolidadas formuladas por el órgano de adminis-
tración de la sociedad dominante de conformidad con el marco normativo de in-
formación financiera que resulte de aplicación.

•	 Los términos del encargo de auditoría del grupo reflejan la descripción de la res-
ponsabilidad del órgano de administración que recoge la NIA-ES 210, en relación 
con las cuentas anuales consolidadas.

•	 El auditor no ha podido obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada en re-
lación con una inversión en una entidad asociada extranjera. Se considera que los 
efectos de la imposibilidad de obtener evidencia de auditoría suficiente y adecuada 
son materiales pero no generalizados en las cuentas anuales consolidadas.

•	 Adicionalmente a la auditoría de las cuentas anuales consolidadas, el auditor tiene 
la responsabilidad de opinar sobre la concordancia del informe de gestión con las 
cuentas anuales consolidadas. En este ejemplo, el informe de gestión emitido con-
cuerda con la información de las cuentas anuales consolidadas auditadas.
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Informe de auditoría independiente de cuentas anuales consolidadas

A los accionistas de ABC, SA: 

(Por encargo de...)

(Destinatario correspondiente)

Hemos auditado las cuentas anuales consolidadas adjuntas de la sociedad ABC, SA y so-
ciedades dependientes, que comprenden el balance consolidado a 31 de diciembre de 20X1, la 
cuenta de pérdidas y ganancias consolidada, el estado de cambios en el patrimonio neto consoli-
dado, el estado de flujos de efectivo consolidado y la memoria consolidada correspondientes al 
ejercicio terminado en dicha fecha.

Los administradores de la sociedad dominante son responsables de formular las cuentas 
anuales consolidadas adjuntas, de forma que expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situa-
ción financiera y de los resultados consolidados de ABC, SA y sociedades dependientes, de con-
formidad con el marco normativo de información financiera aplicable al Grupo en España, que 
se identifica en la nota X de la memoria adjunta, y del control interno que consideren necesario 
para permitir la preparación de cuentas anuales consolidadas libres de incorrección material, de-
bida a fraude o error.

Nuestra responsabilidad es expresar una opinión sobre las cuentas anuales consolidadas ad-
juntas basada en nuestra auditoría. Hemos llevado a cabo nuestra auditoría de conformidad con 
la normativa reguladora de la auditoría de cuentas vigente en España. Dicha normativa exige que 
cumplamos los requerimientos de ética, así como que planifiquemos y ejecutemos la auditoría 
con el fin de obtener una seguridad razonable de que las cuentas anuales consolidadas están li-
bres de incorrecciones materiales.

Una auditoría requiere la aplicación de procedimientos para obtener evidencia de auditoría 
sobre los importes y la información revelada en las cuentas anuales consolidadas. Los procedimien-
tos seleccionados dependen del juicio del auditor, incluida la valoración de los riesgos de inco-
rrección materiales de las cuentas anuales consolidadas debida a fraude o error. Al efectuar dichas 
valoraciones del riesgo, el auditor tiene en cuenta el control interno relevante para la formulación 
por parte del los administradores de la sociedad dominante de las cuentas anuales consolidadas, 
con el fin de diseñar los procedimientos de auditoría que sean adecuados en función de las cir-
cunstancias, y no con la finalidad de expresar una opinión sobre la eficacia del control interno de 
la entidad. Una auditoría también incluye la evaluación de las adecuaciones de las políticas conta-
bles aplicadas y de la razonabilidad de las estimaciones contables realizadas por la dirección, así 
como la evaluación de la presentación de las cuentas anuales consolidadas tomadas en su conjunto.

Consideramos que la evidencia de auditoría que hemos obtenido proporciona una base su-
ficiente y adecuada para nuestra opinión de auditoría con salvedades.
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La inversión de la sociedad ABC, SA en la sociedad XYZ, una asociada extranjera adquirida 
durante el ejercicio y contabilizada por el método de las participaciones, está registrada por 15 mi-
llones de euros en el balance consolidado a 31 de diciembre de 20X1, y la participación de ABC, 
SA en el resultado neto de XYZ de 1 millón de euros se incluye en la cuenta de pérdidas y ganan-
cias consolidada para el ejercicio terminado en dicha fecha. No hemos podido obtener evidencia 
de auditoría suficiente y adecuada sobre el importe de la inversión de ABC, SA en XYZ a 31 de 
diciembre de 20X1, ni sobre la participación de ABC, SA, en el resultado neto de XYZ para el 
ejercicio, porque se nos denegó el acceso a la información financiera, a la dirección y a los audito-
res de XYZ. Por consiguiente, no hemos podido determinar si estos importes deben ser ajustados.

En nuestra opinión, excepto por los posibles efectos del hecho descritos en el párrafo de 
«fundamentos de la opinión con salvedades», las cuentas anuales consolidadas adjuntas expresan 
la imagen fiel del patrimonio consolidado y de la situación financiera consolidada de la socie-
dad ABC, SA y sociedades dependientes a 31 de diciembre de 20X1, así como de sus resultados 
consolidados y flujos de efectivo consolidados correspondientes al ejercicio terminado en dicha 
fecha, de conformidad con el marco normativo de información financiera que resulta de aplica-
ción y, en particular, con los principios y criterios contables contenidos en el mismo.

El informe de gestión consolidado adjunto del ejercicio 20X1 contiene las explicaciones 
que los administradores de la sociedad dominante consideran oportunas sobre la situación de la 
sociedad ABC, SA y sociedades dependientes, la evolución de sus negocios y sobre otros asun-
tos, y no forma parte integrante de las cuentas anuales consolidadas. Hemos verificado que la 
información contable que contiene el citado informe de gestión concuerda con el de las cuentas 
anuales consolidadas del ejercicio 20X1. Nuestro trabajo como auditores se limita a la verifica-
ción del informe de gestión con el alcance mencionado en este mismo párrafo y no incluye la 
revisión de información distinta de la obtenida a partir de los registros contables de la sociedad 
ABC, SA y sociedades dependientes.

(Firma del auditor)

(Fecha del informe de auditoría)

(Dirección del auditor y número ROAC)
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SEGUNDO EJERCICIO RESUELTO DEL PROCESO SELECTIVO 
PARA EL INGRESO EN EL CUERPO SUPERIOR DE INSPECTORES 

DE HACIENDA DEL ESTADO

CONTABILIDAD

Sumario

Caso 1.	 Contabilidad financiera. Concesión administrativa con activos revertibles que 
deben ser objeto de renovación en los últimos años de la concesión y un arrenda-
miento operativo con rentas escalonadas o crecientes.

Caso 2.	 Contabilidad financiera. Elaborar un balance de saldos al cierre de 20X5, teniendo 
en cuenta la información adicional que nos facilita el enunciado para ver qué cuen-
tas hay que incorporar, como la separación de un socio, nóminas, periodificación 
de gastos de publicidad, el cálculo del sistema global de morosos, la provisión por 
gastos relacionados de ventas con garantías, la regularización de las existencias y 
las subvenciones de capital.

Caso 3.	 Contabilidad de sociedades. Contabilizar la emisión de un empréstito convertible 
con relación de canje fija, realizar los ajustes de cierre a partir del coste amortizado 
y registrar el canje. También incluye una ampliación de capital con aportaciones 
no dinerarias.

Caso 4.	 Contabilidad financiera. Incluye realizar los cálculos y la contabilización de un 
caso práctico de Impuesto sobre Sociedades, indicar las cuentas y determinar el 
resultado del ejercicio.

Caso 5.	 Matemáticas financieras. El supuesto tiene dos apartados, el primero es de capita-
lización compuesta y hay que averiguar el tipo de interés, la inversión y el tiempo 
para duplicar la inversión. La segunda parte del ejercicio consiste en determinar 
el valor final de una renta, con dos opciones: aportación constante o aportación 
creciente en progresión geométrica.

Anna Ayats Vilanova

Rafael Enric Herrando Tejero
Profesores del CEF

[Segundo ejercicio de las pruebas selectivas para el ingreso, por el sistema de acceso 
libre, al Cuerpo Superior de Inspectores de Hacienda del Estado, por la Resolución 
de 11 de noviembre de 2014 (BOE de 26 de noviembre)].
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Notas introductorias:

1.º	 El ejercicio consta de cinco supuestos o casos prácticos, sin ninguna relación 
entre sí.

2.º	 Se deberá prescindir del efecto impositivo que se derive de las operaciones des-
critas en los distintos supuestos, excepto en el supuesto n.º 4.

3.º	 En la resolución de los ejercicios n.º 1 a n.º 3 no es necesario indicar el código de 
las cuentas según el Plan General de Contabilidad (PGC), pero es obligatorio poner 
un título.

4.º	 No se permite el uso de ningún material ni elemento de apoyo, salvo la máquina 
de calcular entregada por el tribunal.

CASO PRÁCTICO NÚM. 1
Contabilidad financiera

La empresa CEN ha resultado adjudicataria de un contrato con el ayuntamiento X para ex-
plotar el polideportivo municipal. Desembolsó 500 unidades monetarias (en adelante u.m.) para 
la obtención de este contrato de cuatro años de duración, improrrogables, a contar desde enero de 
X1. En el pliego de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas que rigen 
el contrato de explotación figuran, entre otras, las siguientes cláusulas relativas al adjudicatario:

•	 Deberá pagar un canon anual de 120 u.m.

•	 Serán de su cuenta el mobiliario y elementos necesarios para la explotación del po-
lideportivo.

•	 Abandonará y dejará libres y vacuos a disposición de la Administración, dentro del 
plazo que se establezca, los bienes objeto de utilización y reconocerá la potestad 
de aquella para acordar y ejecutar por sí el lanzamiento.

•	 Fijará libremente los precios que deban satisfacer los usuarios, los cuales percibirá 
en su totalidad.

El contrato se formalizó en diciembre de X0 y a primeros de enero de X1 se inició la actividad 
en el polideportivo. CEN compró máquinas para la sala de ejercicios que quedaron instaladas a tiempo 
para la apertura. El proveedor facturó 200 u.m. por el precio de las máquinas y 40 u.m. por los gastos 
de la instalación; ambos importes se pagaron al contado. La vida útil de las máquinas es de tres años 
y su valor residual es insignificante. Se estima que, cuando acabe la vida útil, su sustitución por otras 
máquinas, con una vida económica de cuatro años, supondrá un desembolso para CEN de 280 u.m.
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A finales de X1 CEN negoció con el propietario de un solar lindante con el polideportivo el 
alquiler del mismo, ya que había quedado disponible tras la demolición de la construcción que lo 
ocupaba y podría acondicionarse como aparcamiento al aire libre para el público en general, pero 
ofreciendo tarifas especiales para los usuarios del polideportivo. El contrato se firmó para un pe-
riodo de seis años, a contar desde el 2 de enero de X2, fecha en la que se terminaron las obras y el 
aparcamiento se pudo abrir al público. El propietario permitió la realización de las obras necesa-
rias para habilitar el terreno como aparcamiento en el mes de diciembre de X1 por lo que CEN, SA 
le pagó 50 u.m., también se comprometió a, terminado el periodo de alquiler, dejar el terreno en 
idénticas condiciones a las que tenía antes de que se iniciaran las obras de adaptación. Por dichas 
obras se pagaron 200 u.m. y por las instalaciones (caseta del vigilante, cajero y barras de entrada 
y salida...) 800 u.m. El coste por desmantelamiento y retiro de las instalaciones en este momento 
ascendería a 140 u.m., pero CEN, SA considera que este precio se irá incrementando en un 1 % 
anual hasta que se lleve a cabo el desmantelamiento.

Todos los desembolsos se efectúan por transferencia bancaria y tanto los entregados al ayun-
tamiento como al arrendador se realizan en enero; con este último se han negociado los siguien-
tes pagos en los años que se indican:

Años Importes

X2 80

X3 90

X4 90

X5 110

X6 110

X7 120

Sabiendo que:

•	 La fecha de cierre del ejercicio es el 31 de diciembre.

•	 Los inmovilizados se amortizan linealmente.

•	 Las actualizaciones se realizan aplicando un 2 % anual hasta el cierre de X4 y a 
partir de esa fecha un 4 % anual.

•	 Se instalaron las nuevas máquinas en la fecha prevista y con el desembolso inicial-
mente estimado.
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Se pide:

Según la información facilitada, realizar en el libro Diario las anotaciones que se indican 
a continuación:

•	 Todas las realizadas en el ejercicio X1.

•	 Solo las relacionadas con el aparcamiento en los ejercicios X2 y X3.

•	 Todas las realizadas en los ejercicios X4 y X5.

SOLUCIÓN

Diciembre de X0. Por la adjudicación de la concesión: 

Código Cuenta Debe Haber

202 Concesiones administrativas .............................................................. 500
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 500

El importe que se abona por el contrato de una explotación de un polideportivo municipal 
con el Ayuntamiento X tiene la consideración de activo intangible y, al tener una duración de 
cuatro años improrrogables, el derecho se amortiza a partir de 1 de enero de X1 en cuatro años, 
mientras que el canon anual de 120 u.m. es arrendamiento operativo.

1 de enero de X1. Por la adquisición de las máquinas para la sala de ejercicios del polideportivo:

Código Cuenta Debe Haber

213 Maquinaria ............................................................................................ 240
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 240

El precio de adquisición de las máquinas incluye el precio inicial más los gastos de instalación 
y se amortizan en función de su vida útil que son tres años, al ser menor al periodo concesional. 

Además, existe el compromiso de revertir los equipos, lo que implica la obligación de com-
prar equipos nuevos casi al final de la concesión administrativa. De acuerdo con la norma sexta 
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de la Resolución del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC) de inmovilizado 
intangible, publicada el 28 de mayo de 2013, con la finalidad de repartir de una forma sistemáti-
ca la parte del coste estimado de reposición que no cubre la amortización, habrá que reconocer al 
inicio un activo intangible y una provisión por el mismo importe, que es el valor actual pendiente 
de amortizar, cuyo activo intangible se amortizará durante el periodo concesional.

•	 Coste estimado de reponer las máquinas al final del tercer año ...........	 280 u.m.

•	 Parte de la inversión anterior que cubre la amortización (280/4 años) ..... 	 70 u.m.

•	 Desembolso final año 3 (280  –  70) ......................................................	 210 u.m.

•	 Valor actual al inicio X1 [210/(1,02)3] ...................................................... 	197,89 u.m.

El enunciado del ejercicio indica que la vida económica de las nuevas máquinas es de cua-
tro años.

1 de enero de X1. Por la renovación futura de las máquinas:

Código Cuenta Debe Haber

209 Inmovilizado intangible por reposición de las máquinas .............. 197,89
148 Provisión por activos revertibles ....................................................... 197,89

1 de enero de X1. Por el pago del canon anual:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados ............................................................................... 120
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 120

El pago anual es prepagable, al cierre de ejercicio se produce el devengo del gasto.

31 de diciembre de X1. Devengo del canon anual:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 120
480 Gastos anticipados ............................................................................... 120
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31 de diciembre de X1. Por los ajustes de cierre de ejercicio:

Por la amortización de la concesión administrativa:

Código Cuenta Debe Haber

680 Amortización del inmovilizado intangible (500 u.m./4 años) ........... 125
2802 Amortización acumulada de la concesión administrativa ............. 125

Por la amortización de las máquinas:

Código Cuenta Debe Haber

6813 Amortización del inmovilizado material (240 u.m./3 años) .............. 80
2813 Amortización acumulada de maquinaria ......................................... 80

Por la amortización del inmovilizado intangible por reversión:

Código Cuenta Debe Haber

680 Amortización del inmovilizado intangible (197,89 u.m./4 años) ...... 49,47
2802 Amortización acumulada por reposición de las máquinas rever-

tibles .......................................................................................................
 

49,47

Por la actualización de la provisión:

Código Cuenta Debe Haber

660 Gastos financieros por actualización de provisiones ......................
(197,89  ×  0,02)

3,96

148 Provisión por activos revertibles ....................................................... 3,96

Diciembre de X1. Obras de acondicionamiento del terreno: 

La duración del contrato de arrendamiento es de seis años, pero la actividad del aparcamiento 
es complementaria a la gestión del polideportivo. Las obras de acondicionamiento se hacen du-
rante el mes de diciembre y para ello le abona al propietario 50 u.m. abriéndose el aparcamiento 
al público el 2 de enero de X2.
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Por el pago al propietario del terreno del mes de diciembre por la realización de las obras:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 50
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 50

El contrato de arrendamiento se califica como operativo, al tratarse de un terreno, cuya vida 
económica es indefinida tal como indica la norma de registro y valoración 8.ª 4 del PGC.

Las obras de acondicionamiento del terreno y de las instalaciones se contabilizan como in-
movilizado material y se amortizan en función del contrato de arrendamiento que son seis años, 
porque entendemos que aunque la concesión del polideportivo son cuatro años, de los cuales que-
dan tres años, puede continuar explotando el aparcamiento y ofreciendo descuentos o no a los 
usuarios del polideportivo. 

Código Cuenta Debe Haber

219 Otro inmovilizado material (200 u.m.  +  800 u.m.  +  140 u.m) ........... 1.140
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 1.000
143 Provisión por obras de desmantelamiento, retiro o rehabilitación 140

El enunciado indica que las 140 u.m. son los costes de desmantelar el aparcamiento en este 
momento, de ahí que no se actualicen.

1 de enero de X2. Por el pago anticipado del canon al ayuntamiento y al propietario del terreno:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados (120 u.m.  +  80 u.m.) .............................................. 200
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 200

31 de diciembre de X2. Por el devengo del canon del ayuntamiento:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 120
480 Gastos anticipados ............................................................................... 120
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31 de diciembre de X2. Por el alquiler del terreno:

Aunque los importes que se han pactado son cantidades distintas en los seis años, el deven-
go debería ser lineal durante la vida del contrato.

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones .............................................................. 100
480 Gastos anticipados ............................................................................ 80
4109 Acreedores por prestación de servicios pendientes de facturar ... 20

Gasto total  =  80  +  90  +  90  +  110  +  110  +  120  =  600 u.m.

Devengo anual  =  600 u.m./6 años  =  100 u.m.

La solución anterior coincide con la respuesta del ICAC a la consulta 11 del BOICAC 96 
(NFC049807), acerca de la contabilización de un contrato de arrendamiento operativo de un local 
de negocio con «rentas escalonadas» (rentas crecientes), según la cual el gasto por arrendamien-
to debe contabilizarse a medida que se reciban los beneficios económicos del activo arrendado, 
sin tener en cuenta el incentivo en forma de menores pagos en los primeros años del contrato. 

31 de diciembre de X2. Por los ajustes de cierre relacionados con el aparcamiento:

Por la amortización de las obras de acondicionamiento:

Código Cuenta Debe Haber

681 Amortización del inmovilizado material .........................................
(1.140 u.m./6 años)

190

2819 Amortización acumulada de otro inmovilizado material .............. 190

Por la actualización de la provisión de los costes de desmantelamiento:

Código Cuenta Debe Haber

660 Gastos financieros por actualización de provisiones ......................
(140  ×  1 %)	

1,40

.../...
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Código Cuenta Debe Haber

.../...

143 Provisión por desmantelamiento, retiro o rehabilitación del inmo-
vilizado ..................................................................................................

 
1,40

1 de enero de X3. Por el pago anticipado del alquiler del polideportivo y del aparcamiento:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados (120 u.m.  +  90 u.m.) .............................................. 210
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 210

31 de diciembre de X3. Por el devengo del alquiler del polideportivo:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 120
480 Gastos anticipados ............................................................................... 120

31 de diciembre de X3. Por el alquiler del terreno:

Aunque los importes que se han pactado son cantidades distintas en los seis años, el deven-
go debería ser lineal durante la vida del contrato.

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 100
480 Gastos anticipados ............................................................................... 90
4109 Acreedores por prestación de servicios pendientes de facturar ... 10

31 de diciembre de X3. Por los ajustes de cierre relacionados con el aparcamiento:

Por la amortización de las obras de acondicionamiento:

Código Cuenta Debe Haber

681 Amortización del inmovilizado material (1.140 u.m./6 años) ........... 190
2819 Amortización acumulada de otro inmovilizado material .............. 190
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Por la actualización de la provisión de los costes de desmantelamiento:

Código Cuenta Debe Haber

660 Gastos financieros por actualización de provisiones [(140  +  1,40)  ×  1 %] 1,41
143 Provisión por desmantelamiento, retiro o rehabilitación del inmo-

vilizado ..................................................................................................
 

1,41

A finales de X3 se dan de baja las máquinas del polideportivo cuya vida útil era de tres años 
y se compran las nuevas por el coste previsto.

Código Cuenta Debe Haber

213 Maquinaria ............................................................................................ 70
5298 Provisión por activo revertible ........................................................... 210
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 280

1 de enero de X4. Por el pago anticipado del canon del polideportivo y del terreno:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados (120 u.m.  +  90 u.m.) .............................................. 210
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 210

31 de diciembre de X4. Por el devengo del alquiler del polideportivo:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 120
480 Gastos anticipados ............................................................................... 120

31 de diciembre de X4. Por el alquiler del terreno:

Aunque los importes que se han pactado son cantidades distintas en los seis años, el deven-
go debería ser lineal durante la vida del contrato.

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 100

.../...
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Código Cuenta Debe Haber

.../...

480 Gastos anticipados ............................................................................... 90
4109 Acreedores por prestación de servicios pendientes de facturar ... 10

31 de diciembre de X4. Por los ajustes de cierre relacionados con la concesión administrativa del 
polideportivo:

Por la amortización de la concesión administrativa:

Código Cuenta Debe Haber

680 Amortización del inmovilizado intangible  .....................................
(500 u.m./4 años)

125

2802 Amortización acumulada de la concesión administrativa ............. 125

Por la amortización de las máquinas:

Código Cuenta Debe Haber

6813 Amortización del inmovilizado material  ........................................
(280 u.m./4 años)

70

2813 Amortización acumulada de maquinaria ......................................... 70

Por la amortización del inmovilizado intangible por reversión:

Código Cuenta Debe Haber

680 Amortización del inmovilizado intangible ......................................
(197,89 u.m./4 años)

49,47

2802 Amortización acumulada por reposición de las máquinas revertibles 49,47

Por la finalización de la concesión administrativa:

Código Cuenta Debe Haber

2802 Amortización acumulada de la concesión administrativa ............. 500
202 Concesiones administrativas .............................................................. 500
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Por la reversión de las máquinas al ayuntamiento:

Código Cuenta Debe Haber

2813 Amortización acumulada de maquinaria ......................................... 70
213 Maquinaria ............................................................................................ 70

Código Cuenta Debe Haber

2802 Amortización acumulada por reposición de las máquinas rever-
tibles .......................................................................................................

 
197,89

209 Inmovilizado intangible por reposición de las máquinas .............. 197,89

31 de diciembre de X4. Por los ajustes de cierre relacionados con el aparcamiento:

Por la amortización de las obras de acondicionamiento:

Código Cuenta Debe Haber

681 Amortización del inmovilizado material (1.140 u.m./6 años) ........... 190
2819 Amortización acumulada de otro inmovilizado material .............. 190

Por la actualización de la provisión de los costes de desmantelamiento:

Código Cuenta Debe Haber

660 Gastos financieros por actualización de provisiones ......................
[(140  +  1,40  +  1,41)  ×  1 %]

1,43

143 Provisión por desmantelamiento, retiro o rehabilitación del inmo-
vilizado ..................................................................................................

 
1,43

1 de enero de X5. Por el pago anticipado del canon del polideportivo y del terreno:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados (120 u.m.  +  110 u.m.) ............................................ 230
.../...
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Código Cuenta Debe Haber

.../...

572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 230

31 de diciembre de X5. Por el devengo del alquiler del polideportivo:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 120
480 Gastos anticipados ............................................................................... 120

31 de diciembre de X5. Por el alquiler del terreno:

Código Cuenta Debe Haber

621 Arrendamientos y cánones ................................................................. 100
4109 Acreedores por prestación de servicios pendientes de facturar ... 10
480 Gastos anticipados ............................................................................... 110

31 de diciembre de X5. Por los ajustes de cierre relacionados con el aparcamiento:

Por la amortización de las obras de acondicionamiento:

Código Cuenta Debe Haber

681 Amortización del inmovilizado material .........................................
(1.140 u.m./6 años)

190

2819 Amortización acumulada de otro inmovilizado material .............. 190

Por la actualización de la provisión de los costes de desmantelamiento:

Código Cuenta Debe Haber

660 Gastos financieros por actualización de provisiones ......................
[(140  +  1,40  +  1,41  +  1,43)  ×  1 %]

1,44

143 Provisión por desmantelamiento, retiro o rehabilitación del inmo-
vilizado ..................................................................................................

 
1,44
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CASO PRÁCTICO NÚM. 2
Contabilidad financiera

En el balance de comprobación final que RE, SA ha elaborado con fecha 31 de diciembre de 
X5 figuran, entre otras, las cuentas que se indican a continuación expresados sus saldos en u.m.

Cuentas Saldos

Inmovilizado material ..................................................................................................... 105.000

Clientes .............................................................................................................................. 20.000

Rappels por compras ........................................................................................................ 400

Descuentos sobre compras por pronto pago ............................................................... 1.200

Descuentos sobre ventas por pronto pago ................................................................... 200

Gastos financieros ............................................................................................................ 400

Ingresos de créditos ......................................................................................................... 2.000

Deudas a corto plazo ....................................................................................................... 5.000

Amortización del inmovilizado ..................................................................................... 8.950

Amortización acumulada inmovilizado material ....................................................... 20.350

Inmovilizado intangible .................................................................................................. 500

Amortización acumulada inmovilizado intangible .................................................... 200

Exceso provisión para otras operaciones comerciales ................................................ 100

Suministros ....................................................................................................................... 400

Proveedores ...................................................................................................................... 10.400

Créditos a corto plazo ...................................................................................................... 20.000

Gastos por arrendamientos ............................................................................................ 800

Compras de mercaderías ................................................................................................ 66.000

Ingresos por servicios ...................................................................................................... 3.500

Devoluciones ventas ........................................................................................................ 4.200

.../...
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Cuentas Saldos

.../...

Gastos anticipados ...........................................................................................................  550

Acreedores por servicios ................................................................................................. 1.200

Créditos a largo plazo ..................................................................................................... 12.000

Organismos de la Seguridad Social, acreedores .......................................................... 200

Hacienda Pública, acreedora por conceptos fiscales ................................................... 510

Tesorería ............................................................................................................................ A determinar

Información complementaria:

1.	 La sociedad se constituyó con un capital compuesto por 2.000 acciones de 10 u.m. 
de valor nominal cada una, suscritas en igual número por los cuatro socios funda-
dores. En la actualidad solo se mantienen como accionistas tres de aquellos socios 
fundadores, ya que uno de ellos, en mayo del ejercicio que se cierra y habiéndose 
producido una de las causas previstas en los estatutos sociales, se acogió a su de-
recho de separación en las siguientes condiciones:

	 Recibió un terreno cuyo valor contable es de 9.000 u.m. y un vehículo adquirido 
en 2.000 u.m. y amortizado en 200 u.m. Esta modificación de la cifra de capital 
(la única que se ha producido desde la fundación de la sociedad) se inscribió en el 
Registro Mercantil en septiembre y en esa fecha el valor razonable del terreno era 
de 19.000 u.m. y el del vehículo 1.000 u.m.

2.	 En enero de X5 las reservas ascendían a 50.000 u.m. de las que 4.000 correspon-
dían a la reserva legal, el resto eran reservas de libre disposición que como conse-
cuencia de la aplicación del resultado de X4 se han incrementado en 3.000 u.m.

3.	 Durante el ejercicio X5 los sueldos líquidos de los empleados han ascendido a 5.000 
u.m. y las cotizaciones a la Seguridad Social a 2.000 u.m., de las que 900 u.m. co-
rresponden a los empleados, las retenciones en concepto de impuesto sobre la renta 
de las personas físicas han sido de 1.700 u.m. Al cierre del ejercicio se adeuda a la 
Seguridad Social el 10 % del importe anterior y a la Administración tributaria el 30 %.

4.	 En septiembre de X4 se contrató con varios periódicos nacionales la inclusión du-
rante los meses de diciembre de X4 a marzo de X5 del mismo número de anuncios 
por importe de 600 u.m.; en la firma del contrato se pagó el 60 % y por el 40 % res-
tante se aceptó una letra de 250 u.m. que se pagó el 1 de abril de X5.
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5.	 Para determinar el deterioro de créditos comerciales la empresa sigue el sistema 
de estimación global; en el ejercicio X4 se estimaron insolvencias por importe de 
1.200 u.m.; en el ejercicio X5 se han reconocido insolvencias definitivas por 1.000 
u.m. y se ha considerado que no hay riesgo de insolvencia en los créditos pendien-
tes de cobro al cierre del ejercicio.

6.	 La empresa vende sus productos con una garantía de seis meses, en el ejercicio X4 
se estimó que los costes para hacer frente a esas garantías ascendían a 100 u.m. y en 
el X5 a 300 u.m. Adicionalmente, si el cliente lo desea puede ampliar el periodo de 
garantía seis meses más con un recargo en el precio de venta. En el ejercicio X5 se ha 
facturado por ventas a los clientes 180.000 u.m., en este importe se incluyen 10.000 
u.m. facturadas en el mes de diciembre por ampliación del periodo de garantía.

7.	 El coste de las existencias en el almacén al inicio de X5 era de 4.000 u.m. y el coste 
de las mercaderías vendidas en el ejercicio ha ascendido a 65.000 u.m.

8.	 En el inmovilizado material se incluyen unos equipos para procesos de información 
cuyo precio era de 3.850 u.m., se compraron el 1 de marzo de X3 y quedaron insta-
lados el 1 de abril de X3, abonando RE, SA 200 u.m. más al proveedor (150 por los 
costes de instalación y 50 por garantía y mantenimiento del primer año). La inversión 
se financió con un préstamo de 600 u.m. que se amortizó en X4 y el resto por una 
subvención no reintegrable recibida de la comunidad autónoma en X3. La empresa 
sigue el criterio de amortización lineal en función de una vida útil de cuatro años.

Se pide:

Presentar, en la hoja que se adjunta, el balance de saldos a 31 de diciembre de X5, teniendo en 
cuenta la información complementaria y sabiendo que el ejercicio se inicia el 1 de enero y se cierra 
el 31 de diciembre.

SOLUCIÓN

Información complementaria a efectos de determinar el balance de saldos a 31 de diciem-
bre de X5.

1.  �Reducción de capital por el derecho de separación de uno de los socios, el cual 
recibió como pago de las acciones activos no monetarios (terreno y un vehículo)

La diferencia entre el valor en libros del bien entregado y su valor razonable se registra como 
pérdida o beneficio en la cuenta de pérdidas y ganancias.
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Por la compra de las acciones al socio y la entrega de los activos:

Código Cuenta Debe Haber

109 Acciones propias para reducir capital social ................................... 20.000
2818 Amortización acumulada de elementos de transporte .................. 200
218 Elementos de transporte ..................................................................... 2.000
671 Pérdidas procedentes del inmovilizado material ............................

[1.000  –  (2.000  –  200)]
800

220 Inversiones en terrenos y bienes naturales ...................................... 9.000
772 Beneficios procedentes de las inversiones inmobiliarias ................

(19.000  –  9.000)
10.000

La participación del socio que abandona la sociedad se valora en 20.000 u.m. La diferencia entre 
el valor en libros de los bienes entregados y el valor razonable se considera resultado del ejercicio.

Elementos transporte Terreno

Valor razonable .............................................................. 1.000 19.000

Valor en libros ................................................................ 1.800 9.000

–800 + 10.000

Por la reducción de capital social:

Código Cuenta Debe Haber

100 Capital social (2.000  ×  10  ×  25 %) ........................................................ 5.000
113 Reservas voluntarias ............................................................................ 15.000
109 Acciones propias para reducir capital social ................................... 20.000

La norma de registro y valoración 9.ª 4 del PGC establece que las diferencias de valoración 
con instrumentos de patrimonio neto van directamente en fondos propios, de ahí que se registre 
como reservas voluntarias.

En el balance de saldos de 31 de diciembre de X5 falta incorporar las siguientes cuentas:

•	 (100) Capital social ..........................................................................	 15.000 u.m.

•	 (671) Pérdidas procedentes del inmovilizado material ....................	 800 u.m.

•	 (772) Beneficios procedentes de las inversiones inmobiliarias ........	 10.000 u.m.
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Respecto a las amortizaciones y a los bienes de inmovilizado vamos a suponer que ya están 
incluidos en los saldos que figuran en el balance.

2.  Reservas 

Las reservas a 1 de enero de X5 ascendían a 50.000 u.m., correspondiendo 4.000 u.m. a 
reserva legal (20 % del capital social, que ascendía a 20.000 u.m.) y 46.000 u.m. a reservas vo-
luntarias.

Saldo de la reserva voluntaria al cierre de X5  =  46.000 – 15.000 (reducción capital del 
punto 1)  +  3.000 u.m. (incremento del reparto del beneficio X4)  =  34.000 u.m.

3.  Gastos de personal

Los costes de personal del ejercicio X5 a partir de la información complementaria pueden 
resumirse en el siguiente apunte contable:

Código Cuenta Debe Haber

640 Sueldos y salarios (5.000 u.m.  +  900 u.m.  +  1.700 u.m.) ...................... 7.600
642 Seguridad Social a cargo de la empresa ........................................... 1.100
476 Organismos de la Seguridad Social, acreedores .............................. 2.000
4751 Hacienda Pública, acreedora por retenciones practicadas ............. 1.700
465 Remuneraciones pendientes de pago ............................................... 5.000

Deudas con la Seguridad Social y la Hacienda Pública a 31 de diciembre de X5:

•	 (476) �Organismos de la Seguridad Social, acreedores .....................	 200 u.m. 
(2.000  ×  10 %)

•	 (4751) �Hacienda Pública, acreedora por retenciones practicadas ..... 	 510 u.m. 
(1.700  ×  30 %)

Dichos importes figuran en el balance de saldos que nos facilita el enunciado del ejercicio, 
pero falta incorporar las siguientes cuentas de gastos:

•	 (640) Sueldos y salarios....................................................................	 7.600 u.m.

•	 (642) Seguridad Social a cargo de la empresa..................................	 1.100 u.m.
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4.  Periodificación de gastos de publicidad

Septiembre X4.

Código Cuenta Debe Haber

627 Publicidad, propaganda y relaciones públicas ................................ 600
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros (600  ×  60 %) ....... 360
411 Acreedores, efectos comerciales a pagar .......................................... 240

La letra que acepta es de 250 u.m., lo que implica que incluye intereses por importe de 10 
u.m. De acuerdo con la norma de registro y valoración 9.ª 3 del PGC, al ser deudas por operacio-
nes comerciales con vencimiento inferior a un año puede optar por valorar el pasivo por el no-
minal o aplicar coste amortizado.

31 de diciembre de X4. Por la periodificación de los gastos de publicidad:

Código Cuenta Debe Haber

480 Gastos anticipados (600  ×  3/4) ............................................................ 450
627 Publicidad, propaganda y relaciones públicas ................................ 450

31 de diciembre de X4. Por el devengo del coste, el cual se imputa desde la fecha de contratación 
hasta el momento del pago:

Código Cuenta Debe Haber

662 Intereses de deudas, otras empresas (10 u.m.  ×  3/6 ) ....................... 5
411 Acreedores, efectos comerciales a pagar .......................................... 5

En el ejercicio X5, procede devengar los anuncios por los meses de enero a marzo.

Código Cuenta Debe Haber

627 Publicidad, propaganda y relaciones públicas (600 u.m.  ×  3/4) ..... 450
480 Gastos anticipados ............................................................................... 450
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31 de marzo de X5. Por el devengo de los intereses de enero a marzo de X5:

Código Cuenta Debe Haber

662 Intereses de deudas .............................................................................. 5
411 Acreedores, efectos comerciales a pagar .......................................... 5

1 de abril de X5. Por el pago:

Código Cuenta Debe Haber

411 Acreedores, efectos comerciales a pagar .......................................... 250
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 250

En el balance de saldos del X5 hay que incorporar las dos cuentas siguientes:

•	 (627) Publicidad, propaganda y relaciones públicas.........................	 450,00

Con relación a las 5 u.m. devengadas como gasto financiero entiendo que ya están incorpo-
rados dentro de los gastos financieros de 400 u.m que figuran en el balance de saldos.

La cuenta (480), Gastos anticipados por 550 u.m. en el balance de saldos 31 de diciembre 
de X5 vamos a suponer que es al margen de la operación anterior.

5.  Insolvencias de clientes

Por las pérdidas definitivas de clientes:

Código Cuenta Debe Haber

650 Pérdidas de créditos comerciales incobrables ................................. 1.000
430 Clientes .................................................................................................. 1.000

Al utilizar para los deterioros de créditos comerciales el método global, implica que el im-
porte que dotó en el ejercicio X4 hay que darlo de baja obligatoriamente al cierre del X5.

Código Cuenta Debe Haber

490 Deterioro de valor de créditos por operaciones comerciales ......... 1.200
794 Reversión del deterioro de créditos por operaciones comerciales . 1.200
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No existe riesgos de deterioro global al cierre del ejercicio X5, de ahí que en el balance de 
saldos a 31 de diciembre de X5 debe incorporar las cuentas:

•	 (650) Pérdidas de créditos comerciales incobrables ........................... 	 1.000 u.m.

•	 (794) Reversión del deterioro de créditos por operaciones comer-
	 ciales .............................................................................................. 	 1.200 u.m.

6.  Ventas con garantía

La empresa ofrece una garantía a sus clientes de los productos que vende, de ahí que por el 
coste estimado de atender las posibles reparaciones que cubre la garantía debe dotar provisión de 
acuerdo con la norma de registro y valoración 15.ª del PGC. 

La provisión para otras operaciones comerciales es de tipo aplicada, obligatoriamente la 
cantidad que estima al cierre de este ejercicio debe cancelarse al siguiente y dotar de nuevo, ya 
que durante el ejercicio el coste real de reparar los productos figura en subgrupo (62) si está sub-
contratado o bien en cuentas del grupo 6 si hay departamento propio.

 31 de diciembre de X5. Por la cancelación de la provisión dotada en X4:

Código Cuenta Debe Haber

4999 Provisión para otras operaciones comerciales ................................. 100
79549 Exceso de provisión para otras operaciones comerciales ............... 100

31 de diciembre de X5. Por la dotación a la provisión correspondiente al año X5:

Código Cuenta Debe Haber

6959 Dotación a la provisión para otras operaciones comerciales ......... 300
4999 Provisión para otras operaciones comerciales ................................. 300

En el balance de saldos que nos facilita el enunciado falta incorporar la cuenta (6959) por 
300 u.m., que es la dotación de este ejercicio. Tampoco incluye la cifra de ventas, que nos indi-
ca que durante el ejercicio se han facturado 180.000 u.m., de los cuales 10.000 u.m. correspon-
den a ampliaciones de garantías facturadas en diciembre, de ahí que tengamos que incluir las 
siguientes cuentas:
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•	 (700) Ventas de mercaderías (180.000  –  10.000) .................................	 170.000 u.m.

•	 (438) Anticipo de clientes ................................................................	 10.000 u.m.

Los ingresos facturados por la ampliación de garantías a finales de diciembre como tienen 
una duración de seis meses es un cobro anticipado, ya que el servicio tendrá lugar durante el si-
guiente ejercicio.

7.  Ajuste de variación de existencias

El enunciado nos facilita el saldo de las existencias iniciales y el coste de ventas, como en 
el balance de saldos está el valor de las compras netas podemos determinar el valor de las exis-
tencias finales.

•	 Valor de las existencias iniciales  =  4.000 u.m.

•	 Compras netas  =  66.000 (compras brutas)  –  1.200 (descuento por pronto pago)  – 
–  400 (rappel por compras)  =  64.400 u.m.

•	 Coste de ventas  =  65.000 u.m.

•	 Coste de ventas  =  Existencias iniciales  +  Compras netas  –  Existencias finales

	 65.000  =  4.000  +  64.400  –  Existencias finales

	 Existencias finales  =  3.400 u.m.

31 de diciembre de X5. Por la regularización de las existencias:

Por el traspaso de las iniciales a gasto del ejercicio:

Código Cuenta Debe Haber

610 Variación de existencias de mercaderías .......................................... 4.000
300 Mercaderías ........................................................................................... 4.000

Por la incorporación al balance del valor de las existencias finales:

Código Cuenta Debe Haber

300 Mercaderías ........................................................................................... 3.400
610 Variación de existencias de mercaderías .......................................... 3.400
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En el balance de saldos a 31 de diciembre de X5 falta incorporar las siguientes cuentas:

•	 (610) Variación de existencias de mercaderías (saldo deudor).........	 600 u.m.

•	 (300) Mercaderías (existencias finales).............................................	  3.400 u.m.

8.  Amortización de los equipos informáticos

Coste de los equipos informáticos  =  3.850 u.m.  +  150 u.m. (costes instalación)  =  4.000 u.m.

Los costes del mantenimiento del primer año de 50 u.m. no forman parte del coste, es gasto 
del ejercicio y la fecha de entrada en funcionamiento es 1 de abril de X3.

El enunciado nos indica que excepto 600 u.m. que se financiaron con un préstamo, el resto 
de la inversión fue subvencionada por la comunidad autónoma en el X3, cuyo importe inicial era 
de 3.400 u.m., que es la diferencia entre el coste (4.000 u.m.) y el préstamo (600 u.m.).

La norma de registro y valoración 18.ª 1 del PGC en los criterios de imputación a la cuenta 
de pérdidas y ganancias indica que si el activo subvencionado se amortiza, el ingreso del ejerci-
cio se correlaciona con el método de amortización.

El criterio de amortización de los equipos informáticos es el método lineal en cuatro años, 
lo que implica que la subvención también se reconoce como ingreso en cuatro años.

Cuota de amortización X5  =  4.000 u.m./4 años  =  1.000 u.m.

Por la cuota de amortización:

Código Cuenta Debe Haber

681 Amortización del inmovilizado material ......................................... 1.000
2817 Amortización acumulada de equipos para procesos de información 1.000

Por la transferencia de la subvención a ingreso del ejercicio:

Código Cuenta Debe Haber

130 Subvenciones de capital ...................................................................... 850
746 Subvenciones, donaciones y legados de capital transferidos a re-

sultado del ejercicio (3.400 u.m./4 años) ...............................................
 

850
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En el balance de saldos de 31 de diciembre de X5 ya figura la cuenta de gasto de las amorti-
zaciones que suponemos que incluye el importe anterior de los equipos informáticos, en cambio 
se debe incorporar el ingreso del ejercicio actual de la subvención y el saldo pendiente.

•	 (746) Subvenciones, donaciones y legados de capital transferidos  
a resultados del ejercicio...................................................................	 850,00 u.m.

•	 (130) Subvenciones oficiales de capital............................................	1.062,50 u.m. 
	 [3.400 u.m.  –  637,50 (X3)  –  850 (X4)  –  850 (X5)]

A continuación figura el balance de saldos a 31 de diciembre de X5, en el que el saldo de la 
cuenta de tesorería se ha calculado por diferencia.

Balance de saldos a 31 de diciembre de X5

Cuenta Nombre de la cuenta Saldo  
deudor

Saldo  
acreedor

21 Inmovilizado material ...................................................................... 105.000,00

430 Clientes ............................................................................................... 20.000,00

609 Rappel por compras ........................................................................... 400,00

606 Descuentos sobre compras por pronto pago ................................ 1.200,00

706 Descuentos sobre ventas por pronto pago .................................... 200,00

66 Gastos financieros ............................................................................. 400,00

762 Ingresos de créditos .......................................................................... 2.000,00

521 Deudas a corto plazo ........................................................................ 5.000,00

68 Amortización del inmovilizado material ...................................... 8.950,00

281 Amortización acumulada del inmovilizado material .................. 20.350,00

20 Inmovilizado intangible ................................................................... 500,00

280 Amortización acumulada del inmovilizado intangible ............... 200,00

79549 Exceso de provisión por otras operaciones comerciales ............. 100,00

628 Suministros ........................................................................................ 400,00

.../...
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Cuenta Nombre de la cuenta Saldo  
deudor

Saldo  
acreedor

.../...

400 Proveedores ....................................................................................... 10.400,00

542 Créditos a corto plazo ....................................................................... 20.000,00

621 Arrendamientos y cánones .............................................................. 800,00

600 Compras de mercaderías ................................................................. 66.000,00

705 Ingresos por servicios ....................................................................... 3.500,00

708 Devoluciones de ventas y operaciones similares ......................... 4.200,00

480 Gastos anticipados ............................................................................ 550,00

410 Acreedores por prestación de servicios ......................................... 1.200,00

252 Créditos a largo plazo ...................................................................... 12.000,00

476 Organismos Seguridad Social, acreedores .................................... 200,00

4751 Hacienda Pública, acreedora por retenciones practicadas .......... 510,00

100 Capital social (Nota 1) ...................................................................... 15.000,00

671 Pérdidas procedentes del inmovilizado material (Nota 1) ......... 800,00

772 Beneficios procedentes de las inversiones inmobiliarias (Nota 1) 10.000,00

112 Reserva legal (Nota 2) ....................................................................... 4.000,00

113 Reservas voluntarias (Nota 2) ......................................................... 34.000,00

640 Sueldos y salarios (Nota 3) .............................................................. 7.600,00

642 Seguridad Social a cargo de la empresa (Nota 3) ......................... 1.100,00

627 Publicidad, propaganda y relaciones públicas (Nota 4) ............. 450,00

650 Pérdidas por créditos comerciales incobrables (Nota 5) ............. 1.000,00

794 Reversión del deterioro de créditos por operaciones comerciales 
(Nota 5) ...............................................................................................

1.200,00

700 Ventas de mercaderías (Nota 6) ...................................................... 170.000,00

.../...
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Cuenta Nombre de la cuenta Saldo  
deudor

Saldo  
acreedor

.../...

438 Anticipo de clientes (Nota 6) ........................................................... 10.000,00

6959 Dotación a la provisión para otras operaciones comerciales (Nota 6) 300,00

300 Mercaderías (Nota 7) ........................................................................ 3.400,00

610 Variación de existencias de mercaderías (Nota 7) ........................ 600,00

130 Subvenciones oficiales de capital (Nota 8) .................................... 1.062,50

746 Subvenciones, donaciones y legados de capital transferidos a 
resultado del ejercicio (Nota 8) .......................................................

850,00

Subtotal 254.250,00 291.172,50

57 Tesorería ............................................................................................. 36.922,50

Total 291.172,50 291.172,50

CASO PRÁCTICO NÚM. 3
Contabilidad de sociedades

Se dispone de la siguiente información relativa a la sociedad FRA, SA:

Se constituyó con un capital compuesto por 200.000 acciones ordinarias de 10 u.m. de valor 
nominal (serie A) emitidas a la par y que se desembolsaron totalmente en la suscripción.

A principios de enero de X3 emitió un empréstito de obligaciones convertibles en acciones 
con las siguientes características:

•	 Número de títulos: 5.000.

•	 Valor nominal de cada título: 10 u.m. 

•	 Tipo de emisión y de reembolso: 100 %.

•	 Tipo de interés: 2 % anual, pagadero el 31 de diciembre de cada ejercicio.

Todos los títulos se amortizan en una única fecha, 31 de diciembre de X5, pudiendo optar 
el obligacionista por el reembolso o por la conversión en acciones, en ambos casos la obligación 
tiene la misma valoración. La relación de canje es de dos obligaciones por una acción de 10 u.m. 
de valor nominal (serie C).
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El departamento financiero de FRA, SA junto con un asesor externo analizaron las condi-
ciones de emisión y amortización de este empréstito, estimándose un coste de 140 u.m. por las 
horas empleadas por la empresa y 250 u.m. abonadas al asesor. La entidad financiera colabora-
dora cobró una comisión del 1 % de la emisión.

Se sabe que el tipo de interés de mercado de un título semejante sin la opción de conver-
sión es del 4 % en la fecha de la emisión y el tipo de interés efectivo para FRA, SA es el 4,54 %.

En el ejercicio X5, en la fecha acordada, el 70 % de las obligaciones se convirtieron en ac-
ciones y el 30 % se reembolsaron.

También en el ejercicio X5 se realizó la siguiente ampliación de capital con supresión del 
derecho preferente de suscripción:

Se emitió la serie B, dividida en acciones ordinarias de 12 u.m. de valor nominal, la finali-
dad era recibir unos terrenos propiedad de J cuyo valor de mercado era de 60.000 u.m. El valor 
de emisión de las nuevas acciones fue el de cotización media de las acciones en el último tri-
mestre del ejercicio X4, que era dos veces su valor teórico. El suscriptor de estas acciones en el 
momento de la suscripción aportó terrenos, registrados en los libros de J en 20.000 u.m., por el 
equivalente al desembolso mínimo legal.

Este aumento de capital quedó inscrito en el Registro Mercantil en junio de X5, conforme a 
las valoraciones establecidas en los acuerdos de emisión (la relación patrimonio neto/capital en 
el último balance aprobado era 2,5), donde también se estableció que el dividendo pasivo pen-
diente se satisfaría dentro de un año con la entrega de otro terreno.

Se pide:

Realizar en el libro Diario las anotaciones que procedan, según la información facilitada, 
en los ejercicios X3 y X5.

SOLUCIÓN

La empresa emite un empréstito convertible siendo la relación de canje fija de 2 obligacio-
nes por 1 acción, que de acuerdo con la definición de pasivo financiero de la norma de registro 
y valoración 9.ª 3 del PGC tiene la consideración de instrumento financiero compuesto, lo que 
implica que del valor de emisión inicial una parte figura como pasivo financiero y la opción de 
conversión se reconoce como instrumento de patrimonio neto.
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La norma de registro y valoración 9.ª 5.2 del PGC indica cómo deberá realizarse la dis-
tribución del valor inicial en libros, que no va a ser objeto de revisión, de acuerdo con las si-
guientes reglas:

1.	 Se asignará al componente de pasivo el valor razonable de un pasivo similar que 
no lleve asociado el componente de patrimonio neto.

2.	 Se asignará al componente de patrimonio neto la diferencia entre el importe inicial 
y el valor asignado al componente de pasivo.

3.	 Por último, se distribuirán los gastos o costes de transacción, en idénticas propor-
ciones.

El enunciado nos indica que el tipo de interés de mercado de un título similar sin opción 
de conversión, es decir, sin el componente de patrimonio neto, es de un 4 %, de ahí que si se ac-
tualizan los pagos del emisor a dicho tipo de interés obtenemos el valor razonable del pasivo.

La emisión del empréstito tiene lugar el 1 de enero de X3 y hay un único reembolso a 31 
de diciembre de X5, en cuya fecha el inversor podrá optar por recuperar las 10 u.m. o canjear el 
empréstito por acciones. El empréstito tiene una duración de tres años y al cierre de cada ejerci-
cio paga un cupón del 2 %, que son 0,20 u.m. por título.

•	 Cupón por título [10.u.m. (nominal)  ×  0,02] ......................................	 0,20 u.m.

•	 Importe de los cupones (5.000 obligaciones  ×  0,20 u.m.) ...................	 1.000 u.m.

A continuación se halla el valor actual de los pagos del emisor a la tasa del 4 % que es el 
tipo efectivo de un empréstito similar sin opción a conversión.

Valor componente de pasivo financiero  =  1.000
(1,04)

  +  1.000
(1,04)2

  +  1.000  +  50.000
(1,04)3

  =  47.224,91

Valor componente de patrimonio neto  =  50.000  –  47.224,91  =  2.775,09 u.m..

Los costes de emisión incluyen los costes del experto independiente que son 250 u.m y la 
comisión del 1 % de los intermediarios financieros sobre el nominal del empréstito (5.000 obli-
gaciones  ×  10 u.m.  ×  0,01  =  500 u.m.). No se incluyen los costes del personal interno porque 
entendemos que son del departamento financiero y entra dentro de sus funciones.

Suma total de los costes de emisión  =  250  +  500  =  750 u.m.

El importe total de los gastos de emisión se divide proporcionalmente entre el componente 
de pasivo financiero y el de patrimonio neto.
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Valor en J  % Gastos emisión Importe neto

Pasivo financiero ............................. 47.224,91 94,45 708,37 46.516,54

Patrimonio neto ............................... 2.775,09 5,55 41,63 2.733,46

Total .................................................. 50.000,00 100,00 750,00 49.250,00

A continuación se procede a registrar las operaciones de los ejercicios X3 y X5.

1 de enero de X3. Por la emisión, suscripción y desembolso de los títulos:

Código Cuenta Debe Haber

572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros [(5.000  ×  10)  –  750] 49.250,00
178 Obligaciones y bonos convertibles (47.224,91  –  708,37) .................... 46.516,54
1110 Patrimonio neto por emisión de instrumentos financieros com-

puestos (2.775,09  –  41,63) ......................................................................
 

2.733,46

El enunciado nos facilita el tipo efectivo para devengar el coste financiero que es 4,54 %, 
cuya tasa efectiva se obtiene de igualar el componente de pasivo con los pagos del emisor:

46.516,54  =  1.000
(1  +  i)

  +  1.000
(1  +  i)2

  +  1.000  +  50.000
(1  +  i)3

Utilizando la función de la TIR del Excel o una calculadora financiera se obtiene un 
4,536105702 %  =  4,54 %.

En la tabla siguiente figura el coste devengado por el coste amortizado:

Fecha Coste financiero Cupones Pago Coste amortizado

01-01-X3 46.516,54

31-12-X3 2.109,99
(46.516,54  ×  0,04536)

1.000,00 1.000,00 47.626,53

31-12-X4 2.160,34
(47.626,53  ×  0,04536)

1.000,00 1.000,00 48.786,87

31-12-X5 2.213,03
(48.786,87  ×  0,04536)

1.000,00 51.000,00 0,00
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En el examen para determinar el coste efectivo utilizaríamos el 4,54 % y el descuadre por 
el redondeo de los decimales se ajustaría en el último año.

31 de diciembre de X3. Por el devengo del coste financiero:

Código Cuenta Debe Haber

661 Intereses de obligaciones y bonos (46.516,54  ×  0,04536) ................... 2.109,99
506 Intereses a corto plazo de empréstitos y otras emisiones análogas 1.000,00
178 Obligaciones y bonos convertibles (2.109,99  –  1.000,00) ................... 1.109,99

Por el pago de los cupones:

Código Cuenta Debe Haber

506 Intereses a corto plazo de empréstitos y otras emisiones análogas 1.000
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 1.000

30 de junio de X5. Ampliación de capital con aportaciones no dinerarias:

•	 Valor nominal de las acciones emitidas ......................... 	 12 u.m.

•	 Valor de las acciones que se entregan al socio................ 	 2 veces su valor teórico

•	 Patrimonio neto/Capital ................................................. 	 2,5

•	 Valor teórico (2,5  ×  12 u.m.) .......................................... 	 30 u.m.

•	 Valor cotización media del último trimestre del X4 ......... 	 60 u.m.
	 (30 u.m.  ×  2)

•	 Número de acciones a emitir  ×  60 u.m. ..........................................	 60.000 u.m. 
	 (valor de mercado de los terrenos)

•	 Número de acciones emitidas (60.000/60) ............................................ 	1.000 acciones

•	 Valor nominal acciones emitidas......................................................	 12 u.m.

•	 Prima de emisión (60  –  12) ..............................................................	 48 u.m.

•	 Desembolso mínimo..........................................................................	 51.000 u.m.
	 [1.000 acciones  ×  (12 u.m  ×  25 %  +  48 u.m. de prima emisión)]
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Por la emisión de las acciones:

Código Cuenta Debe Haber

190 Acciones o participaciones emitidas (1.000 acciones  ×  60 u.m) ........ 60.000
194 Capital emitido pendiente de inscripción ........................................ 60.000

Por la suscripción de las acciones y el desembolso del mínimo legal:

Código Cuenta Debe Haber

220 Inversiones en terrenos ....................................................................... 51.000
1044 Socios por aportaciones no dinerarias pendientes, capital pendien-

te de inscripción (1.000 acciones  ×  12 u.m.  ×  75 %) ............................
 

9.000

190 Acciones o participaciones emitidas ................................................. 60.000

Por la inscripción del aumento de capital en el Registro Mercantil:

Código Cuenta Debe Haber

194 Capital emitido pendiente de inscripción ........................................ 60.000
100 Capital social (1.000 acciones  ×  12 u.m.) .............................................. 12.000
110 Prima de emisión (1.000 acciones  ×  48 u.m.) ....................................... 48.000

Por la reclasificación de la deuda por las aportaciones pendientes a fondos propios:

Código Cuenta Debe Haber

1040 Socios por aportaciones no dinerarias pendientes, capital social .. 9.000
1044 Socios por aportaciones no dinerarias pendientes, capital pendien-

te de inscripción ...................................................................................
 

9.000

31 de diciembre de X5. Por el devengo del coste financiero:

Código Cuenta Debe Haber

661 Intereses de obligaciones y bonos (48.786,87  ×  0,04536) ................... 2.212,97
506 Intereses a corto plazo de empréstitos y otras emisiones análogas 1.000,00
501 Obligaciones y bonos convertibles a corto plazo (2.212,97  –  1.000,00) 1.212,97
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Por el pago de los cupones:

Código Cuenta Debe Haber

506 Intereses a corto plazo de empréstitos y otras emisiones análogas 1.000
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 1.000

En la fecha de amortización de los títulos el 70 % de las obligaciones optan por el canje y 
el resto opta por recuperar la inversión.

Por el pago de los títulos que optan por el rembolso:

Código Cuenta Debe Haber

501 Obligaciones y bonos convertibles a corto plazo ............................
[(5.000 obligaciones  ×  30 %)  ×  10 u.m.]

15.000

572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 15.000

El artículo 418 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital regula que deberá 
modificarse la relación de canje si antes de la conversión se produce un aumento de capital con 
cargo a reservas o se reduce capital por pérdidas, lo que significa que en este supuesto no hay 
que modificar la relación de canje fija de 2 obligaciones por una acción, porque la ampliación de 
capital del 30 de junio de X5 es con aportaciones no dinerarias y se quedan al margen tanto los 
socios antiguos como los poseedores de obligaciones convertibles.

Relación canje fija  =  2 obligaciones  ×  1 acción

•	 Número obligaciones que optan al canje ...............................	  3.500 obligaciones
	 (5.000 obligaciones  ×  70 %) 

•	 Número de acciones que se emiten   .....................................	 1.750 acciones
	 (3.500 obligaciones/2)

Por la inscripción de la ampliación de capital para entregar a los obligacionistas que optan 
al canje:

Código Cuenta Debe Haber

501 Obligaciones y bonos convertibles a corto plazo ............................
[(5.000 obligaciones  ×  70 %)  ×  10 u.m.]

35.000

100 Capital social (1.750 acciones  ×  10 u.m.) .............................................. 17.500
110 Prima de emisión ................................................................................. 17.500
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Por la reclasificación de la opción de conversión:

Código Cuenta Debe Haber

1110 Patrimonio neto por emisión de instrumentos financieros com-
puestos ...................................................................................................

 
2.733,46

110 Prima de emisión [(2.733,46/5.000 obligaciones)  ×  3.500] .................... 1.913,42
113 Reservas voluntarias [(2.733,46/5.000 obligaciones)  ×  1.500] ............... 820,04

El importe que pagó el obligacionista por la opción a conversión se reclasifica a prima de 
emisión por la parte de los títulos que optan por la conversión. El resto, que optan a reembolso, 
se imputa a reservas voluntarias.

CASO PRÁCTICO NÚM. 4
Contabilidad financiera

A efectos de la determinación del gasto por el impuesto sobre beneficios la sociedad HERE, 
SA ofrece la siguiente información:

1.	 En la cuenta de pérdidas y ganancias correspondiente al ejercicio X5, elaborada si-
guiendo el modelo normal del PGC, figura un resultado contable antes de impues-
tos (beneficio) de 10.000 u.m.

2.	 Al inicio de X5 se ha vendido, al contado y por su valor contable (1.400 u.m.), una 
máquina cuyo precio de adquisición fue de 4.000 u.m. Fiscalmente estaba amorti-
zada en 3.000 u.m.

3.	 En el proceso de fabricación se producen residuos contaminantes que obligan a 
HERE, SA a realizar cada dos años trabajos para su depuración y eliminación; los 
últimos de estos trabajos se realizaron en X3. Al cierre del X4 dotó provisión para 
este fin por 2.000 u.m. y presentó a la Administración tributaria un plan para ac-
tuaciones medioambientales por importe de 2.000 u.m. para cada año. Dicho plan 
fue aceptado por importe de 3.000 u.m. para los dos años. En la declaración-liqui-
dación del impuesto correspondiente al ejercicio X4 HERE, SA imputó como gasto 
deducible 1.500 u.m. En el ejercicio actual se han desembolsado 4.100 u.m. por 
dichas actuaciones.

4.	 En X5 ha realizado una ampliación de capital para recibir nuevas aportaciones dinera-
rias por importe de 200.000 u.m., se pagaron por gastos de la ampliación 1.000 u.m.

5.	 En el ejercicio X5 compró acciones por 2.000 u.m. que calificó como disponibles para 
la venta; al cierre del ejercicio el valor razonable de dichas acciones es 2.200 u.m.
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6.	 En este ejercicio ha reconocido deterioro de valor de créditos comerciales por 2.000 
u.m. que corresponde al 4 % del saldo de clientes al cierre del ejercicio, ya que este 
año por primera vez calcula el importe del deterioro mediante una estimación glo-
bal del riesgo de fallidos.

7.	 En ejercicios anteriores obtuvo bases imponibles negativas por importe de 4.000 u.m. 
que HERE, SA no reconoció contablemente porque tenía dudas sobre su compensa-
ción futura. En este ejercicio compensa el 50 % y reconoce el crédito pendiente.

8.	 Las retenciones soportadas en el ejercicio ascienden a 500 u.m. y se aplica deduc-
ciones por 370 u.m. (270 u.m. originadas en este ejercicio y 100 u.m. pendientes y 
reconocidas en ejercicios anteriores).

Se pide:

1.	 Determinación y registro del impuesto sobre beneficios (tipo de gravamen del 30 %), 
especificando el código de las cuentas utilizadas (6300. Impuesto corriente; 6301. 
Impuesto diferido; 8300. Impuesto corriente; 8301. Impuesto diferido).

2.	 Sabiendo que no hay operaciones interrumpidas, indicar la cifra del resultado del 
ejercicio X5 que figurará en los fondos propios del balance a 31 de diciembre de X5.

SOLUCIÓN

1.  DETERMINAR Y REGISTRAR EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

1.1.  INFORMACIÓN FISCAL

Nota 1. Resultado contable antes de impuestos (beneficio)  =  10.000 u.m.

Nota 2. Diferencias entre la amortización contable y fiscal de una máquina.

Como el criterio de amortización contable difiere del fiscal, al venderse la máquina el resul-
tado que se obtiene es distinto y revierte la diferencia temporaria.

Resultado contable [1.400  –  (4.000  –  2.600)] ............................................ 	 0

Resultado fiscal [1.400  –  (4.000  –  3.000)] ................................................. 	 400 

Ajuste fiscal (positivo)................................................................................ 	 400
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Contablemente revierte el pasivo diferido que se había registrado en ejercicios anteriores 
por las diferencias de amortización, debido a que contablemente la amortización acumulada suma 
2.600 u.m. mientras que la amortización fiscal es de 3.000 u.m. La cantidad que aplicó fiscalmen-
te de más en ejercicios anteriores tributa al producirse la venta.

Nota 3. Provisión por actuaciones medioambientales (art. 14.4 y 14.5 de la LIS).

La sociedad genera unos residuos contaminantes que le obligan a realizar una serie de tra-
bajos cada dos años. Contablemente el importe que registró en el ejercicio X4 fue de 2.000 u.m., 
mientras que el plan que tiene aprobado por la Administración tributaria le permite deducirse 
1.500 u.m., de ahí que hubo un ajuste fiscal positivo en el ejercicio anterior de 500 u.m. 

El ajuste fiscal se registró como una diferencia temporaria deducible, que va a revertir 
cuando se lleven a cabo los trabajos. 

En el ejercicio X5 se ha registrado el siguiente apunte por la actuación medioambiental:

 

Código Cuenta Debe Haber

5295 Provisión a corto plazo por actuaciones medioambientales .......... 2.000
629 Otros servicios ...................................................................................... 2.100
572 Bancos e instituciones de crédito c/c vista, euros ............................ 4.100

•	 Gasto fiscal X5..................................................................................	 2.600 u.m.
	 [(4.100  –  1.500) (ejercicio X4 de acuerdo al plan aprobado)]

•	 Ajuste fiscal X5 [2.600 u.m.  –  2.100 u.m. (gasto contable)] ................	 –500 u.m.

El ajuste fiscal de este ejercicio es negativo por 500 u.m., diferencia temporaria con origen 
en el ejercicio anterior, revierte el activo diferido registrado en el ejercicio X4.

Nota 4. Gastos de ampliación de capital.

Los costes de registro, notaría y gestoría debidos a las aportaciones de los socios se re-
gistran como menos reservas voluntarias, de acuerdo con la norma de registro y valoración 
9.ª 4 del PGC.

Los cálculos de la liquidación en el modelo del Impuesto sobre Sociedades tienen como punto 
de partida el resultado contable, de ahí que proceda un ajuste negativo por 1.000 u.m., diferencia 
permanente de patrimonio neto cuyo efecto impositivo deberá netear a la reserva voluntaria, tal 
como se indica en los movimientos de cargo y abono de la cuenta (113), Reservas voluntarias.
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El artículo 11.3 de la Ley 27/2014 del Impuesto sobre Sociedades condiciona la deducción 
de un gasto al registro contable en una cuenta de pérdidas y ganancias o una cuenta de reservas, 
si así lo dispone la normativa contable.

Nota 5.  Activos disponibles para la venta.

Si la empresa tiene acciones cuya inversión se calificó como activo financiero disponible 
para la venta, de acuerdo con la norma de registro y valoración 9.ª 2.6 del PGC, al haber un valor 
fiable de mercado, debe ajustarlo al valor razonable y la diferencia se registra como ingreso o 
gasto de patrimonio neto.

Valor en libros ......................................................................................... 	 2.000 u.m.

Valor razonable al cierre de ejercicio X5................................................. 	 2.200 u.m. 

Ajuste positivo ......................................................................................... 	    200 u.m.

Por el ajuste de la inversión:

Código Cuenta Debe Haber

250 Inversiones financieras a largo plazo en instrumentos de patrimo-
nio neto ..................................................................................................

 
200

900 Beneficios en activos financieros disponibles para la venta .......... 200

Por el efecto impositivo:

Código Cuenta Debe Haber

8301 Impuesto diferido (200  ×  30 %) ........................................................... 60
479 Pasivo por diferencias temporarias imponibles .............................. 60

Por la incorporación al patrimonio neto:

Código Cuenta Debe Haber

900 Beneficios en activos financieros disponibles para la venta .......... 200
8301 Impuesto diferido ................................................................................ 60
133 Ajustes por valoración en activos financieros disponibles para la 

venta .......................................................................................................
 

140
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El artículo 17.1 de la Ley 27/2014 del Impuesto sobre Sociedades indica que las operaciones 
que la normativa contable obliga ajustar a valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no 
deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias, de ahí que no hay ajuste fiscal.

Nota 6. Deterioro global.

El artículo 13.1.3.º de la Ley 27/2014 del Impuesto sobre Sociedades no admite la deducción 
fiscal de los deterioros de créditos por operaciones comerciales calculados por el método global, 
excepto si la empresa tuviera la condición de reducida dimensión que podría aplicar fiscalmente el 
1 % de los saldos pendientes de cobro al cierre de ejercicio de acuerdo con el artículo 104 de la LIS.

Como la entidad no tiene la consideración de reducida dimensión, debe ajustar el gasto con-
table, lo que supone un ajuste positivo de 2.000 u.m., diferencia permanente.

1.2.  DETERMINAR LA DEUDA TRIBUTARIA

Resultado contable antes de impuestos.......................................................... 	 10.000,00

+/– Diferencias permanentes (pérdidas y ganancias)

Deterioro global de clientes (Nota 5)............................................................. 	   2.000,00

+/– Ajustes de reservas

Gastos de ampliación de capital (Nota 3) ...................................................... 	 (1.000,00)

+/– Diferencias temporarias

A) Origen ejercicio actual.............................................................................. 	       0,00

B) Origen ejercicios anteriores

Venta de la máquina (Nota 1) ........................................................................ 	 400,00

Provisión por actuaciones medioambientales (Nota 2).................................. 	  (500,00) 

BASE PREVIA.............................................................................................. 	 10.900,00

– Compensación de bases imponibles negativas............................................ 	 (2.000,00)

BASE IMPONIBLE X5................................................................................. 	    8.900,00

Tipo de gravamen........................................................................................... 	 × 30 %

CUOTA ÍNTEGRA........................................................................................ 	     2.670,00

– Deducciones................................................................................................ 	      (370,00)
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Ejercicios anteriores.................................................................	 100 u.m.

Ejercicio actual.........................................................................	 270 u.m.

CUOTA LÍQUIDA......................................................................................... 	 2.300,00 

– Retenciones................................................................................................. 	  (500,00)

– Pagos a cuenta............................................................................................. 	 (0,00)

DEUDA TRIBUTARIA (a pagar)................................................................. 	 1.800,00

El punto 7 del enunciado indica que restan bases imponibles negativas pendientes de com-
pensar por importe de 4.000 u.m., cuyo crédito fiscal no está reconocido contablemente y opta 
por aplicar en este ejercicio la mitad. 

Con relación a las deducciones, el punto 8 del enunciado indica que aplica en este ejercicio 
100 u.m. procedentes de ejercicios anteriores y cuyo derecho de cobro figura en contabilidad, lo 
que significa que en el balance de apertura de este año X5 aparece la cuenta (4742), Derechos 
por deducciones pendientes de aplicar por 100 u.m.

1.3.  CONTABILIZACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

31 de diciembre de X5. Por la cuota líquida:

Código Cuenta Debe Haber

6300 Impuesto corriente ............................................................................... 2.300
473 Hacienda Pública, retenciones y pagos a cuenta ............................. 500
4752 Hacienda Pública, acreedora por impuesto de sociedades ............ 1.800

Por la activación de las bases imponibles negativas:

Código Cuenta Debe Haber

4745 Créditos por pérdidas a compensar (4.000  ×  30 %) .......................... 1.200
638 Ajustes positivos en la imposición sobre beneficios ....................... 1.200

Por los gastos de ampliación:

El ajuste fiscal negativo de 1.000 u.m. por gastos de ampliación está incluido dentro de la 
cuenta (6300), Impuesto corriente, cuyo saldo se regulariza con la cuenta (129), Resultado de 
ejercicio, de ahí que proceda reclasificar el importe ya que debe netear a la reserva voluntaria.
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Código Cuenta Debe Haber

6301 Impuesto diferido (1.000  ×  30 %) ........................................................ 300
113 Reservas voluntarias por gastos de ampliación .............................. 300

Por las diferencias temporarias que revierten:

Código Cuenta Debe Haber

479 Pasivo por diferencias temporarias imponibles «Amortización de 
la máquina» (400  ×  30 %) .....................................................................

 
120

6301 Impuesto diferido ................................................................................ 120

Código Cuenta Debe Haber

6301 Impuesto diferido ................................................................................ 150
4740 Activo por diferencias temporarias deducibles «Provisión 

medioambiental» (500 u.m.  ×  30 %) ....................................................
 

150

Por la compensación de la base negativa:

Código Cuenta Debe Haber

6301 Impuesto diferido ................................................................................ 600
4745 Créditos por pérdidas a compensar (2.000  ×  30 %) .......................... 600

Por las deducciones que se aplican en el ejercicio actual y proceden de ejercicios anteriores:

Código Cuenta Debe Haber

6301 Impuesto diferido ................................................................................ 100
4742 Derechos por deducciones pendientes ............................................. 100

Una vez registrado el Impuesto sobre Sociedades, los saldos de las cuentas son:

•	 (6300) Impuesto corriente (saldo deudor).........................................	 2.300 u.m.

•	 (6301) Impuesto diferido (saldo deudor)..........................................	 1.030 u.m.

•	 (638) Ajustes positivos en la imposición sobre beneficios...............	 1.200 u.m.
	 (saldo acreedor)
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•	 (8300) Impuesto corriente.................................................................	         0 u.m.

•	 (8301) Impuesto diferido (saldo deudor)..........................................	 60 u.m.

2.  INDICAR EL RESULTADO DEL EJERCICIO X5

Resultado contable antes de impuestos.......................................................... 	 10.000,00

– (6300) Impuesto corriente........................................................................... 	 (2.300,00)

+/– (6301) Impuesto diferido......................................................................... 	 (1.030,00)

+ (638) Ajustes positivos en la imposición sobre beneficios.........................   	 1.200,00

Resultado del ejercicio................................................................................... 	   7.870,00

Además en el patrimonio neto se incorporan dos cuentas adicionales:

•	 (113) Reservas por gastos de ampliación (–1.000  +  300) .................	 (700,00)

•	 (133) Ajustes por valoración de activos financieros disponibles para
	  la venta............................................................................................. 	  140,00

CASO PRÁCTICO NÚM. 5
Matemáticas financieras

5.1. Una persona ha depositado en su entidad financiera un capital de cuantía C euros a un 
plazo de tres años obteniendo un montante de 61.060,55 euros. Si esa misma cuantía se hubiera 
colocado al mismo tipo de interés anual pero a un plazo de cinco años el montante habría sido de 
67.961,92 euros. Calcular razonadamente:

a)	 El tipo de interés anual al que se ha efectuado el depósito y el tipo de interés tri-
mestral (i4) equivalente.

b)	 La cuantía C que ha depositado.

c) 	 Cuánto tiempo tendría que transcurrir para que la cuantía C se hubiera duplicado.

5.2. Una persona desea complementar la pensión de jubilación que, en el futuro, le corres-
ponderá percibir del sistema de Seguridad Social, efectuando aportaciones mensuales y pospaga-
bles a un plan de pensiones que suscribe con su entidad financiera. A la citada persona, que acaba 
de cumplir 35 años y se jubilará al cumplir 65, se le plantean dos posibilidades:
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1.	 Efectuar aportaciones constantes de 200 euros mensuales.

2.	 Efectuar aportaciones crecientes anualmente en progresión geométrica a razón de 
un 2,5 %, siendo las aportaciones del primer año de cuantía 150 euros mensuales.

Sabiendo que las aportaciones se capitalizan a un tanto efectivo anual i  =  4 %, se ha de 
obtener razonadamente el derecho consolidado a la jubilación (montante que habrá formado) en 
el caso de elegir:

a)	 La opción 1. 

b)	 La opción 2.

SOLUCIÓN

5.1 a)  Tipo de interés anual del depósito y tipo de interés trimestral equivalente

Es un depósito bancario y el enunciado nos da el montante al final del año 3 y 5, misma in-
versión y tasa de interés, lo que nos va a permitir averiguar la tasa anual.

•	 Cn  =  C0  ×  (1  +  i)n

•	 C0  ×  (1  +  i)3  =  61.060,55 

•	 C0  ×  (1  +  i)5   =   67.961,92 

•	 61.060,55 (1  +  i)2  =  67.961,92

i  =  0,055  =  5,5 %

A partir del tipo de interés efectivo anual para determinar la tasa efectiva equivalente tri-
mestral aplica la siguiente fórmula.

•	 (1  +  i)  =  (1  +  ik)k, siendo k la frecuencia, es decir, el número de veces que du-
rante un periodo de tiempo se capitalizan los intereses producidos.

•	 (1  +  i)  =  (1  +  i4)4

i4  =  (1  +  0,055)¼  –  1  =  0,01347518  =  1,35 %
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5.1 b)  La cuantía que ha depositado

•	 C0  ×  (1  +  i)3  =  61.060,55

•	 C0  ×  (1  +  0,055)3  =  61.060,55

C0  =  52.000 u.m.

5.1 c)  �Tiempo que tiene que transcurrir para que la cuantía se hubiera du-
plicado

•	 Cn  =  C0  ×  (1  +  i)n

•	 Inversión inicial  =  52.000 u.m.

•	 Valor final  =  52.000  ×  2  =  104.000 u.m.

•	 104.000  =  52.000 (1  +  0,055)n

•	 2  =  (1,055)n

•	 log 2  =  n log 1,055

•	 0,301029995  =  n 0,023252459

n  =  12,9461  =  12 años, 11 meses y 11 días

5.2.  �Una persona va a realizar una serie de aportaciones en un plan de pensio-
nes y hay que determinar en las dos opciones que nos plantean en cuál va 
a obtener un montante mayor a los 65 años.

Años que le restan al trabajador para la jubilación  =  65 años  –  35 años  =  30 años.

Opción 1. Aportaciones constantes y mensuales

Tipo efectivo anual  =  4 %

Como la frecuencia de la aportación es mensual hay que determinar el tipo efectivo men-
sual equivalente al 4 % anual.

•	 (1  +  i)  =  (1  +  i12)12

•	 i12  =  (1  +  0,04)1/12  –  1  =  0,00327374  =  0,327373 %
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A continuación con la fórmula de valor final de rentas constantes se procede a determinar 
el montante que dispondrá la persona en el momento de la jubilación.

Valor final de una renta constante  =  cuota  
(1  +  i)n  –  1

1
 

Valor final  =  200  
(1  +  0,00327373)360  –  1

0,00327373
  =  137.054,23 u.m.

Opción 2. Aportaciones crecientes anualmente a razón del 2,5 %, siendo la aportación 
mensual del primer año de 150 u.m. mensuales.

Los términos varían en progresión geométrica de un periodo a otro, manteniéndose cons-
tantes para las distintas fracciones mensuales en que se divide el periodo.

Valor final  =  Valor actual progresión geométrica (1  +  i)n

La fórmula de valor actual de una renta en progresión geométrica:

VA  =  a1  
1  –  qn (1  +  i)–n

1  +  i  –  q

El primer término de la renta se determina a partir de los 150 u.m. mensuales, ya que el in-
cremento de la aportación es anual.

150  (1  +  0,00327373)12 –  1
0,00327373

  =  1.832,77 u.m.

Valor actual de la renta de progresión geométrica:

V0  =  1.832,77  ×  
1  –  (1,025)30  ×  (1,04)–30

1  +  0,04  –  1,025
  =  43.165,49 u.m.

El importe del montante en el momento de la jubilación será:

•	 Vf   =  V0  ×  (1  +  i)n

•	 Vf  =  43.165,49  ×  (1,04)30   =  140.002,85 u.m.
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